
  


  
    
  



  
    Los doce ensayos que integran este volumen constituyen un análisis comparativo, a través de siete países de Europa occidental, de algunos aspectos del desarrollo paralelo del Estado de bienestar y los movimientos de mujeres entre 1880 y 1950, así como la visión de género que ambos procesos encarnaron y contribuyeron a erigir. La maternidad, analizada desde distintos puntos de vista, yace en el fondo de este estudio: como experiencia vital para la mujer, como se reflejó en los movimientos feministas de la época, y como uno de los objetivos de la política de los estados de bienestar emergentes en Europa.
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  Introducción del editor


  En el presente volumen se emprende un examen comparativo, a través de siete países de la Europa occidental, de algunos aspectos del desarrollo paralelo del Estado de bienestar y de los movimientos de mujeres entre los años 1880 y 1950, así como de la visión de género que ambos procesos encamaron y contribuyeron a erigir. En el corazón de este estudio yace la cuestión de la maternidad en algunos de sus rasgos fundamentales: como experiencia vital para la mujer, como se reflejó en las opiniones e iniciativas de los movimientos feministas de la época y como uno de los objetivos de la política de los Estados de bienestar emergentes en Europa. Mucha de la literatura actual acerca de la historia de la mujer, de los movimientos feministas y de los Estados de bienestar hace especial hincapié en la implicación de las mujeres en la mayoría de las reformas efectuadas en las sociedades modernas de bienestar[1]. Las políticas sociales de organismos oficiales y no oficiales suelen basarse, aunque no siempre, en presupuestos acerca de las relaciones de género, en particular de la división del trabajo, del poder y de la responsabilidad social según criterios de género, dando por sentado que todas las mujeres adultas dependen de un varón que genera una renta.


  Los ensayos incluidos en el presente volumen se ocupan en grados diferentes de los tres grupos principales de mujeres cuya historia se moldeó con el surgimiento de la política del bienestar. El primer grupo sería el de las mujeres, y madres en particular, que viven en condiciones de pobreza. Durante el período de estudio y mucho tiempo antes, aunque la pobreza no fuese, por supuesto, una condición exclusivamente femenina, las mujeres sufrían más privaciones que los hombres. La pobreza de estas mujeres solía ser a menudo consecuencia de unas características propiamente femeninas, sobre todo por no estar estructuradas las economías de modo que las mujeres pudiesen mantenerse a sí mismas y a sus hijos de una manera adecuada; aunque la muerte, abandono, enfermedad o desempleo del varón las obligase en muchas ocasiones a luchar por conseguirlo. El segundo grupo estaría formado por las mujeres organizadas en los movimientos de mujeres de todos los países occidentales o afiliadas a ellos. En los primeros años de nuestro periodo de estudio, estos movimientos se preocuparon especialmente por la maternidad y la suerte de las madres, en particular de las que vivían en condiciones de pobreza, pero también de aquellas que sin ser pobres estaban amenazadas por la pobreza, precisamente por depender del trabajo y los ingresos de un varón. En tercer lugar, tenemos a las mujeres que participaban de manera significativa en la gestión de las disposiciones y políticas del bienestar, ya fuese como voluntarias o asalariadas, con formación especial o sin ella. Los Estados de bienestar abrieron nuevas carreras para las mujeres, en la mayoría de los casos más prominentes en los niveles inferiores y muy localizados de la escala administrativa y política. En algunos aspectos, estas profesiones, como la de asistenta social, han fortalecido la división sexista del trabajo al haber sido definidas, a menudo por las propias mujeres, como profesiones eminentemente femeninas dentro del sector del servicio social. Por otra parte, estas mujeres, junto con el movimiento femenino más amplio, crearon enfoques sociales innovadores, como las visitas a domicilio a personas enfermas en Gran Bretaña, que prepararon el camino para futuras políticas sociales generalizadas, para la participación de las mujeres en ellas y para una nueva relación entre la esfera pública y la privada[2].


  Las políticas de bienestar relevantes y las ideas e ideales acerca de las relaciones de género en las que se inspiran no se han examinado en todos los países europeos ni se ha analizado su conexión concreta con la legislación y su implementación. Menos sabemos incluso acerca de la relación e influencia recíproca entre estos procesos y los movimientos de mujeres del siglo pasado, ya se autocalificasen de «feministas» o no y fuese cual fuese el significado que diesen al término, acuñado y popularizado a principios del periodo que nos interesa[3]. Por todo ello, nos encontramos ante un campo perfectamente abonado para efectuar un estudio comparativo, pues resulta fácil centrarse en un objetivo claramente definido: los movimientos femeninos que existieron en todos los países de la Europa occidental, la forma en que enfocaron la cuestión de la maternidad y cómo interactuaron con la política gubernamental dirigida a la maternidad. Se trata de una cuestión lo suficientemente limitada para permitir una comparación, pero lo bastante fundamental dentro del tema —las mujeres y el Estado de bienestar— para justificar generalizaciones significativas.


  El estudio de las semejanzas y diferencias entre los distintos países plantea varias dificultades de orden metodológico que, sorprendentemente, apenas se han examinado explícitamente[4]. No solo existen los obstáculos objetivos inherentes a la comparación de complejas experiencias nacionales, sino que los historiadores de cada país proceden de experiencias historiográficas dispares que les llevan a plantear preguntas distintas y a responder a ellas de un modo igualmente diferente; la historia de la mujer y la historia del bienestar social no se sitúan en el mismo nivel ni han recorrido la misma trayectoria en todos los países. Afortunadamente es generalizada la aplicación de enfoques comparativos en las investigaciones de los Estados de bienestar; pero es de lamentar que estos estudios suelan mantenerse al margen de las cuestiones del género, ignorando así el papel de las mujeres y las cuestiones que las afectan[5]. En Gran Bretaña se han realizado muchos estudios acerca de las mejoras introducidas por la política del bienestar en el periodo que nos ocupa, mientras que en Alemania este tipo de estudios suelen limitarse al período 1880-1920, prescindiendo del nacionalsocialismo, en cuyo contexto y dados sus rasgos claramente inhumanos, el concepto de Estado de «bienestar» se ha considerado inadecuado; sin embargo, nuevos enfoques más recientes colocan esta experiencia alemana en un contexto internacional[6]. Hasta fecha reciente, apenas se ha aplicado el concepto a Italia y España[7], mientras que sí resulta fundamental en el caso de los Estados escandinavos.


  En el ámbito de la historia de la mujer y del género, los estudios comparativos son menos frecuentes, debido obviamente al olvido al que estuvieron relegados durante mucho tiempo. Las cuestiones planteadas varían de un país a otro; por ejemplo, en Gran Bretaña se han realizado muchos más estudios que en cualquier otro país sobre la situación de las mujeres de clase obrera. En Alemania, la historia de la mujer se centraba en sus inicios, más que en cualquier otro país, en el trabajo doméstico. Actualmente, a medida que se multiplican los estudios sobre la historia de la mujer y de las relaciones de género se restablece el equilibrio, proceso impulsado por los frecuentes contactos entre los estudiosos de distintos países y campos, del cual es un ejemplo el presente volumen. La relación entre los movimientos femeninos y el Estado, relativamente pasada por alto hasta hace poco tiempo, es hoy por hoy un foco de atención y un campo de estudio fructífero.


  Otro problema de la historia comparativa es que, incluso en las cuestiones claramente acotadas abordadas en este libro, surgen muchas diferencias internas. En particular los movimientos de mujeres presentan extraordinarias semejanzas de un país a otro, pero también una profunda heterogeneidad interna. Los ensayos que figuran a continuación subrayan la variedad de vertientes y el vigoroso debate propios del feminismo en general. Esta actitud constituye una advertencia contra una clasificación cronológica o de cualquier otro tipo demasiado simplista de los movimientos femeninos; por ejemplo, la aceptación generalizada de una división política y cronológica clara —que interviene en diferentes momentos en cada país— entre los movimientos femeninos que potencian predominantemente el individualismo y la «igualdad de derechos», y los que defienden un feminismo «de bienestar» o «social» menos vigoroso, calificado de «maternalista» o «relacional[8]». Al igual que ocurre con la historia de la mujer en general, en muchas ocasiones la comprensión es más fácil en el plano local o regional que en el plano nacional. En lo que a iniciativas políticas se refiere, los ensayos revelan diferencias regionales y locales importantes dentro de cada país en lo que respecta a la introducción y aplicación de las reformas. El problema consiste en localizar las similitudes y las diferencias dentro de un país y con respecto a los demás, de modo que se tomen en consideración los detalles, sin que estos enturbien la visión general; en ofrecer información y tratar de establecer generalizaciones útiles sin perder de vista la complejidad y los detalles, evitando abstracciones que garantizan la elegancia en detrimento de la comprensión.


  Por supuesto, este volumen es sencillamente un paso adelante hacia la imagen que acabamos de esbozar de la historia comparativa. En esta obra tratamos de resaltar la riqueza de la historia de la mujer, la apertura a nuevas cuestiones y enfoques, y la relación con la historia social, económica, política e intelectual. Es nuestro deseo transmitir a los lectores las experiencias del pasado, así como ofrecerles diversas interpretaciones de experiencias similares por parte de coetáneos e historiadores, además de permitir al lector extraer una conclusión alternativa de las experiencias nacionales, y de las tendencias y comparaciones transnacionales, sin dejar por ello de proporcionar una conclusión propia.


  RELACIÓN ENTRE LOS ESTUDIOS SOBRE EL ESTADO DE BIENESTAR Y SOBRE LA HISTORIA DE LA MUJER Y LAS RELACIONES DE GÉNERO


  Las reformas que sirven por lo general de base para estudiar la evolución de los Estados de bienestar y se comparan unas con otras suelen referirse a una serie limitada de «problemas sociales»: enfermedad, incapacidad, vejez, desempleo, protección laboral y la introducción del impuesto progresivo sobre la renta. Todos los trabajos realizados al respecto abordan, en el mejor de los casos de forma marginal, las disposiciones relativas a la maternidad, paternidad, natalidad y crianza. Es imposible no concluir que se da prioridad a las reformas que afectan directamente a los varones y están destinadas a aliviar la carga de la mano de obra masculina. De hecho, en algunos países, particularmente en aquellos donde las primeras políticas del bienestar se basaban en un esquema de seguro social, solo se ocupaban originalmente de la población activa y, como la mayoría era masculina, «se centraban en el trabajador varón y no en las mujeres ni en los niños, principales destinatarios de las medidas anteriores de beneficencia[9]». En un principio, estas iniciativas se concebían como una ayuda para el varón que ya no podía asegurar su manutención y la de su esposa a través de la remuneración que obtenía por su trabajo. Estas medidas de seguridad social son la principal característica que diferencia el Estado de bienestar moderno de los programas más antiguos basados en leyes de beneficencia contra la pobreza o en la asistencia pública.


  Sin embargo, este centro de atención ha minado o enturbiado la importancia de la relación directa o indirecta entre la seguridad social y otros sistemas de asistencia, y las mujeres y madres en particular. En la mayoría de países europeos, incluidos los Estados clásicos de bienestar como Gran Bretaña, Alemania y los países escandinavos, las reformas sociales tempranas, y especialmente otras posteriores, han sido muy importantes e influyentes en el terreno de la maternidad. El efecto indirecto de estas políticas fue fortalecer la dependencia de las mujeres con respecto a los maridos que se beneficiaban de las ayudas sociales y así ampliar las diferencias de género en lo que a renta y pobreza (relativa) se refiere. Por otra parte, determinadas disposiciones sociales que se mencionan muy raramente en trabajos sobre el nacimiento de los Estados de bienestar estaban directamente destinadas a las mujeres y aliviaban algunos aspectos de la miseria y pobreza de la población femenina, en especial los relacionados con la maternidad. En algunos países, tales medidas surgieron como un anexo a reformas dirigidas a asuntos eminentemente masculinos; en otros, como Italia y Estados Unidos, los primeros pasos hacia un Estado de bienestar moderno se centraron en las mujeres. En virtud de la Ley alemana sobre el seguro de enfermedad de 1883, las trabajadoras del sector industrial podían obtener subsidios modestos en concepto de una baja por maternidad de tres semanas tras el nacimiento de un hijo, lo que equiparaba el nacimiento a una «enfermedad», pero los subsidios eran mínimos, facultativos y se pagaban con escasa frecuencia. Hasta 1924 los subsidios no se extendieron a las esposas no asalariadas de varones asegurados. La Ley británica del seguro nacional de 1911 (British National Insurance Act) contemplaba el pago en efectivo de subsidios por maternidad para todas las mujeres aseguradas y para las esposas de los varones asegurados, mientras que en la Ley social sobre maternidad e infancia de 1918 (Matemity and Child Welfare Act) se alentaba la creación de maternidades y otros servicios afines locales. En Italia, la Ley sobre el seguro de maternidad de 1910 fue la primera disposición nacional que entró en vigor en materia social, como lo fue la Ley Sheppard-Towner de 1921 para la maternidad y la infancia en Estados Unidos. También en Francia se promulgaron varias leyes, en 1913, sobre subsidios de maternidad, ayuda a familias numerosas necesitadas y subsidios familiares para funcionarios, mucho antes de que se implantase un esquema global de seguridad social nacional en 1928. En Noruega, la Ley sobre seguro de enfermedad de 1909 introdujo el concepto de subsidios de maternidad pecuniarios para las mujeres aseguradas y para las esposas de los asegurados, mientras que en la Ley para la infancia de 1915 se otorgaban pequeños subsidios de maternidad, financiados por la recaudación fiscal, para las madres solteras necesitadas. En Suecia, por su parte, los subsidios de maternidad no se implantaron hasta la Ley de seguridad social nacional de 1931. En los Países Bajos, una ley de 1913 sobre el seguro de enfermedad obligatorio disponía el pago de subsidios de maternidad, mientras que en Dinamarca, estos subsidios se incluyeron en un esquema de seguro voluntario publicado en 1915[10]. Los pagos en concepto de baja por maternidad para las trabajadoras del mercado laboral oficial solían ser modestos y las disposiciones diferían a menudo según los sectores de empleo; en ocasiones iban acompañados de la prestación de servicios sociales y la asistencia durante el parto, el embarazo y la lactancia; a veces solo incumbían a las mujeres asalariadas o solo a las mujeres casadas; y, por lo general, incorporaban algún elemento de discriminación explícita o implícita contra las madres solteras.


  Mientras que estas medidas, introducidas durante la Primera Guerra Mundial o con anterioridad, solo iban dirigidas a grupos específicos de madres, en su mayor parte necesitadas y trabajadoras, en el periodo de entre guerras y en el inmediatamente posterior a la Segunda Guerra Mundial se produjeron novedades apenas concebibles en la mayor parte del sigloXIX: subsidios estatales de natalidad y una serie de otras disposiciones sociales relacionadas con la maternidad. En la mayoría de los países europeos se introdujeron subsidios estatales de natalidad en distintos momentos y bajo formas diferentes: allocations familiales francesas en 1932, Kinderbeihilfen alemanes en 1935, assegni familiari italianos en 1936, subsidios familiares españoles en 1938, family allowances británicos en 1945, barnetrygd noruegos en 1946, allmänna baruhidrag suecos en 1947, børntilskund daneses en 1952. Las características variaban de unos a otros, por ejemplo en Gran Bretaña tuvieron un alcance universal desde 1945, en Suecia desde 1947 y en Dinamarca desde 1969. En los Países Bajos se pagaron subsidios familiares universales desde 1939 y en Irlanda desde 1944. En un principio, no solía pagarse ningún subsidio para el nacimiento del primogénito. Cabe destacar que, si bien la mayoría de los países europeos se dotaron de un sistema de subsidios de natalidad, no ocurrió lo mismo en otras sociedades industriales similares como la estadounidense o la japonesa. En cambio, sí se introdujeron este tipo de subsidios universales en las antiguas colonias británicas de Australia (1941), Nueva Zelanda (1946) —primer país en implantar un esquema dependiente de la renta en 1926 después de que lo hiciese Francia en 1913— y Canadá (1944)[11]. Hacia la misma época se establecieron desgravaciones fiscales progresivas para el cabeza de familia en concepto de esposa e hijos: en Gran Bretaña desde 1911, en Francia desde 1917, en Italia desde 1926 y en Alemania en 1934 y 1939. Este aspecto de la política familiar estatal no ha sido objeto de investigaciones adecuadas, en especial desde la perspectiva del género.


  La atención excesivamente limitada de tantísimos estudios sobre los Estados europeos de bienestar ha llevado a una subvaloración equivocada de la importancia y el alcance de las disposiciones sociales en materia de maternidad en Europa y ha fomentado la creencia de que, antes de la Segunda Guerra Mundial, la política social subvenía exclusivamente a las necesidades de los varones. Corregir este error, como se pretende en el presente volumen, no significa defender que tales disposiciones reducían las diferencias de género en lo que respecta a la pobreza y la renta, pues solían ser demasiado modestas para lograrlo, pero sí aspiramos a esclarecer la estructura cambiante del Estado de bienestar y sus motivaciones, la historia de la vida de las mujeres y las imágenes de género que subyacen a la política y actitudes de hombres y mujeres. De hecho, los estudios tradicionales han infravalorado la participación de las mujeres en la construcción de los Estados de bienestar. El estudio de las fuerzas sociales y políticas que actuaron como causa o influencia de las reformas sociales se ha centrado mayoritariamente en el movimiento laboral, grupos religiosos o filantrópicos laicos, partidos de izquierdas, progresistas, liberales o conservadores, burócratas y políticos eminentes. Es como si la «primera ola» del movimiento feminista, activa por toda Europa desde principios o mediados del siglo XIX y que a efectos del presente volumen se situará en el periodo que se inicia en la década de 1890, no hubiese desempeñado papel alguno en la historia de los Estados de bienestar[12].


  Sin embargo, en muchos aspectos y en muchos lugares, como demuestran los ensayos que siguen, fue este movimiento feminista precisamente el que causó o determinó, en cierta medida, la introducción de los subsidios por maternidad, los subsidios familiares y otras reglamentaciones relacionadas con la maternidad y la familia. Todo ello sucedió independientemente de que las mujeres tuviesen el derecho de voto. Annarita Buttafuoco explica cómo las exigencias del movimiento feminista italiano culminaron en la creación de la cassa di maternità en 1910, antes de que se concediese el sufragio a la mujer. El voto femenino en el nivel federal y las demás actividades políticas de las mujeres en Estados Unidos moldearon de forma notoria la Ley Sheppard-Towner de 1921 para la maternidad y la infancia, reconocida como una victoria de la corriente «maternalista» del movimiento feminista estadounidense. Pese a que ninguna mujer británica podía votar en las elecciones nacionales —aunque un millón de ellas podía ejercer tal derecho en las elecciones locales— cuando se introdujeron los servicios locales de asistencia social para madres y niños en la década de 1900 y los subsidios por maternidad en 1911, el resultado se debió en gran medida a la presión organizada ejercida por grupos de mujeres; cuando se dispuso que fuese el padre quien recibiese el dinero, la presión se agudizó para que la madre fuese la beneficiaría directa, lo que se consiguió en 1913. En esa época, las mujeres no solo luchaban por derechos políticos, sino también por derechos sociales. De hecho, fue la experiencia de trabajo voluntario entre los más pobres y, en particular, entre las más pobres, lo que llevó a algunas mujeres a pedir el derecho de voto. Esta reivindicación se basaba en que los Estados dominados por varones habían fracasado claramente al tratar de remediar los graves problemas sociales, cuya resolución precisaba de los recursos estatales, y que las mujeres solo podían acceder a estos recursos a través del Estado, un acceso que no debía limitarse a simples limosnas ni paliativos dependientes de las fluctuaciones de la filantropía privada. El sufragio, la ciudadanía plena y la influencia política de las mujeres eran requisitos para poner fin a la pobreza femenina. Por ello, desde un principio existieron lazos muy estrechos entre las exigencias de derechos políticos y de un Estado de bienestar, que las mujeres concebían como un derecho social que les correspondía.


  La compleja historia de Eleanor Rathbone y de los subsidios familiares británicos ha sido objeto de muchos estudios y comentarios, como ilustran las contribuciones de Jane Lewis y Pat Thane, que aportan nuevos aspectos, ideas e interpretaciones del caso. Los demás ensayos del presente volumen son ejemplos de la fuerza con que han surgido trabajos similares en otros países. Estos estudios deben contemplarse sobre el fondo de una historiografía de la mujer que, en el curso de su considerable expansión en los dos últimos decenios, se ha ocupado menos del tema del presente volumen que de la historia del sufragio y el empleo femenino, la contracepción, el aborto y otros asuntos relacionados con la sexualidad. En la historia de la mujer se aborda por supuesto la existencia de la mujer como madre, las labores domésticas, la experiencia de la maternidad, el maternalismo como perspectiva en determinados procesos culturales, morales e intelectuales, puesto que todo ello constituye un aspecto ineludible de la experiencia histórica de la mujer. Sin embargo, tenemos aquí un área en que las interpretaciones se han caracterizado por la firme proyección en el pasado de ideas actuales. Hoy día, mencionar la maternidad como un rasgo importante de la vida de muchas mujeres se califica a menudo de «tradicional», «conservador» o incluso «reaccionario», en oposición a actividades reales o supuestamente más características de la vida de la mujer moderna, y se considera que las principales vías de acceso a la liberación femenina pasan por la contracepción, el aborto y la participación en actividades no domésticas. La situación de la mujer se analiza con frecuencia en términos de la división del trabajo por sexos y suele darse por sentado que el feminismo auténtico aspira necesariamente a abolirla, a huir de la maternidad y acabar con los papeles atribuidos por razones de género. No era tal el punto de vista generalizado entre los movimientos feministas más tempranos. Por ello, algunos de los artículos que siguen, en particular los que se sitúan en la primera parte del periodo que nos ocupa, pretenden reproducir la voz de esas mujeres cuando hablaban de las relaciones de género, de la maternidad, del feminismo y de los derechos de la mujer, en lugar de cotejarla con los modelos y teoría actuales, en detrimento de sus propios valores y los de su época.


  Un punto de vista generalizado, pero no sin detractores, fue el expresado por Hubertine Auclert, al parecer la primera mujer en Europa que se llamó con orgullo «feminista». En 1885 retó a los líderes de la República francesa a que declarasen si el Estado francés: debía convertirse en un Estado «minotauro» o en un Estado «maternal»; si «devoraría la sangre y los recursos de sus ciudadanos a través de impuestos y guerras» o «alimentaría a sus gentes ofreciendo seguridad y trabajo a las personas sanas, y ayuda a los niños, los ancianos, los enfermos y los incapacitados». Hubertine Auclert creía que el papel de las mujeres como ciudadanas era fomentar la actitud de estímulo y protección, extendiendo a la política y a toda la sociedad la disposición de amparo y cuidado que se esperaba de ellas. El objetivo final era utilizar las cualidades y experiencias propias de las mujeres para enriquecer y mejorar la sociedad, pero igualmente importante, utilizar estas cualidades como base de la capacitación de las mujeres y del cambio en la división por género del poder. Los rasgos asociados de manera convencional a las mujeres debían valorarse tanto como los atribuidos a los varones. Otra feminista francesa, Léonie Rouzade respondió así al argumento tradicional de que los hombres eran ciudadanos de orden superior por su capacidad de luchar en la guerra: «Si se conceden derechos por matar a hombres, deberían atribuirse más derechos por haber creado la humanidad[13]».


  Tenemos aquí un punto de vista muy popular entre los movimientos feministas europeos, como demuestran muchos de los ensayos que siguen. Cabe subrayar que las mujeres que adoptaron esta perspectiva no pretendían que todas las mujeres tuviesen hijos ni que todas se dedicasen exclusivamente a su función de crianza, ni en la política ni en otras áreas, ni que tal fuese el papel al que debían consagrar todo su tiempo. Por el contrario, afirmaban que, dado el estado de la sociedad, las mujeres tendían hacia una actitud de cuidado y protección y se les asignaba tal responsabilidad que aceptaban de buen grado, fuese cual fuese la razón; que se trataba de una inclinación humana deseable, que no influía lo suficiente en la política pública; y que dicha influencia debería aumentar para facilitar el progreso de la sociedad. Igualmente importante para la mayoría de estos movimientos era el que la mujer tuviese plena libertad para desarrollar todas sus aptitudes, para dirigir su vida presente y futura, y el que la política estatal velase por tal libertad. Desde este punto de vista, la liberación de la mujer no se lograría a través de una asimilación y equiparación con respecto a los varones; no había que hacer hincapié en «lo igual» sino en «lo diferente». Se rechazaba la ecuación tradicional entre diferencia e inferioridad femenina, a favor de una concepción donde los sexos fuesen complementarios, de igual valor y donde en ocasiones el sexo femenino se considerase superior al masculino. En Francia, estas nociones se resumieron en el eslogan «la igualdad dentro de la diferencia». Eran importantes en esta concepción las cuestiones de maternidad, de trabajo doméstico de la mujer, de mejora de la situación de las madres, de librarlas de la pobreza y de la dependencia, y la maternidad se contemplaba como un factor integrante de esa «diferencia» del sexo femenino. Pero no solo se rechazaba la ecuación entre diferencia e inferioridad, sino también la que equiparaba diferencia con «biología», siendo «la maternidad es una función social» otro eslogan muy difundido entre las mujeres radicales y moderadas de países tan dispares en otros aspectos como Francia, Alemania, Italia y Noruega. Con este eslogan se exigía un reconocimiento económico y social, así como los derechos políticos, para todas aquellas personas que desempeñaban esta «función» a través de su duro trabajo; las feministas más radicales de todos los países reclamaban una remuneración estatal para el trabajo de madre, a veces bajo el epígrafe de «dote para las madres» o «salario de madre», cuestionando así la división fundada en razones de sexo entre el trabajo remunerado y el no remunerado. Ida Blom demuestra cómo la difusión internacional de estas ideas se vio favorecida por los contactos personales y directos entre las mujeres de diferentes países. «La maternidad es una función social» se aplicaba a la maternidad física, pero también, como demuestra Irene Stoehr en el caso de Alemania, a una visión de maternidad «social» o «espiritual», concebida como la actividad de cuidado que las mujeres, que no tenían necesariamente hijos propios, ejercían en profesiones extradomésticas como la asistencia social o sanitaria.


  Los ensayos mencionados exploran lo que se definía como feminismo y sus objetivos en el pasado, dentro de los contextos en que se formulaban. El feminismo no habitó en ningún momento en un mundo intelectual y político aislado de los mundos circundantes, sino que formaba parte de ellos, aunque al igual que ocurría con otras ramas del discurso intelectual o político tuviese unas preocupaciones propias y particulares. Lo mismo podríamos decir de la decadencia progresiva de este discurso feminista desde finales de la década de 1920 hasta la supresión absoluta en algunos países. Este fenómeno estuvo asociado en parte a la decadencia de un debate más amplio acerca de la ciudadanía, la búsqueda y la estructura de la participación democrática, en activo y de gran importancia en toda Europa desde finales del sigloXIX, cuando las exigencias de hombres y mujeres por mayores derechos sociales y políticos alcanzaron un extremo sin precedentes en la historia moderna. En Alemania, Italia y España, tales exigencias quedaron sofocadas de forma abrupta. En otros países, entre las crisis de los años 30 y 40, la atención se desvió hacia mecanismos de planificación central, hacia el fortalecimiento del papel del Estado en solucionar los problemas de la crisis económica y la guerra. En la década de 1960, muy pocas feministas de la «segunda ola» recuperaron la herencia del pasado. A medida que se reducía el tamaño de las familias, la maternidad se limitaba a un periodo más breve de la edad adulta temprana y menos eran las mujeres que tenían hijos, el feminismo maternalista perdía vigencia. En comparación con la situación de principios del sigloXX, las condiciones de empleo habían mejorado considerablemente, incluso para las mujeres y debido en gran parte a la presión de estas mujeres, pero las medidas sociales ajenas a la estructura salarial tradicional les habían concedido muy poca autonomía. No es de sorprender, pues, que la liberación, la justicia y la igualdad pareciesen más asequibles si se perseguían a través de una acción positiva por potenciar el trabajo fuera del hogar y por presionar a los varones para que asumiesen los deberes de la paternidad, en lugar de apoyarse en una visión maternal del sexo femenino y en el reconocimiento público de la maternidad, que tanto habían contribuido a moldear los Estados europeos de bienestar.


  LA DIMENSIÓN COMPARATIVA Y TRANSNACIONAL: ALGUNAS GENERALIZACIONES E HIPÓTESIS


  Los movimientos de mujeres y sus ideas no fueron en ningún caso una influencia exclusiva en la política social particularmente dirigida a las mujeres, ni siquiera eran ellas las únicas destinatarias de dicha política. Debemos contemplarlas, por el contrario, como una compleja mezcla de normas destinadas a influir en la procreación, a combatir la pobreza, a través de la determinación de salarios y, de manera más general, moldeando la situación de las mujeres. Anne-Lise Seip y Hilde Ibsen explican, para el caso noruego, cómo prepararon estas diversas políticas e intereses el nacimiento del Estado de bienestar a lo largo de un vasto periodo y cómo el interés pasó de un enfoque centrado en las madres a otro centrado en los niños. Naturalmente, una de las grandes dificultades consiste en evaluar la influencia de los movimientos feministas con respecto a otras fuerzas. Es incuestionable que las políticas objeto del presente volumen son en gran medida transnacionales: surgieron en todos los países aquí tratados y en gran parte dimanaron de un discurso donde predominaba el interés por la cantidad y la cualidad de la población y por la responsabilidad de la madre a este respecto. En toda Europa se experimentó una caída de la tasa de natalidad desde finales del sigloXIX, siendo en Francia donde la preocupación nació antes y de forma más acusada, y donde se inició dicha caída.


  Una de las primeras respuestas ante esta situación fue tratar de reducir la tasa de mortalidad infantil, muy elevada en todos los países, que con el nuevo siglo fue descendiendo de forma generalizada, aunque a ritmos diferentes. No está claro el papel que en ello desempeñaron las ordenaciones en materia de maternidad, pero es probable que fuesen uno de los ingredientes de la solución, junto con las consecuencias de las medidas relacionadas con la sanidad pública, la mejora de la higiene y las condiciones de vida, así como la difusión de información en materia de nutrición, salud e higiene. Para las mujeres que vivían en las condiciones de extrema pobreza propias de la mayoría de las grandes ciudades, y también de las zonas rurales de Italia, por ejemplo, unos pocos conocimientos de esta índole podían suponer la diferencia entre la muerte o supervivencia de los hijos o la recuperación de la propia salud tras el embarazo y el parto. Como se desprende de las colecciones de cartas escritas por mujeres trabajadoras, como las publicadas en 1915 por el British Women’s Co-operative Guild (Gremio Cooperativo de Mujeres británicas), en 1930 por el sindicato alemán del sector textil y las cartas dirigidas por algunas madres a las feministas que administraban el Children’s Bureau (Oficina para la Infancia) estadounidense, las mujeres subrayaban lo beneficioso que había sido enterarse de la importancia, por ejemplo, de evitar esfuerzos innecesarios durante el embarazo, como encalar una habitación o limpiar cristales[14]. Esta información contribuyó, sin lugar a dudas, a reducir la tasa de mortalidad infantil, además de transmitir la idea de que la maternidad podía ser una experiencia menos dolorosa y gravosa, que unas madres en mejores condiciones físicas y con mayor control sobre todo el proceso de la maternidad podían criar hijos más robustos —que existía la posibilidad de vivir una maternidad «consciente», «voluntaria» o «libre», como la calificaban las feministas de la época— desembocando todo ello en el descenso de la media de hijos por familia.


  La preocupación por la caída de la tasa de natalidad se acentuó ante el elevado número de víctimas de la Primera Guerra Mundial y, más adelante, ante el vertiginoso descenso de dicha tasa en los años de entreguerras. Ya en 1933, la tasa de natalidad alcanzó un mínimo internacional en Suecia (13,7 nacimientos por cada 1000 personas), en Austria (14,3), en Inglaterra y el País de Gales (14,4), en Noruega y Alemania (14,7)[15]. Esta situación provocó diversas manifestaciones de pánico y la aplicación de medidas pronatalistas más o menos rigurosas, extremas en la España franquista, moderadas en Gran Bretaña y Escandinavia. El pronatalismo tuvo mucho vigor en Francia, no solo entre los políticos y los aterrados varones pronatalistas organizados, sino también en la cultura popular tradicional y, como demuestran Anne Cova y Karen Offen, entre las feministas que creían en él o lo utilizaban como instrumento retórico o táctico para reivindicar los derechos de las madres. En ese país, los esfuerzos conjuntos de los varones pronatalistas y de las feministas seglares y católicas entrañaron grandes ventajas para las madres; Ann-Sophie Ohlander explica que también en Suecia la ideas pronatalistas facilitaron unas reformas beneficiosas para las madres. Pero estas reformas no lograron invertir en ningún país la tendencia a la baja de la tasa de natalidad, que reaccionó mejor a cambios a largo plazo que a medidas estatales directas (véase en el apéndice a la presente introducción el cuadro 3). A diferencia de lo que a veces se ha afirmado, las disposiciones pronatalistas tampoco causaron la «vuelta al hogar» de las mujeres. Según las estadísticas oficiales y con la excepción de Italia, el empleo femenino fuera del hogar no descendió, sino que en varios países aumentó incluso entre las mujeres casadas, pese a la polémica suscitada por este hecho durante la crisis económica mundial de los años 30 en la mayoría de los países que nos ocupan (véanse en el apéndice a la presente introducción los cuadros 1 y 2).


  Aunque el discurso feminista de la época en lo tocante a la maternidad y la mejora de la condición de las madres era un fenómeno transnacional, también incorporaba variaciones importantes según los países, en particular en lo concerniente a propuestas y medidas concretas. Mientras que en Noruega, Suecia, Gran Bretaña y Francia, las feministas seguían luchando durante el periodo de entreguerras para obtener subsidios universales de maternidad o familiares para todas las madres dedicadas al cuidado de hijos pequeños, independientemente de su condición profesional o nivel de pobreza, no sucedía así en Italia, Alemania ni España. En Italia y Alemania, en determinados periodos alrededor del cambio de siglo, algunas feministas reclamaron subsidios familiares de algún tipo para todas las madres; pero muy pronto los movimientos feministas italianos y alemanes centraron su atención en obtener o elevar la cuantía de los subsidios de maternidad para las madres trabajadoras (y las esposas de los varones trabajadores), percibidos durante varias semanas de baja por maternidad alrededor de la fecha del parto y, en particular, para las madres de clase obrera. En estas reivindicaciones, pero no en las concernientes a todas las madres, los movimientos feministas lograron el apoyo de los movimientos laboristas a los que algunos estaban afiliados o con los que colaboraban. En los tres países, la obtención de subsidios para las familias de madres no trabajadoras y durante todo el periodo de crianza, fue iniciativa del Estado y no de las propias mujeres.


  La preocupación demográfica estuvo acompañada y fortalecida por un interés que iba más allá de las cifras de natalidad para alcanzar la «calidad», la «incapacidad» física de la masa que sobrevivía a la infancia. Esta preocupación fue, en parte, producto del crecimiento de la competencia internacional desde finales del sigloXIX; era como si las naciones necesitasen una mano de obra capaz, un ejército capaz y unas madres capaces para criarlos, con objeto de competir eficazmente en el mercado cada vez más internacionalizado del dominio colonial y de la guerra. De este modo, las cuestiones demográficas quedaron claramente vinculadas al sentimiento nacional y se discutían en términos de «estirpe nacional», del tamaño y la «calidad» de la «raza». Si bien esta terminología se difundió con rapidez, debemos subrayar que adoptó significados diferentes según los contextos y que el uso del término «raza» no siempre implicaba racismo, es decir, discriminación por razón de unos valores étnicos o eugénicos inferiores. Como se desprende de los ensayos de Chiara Saraceno y de Mary Nash sobre Italia y España, este término solía utilizarse como sinónimo de «sociedad», «comunidad» o «nación». En la mayoría de los países, adoptaba matices estrechamente nacionalistas, como ocurrió cuando los políticos británicos encargados de la cuestión social advirtieron del peligro de una caída demográfica británica frente a la expansión de la población india, como amenaza de la «posición de Gran Bretaña en el mundo», de su «don para la colonización» y del «amor por la libertad política». En otras ocasiones, el término «raza» iba teñido de matices europeos o eurocéntricos, refiriéndose a la «superioridad» occidental, como en la siguiente afirmación: «Todo parece indicar que con una caída a la mitad del tamaño actual se dificultaría sobremanera, en este país y en otras potencias occidentales, el mantenimiento de su posición y de su actual estado de civilización. Si la tendencia a la baja de la demografía se convirtiese, como amenaza, en una caída vertiginosa, la cultura occidental y los ideales occidentales se desplomarían con ella[16]».


  En la Alemania nacionalsocialista, el muy difundido eslogan «no solo cantidad, sino calidad» en los nacimientos, desembocó en una política única en todo el mundo; puede concebirse como una materialización política de la pesadilla de Hubertine Auclert de un Estado «minotauro» en el que ni siquiera ella hubiese soñado (el minotauro era un monstruo que mataba y devoraba a mujeres y hombres por igual). Como explica Gisela Bock, la «calidad» no solo se conseguía reduciendo la mortalidad infantil y mejorando el cuidado de los niños, sino impidiendo nacer a los «no aptos» y los «inferiores», es decir, recurriendo al antinatalismo eugénico. La medida nacionalsocialista de la esterilización masiva y obligatoria empezó en 1933 y fue una de las trayectorias que culminó en la matanza de los considerados «inferiores» eugénica y étnicamente, en particular de hombres y mujeres de raza judía. Aunque la esterilización solo se convirtió en una política estatal perfectamente establecida en Alemania y solo en ese país condujo al genocidio, las ideas subyacentes no se limitaban al nacionalsocialismo. La eugenesia o higiene racial fue un movimiento internacional en las zonas industrializadas y de mayoría protestante del mundo occidental (es decir, exceptuando Italia, España y Francia). Antes del advenimiento del régimen nazi, segmentos considerables de las corrientes progresistas de todos los países habían adoptado ideas eugénicas y unas pequeñas minorías dentro de los movimientos feministas —en particular algunas de las defensoras radicales del control de la natalidad— aceptaron ocasionalmente la defensa eugénica y antinatalista de la esterilización obligatoria de los indigentes y los subnormales; a veces adoptaban esta postura para legitimar públicamente sus exigencias en materia de aborto y contracepción dentro del contexto de un discurso cada vez más respetable. En otros países se promulgaron leyes sobre la esterilización con disposiciones similares a las de la Ley nacionalsocialista de 1933: en Dinamarca en 1929, en Suecia y Noruega en 1934, y, entre 1907 y 1939, en 30 de los 48 estados de Estados Unidos, aunque no a nivel federal. Pero estas ordenaciones eran moderadas en comparación con la alemana. En la Alemania nacionalsocialista se esterilizó por motivos eugénicos a un número de personas diez veces superior al registrado en Estados Unidos entre 1907 y 1945; el número de esterilizaciones obligatorias en Dinamarca, Suecia y Noruega fue mínimo en comparación con el de Alemania.


  Otros aspectos del nacionalsocialismo eran menos exclusivos y más similares a los de las demás dictaduras europeas que, tomadas en su conjunto, difieren enormemente de los países dotados de instituciones parlamentarias y políticas liberal-democráticas. En Francia, Gran Bretaña, Noruega y Suecia, el Estado pagaba los subsidios familiares directamente a las madres desde su introducción o poco tiempo después. En la Italia fascista, la España franquista y la Alemania nazi, era el padre quien recibía el subsidio. De algunos de los artículos que componen el presente volumen se desprende que esta diferencia podría deberse a que en los países con parlamentos propiamente dichos, las mujeres, pese a tener una representación global deficitaria, ejercían más influencia que en las dictaduras, donde no intervenían en la toma de decisiones políticas. Las tres dictaduras mencionadas practicaban un culto incondicional a la masculinidad, aplicándose en fortalecer la autoridad masculina dentro de la familia, en compensar a los padres trabajadores y en potenciar la nueva visión de la paternidad expresada en el famoso discurso pronunciado por Mussolini en 1927: «Quien no es padre, no es hombre[17]».


  Otra diferencia sobresaliente es que, en los democráticos Estados Unidos, el movimiento feminista de la primera ola logró inicialmente servicios y ayudas económicas para las madres y los niños necesitados similares a los introducidos en las democracias liberales europeas antes de mediados de la década de 1930, pero la evolución no prosiguió, especialmente después de la revocación de la Ley Sheppard-Towner en 1928. En Estados Unidos, el proceso histórico no condujo a la aplicación de las políticas universales de Europa (en particular en materia de subsidios por maternidad y familiares), pese a los tempranos esfuerzos en esa dirección. Hacia mediados de los años 1960, Estados Unidos era el único país desarrollado que no contaba con un sistema universal de ayudas familiares. El término «ayuda social» conservaba la connotación, ya perdida en Europa desde hacía mucho tiempo, de repartición discriminatoria entre los pobres, y desde los años 60 se redescubrió la cuestión «social» como cuestión femenina, materializada en la «asistencia social a las madres». Por otra parte, en Estados Unidos sí se puso en marcha un sistema de exenciones fiscales, del cual se beneficiaba en la mayoría de los casos directamente el padre de familia, y del cual quedaban excluidos o apenas salían beneficiados los más pobres con ingresos situados por debajo del umbral impositivo o ligeramente por encima de él. En comparación con Estados Unidos, parece existir un patrón intraeuropeo, mientras que Australia, Canadá y Nueva Zelanda siguen más la pauta europea que la estadounidense.


  En la mayoría de los países europeos, la introducción de los subsidios familiares alrededor de la Segunda Guerra Mundial estaba íntimamente ligada a la negociación salarial entre trabajadores, patronos y el Estado. En una época en que todos los Estados europeos trataban, en mayor o menor medida, de administrar su economía y establecer el pleno empleo evitando la inflación, los subsidios familiares constituían un medio para potenciar la renta y la demanda doméstica, sin por ello tener que aumentar los salarios. Las mujeres velaban por mantener los subsidios familiares en el orden del día político, pero carecían del poder necesario para lograr su aplicación. En las democracias liberales, sí pudieron ejercer cierta influencia en la forma definitiva de la legislación, en particular asegurándose de que fuesen las mujeres las beneficiarías directas de los subsidios.


  CONCLUSIONES


  Los movimientos feministas del periodo que nos ocupa formularon ideas que otorgaban un valor positivo a la maternidad y teorías según las cuales los dos sexos tenían, a la sazón, algunas características diferentes y actuaban, por lo general, en esferas separadas. Estas diferencias no se expresaban conforme a criterios «biológicos», sino sociales y culturales, y se abogaba por que se reconociesen y valorasen desde el punto de vista social y cultural para beneficio de las mujeres y de la sociedad en su conjunto. Tampoco solían contemplarse como hechos eternos e invariables, sino como la situación vigente de la que debía partir cualquier programa de cambio que se antojase realista.


  El elogio y la valoración de la maternidad como experiencia femenina y de las aportaciones femeninas a la sociedad solían ir unidas a una crítica de las condiciones y las instituciones actuales de la maternidad en un mundo cada vez más dominado por la competencia y la «lucha por la supervivencia» tanto en el plano nacional como internacional. Este enfoque desembocaba con frecuencia en una crítica más general de la división del poder por razones de género. La visión feminista de la maternidad no era sencillamente la aceptación de un papel femenino «tradicional», sino un llamamiento a la reforma, a la revolución para algunos, de la situación de las madres, de las mujeres y de la sociedad en su conjunto. Más que recibir la maternidad como una imposición, aspiraban a colocarla bajo el control de la propia mujer y mejorar sus condiciones; como dice Annarita Buttafuoco en el caso italiano, no solo hacían valer los deberes de las madres, sino también sus derechos.


  Los movimientos feministas reivindicaban la igualdad de derechos o, de manera más general, la igualdad de las mujeres, pero también trabajaban para mejorar la situación de la mujer en aquellas áreas donde eran «diferentes», trabajaban de manera diferente y vivían de forma diferente que los hombres, es decir, en particular en el contexto del matrimonio, la familia y la maternidad. En estos casos, el problema no solo estribaba en afirmar el «derecho a ser iguales», sino también el «derecho a ser diferentes» sin ser consideradas por ello inferiores o sufrir discriminación. Esta visión del cambio en las relaciones de género se expresaba en ocasiones como una versión de la «igualdad» en el sentido de «igual valía», a veces como «igualdad dentro de la diferencia», otras como una insistencia mayor en la «diferencia» que en la «igualdad», otras aun como el derecho a la «protección», otras —por ejemplo en el caso francés presentado por Anne Cova— como la reivindicación para las mujeres del «derecho a tener derechos[18]». Estos conceptos pueden interpretarse como intentos de formular versiones de un equilibrio entre la «igualdad» de la mujer y su «libertad», como una búsqueda de la igualdad en términos no formulados por los hombres. Tal como dijo la feminista alemana Kathe Schirmacher en 1905: «Vivimos en un “mundo de hombres”, creado por el hombre ante todo para él mismo… Para él el valor igual solo puede reposar en la identidad; solo la asimilación cuenta para él como igualdad». Una versión femenina de la igualdad debía dar a las mujeres libertad sin que tuviesen que renunciar, a menos que así lo desearan, a particularidades vitales que muchas valoraban, así como construir estructuras que posibilitasen dicha elección. Pese a las diferencias entre la primera y la segunda ola del movimiento feminista, existe una continuidad en la búsqueda del difícil equilibrio conceptual, cultural, político y social entre el «derecho a ser iguales» y el «derecho a ser diferentes» como un factor importante de las relaciones de género.


  En lo que se refiere a la relación entre estas visiones sobre el género y el surgimiento de los Estados europeos de bienestar, parece oportuno recordar las palabras de Vera Brittain, feminista desde su juventud en los años de la Primera Guerra Mundial, quien en 1953 sostenía que «la cuestión de la mujer» era la esencia del Estado de bienestar: «En él las mujeres se han convertido en fines en sí mismas y no en simples medios para los fines de los varones… El Estado de bienestar ha sido la causa y la consecuencia del segundo gran cambio gracias al cual las mujeres han pasado en treinta años de rivalizar con los hombres a obtener un nuevo reconocimiento de su valía exclusiva como mujeres[19]». Hoy día, serían pocas probablemente las feministas dispuestas a defender esta valoración positiva del Estado de bienestar. Los ensayos que siguen presentan varias hipótesis que apoyan y rebaten este punto de vista. Tanto la influencia de las mujeres como la forma de la política estatal han variado mucho de un país europeo a otro. Los Estados de bienestar autoritarios, es decir, las dictaduras del periodo de entreguerras, pusieron en práctica políticas que contrastaban claramente con el maternalismo feminista previo, tanto en la forma de centrarse en la paternidad común a ambos como en los rasgos exclusivamente nacionalsocialistas de la política racial que determinaron el límite definitivo, lógico y absoluto del Estado de bienestar. Por otra parte, los Estados de bienestar democráticos de todo el mundo tendrían un aspecto muy distinto si no hubiesen coincidido en su trayectoria con el crecimiento de los movimientos feministas y con la adquisición de los derechos de ciudadanía por parte de las mujeres, tanto políticos como sociales. Colaborando con otras corrientes intelectuales de la época o trabajando dentro de ellas, así como insistiendo en sus aportaciones propias y únicas a la sociedad, se garantizaba la incorporación de las necesidades de la mujer al ejercicio de la política. Estos movimientos feministas no lograron todos sus objetivos políticos a corto plazo y menos aún el pleno reconocimiento de la dignidad económica, social y política de la maternidad, pero sí consiguieron elevar e implantar firmemente en el discurso público algunas de las cuestiones importantes que todavía nos acompañan y quedan por resolver, a través de un mayor desarrollo en toda Europa de unas estructuras democráticas respetuosas de la igualdad de derechos entre las mujeres y los hombres, además del derecho de legitimar la diferencia.


  APÉNDICE A LA INTRODUCCIÓN


  En el periodo que nos ocupa, las estadísticas oficiales de todos los países europeos infravaloraban considerablemente el trabajo remunerado que efectuaban las mujeres dentro y fuera del hogar (a veces no remunerado como solía ocurrir en el caso de la agricultura) y esta infravaloración era mayor que en el caso de los varones. El alcance de estos errores de cálculo varía de un país a otro, pero dada su propia naturaleza, no puede evaluarse ni compararse entre los distintos países. Tras este período, la situación cambia, pero posiblemente menos de lo que cabría suponer y pasa a depender de la importancia que tuviese el trabajo «negro» o no declarado, por ejemplo, el cuidado de niños. Las diferencias entre los países también reflejan el peso relativo del sector agrícola, donde por lo general se empleaba a un elevado número de mujeres. Además, los métodos y categorías utilizados en las estadísticas y censos oficiales han cambiado con el tiempo, siguiendo cursos dispares en cada país[20]. A la luz de todos estos problemas, en los cuadros adjuntos no pretendemos ofrecer cifras realmente comparables —para lo cual se requeriría un proyecto especial— ni efectuar cálculos para todos los países tratados en el presente volumen. Por consiguiente, las cifras que aquí figuran son sencillamente, y en el mejor de los casos, una ilustración de las tendencias posibles.


  
    
      
        
          	
            Cuadro 1
          
        


        
          	
            Porcentaje de la población femenina económicamente activa según las estadísticas oficiales de Francia, Gran Bretaña y Alemania, 1881-1961
          
        

      

      
        
          	
            Francia
          

          	
            Gran Bretaña
          

          	
            Alemania
          
        


        
          	
            1881:
          

          	
            32,2
          

          	

          	

          	
            1882:
          

          	
            24,0
          
        


        
          	
            1891:
          

          	
            31,4
          

          	
            1891:
          

          	
            31,0
          

          	
            1895:
          

          	
            25,0
          
        


        
          	
            1901:
          

          	
            34,6
          

          	

          	

          	
            1907:
          

          	
            30,4
          
        


        
          	
            1911:
          

          	
            36,9
          

          	
            1911:
          

          	
            29,5
          

          	

          	
        


        
          	
            1921:
          

          	
            39,6
          

          	
            1921:
          

          	
            29,5
          

          	
            1925:
          

          	
            35,6
          
        


        
          	
            1931:
          

          	
            36,6
          

          	
            1931:
          

          	
            29,8
          

          	
            1933:
          

          	
            34,2
          
        


        
          	
            1946:
          

          	
            37,9
          

          	

          	

          	
            1939:
          

          	
            36,1
          
        


        
          	
            1954:
          

          	
            34,0
          

          	
            1951:
          

          	
            30,8
          

          	
            1950:
          

          	
            31,3
          
        


        
          	
            1961:
          

          	
            33,4
          

          	

          	

          	
            1960:
          

          	
            33,4
          
        

      
    


    
      Fuentes:


      Para Francia: P. Bairoch, «The Working Population and its Structure», en T.Deldycke, H.Gelders, J-MLimbor, et al. (eds.), International Historical Statistics, vol. 1, Bruselas, Universidad Libre de Bruselas, 1968. Para Gran Bretaña: B. R.Mitchell, Abstract of British Historical Statistics, Cambridge University Press, 1962, págs. 60-61. Para Alemania: Walter Müller, Angelika Willms, Johann Handl, Strukturwandel der Frauenarbeit 1880-1980, Francfort/Nueva York, 1983, páginas 34-35.

    

  


  
    
      
        
          	
            Cuadro 2
          
        


        
          	
            Porcentaje de mujeres empleadas con respecto al total de mujeres en edad de trabajar (Francia y Gran Bretaña: a partir de 15 años; Alemania: de 15/16 a 60 años)
          
        


        
          	
            Francia
          

          	
            Gran Bretaña
          

          	
            Alemania
          
        


        
          	
            1886:
          

          	
            40
          

          	
            1881:
          

          	
            39
          

          	
            1882:
          

          	
            37,5
          
        


        
          	

          	

          	
            1891:
          

          	
            40
          

          	
            1895:
          

          	
            37,4
          
        


        
          	
            1901:
          

          	
            48
          

          	
            1901:
          

          	
            36
          

          	
            1907:
          

          	
            45,9
          
        


        
          	
            1911:
          

          	
            51
          

          	
            1911:
          

          	
            37
          

          	

          	
        


        
          	
            1921:
          

          	
            54
          

          	
            1921:
          

          	
            35
          

          	
            1925:
          

          	
            48,9
          
        


        
          	
            1931:
          

          	
            47
          

          	
            1931:
          

          	
            35
          

          	
            1933:
          

          	
            48,0
          
        


        
          	
            1946:
          

          	
            47
          

          	

          	

          	
            1939:
          

          	
            49,8
          
        


        
          	

          	

          	
            1951:
          

          	
            35
          

          	
            1950:
          

          	
            44,4
          
        


        
          	
            1962:
          

          	
            36
          

          	

          	

          	
            1961:
          

          	
            48,9
          
        

      
    


    
      Fuentes:


      S. Pedersen, «Social Policy and the Reconstruction of the Family in Britain and France, 1900-1945», tesis doctoral, Harvard University, 1989, pág. 580; Müller et al., pág. 35.

    

  


  
    
      
        
          	
            Cuadro 3
          
        


        
          	
            Nacimientos por mil habitantes en siete países europeos, 1880-1950
          
        


        
          	
            Año
          

          	
            Inglaterra y País de Gales
          

          	
            Alemania
          

          	
            Francia
          

          	
            Italia
          

          	
            España
          

          	
            Noruega
          

          	
            Suecia
          
        


        
          	
            1880
          

          	
            34,2
          

          	
            37,6
          

          	
            24,6
          

          	
            33,9
          

          	
            35,5
          

          	
            30,9
          

          	
            29,4
          
        


        
          	
            1890
          

          	
            30,2
          

          	
            35,7
          

          	
            21,8
          

          	
            35,8
          

          	
            34,4
          

          	
            30,4
          

          	
            28,0
          
        


        
          	
            1900
          

          	
            28,7
          

          	
            35,6
          

          	
            21,3
          

          	
            33,0
          

          	
            33,9
          

          	
            29,7
          

          	
            27,0
          
        


        
          	
            1910
          

          	
            25,1
          

          	
            29,8
          

          	
            19,6
          

          	
            33,3
          

          	
            32,7
          

          	
            25,8
          

          	
            24,7
          
        


        
          	
            1920
          

          	
            25,5
          

          	
            25,9
          

          	
            21,4
          

          	
            32,2
          

          	
            29,5
          

          	
            26,1
          

          	
            23,6
          
        


        
          	
            1930
          

          	
            16,3
          

          	
            17,6
          

          	
            18,0
          

          	
            26,7
          

          	
            28,3
          

          	
            17,0
          

          	
            15,4
          
        


        
          	
            1933
          

          	
            14,4
          

          	
            14,7
          

          	
            16,2
          

          	
            23,8
          

          	
            27,7
          

          	
            14,7
          

          	
            13,7
          
        


        
          	
            1935
          

          	
            14,7
          

          	
            18,9
          

          	
            15,3
          

          	
            23,4
          

          	
            25,7
          

          	
            14,3
          

          	
            13,8
          
        


        
          	
            1940
          

          	
            14,1
          

          	
            20,1
          

          	
            13,6
          

          	
            23,5
          

          	
            24,4
          

          	
            16,1
          

          	
            15,1
          
        


        
          	
            1943
          

          	
            16,2
          

          	
            16
          

          	
            15,7
          

          	
            19,9
          

          	
            22,9
          

          	
            18,9
          

          	
            19,3
          
        


        
          	
            1945
          

          	
            15,9
          

          	
            Oeste / Este
          

          	
            16,2
          

          	
            18,3
          

          	
            23,1
          

          	
            20,0
          

          	
            20,4
          
        


        
          	
            1950
          

          	
            15,8
          

          	
            16,2
          

          	
            16,5
          

          	
            20,5
          

          	
            19,6
          

          	
            20,1
          

          	
            19,1
          

          	
            16,5
          
        

      
    


    
      Fuentes:


      B. R. Mitchell, European Historical Statistics (edición abreviada), Londres, Macmillan, 1978, págs, 21-36.

    

  


  Capítulo primero 
Maternidad voluntaria, 1900-1930: teoría y política de una feminista noruega desde una perspectiva internacional


  IDA BLOM


  
    Un espectro se cierne sobre Europa: el espectro de una huelga de natalidad. Todos los poderes de la vieja Europa se han unido en una santa alianza para exorcizar este espectro…


    La huelga de natalidad en expansión, que ya se ha iniciado en las clases más altas, es el tomo que obligará a las autoridades estatales a ceder a nuestras reivindicaciones.

  


  Estas palabras proceden de un artículo redactado en 1913 por el político alemán socialdemócrata Ludwig Quessel y de un discurso pronunciado dos años después por una esposa, madre y feminista noruega, Katti Anker Møller (1868-1945)[21]. Ambas citas podrían representar los intereses contrapuestos de un gran número de figuras públicas influyentes, varones en su mayoría, y de millones de mujeres de toda Europa y de Estados Unidos.


  Sería, sin embargo, una falacia pretender que la mayoría de las mujeres compartían las ideas avanzadas por Katti Anker Møller en el extracto anterior, y que el miedo al espectro de la huelga de natalidad era común a todos los políticos y demás autoridades públicas masculinas. Lo que sí reflejan ambas citas es el malestar que sentía la mayor parte de la «sociedad responsable» —hombres y mujeres— al observar la vertiginosa caída de las curvas de natalidad en la mayoría de los países de la Europa occidental desde el último cuarto del sigloXIX hasta bien entrado el sigloXX. En 1913, la reducción de la fertilidad entre la clase obrera empezaba a seguir la pauta marcada por la clase media, aunque era escasa la repercusión que se manifestaba todavía en las zonas agrícolas. El temor malthusiano de la superpoblación dio paso al temor neomalthusiano y eugénico de una multiplicación de las «clases más pobres e incapaces» en detrimento de las «clases medias más prudentes[22]». ¿Existía realmente un número creciente de mujeres que se sumaban a la huelga de producción de hijos? Y en caso afirmativo, ¿qué medidas debían tomarse al respecto?


  Muchas son las respuestas que se aportaron y siguen aportándose a estas preguntas. Entre dicha multitud, el presente capítulo se centrará en las de una mujer que desempeñó un papel fundamental en el movimiento feminista noruego de principios de nuestro siglo. Es mi intención seguir los canales de comunicación de ideas e invitación a la acción más allá de las fronteras nacionales, en un periodo en que el Estado de bienestar era, en el mejor de los casos, un sueño en la mente de algunos y en que, dada la preocupación por la tasa de natalidad y la emancipación de la mujer, el concepto de maternidad se incorporó al orden del día político. Pretendo superar las etiquetas feminista, socialista, malthusiana, etc., asignadas a los distintos grupos, analizando para ello las teorías y la actividad política de una persona clave, estudiando sus conexiones en el plano internacional, así como a sus amigos y enemigos en la política nacional.


  
    
      
        
          	
            Cuadro 1.1
          
        


        
          	
            Nacimientos por cada mil mujeres casadas de edades comprendidas entre 15/20 - 45/50 años, Noruega, 1891-1930
          
        


        
          	

          	
            1891
          

          	
            1900
          

          	
            1910
          

          	
            1920
          

          	
            1930
          
        


        
          	
            Zona urbana
          

          	
            268
          

          	
            297
          

          	
            203
          

          	
            180
          

          	
            106
          
        


        
          	
            Zona rural
          

          	
            264
          

          	
            304
          

          	
            234
          

          	
            235
          

          	
            166
          
        


        
          	
            Total
          

          	
            265
          

          	
            302
          

          	
            225
          

          	
            218
          

          	
            148
          
        

      
    


    
      Fuentes:


      Estadísticas oficiales noruegas, Censo 1891, Tredje Raekke, núm. 229, cuadro 16. Censo 1900, Annet hefte, cuadro 3. Censo 1910, Femte hefte, cuadro 2. Censo 1920, Tredje hefte, cuadro 1. Censo 1930, IX, 70, cuadro 8 (número de mujeres casadas en los grupos de edad correspondientes).


      Estadísticas oficiales noruegas, Folkemaengdens Bevaegelser 1891, cuadro 7. Folkemaengdens Bevaegelser 1900, Fjerde Raekke núm. 64, cuadro 7. Folkemaengdens Bevaegelser 1910, VI, cuadro 14. Folkemaengdens Bevegelser 1920, VII, 92, cuadro 3. Folkemaengdens Bevegelser 1930, Tredje hefte, cuadro 1 (número de niños nacidos con vida dentro del matrimonio).

    

  


  
    
      
        
          	
            Cuadro 1.2
          
        


        
          	
            Nacimientos por cada mil mujeres casadas de edades comprendidas entre 20 y 49 años, Kristiania/Oslo, 1890-1930
          
        


        
          	
            Parroquias
          

          	
            1890
          

          	
            1900
          

          	
            1910
          

          	
            1920
          

          	
            1930
          
        


        
          	
            Centro
          

          	
            215
          

          	
            210
          

          	
            132
          

          	
            133
          

          	
            71
          
        


        
          	
            Oeste
          

          	
            223
          

          	
            221
          

          	
            142
          

          	
            118
          

          	
            67
          
        


        
          	
            Noreste
          

          	
            250
          

          	
            291
          

          	
            201
          

          	
            154
          

          	
            73
          
        


        
          	
            Sureste
          

          	
            257
          

          	
            273
          

          	
            197
          

          	
            166
          

          	
            74
          
        


        
          	
            Total
          

          	
            238
          

          	
            254
          

          	
            171
          

          	
            144
          

          	
            71
          
        

      
    


    
      Fuentes:


      Statistiske meddelelser ang. Kristiania, 1891.


      Statistisk årbok ang. Kristiania, 1900,1910,1911,1920 y l931.

    

  


  Mediante el estudio de la respuesta a las teorías y a las acciones políticas prácticas de una persona concreta, espero explicar asimismo las reacciones de varias organizaciones y partidos políticos ante el tema de la maternidad voluntaria. Recurriendo a otras fuentes, trataré de evaluar la distancia que separaba las ideas de esa persona y de muchas madres anónimas. Colocando sus teorías y acciones políticas en un contexto internacional, veremos que encarnaba unas ideas y estrategias similares a las vigentes en otros países europeos hacia la misma época. Defenderé, además, que existían contactos muy activos entre hombres y mujeres de distintos países con ideas similares. Como resultado de estos contactos surgieron ideas útiles para la formulación de ordenaciones legales, pero fue la acogida que se dispensó a dichas ideas en cada país la que determinó el tipo de acciones efectuadas. Por último, el presente estudio esclarecerá qué hacía falta para ser escuchado en una estructura política democrática como la vigente a la sazón en Noruega.


  En la primera parte de este trabajo, se explican las teorías de Katti Anker Møller sobre lo que debería significar la maternidad para las mujeres y las medidas políticas a través de las cuales decidió poner en práctica dichas teorías. En la segunda parte, nos preguntamos cuál fue el motivo de su acción y de qué estrategias se sirvió. La tercera parte está dedicada a un análisis de sus contactos internacionales y de las reacciones que suscitaron sus teorías e ideas políticas en el plano nacional. En el apartado final, pretendemos describir al personaje en relación con las ideologías principales sobre la maternidad.


  TEORÍAS Y ACCIONES POLÍTICAS DE UNA FEMINISTA NORUEGA


  «Amamos la maternidad, queremos apoyar la maternidad, pero debe ser voluntaria y la responsabilidad exclusivamente nuestra[23]». Tal era la esencia de las teorías de Katti Anker Møller sobre la relación de las mujeres con la maternidad. Un número infinito de discursos, artículos y cartas, la mayoría fechados entre 1901 y 1924, demuestran cómo se desarrollaron estas teorías a partir de un interés inicial por las madres solteras.


  Las teorías de Møller sobre la maternidad descansaban en dos pilares: el primero, que la maternidad debía ser voluntaria y, por tanto, las mujeres debían tener libre acceso a la contracepción y el aborto. En segundo lugar, la maternidad debía tener la misma categoría que una profesión y contar con una enseñanza oficial destinada a transmitir todos los conocimientos necesarios en materia de embarazo, parto y cuidado infantil. El Estado debía responsabilizarse de la independencia económica de las madres, garantizando la subsistencia de madre e hijos sin necesidad del sustento directo del marido/padre.


  En dos extensos artículos y ponencias que despertaron gran controversia, fechados en 1915 y 1918, Møller presentó una teoría completa acerca de la maternidad[24]. Se basó en los ideales decimonónicos de las esferas o ámbitos separados, pero construyó un mundo de seguridad y poder femeninos a partir del concepto de maternidad voluntaria y responsable. Defendió con persistencia la abolición de las diferencias entre madres solteras y casadas. El Estado debía asumir responsabilidad económica por todas las madres, remunerando el trabajo que realizaban al tener hijos y criarlos. Debía establecerse un salario mensual de financiación estatal, recibido desde el principio del embarazo y suficiente para mantener a la madre y al niño en perfecta salud, hasta que el sistema de enseñanza se hiciese cargo de una parte de las necesidades del niño. El Estado debía entregar a la madre la misma cantidad de dinero para cada hijo, de forma que tener hijos fuese una fuente de ingresos viable. Este sistema empezaría a ponerse en práctica con las madres necesitadas, pero se ampliaría con el tiempo a todas las madres, independientemente de la situación económica del marido. Una condición fundamental era que las propias madres se ocupasen de sus hijos y no pagasen a otras mujeres para desempeñar dicha labor. Una vez aceptado este principio, Møller esperaba que las mujeres pidiesen una remuneración incluso superior para tener un hijo, de modo que tal actividad llegase a ser la mejor pagada de todos los trabajos femeninos.


  Era preciso que fuesen mujeres las que adoptasen y se encargasen de todas las medidas necesarias para regular y crear las condiciones ideales para la maternidad, desde la producción y distribución de contraceptivos, y las decisiones en materia de aborto previo aprendizaje de todos los aspectos del cuidado infantil y la planificación familiar, hasta la asistencia en partos normales. Møller hacía excepciones en el caso de nacimientos complicados y estaba de acuerdo con los médicos en que dichos partos recibirían mejor tratamiento en el hospital.


  Katti Anker Møller nunca abordó el problema de tener que conciliar la maternidad con un trabajo remunerado fuera del hogar. Parece que contemplaba la maternidad como la profesión principal de la mujer y solo mencionaba otros empleos en el caso de madres pobres que no tenían más remedio que contribuir a la economía familiar.


  Møller creía que la denominada «emancipación de la maternidad» también influiría considerablemente en el desarrollo de la sociedad en su conjunto. Un hijo sería un producto costoso, demasiado costoso para malgastarlo en una guerra. Solía citar al famoso autor noruego, Bjørnstjerne Bjørnson, amigo íntimo de sus padres: «Cuando lleguen las mujeres, llegarán en paz, porque vendrán de la cuna de los niños[25]».


  La intervención activa de Møller en la arena política se remonta a 1900, cuando reclamaba ayudas estatales para las madres solteras. Entre 1902 y 1906 puso en marcha la organización de dos hogares o casas para madres solteras y siguió muy de cerca los avances en este campo.


  En estrecha colaboración con su cuñado, Johan Castberg, diputado entre 1900 y 1926, Ministro de Justicia en 1908-1910 y Ministro de Comercio y Asuntos Sociales en 1912-1913, contribuyó eficazmente a iniciar y perpetuar catorce años de lucha para la obtención de leyes que garantizasen el derecho a la herencia y al apellido del padre a los hijos nacidos fuera del matrimonio. Møller fomentó con sus artículos discusiones públicas y recorrió el país dando conferencias sobre la importancia de ayudar a las madres solteras, además de comentar largo y tendido con Johan Castberg las propuestas sometidas al Parlamento.


  Las leyes se aprobaron en 1915 y es el propio Johan Castberg quien les da nombre por haber propulsado las mociones en su camino por el Parlamento. En la ardiente batalla entre los defensores de los derechos hereditarios y patronímicos y sus adversarios, casi se olvidó que las leyes también consideraban cierto grado de ayuda económica para las mujeres necesitadas, en su mayoría solteras, en los meses anteriores y posteriores al parto; fue esta la primera ayuda situada fuera del sistema benéfico de lucha contra la pobreza y totalmente financiada con recursos públicos. No obstante, las autoridades municipales, encargadas de ejecutar dichas medidas, se mostraron hasta cierto punto muy negligentes, excepto en las grandes ciudades. En Bergen, la segunda ciudad en tamaño de Noruega, unas tres cuartas partes de las madres solteras obtuvieron esta ayuda hacia mediados de la década de 1920 y en 1940 todas la recibían. Pero, aunque las autoridades municipales recalcasen la importancia médica y moral de ayudar a las madres a ocuparse de sus hijos, el apoyo económico se mantuvo en el nivel más bajo legalmente aceptable. Se hizo todo lo posible por concienciar a las madres solteras de su deber de mantener económicamente a sus hijos. En el reglamento sobre el comportamiento exigido en el hogar municipal para madres solteras, se recordaba a las madres que: «Ninguna madre debe desperdiciar el tiempo sentada con el niño en el regazo». La profusión ociosa de cariño y atención hacia el niño se consideraba prerrogativa de las madres casadas que no dependían de la asistencia pública[26].


  El siguiente paso en la acción política de Møller fue ampliar el apoyo económico de forma que tomase en consideración a las madres casadas. La ayuda económica recibida durante el embarazo, y especialmente en las semanas anteriores y posteriores al parto, debía completarse con una asistencia gratuita prestada por comadronas. La Ley sobre el seguro de enfermedad de 1909 estaba dirigida primordialmente a las madres solteras, pero en 1915 obtuvieron los mismos derechos las esposas de los trabajadores asegurados. De la misma manera que luchó por mejorar la condición de las madres solteras, entre 1911 y 1914 Møller hizo campaña para ampliar la cobertura de la seguridad social, en esta ocasión con la cooperación del Consejo Nacional de Mujeres Noruegas (NNCW, rama noruega del Consejo Internacional de la Mujer, ICW). Møller fue la instigadora de la resolución que dicha organización presentó ante el gobierno en 1913, ampliamente citada en la propuesta gubernamental dirigida en ese mismo año al Storting (Parlamento). Distintas organizaciones locales de mujeres de todas las tendencias políticas también enviaron resoluciones en apoyo de dicha propuesta. Este apoyo se calificó de importante en el debate del Storting, pero un adversario del sufragio femenino aconsejó que no se prestase atención alguna a lo que denominó «la faceta histérica de las mujeres noruegas». Cuando se promulgó la ley en 1915, la publicación de la Asociación Noruega para los Derechos de la Mujer la acogió como el resultado directo del voto femenino, adoptado en 1913. Una vez más, Møller colaboró con su cuñado Johan Castberg, enviándole información sobre la legislación alemana e inglesa en la materia.


  La idea de Møller era, sin embargo, la de lograr ayudas para todas las madres, procedentes de la recaudación de impuestos generales y no basadas en un sistema de seguros costeado parcialmente por los propios asegurados[27]. La «pensión de maternidad», gestionada a nivel municipal, implantada en Oslo en 1919 estaba, por tanto, más acorde con sus ideas. Aunque no se han encontrado pruebas que lo confirmen, la estrecha cooperación de Møller con las mujeres del Partido Laborista y el debate público suscitado por sus conferencias y artículos, parecen indicar con toda probabilidad que se aplicó en desbrozar el camino que culminó en el pago de una pensión a las madres de Oslo. El Partido Laborista llegó a aceptar algunas de sus ideas y en 1923 instauró una comisión encargada de discutir un «salario de madre». En esa época, Møller estaba muy ocupada organizando la primera clínica de maternidad del país, pero su hermana, Ella Anker, formaba parte de la comisión del Partido Laborista[28].


  La idea de la maternidad como profesión también implicaba ofrecer a las mujeres una educación pertinente. Katti Anker Møller aspiraba a enmarcar una enseñanza sobre todos los aspectos de la maternidad en un programa bien establecido, desde la escuela hasta la universidad. Sus aportaciones fueron toda la información necesaria y un libro de texto ya preparados a este efecto, además de haber utilizado su influencia para que la asignatura se incorporase al programa de estudios de las escuelas de economía doméstica.


  Pero la decepción llegó cuando descubrió que casi todos los libros en la materia eran obras de médicos varones. Le desagradaron las tendencias admonitorias patriarcales, la actitud crítica hacia las madres y lo que consideró conceptos erróneos de que las mujeres preferían llevar una existencia de ocio a la de ser madres responsables y muy trabajadoras. Møller defendía que la gran mayoría de las mujeres quería tener hijos y que los problemas económicos eran una razón corriente por la que las madres no podían criar a los recién nacidos durante todo el tiempo necesario. Otra razón era, en su opinión, que el marido reclamaba otro embarazo muy poco tiempo después del parto.


  Existen pruebas a nivel local y nacional de que Møller no era la única que reaccionó negativamente ante las críticas dirigidas por los médicos a la forma en que las madres cuidaban de sus hijos. Las madres no prestaron atención a los firmes intentos por convencerlas de que modificasen las tradiciones de crianza, a través de información sistemática sobre nuevos métodos, y las consecuencias de esta iniciativa fueron nulas o mínimas en la cifra de madres que criaban a sus hijos y en la mortalidad infantil. En 1940 había menos madres que amamantaban a sus hijos que en 1911[29].


  Por último, el otro pilar importante de la teoría de Møller era que la maternidad debía ser voluntaria. Ello significaba ofrecer información gratuita sobre contracepción como parte de la educación de las mujeres. En 1907, empezó a tomar las medidas necesarias para que se impartiese tal enseñanza en las escuelas y se redactase un libro sobre salud femenina donde se incluyesen consejos en materia de contracepción. Las mujeres del Partido Laborista emprendieron sin dilación una tarea similar. No obstante, el capítulo sobre contracepción se excluyó del manuscrito en 1916 ante la oposición del NNCW, patrocinador del libro[30]. Pero en 1924, como respuesta a una fuerte oposición, la lucha por una libre información acerca de la contracepción culminó en la creación de la primera clínica noruega de maternidad, sita en Oslo pero abierta a las mujeres de todo el país.


  La contracepción era una garantía importante de la maternidad voluntaria. En caso de que fallase, el aborto era la medida definitiva. En 1913 y 1915, Møller reaccionó con firmeza contra unas decisiones judiciales por las que se castigaba a mujeres que habían abortado o habían ayudado en esta práctica. En 1915 acuñó la ya famosa frase: «La base de toda libertad es el derecho de decidir sobre nuestro cuerpo y sobre lo que contiene. Lo contrario es esclavitud». Tras haber logrado el derecho al voto —gradualmente entre 1901 y 1913— las mujeres ya no aceptaban, en su opinión, una maternidad impuesta. Møller fue la primera en señalar la incongruencia de los argumentos que legitimaban el aborto realizado por médicos cualificados, pero condenaban el llevado a cabo por comadronas y otras mujeres[31]. Quería despenalizar el aborto y se mostraba especialmente crítica ante las penas impuestas a las mujeres que habían participado en interrupciones del embarazo.


  Pese a las luchas prolongadas en la década de 1930 y, de nuevo, en la de 1950, este programa no se hizo realidad hasta la promulgación de la Ley del aborto de 1978. En la campaña por el aborto llegaron a participar la hija y la nieta de Katti Anker Møller[32].


  Con objeto de facilitar los partos dirigidos por mujeres, Møller se esforzó por mejorar la preparación de las comadronas y participó activamente en el proceso iniciado en 1916, encaminado a establecer maternidades locales, especialmente en las ciudades. Para las madres que no podían permitirse contar con el equipo necesario y la asistencia de una comadrona en su propia casa, proponía la creación de maternidades locales administradas por comadronas, donde se garantizase un ambiente cómodo y familiar[33]. Pero los centros establecidos con éxito en Oslo y en otras ciudades desde 1916, se convirtieron muy rápidamente en clínicas de maternidad supervisadas por médicos varones y muy similares a un servicio de hospital.


  Møller era partidaria del parto sin dolor y aceptaba que los partos complicados debían realizarse en el hospital. Nunca se opuso a la tendencia al alza de nacimientos hospitalarios y nunca declaró expresamente su deseo de aumentar el número de mujeres especialistas en obstetricia y ginecología. Parece que daba por sentado que, incluso en los hospitales, serían las comadronas las encargadas de la mayor parte de la asistencia. Pero a este respecto, su inclinación a cooperar en todo lo posible con la profesión médica le llevó a defender ideas algo incongruentes.


  Nacida y educada entre intelectuales liberales, ligada por matrimonio a una familia rural liberal desahogada, ¿cómo llegó esta mujer a adoptar tales ideas y a contribuir tanto a su puesta en práctica? ¿Cuál era su relación con el movimiento feminista y otros movimientos contemporáneos activos en esos temas? ¿De dónde obtuvo la inspiración y el apoyo necesarios? ¿Qué estrategias utilizó para tratar de aplicar sus ideas?


  MOTIVACIÓN Y ESTRATEGIA


  Parece acertado suponer que el interés de Møller surgió inicialmente de la experiencia personal durante la juventud y los primeros años de matrimonio. Más adelante, estableció contactos extensos y activos con personas de sus mismas ideas, especialmente en Alemania y en Gran Bretaña.


  Cuarto retoño de una pareja que dirigía una escuela luterana liberal para adolescentes, Katti Anker Møller tuvo rápidamente otros seis hermanos y hermanas. Se sentía muy próxima a su madre y sufría al verla padecer en los embarazos y los partos. Del octavo hijo, un varón minusválido, se ocuparon los abuelos; el noveno, una niña, murió de neumonía a los doce meses de edad; y el décimo, otra niña, fue cedida a unos amigos de sus padres que no tenían hijos. Estas circunstancias son testigo de la enorme carga que significaban diez hijos para la madre. También explican el impacto que produjo en Katti el que su madre le confesase a los quince años que había comprendido demasiado tarde que las mujeres no estaban obligadas a tener tantos hijos y que recurrir a medios para evitar el embarazo no era un pecado sino un derecho. Katti se casó a los veinte años y solo tuvo tres hijos.


  Como esposa pasó a encargarse de la administración de una hacienda, con un servicio doméstico de 10 u 11 personas y unos estrechos contactos con las familias de las granjas vecinas, peones y arrendatarios. Le produjo una gran impresión la vida de las mujeres de los arrendatarios, el duro trabajo y las grandes familias, e incluso mayor el destino trágico de algunas de las madres solteras que vio entrar y salir de su propia casa. En 1901, cuando las mujeres obtuvieron un sufragio limitado en las elecciones municipales, ya estaba enzarzada en discusiones en la publicación Nylæende, periódico cercano a la Asociación Noruega para los Derechos de la Mujer. Para Møller el voto significaba una obligación seria de subsanar lo que para ella era un error en la sociedad[34].


  Unos años después, en 1903-1904, participó en la organización del NNCW. La Organización de Mujeres del Partido Laborista quería que se incorporase a la junta directiva. Cuando más adelante decidieron no unirse al NNCW, Møller siguió esforzándose durante algunos años en difundir sus ideas radicales desde el seno de la junta, pero renunció cuando esta estrategia se reveló imposible. Pese a las numerosas decepciones, siguió dispuesta a exponer sus ideas tanto a través de esta organización respetada e influyente como a través de las organizaciones femeninas del Partido Liberal. Su corazón, y probablemente también su militancia, permanecían, sin embargo, con las mujeres del Partido Laborista, con las que desarrolló una estrecha cooperación desde principios de siglo mediante la labor de ayuda a las madres solteras[35].


  Despertando el interés de la opinión pública gracias a sus artículos y conferencias y, en 1916-1917, a través de una exposición sobre el tema de los centros de maternidad que se celebró en las principales ciudades, se esforzó por influir en la política pública. Al mismo tiempo, se sirvió de todos los canales informales de influencia a disposición de alguien de su posición social, poniéndose en contacto con ministros y médicos famosos, e incluso con la Reina para recabar su apoyo. La relación que mantuvo con organizaciones tan dispares como la rama noruega del ICW y la Organización de Mujeres del Partido Laborista es un ejemplo de cómo se rodeó de un amplio elenco de partidarios.


  Otras conexiones y fuentes importantes de inspiración procedieron del extranjero.


  REDES INTERNACIONALES


  En la familia y el círculo social de Katti Anker Møller había lazos escandinavos muy estrechos. No es sorprendente, por tanto, que leyese los panfletos sobre contracepción redactados por la socialista sueca Hinke Berggreen. Durante algún tiempo, en 1912-1913, Møller colaboró con Frida Steenhof, que por entonces encabezaba la organización Svensk Forening for Moderskydd och Sexualreform (Asociación Sueca para la Protección de las Madres y para la Reforma Sexual), más tarde denominada Sallskapet för Humanitär Barnalstring (Sociedad para el Cuidado Humanitario de la Infancia)[36]. Considerando la proximidad entre sus ideas y las de Ellen Key, expuestas en 1900 y 1904, es de sorprender que no existiese conexión directa alguna entre ambas mujeres. Es posible que tuviesen ideas divergentes en estrategias fundamentales como el aborto. Más sorprendente todavía es que, hasta donde puede deducirse de las fuentes, Møller tampoco tuviese contacto alguno con Elise Ottesen Jensen, socialista de extracción noruega que desempeñó un importante papel en materia de planificación familiar en Suecia y quien en 1959 fue nombrada presidenta de la Federación Internacional de Planificación Familiar. La diferencia de edad puede ser una parte de la explicación, pero no una razón suficiente para impedir el contacto[37]; como tampoco lo serían los sentimientos antisuecos suscitados por la derogación de la unión política entre los dos países en 1905, puesto que Ellen Key defendía un acuerdo pacífico a la cuestión y Møller tenía otros amigos íntimos suecos[38].


  Es interesante observar que Møller no tuvo al parecer ninguna conexión en Francia, pese a que pasó algún tiempo en ese país durante su juventud y dominaba el idioma. Sus ideas estaban muy próximas a las de Nelly Roussel y Madeleine Vernet y su círculo, reflejo del paralelismo entre las respuestas feministas en los dos países ante unos cambios sociales y demográficos similares[39].


  Pero los vínculos de Møller primero con Alemania y luego con Gran Bretaña sí fueron decisivos. En 1904, habló sobre las madres solteras en la conferencia del ICW celebrada en Berlín[40]. Allí conoció a Charlotte Perkins Gilman y quedó fuertemente impresionada por ella. También coincidió con otras feministas americanas y británicas, y con la alemana Marie Stritt, miembro del grupo que encabezaba la Bund für Mutterschutz en 1905. Desde 1912 por lo menos, recibía la revista de Helene Stöcker Die neue Generation (publicada hasta 1908 con el título de Zeitschrift für Mutterschutz und Sexualreform), donde encontró plasmadas algunas de las ideas que ella misma defendía[41].


  En los escritos y los discursos de Møller aparecen similitudes con el pensamiento de Helene Stöcker, aunque no compartiese la inclinación de esta última por la reconciliación de los géneros. Los razonamientos de Møller relacionados con soluciones a los problemas de las madres solteras, su actitud ante el aborto y la planificación familiar, además de su tendencia eugénica muy moderada, parecían en armonía con la Bund für Mutterschutz und Sexualreform (Liga para la Protección de las Madres y para la Reforma Sexual). Su opinión acerca del matrimonio también coincidía con la de Marie Stritt, miembro de la junta directiva de la Bund y presidenta de la Bund Deutscher Frauenvereine (1899-1910). Møller concebía el matrimonio como la unión de dos partes iguales y defendía que no era la ceremonia religiosa, sino la llegada de un hijo, lo que marcaba el inicio del matrimonio. Prefería prescindir de los matrimonios eclesiásticos y que las mujeres conservasen su apellido después de casadas[42].


  Si bien las conexiones alemanas y unas pocas suecas desempeñaron un papel destacado en la fase inicial del trabajo de Katti Anker Møller, la fuente de inspiración más importante llegaría más tarde desde Gran Bretaña. En 1912, asistió al ICongreso Internacional de Eugenesia celebrado en Londres y el razonamiento de sus miembros le produjo auténtica repulsión. Pero también conoció a los líderes de la Liga Malthusiana y se sintió atraída por su interés en aliviar la pobreza a través de la planificación familiar. Durante muchos años recibió la revista de esta asociación y sabemos por su correspondencia que en agosto y noviembre de 1912 el holandés Dr. Johannes Rütger y el británico Dr. Drysdale de la Liga Malthusiana se pusieron en contacto con ella con vistas a establecer una delegación noruega de la asociación. Al año siguiente se incorporó a la Internationale Vereinigung für Mutterschutz und Sexualreform y mantuvo una extensa correspondencia con Frida Steenhof acerca de la posibilidad de crear una organización en Noruega. Pensaba llamarla Kundskap og Ansvar (Conocimiento y Responsabilidad), pero renunció ante la oposición que suscitaron sus ideas sobre contracepción y aborto[43].


  Møller simpatizaba con las sufragistas y aunque no existe indicio alguno de una conexión personal con dicho movimiento, las ideas de Eleanor Rathbone, presidenta de la Unión Nacional de Sociedades para la Igualdad Ciudadana, y de Mary Stocks, miembro directivo de la misma organización, estaban muy próximas a las de Møller en algunos aspectos importantes. Los subsidios familiares y el libre acceso a la contracepción pasaron a formar parte de la Unión en 1925, pero la opinión de Rathbone sobre las madres solteras era diametralmente opuesta a la defendida por Møller. Existen razones para creer que Katti Anker Møller proporcionó información a la comisión encargada de redactar el borrador de la Ley sobre seguro de enfermedad de 1915 acerca de los resultados de la protesta de las mujeres británicas contra el pago de los subsidios de maternidad al marido, y sobre el éxito que cosecharon dichas protestas en 1913[44].


  Desde 1914 mantuvo correspondencia con Margaret Llewelyn Davies, del Gremio Cooperativo de Mujeres, que en 1919 le envió los libros de Marie Stopes. Por entonces, sin embargo, Møller ya había emprendido una vía de acción muy similar a la elegida por la británica[45].


  En 1918 trató de convencer a la Organización de Mujeres del Partido Liberal de que apoyase la iniciativa de crear un centro de maternidad, donde se ofreciese información y asistencia práctica en temas de contracepción. En marzo de 1919 rechazaron categóricamente sus planes. Ni siquiera su acercamiento a la Organización de Mujeres del Partido Laborista dio ningún resultado inmediato, aunque el partido costeó la edición y distribución de sus conferencias en 1915 y 1918. En esa época tradujo al noruego el panfleto de Stopes titulado «Una carta a las mujeres trabajadoras sobre cómo tener hijos sanos y evitar embarazos debilitadores», omitiendo en su versión el rechazo de Stopes ante el aborto. El Partido Laborista publicó el panfleto y aunque se vendió a bajo precio, los beneficios fueron los fondos iniciales que permitieron la creación de la clínica de maternidad.


  En 1922 Møller viajó a Londres para estudiar el funcionamiento de las clínicas de Marie Stopes. Como ella, Møller colaboraba estrechamente con los doctores y las autoridades médicas siempre que le resultaba posible encontrar partidarios en esos círculos. Incluso cuando el Colegio de Médicos rechazó la responsabilidad en la difusión de la traducción del panfleto de Stopes, Møller logró el apoyo verbal de la mayoría de los catedráticos en medicina. Estos admitieron que existían razones económicas y sanitarias, además de eugénicas en algunos casos, que legitimaban el uso de medidas contraceptivas. Katti Anker Møller se refirió repetidamente a estos argumentos para obtener apoyo para sus acciones posteriores.


  La maternidad de Oslo se inauguró en 1924 y fue un éxito. Arrancó como una sociedad cuya accionista mayoritaria era Møller, administrada por una junta formada por mujeres representantes del Partido Socialdemócrata, el Partido Comunista Noruego y el Partido Laborista, y con el apoyo incondicional de la oficina local del Partido Laborista. Ni siquiera las virulentas campañas, consecuencia de las escisiones en el Partido Laborista en 1921 y 1923, lograron acabar con la cooperación entre las mujeres miembros de los tres partidos en el tema del centro de maternidad. En 1926 la oficina de Oslo del Partido Laborista adquirió la mayoría de las acciones del centro. Desde 1930 el consejo municipal de la capital, y desde 1934 también la municipalidad vecina de Aker, decidieron prestar su apoyo al centro, y en 1931 hizo lo propio la Oficina de la Seguridad Social de Oslo.


  En 1937 ya había maternidades similares en otras trece ciudades y seis más en preparación. Todas excepto una se fundaron por iniciativa de las mujeres del Partido Laborista, del Partido Socialdemócrata y del Partido Comunista, y ofrecían información en materia de contracepción. La única excepción era Bergen que, dominada por mujeres conservadoras de la Husmorforbundet (Asociación de Amas de Casa), se ocupaba primordialmente de aconsejar a las madres sobre el cuidado de sus hijos y solo ofrecía información en materia de contracepción previa petición de los médicos. Este centro se parecía a las clínicas mucho más numerosas construidas por la Norske Kvinners Sanitetsforening (Asociación Noruega para la Salud Pública de la Mujer), fundada en 1896 y rápidamente una de las mayores asociaciones femeninas formada por muchos grupos locales. En estos centros se prestaba ayuda y se proporcionaba información sobre la lactancia y otros problemas relacionados con el cuidado de los hijos, pero no sobre contracepción[46]. Pero en 1939 las maternidades creadas por Møller y las mujeres socialistas obtuvieron el mismo apoyo financiero estatal que las clínicas administradas por la Asociación Noruega para la Salud Pública de la Mujer.


  REACCIONES NACIONALES


  Es innegable que las ideas socialistas produjeron un fuerte impacto en Katti Anker Møller. Como ya hemos visto, cooperó estrechamente con miembros influyentes de la Organización de Mujeres del Partido Laborista y es posible que estuviese afiliada al partido[47]. Igual que el Partido Laborista, Møller prefería una asistencia pública para las madres necesitadas financiada a través de los impuestos y no de un sistema de seguros. Su discurso al respecto estaba fuertemente inspirado en las teorías socialistas. Se refería a Marx y a Bebel, afirmando que habrían estado de acuerdo con sus ideas acerca de la «emancipación de la maternidad». Sostenía que la responsabilidad del Estado en la producción como tal debía ir acompañada de una responsabilidad estatal en la producción de niños, es decir, el Estado debía encargarse de mantener económicamente a madres e hijos. Møller hablaba de «huelga de natalidad» y de la «lucha de las madres por salarios mejores»; equiparaba la maternidad a la producción, inducía a las mujeres a «ser parcas en la producción, de modo que el producto, los bebés, fuese más caro» y se impusiese una subida salarial. Esta forma de expresarse fue especialmente franca entre 1915 y 1918, y suscitó críticas violentas, procedentes incluso de mujeres socialistas, por pasar por alto la vocación a la maternidad y los sentimientos que unen a la madre, hijos y padre en una alianza de amor[48].


  Møller no abogaba por un cuidado colectivo de los niños, sino que su socialismo se acercaba más al enfoque liberal radical, propio asimismo de su cuñado Johan Castberg, líder del pequeño partido Arbeiderdemokratene (Partido Demócrata de los Trabajadores).


  Para algunas socialistas la cooperación con Møller resultaba problemática. Ante los ataques constantes a los maridos de la clase trabajadora y las ideas marcadamente feministas, las socialistas acusaban a Møller de que su actividad dividiría a la clase obrera por criterios de género, cuando lo que se necesitaba para revolucionar la sociedad era unión.


  Muchas mujeres y hombres de clase media simpatizaban y apoyaban la iniciativa de Møller de crear hogares municipales para las madres y mejorar la educación de las jóvenes en temas de maternidad. Pero estas mismas personas se mostraban horrorizadas ante la mayor parte de sus ideas políticas. Incluso la organización femenina enmarcada en el Partido Liberal —pese a haber adoptado parcialmente en 1918 la idea de que el «salario de madre» se limitase a las madres necesitadas— se mostraba reacia a apoyar a Møller en otras cuestiones y por lo general evitaba hacerlo. Fuerte fue la oposición que suscitaron sus actividades para combatir la penalización del aborto y difundir información sobre contracepción, procedente de personajes importantes como la famosa escritora Sigrid Undset, Premio Nobel de Literatura en 1928, y de organizaciones muy influyentes como el NNCW, además de las concurridas e importantes Sedelighets/Moralvernforeningene (Organizaciones para la Promoción del Respeto y la Moral Sexual). Estas últimas organizaciones pertenecían al NNCW y ejercían una influencia considerable en las decisiones políticas adoptadas en su seno. Los cargos directivos de ambas organizaciones estaban a veces ocupados por las mismas mujeres, algunas de las cuales encabezaban asimismo la Asociación Noruega de Amas de Casa, otro fuerte adversario de Møller que en los años de entreguerras se convirtió en una de las mayores organizaciones femeninas de Noruega. Conjuntamente y por separado estas tres organizaciones hicieron todo lo posible por evitar la publicidad y la información acerca de la contracepción, y apoyaron las acciones legales emprendidas en 1927 para acabar con la actividad de la maternidad de Oslo, pero no lo consiguieron[49].


  En 1919, pese a su colaboración con Møller en la fundación de hogares de maternidad municipales, el NNCW le negó la autorización necesaria para pronunciar un discurso sobre el «Salario de madre» en la reunión anual de la asociación y rechazaron todas las propuestas de Møller. Pero en 1920 logró pronunciar una alocución sobre el tema en una reunión del ICW celebrada en Oslo. El principio del salario para las madres quedó aceptado tras un debate largo y acalorado, pero con algunas restricciones no incluidas en la propuesta de Møller, por ejemplo, que solo se concedería a las madres necesitadas. En una de las publicaciones liberales radicales, se recordaba a los lectores que la Organización de Mujeres del Partido Liberal le había negado su apoyo dos años antes y calificaba la aceptación del ICW de «recompensa espléndida» para Møller por significar el «apoyo de una conferencia mundial». Su cuñado la felicitó por su «notoria victoria internacional[50]».


  No es de sorprender que el clero se alzase contra las ideas de Møller. Antes de 1940 eran escasos los indicios de aceptación por parte del clero noruego de las medidas contraceptivas. Entre los médicos, el jefe del Hospital de Maternidad de Bergen y otros obstetras influyentes emitieron advertencias firmes contra las ideas de Møller. De la misma forma actuaron la mayoría de los médicos de la Facultad de Medicina de la Universidad de Oslo, por entonces la única universidad de Noruega. Pero otros médicos más jóvenes y liberales, y especialmente los médicos socialistas, aceptaron la contracepción durante los años de entreguerras, primordialmente como medio de reducir el número creciente de abortos ilegales, pero también para fortalecer la economía doméstica y mejorar la salud de madres e hijos. Los argumentos eugénicos y demográficos formaron parte del amplio debate sobre estos asuntos que estalló en 1924 con la apertura de la maternidad de Oslo y se reavivó en la década de 1930 ante la demanda de liberalización del código penal en materia de aborto. Algunos de los defensores de la maternidad voluntaria alegaron incluso que la contracepción era una condición previa importante para la emancipación de la mujer[51].


  MATERNIDAD VOLUNTARIA. ¿OBJETIVO FINAL DEL FEMINISMO O COMPONENTE DE LA POLÍTICA EUGÉNICA Y MALTHUSIANA?


  Un estudio de las razones que tenían las mujeres para optar por una planificación familiar entre 1900 y 1930 ha demostrado que las madres de la zona este y las de la zona oeste de Oslo, pese a vivir en entornos extremadamente diferentes, admitían que la ansiedad por los problemas económicos de la familia, la preocupación por la salud del bebé y la de la madre eran los motivos principales para limitar el número de hijos. Una colección de más de 4000 cartas dirigidas a la maternidad de Oslo en la década de 1920 confirma que las mismas razones prevalecían fuera de la capital[52]. Solo una minoría de las mujeres de la zona oeste mencionaron como motivo para no tener muchos hijos su deseo de emprender otras actividades ajenas a las derivadas de la maternidad. Las mujeres de la zona este consideraban el trabajo fuera del hogar una necesidad gravosa. Los argumentos de Katti Anker Møller que hacían hincapié en la importancia de la maternidad estaban perfectamente acordes con el pensamiento de muchas madres. Lo mismo ocurría con la atención nula que dedicó al trabajo profesional de las mujeres o, de hecho, a cualquier otro tipo de compromiso político u otro fuera del hogar y la familia. Cabe dudar, sin embargo, si su idea radical de un salario para las madres financiado por el Estado era aceptable para más de unos pocos.


  La importancia misma que Møller atribuía al trabajo de la mujer como madre, el que limitase su interés por el trabajo profesional al de las comadronas y hablase sobre todo de su participación en organizaciones o política de partido como un medio de determinar las condiciones de la maternidad, la convertían en una figura ambigua a los ojos de algunas feministas que abogaban por la igualdad de derechos. El debate de la década de 1930 acerca de los subsidios familiares indica que por lo menos la líder de la Asociación Noruega para los Derechos de la Mujer, Margarete Bonnevie, pensaba que este tipo de remuneración del cuidado de los hijos podría utilizarse para pagar a criadas o nodrizas que se ocupasen de los niños mientras las madres, que así lo quisieran, pudiesen continuar con sus carreras profesionales o actividades políticas. Las mujeres del Partido Laborista, sin embargo, mantenían que el subsidio familiar debía servir para que la madre dejase de trabajar fuera del hogar y pudiese cuidar mejor de sus hijos[53].


  Las visiones de Møller estaban articuladas en el idioma del feminismo socialista, pero se inspiraban en la idea del sigloXIX de un mundo femenino separado del masculino y la transformaban en una base para la autonomía, independencia y poder de la mujer en la sociedad. Su visión a este respecto se adelantaba a algunos de los principios del movimiento moderno para la liberación de la mujer, como ocurría también cuando subrayaba la importante condición previa de que las mujeres debían decidir por sí mismas todos los asuntos relacionados con la maternidad.


  Junto al contenido socialista y feminista de las visiones e ideas políticas de Katti Anker Møller, también encontramos elementos de ideas malthusianas y eugénicas. Reiterando continuamente que el objetivo fundamental era ayudar a las madres pobres y agotadas a tener menos hijos, y que un número inferior de hijos rebajaría el presupuesto familiar, tendía a contemplar la planificación familiar como un remedio para la pobreza. No obstante, nunca sostuvo que esta política detendría la procreación del sector menos valioso de la población de Noruega y los demás países, como decían los eugenistas, y su idea de un salario para las madres no se enmarcaba dentro de las teorías malthusianas.


  La mejor calidad en el cuidado de los recién nacidos era una parte importante de la motivación de Katti Anker Møller por fomentar la planificación familiar, pero el razonamiento era, en el mejor de los casos, una versión moderada y positiva de los argumentos eugénicos, apenas diferenciables de los argumentos en que reposaba la política social liberal. Cuando en la década de 1930 socialistas prominentes como Martín Tranmael proclamaron ideas eugénicas en defensa de la contracepción como medio de evitar que procreasen los «imbéciles» y los «enfermizos», Katti Anker Møller guardó silencio. En el debate noruego se escucharon los argumentos y las medidas que encontramos en el Estado alemán nazi. El médico socialista Karl Evang, que ocupaba un cargo destacado en la burocracia estatal, aceptó la Ley noruega sobre esterilización de 1934 con algunas observaciones críticas mínimas. «La idea de limitar el número de personas con genes de baja calidad es un pensamiento perfectamente racional, siempre aceptado dentro del socialismo. En la sociedad planificada por el socialismo tal iniciativa formará parte natural de las medidas de medicina preventiva», sostenía. Las diferencias decisivas entre las medidas noruegas y las de la Alemania nacionalsocialista eran que los científicos y políticos noruegos no consideraban que los «genes de baja calidad» fuesen más prominentes en una parte de la población que en otra, y que estas ideas no tuvieron ninguna influencia en acciones prácticas de importancia. Cabe mencionar asimismo que en Noruega no se tomó ninguna medida comparable al pronatalismo francés del periodo de entreguerras[54].


  Las acciones políticas de Møller estaban alejadas incluso de la versión noruega del pensamiento eugénico. Su objetivo persistente era ayudar a las madres por ellas mismas, no como medio de determinar el desarrollo demográfico. Al subrayar la responsabilidad de las mujeres y sus posibilidades en el ejercicio del poder político a través del voto y de su capacidad reproductora, Møller representaba a aquellas feministas que veían el mundo como un gran hogar y percibían las actividades políticas de la mujer como una extensión de sus funciones maternales hacia el exterior, es decir, de la familia a la sociedad[55]. Encarnaba en una única persona lo que Karen Offen ha catalogado de posturas opuestas dentro del movimiento feminista, a saber: el feminismo «relacional» y el feminismo individual[56]. Los derechos de la mujer como persona política eran para ella un medio importante para poner un mundo mejor al alcance de las madres. Como buena feminista liberal nunca se cansó de defender la importancia de la información y la enseñanza en las escuelas para educar a madres mejores. Pero su deseo era que la educación respetase los deseos de las madres más que las ideas de los médicos, y contemplaba este aprendizaje como la base de la autonomía y la independencia. A este respecto, Møller continuó la política de las feministas del sigloXIX que trabajaban para mejorar las oportunidades de las mujeres en el sistema educativo, oportunidades que a largo plazo resultaron ser asimismo beneficiosas fuera del ámbito de la maternidad. Por último, con su franca simpatía por el socialismo, concilio a menudo corrientes opuestas dentro del movimiento feminista.


  Las teorías y las acciones políticas de Katti Anker Møller dificultan la tarea de colocarla claramente en uno de los grupos de feministas generalmente reconocidos, o en realidad en cualquier otro grupo político. Mujer de clase media alta con fuertes inclinaciones socialistas, «feminista relacional» que abogaba por los derechos políticos individuales, malthusiana que pretendía que el Estado se responsabilizase económicamente de todas las madres, nos encontramos con un personaje que escapa a la fácil catalogación de individuos dentro de un grupo u otro.


  La política y estrategia de Møller también evocan la imaginación creativa no ortodoxa que necesitan las personas dedicadas a actividades políticas que trabajan fuera de los partidos políticos u otras organizaciones o colaboran con ellos. Esta situación nos permite vislumbrar el proceso de la actividad política popular, así como la red de comunicación entre los individuos que ocupan puestos influyentes en el aparato político de toma de decisiones. Parece evidente que para ser escuchado y tener éxito dentro de la estructura política de la democracia noruega de los primeros decenios del sigloXX no solo se precisaba una intensa comunicación entre organizaciones a menudo opuestas, sino también conexiones sólidas en los pasillos del poder. El voto femenino era una fuente de apoyo, pero por sí solo nunca hubiese cosechado tales resultados.


  No debemos olvidar que las pioneras en la lucha por la maternidad voluntaria también precisaron una enorme tenacidad y coraje. En 1921, a la edad de cincuenta y tres años, Møller, refiriéndose a su actividad política, escribía a una de sus hermanas: «No voy a hacer nada más. Estoy demasiado cansada en lo más profundo de mi ser. Ahora me doy cuenta del esfuerzo que todo ello supone». Pero poco tiempo después emprendió el complicado camino que culminó tres años más tarde en la creación del primer centro de maternidad. En 1953, cuando se había retirado de la vida pública, decía: «En mi entorno cotidiano nadie menciona para nada mi trabajo por pura consideración y tacto. Parece ser un acuerdo tácito no abordar un asunto tan desagradable. Debe olvidarse con ternura. Por eso siempre ha resultado tan doloroso vivir en los círculos a los que solemos estar circunscritos[57]».


  CONCLUSIÓN


  Del análisis de las teorías y prácticas políticas de la figura más destacada en la lucha de las mujeres noruegas por la maternidad voluntaria entre 1900 y 1930, se desprende un paralelismo con la trayectoria de otros países de la Europa occidental. La desigual distribución social de la caída de la fertilidad acarreó vivas discusiones, y las medidas prácticas destinadas a transformar la maternidad de forma universal se convirtieron en un punto importante del orden del día político. La disparidad de opiniones a este respecto se correspondía a grandes rasgos, aunque no sin excepciones, con las diferencias globales socioeconómicas y políticas entre los grupos conservadores y los radicales, a menudo socialistas. La actitud negativa ante la maternidad voluntaria dentro del primer grupo apunta asimismo hacia una visión negativa de las mujeres como individuos con intereses a veces distintos de los del esposo e hijos, una idea que también tenía mucha fuerza en el campo eugénico. Esto no significa que todos los radicales y socialistas fuesen partidarios de la maternidad voluntaria ni de la emancipación femenina. Incluso la Organización de Mujeres del Partido Laborista apoyó, en la década de 1920 y principios de la siguiente, la exclusión de las mujeres casadas de empleos fuera del hogar[58]. De hecho, la mayoría de las personas activas en política y de madres anónimas parecían aceptar los estrechos lazos que ligaban a la mujer con los hijos y la familia. Estos lazos no se cuestionaron seriamente hasta el auge del movimiento feminista moderno en los años 70.


  Las mujeres desempeñaron una actividad política incesante en asuntos relacionados con la maternidad voluntaria, incluso en países como Francia, donde no tenían derecho al voto. Su función fue igualmente importante en los bandos contrarios, a través de organizaciones femeninas y de su participación en organizaciones abiertas a hombres y mujeres, a través de conferencias, artículos y libros, y no menos importante a través de una extensa y habilidosa omnipresencia en los pasillos del poder. Las mujeres formaban y utilizaban una amplia red internacional, en la cual compartían ideas y encontraban inspiración. Si bien la limitación de la natalidad no fue una acción política consciente, es decir, no fue una huelga, sí causó serias preocupaciones entre políticos y otras altas autoridades. Con el apoyo de muchas voces que explicaban el cómo y el porqué de la planificación familiar, y se esforzaban por legitimar esta acción, la caída de la fertilidad ascendió la privacidad a la esfera política y propulsó a las mujeres a primera línea del sistema de toma de decisiones. Aunque la idea de maternidad avanzada por la Bund für Mutterschutz, por Eleanor Rathbone, Marie Stopes, Ellen Key y Katti Anker Møller fuese una ruptura con respecto a una parte del feminismo que en el sigloXIX luchaba por la igualdad de derechos, también fue un importante paso adelante en la formación de una confianza en sí mismas y en su autonomía, en la construcción de una base para la participación activa de las mujeres en la política del sigloXX.


  Capítulo II 
Prestaciones familiares, ¿qué política? El camino hacia el subsidio familiar en Noruega


  ANNE-LISE SEIP Y HILDE IBSEN


  OBJETIVO: EL ESTADO DE BIENESTAR


  En 1946 el Parlamento noruego, Stortinget, decidió por unanimidad otorgar subsidios familiares a todas las familias con más de un hijo. Los padres sin pareja recibirían el subsidio a partir del primer hijo. No tuvo lugar debate alguno porque el presidente lo consideró más «solemne[59]».


  La introducción de los subsidios familiares fue la primera reforma social aplicada después de la guerra. Una característica importante resultaba completamente nueva en la política social noruega: la universalidad. El grupo beneficiario no se limitaba a una clase social concreta ni se determinaba en virtud de los ingresos ni de la cotización a un esquema de seguridad social ligado al mercado laboral. Todos los niños y familias tenían derecho al subsidio. Debido a este rasgo innovador, la reforma se ha considerado la primera disposición del Estado de bienestar noruego.


  Esta unanimidad se juzgó como la prueba del nuevo clima político de posguerra. Pero la reforma fue un producto de luchas anteriores, en las que habían participado muchos grupos desde ideologías dispares y con objetivos diferentes. El debate se prolongó más de treinta años y finalmente se llegó a un acuerdo del que todos salieron beneficiados, aunque muy pocos obtuvieron aquello por lo que habían luchado.


  En el presente capítulo, examinaremos cómo un problema considerado de índole privada, el coste de ocuparse de los hijos, quedó definido en términos políticos y se impuso en los programas de los partidos políticos. Varios grupos de presión reclamaban medidas públicas. En el camino adquirieron importancia argumentos nuevos y se hicieron patentes influencias procedentes del extranjero. Un análisis de la reforma pondrá de manifiesto sus numerosas y dispares raíces.


  Lo complicado de estos antecedentes nos obliga a explorar los motivos de la reforma. ¿Cuál era su propósito? ¿Qué grupo resultó vencedor en la contienda política? Noruega fue uno de los muchos países donde se instauraron los subsidios familiares después de la Segunda Guerra Mundial; en Inglaterra se promulgaron leyes similares en 1945 y en Suecia en 1947. El caso de la legislación inglesa es el que se ha estudiado en más detalle. La campaña emprendida por los grupos de presión por lograr una política que mejorase las condiciones de las familias tuvo, en el mejor de los casos, una influencia mínima en los encargados de preparar y aprobar la ley. Los subsidios familiares se otorgaron «por razones de control económico», es decir, como medida de política económica y no social[60]. ¿Son igualmente equívocos los motivos que llevaron a la reforma noruega?


  Analizar una reforma concreta puede iluminar el proceso general que llevó a la instauración del Estado de bienestar. Ashford sostiene que los políticos y funcionarios que prepararon los diferentes retazos de la legislación que, a la larga, desembocó en la creación del «Estado de bienestar» nunca concibieron la idea de un Estado de estas características[61]. El concepto no existía, aunque sí las ideas por separado. El Estado de bienestar es el resultado de muchas soluciones pragmáticas a problemas y no la materialización de una idea o concepción. Esta afirmación es irrefutable, pero en la búsqueda de los orígenes de alguna medida social concreta solemos encontrar formulados objetivos y estrategias directamente destinados a soluciones que actualmente consideramos típicas del Estado de bienestar. Por ello, nos ocuparemos de elementos de «planificación» y de continuidad en las ideas con el mismo interés que estudiamos los aspectos contingentes y transformadores del proceso.


  Volvamos al principio: ¿qué problemas desencadenaron el proceso?


  EL PROBLEMA DE LA MANUTENCIÓN


  En los años próximos a la Primera Guerra Mundial, el problema económico planteado por la manutención y cuidado de los hijos se articulaba de dos maneras: en primer lugar, se contemplaba como un problema salarial para aquellos que debían mantener una familia. Los funcionarios, cuyo salario estaba fijado por el Parlamento, se quejaban de que las familias con hijos no lograban llegar a fin de mes. Ante esta situación, en 1913 el Parlamento nombró una comisión[62] encargada de apreciar si debía aumentarse el salario en función del número de hijos. Esta petición de salario familiar es la primera fuente de los subsidios familiares.


  Pero, en segundo lugar, la manutención de los hijos también formaba parte del problema de la pobreza y era, por ello, un asunto social. Las madres sin pareja, ya fueran solteras, viudas, divorciadas o separadas, eran demasiado pobres para criar a sus hijos y en el momento del nacimiento recibían un exiguo subsidio de maternidad en virtud de las disposiciones de la Ley para la infancia de 1915, donde se establecía la obligación fundamental de la sociedad de encargarse de las madres solteras y de sus hijos, especialmente en las fechas próximas al nacimiento[63]. ¿Y después qué? ¿Qué ocurría con las madres casadas pobres que tan raramente se tomaban en consideración en el pago de subsidios? ¿Acaso no necesitaban también ayuda para poder permanecer en casa y cuidar de los niños? Cuando se planteó el problema en estos términos, se relacionó con el cuidado y la crianza. Las ayudas económicas debían permitir a la madre ocuparse ella misma del bebé. Nos encontramos así con la segunda fuente de presión para la obtención de subsidios familiares y con la incorporación de la economía de la maternidad al programa político.


  La lucha por un salario para las madres se libró en dos frentes. En el primero se pedía una pensión para las madres sin pareja y en el segundo se solicitaba un salario para las madres pobres o para todas las madres como compensación del trabajo que suponía el ejercicio de la maternidad[64]. El segundo razonamiento nos lleva directamente a los subsidios familiares y de este argumento nos ocuparemos más adelante en el presente capítulo.


  Los dos razonamientos mencionados están entrelazados. En particular, fue el debate acerca de la situación desesperada de las madres sin pareja el que desencadenó la discusión sobre las necesidades de los niños y las condiciones de vida de las familias. Examinemos pues, para empezar, la introducción en Noruega de un esquema de pensiones para las madres, adoptado en la capital en 1919.


  PENSIONES PARA LAS MADRES SIN PAREJA: UN EXPERIMENTO EN LA CAPITAL


  El esquema de pensiones para las madres de Oslo fue una iniciativa principalmente de las mujeres miembro del movimiento laborista y se implantó gracias a la mayoría laborista del consejo municipal. Por ello refleja las preferencias de la izquierda tanto en lo que a beneficiarios como a disposiciones se refiere: pensión para grupos de renta baja financiada por la recaudación fiscal. El debate sobre el esquema de estas pensiones pone de relieve los ideales del Partido Laborista en 1919, que de un modo algo imperfecto auguraban el establecimiento del Estado de bienestar. Estos ideales ponen asimismo de manifiesto algunos rasgos políticos típicos de la legislación social de la época.


  La petición de pensiones emanó de la Asociación de Mujeres del Partido Laborista. En los distritos industriales más pobres, las madres sin pareja tenían que trabajar todo el día para cubrir sus necesidades vitales y las de sus hijos.


  La jornada es larga y dura, pero pueden pasar las veladas y los domingos con sus hijos. Los niveles salariales, sin embargo, no permiten que los niños gocen de la compañía continua de su madre. Además del trabajo corriente, las madres también deben encargarse de los deberes domésticos.


  Así escribía un miembro de la Asociación de Mujeres, quien afirmaba que «una madre nunca tiene una hora para ella».


  La propuesta de pensiones estaba limitada a las viudas: «Imploramos a la comisión que libere a estas viudas de la beneficencia para que puedan conservar intacta su reputación de buenas ciudadanas». La reivindicación en nombre de las viudas también tenía, pues, antecedentes en consideraciones de ciudadanía[65]. Hasta 1917 vivir de la beneficencia significaba perder el derecho al voto. Las mujeres tenían el derecho al voto universal desde 1913.


  Una comisión creada por el consejo municipal estudió la cuestión de las pensiones para las madres. Los miembros de dicha comisión optaron rápidamente por medidas más radicales, proponiendo la inclusión en el plan de todas las madres sin pareja. La razón más probable de tal iniciativa es que la comisión contemplase todo el asunto de las pensiones desde la perspectiva del deseo de desmantelar en todo lo posible la legislación en materia de lucha contra la pobreza. No en vano la mitad de las madres sin pareja de la capital recibían ayuda benéfica[66]. La osadía mayor de los miembros varones de la comisión, frente a las mujeres laboristas, debe valorarse dentro del contexto de la posibilidad de respaldar el argumento de un número mayor de beneficiarias haciendo referencia al problema de la pobreza de las madres.


  Pero las diferencias políticas no tardaron en manifestarse. Los miembros más radicales querían incluir a todas las madres sin pareja pobres en el plan de pensiones; los conservadores se inclinaban por un grupo de beneficiarías reducido y los liberales por uno un poco más extenso. Tras el desacuerdo yacían puntos de vista dispares a dos respectos: quiénes serían «merecedoras» de la pensión y qué importancia debía tener el criterio elegido, y cuáles serían los límites de la responsabilidad estatal.


  Las viudas se consideraban «merecedoras» por tener un hogar ya fundado del que ocuparse. Pero los conservadores se negaban a tomar en cuenta a las madres solteras por creerlas incapaces de fundar un hogar adecuado para sus hijos. «Incluso si una madre soltera tiene 2 o 3 hijos, no se plantea siquiera la cuestión de fundar un hogar auténtico, y nunca será una madre de verdad para sus hijos[67]». El grupo beneficiario del plan se decidió, pues, en función de criterios morales, disfrazados de aproximación realista a su situación y a lo que cabía esperar de él.


  Los políticos no socialistas temían asimismo las consecuencias de dejar que el Estado asumiese la responsabilidad que correspondía al padre, alentándole así a descuidar su deber. Admitieron que la pensión alimenticia era insuficiente, difícil de obtener y que las madres divorciadas o separadas debían recurrir a menudo a la beneficencia puesto que el Estado noruego, a diferencia del danés[68], no podía permitirse adelantar el dinero. Sin embargo, se consideró que tenía prioridad el restringir la responsabilidad pública. Para los conservadores este era otro argumento que justificaba excluir del plan a las madres divorciadas y separadas por contar en principio con un «proveedor[69]». En este punto, los liberales coincidieron con los laboristas en colocar a este grupo en el mismo nivel que el de las viudas.


  Los representantes laboristas lograron la reforma que querían: una pensión para todas las madres sin pareja con hijos pequeños, por derecho propio y financiada por los impuestos. Fue una medida radical, pero el fuerte elemento de control introducido en el plan de pensiones es un reflejo de las actitudes moralistas imperantes, así como de la necesidad de que el esquema resultase económico. Con objeto de proteger a la municipalidad de la invasión de mujeres embarazadas sin pareja, las mujeres debían demostrar que habían residido quince años en la ciudad. Con objeto de proteger al contribuyente del abuso del esquema, se estableció un sistema de control. Se nombraron cinco inspectoras encargadas de supervisar a las madres, dispositivo totalmente nuevo en la municipalidad. Las «malas madres» perderían a sus hijos además de la pensión. A este respecto no se contemplaba ningún sentimentalismo para con las mujeres de la clase trabajadora. Las inspectoras también se encargaban de cuidar de las madres y los niños en caso de enfermedad.


  Un último punto interesante que merece la pena mencionar es el importe de las pensiones. No era suficiente para cubrir todos los gastos corrientes, sino que se suponía que las madres aportarían algunos ingresos suplementarios, a menos que estuviesen incapacitadas. Una razón para tal restricción era, por supuesto, el coste del esquema de pensiones, pero también se alegó que las madres preferían trabajar fuera del hogar:


  Concretamente para una madre con solo uno o dos hijos será difícil utilizar toda su capacidad de trabajo en el hogar y no se sentirá satisfecha… a menos que pueda contribuir en algo a su manutención y a la de sus hijos[70].


  Este fue uno de los puntos de debate cuando se propuso el modelo de Oslo en otras localidades. En 1927, un municipio alegó que la pensión debía permitir a las madres permanecer en el hogar y dedicar todo su tiempo a los hijos. Diez años después el modelo de Oslo se defendió tanto para las madres que querían incorporarse a la población activa como para el interés de la sociedad en un periodo de estrechez del mercado laboral[71]. La actitud ante el papel de las madres se modificó de acuerdo con las condiciones económicas.


  Muchas disposiciones de ayuda social arrancaron como iniciativas locales para abrirse, mucho más adelante, el camino hasta la legislación nacional. El esquema de pensiones introducido en la capital estaba destinado a una andadura más larga y se adoptó explícitamente con tal intención. Los representantes laboristas lo contemplaban como una punta de lanza, y la municipalidad se limitaba a iniciar lo que el Estado asumiría más tarde: las municipalidades «deben colocarse a la vanguardia y mostrar el rumbo adecuado al Estado… que es el máximo responsable… las municipalidades deben… forzar al Estado[72]». En 1919 el consejo condal envió una delegación al Parlamento para pedirle al Estado que resolviese el asunto de la pensión para las madres. Los municipios no podían ocuparse exclusivamente de la cuestión a largo plazo[73]. La iniciativa local se considera en este caso como una estrategia de lo que denominamos «construcción del Estado de bienestar».


  Se había alcanzado un objetivo: el establecimiento de un esquema de pensiones para las madres pobres sin pareja. Pero se trataba solo de uno de los objetivos perseguidos y de una parte de un cometido más amplio. En el debate sobre la cuestión, los miembros de todos los partidos recalcaron que el auténtico grupo beneficiario del esquema eran los niños. Los miembros más radicales decían que el Estado debía reconocer que su responsabilidad para con los niños redundaba en su propio interés: «los niños son un recurso que el Estado debe proteger» y un representante conservador admitió incluso que el Estado se beneficiaría de contar con «niños bien educados[74]». Otros fueron menos explícitos, pero querían que se hiciese algo que garantizase mejores condiciones de vida para todos los niños. Las mujeres del Partido Laborista siguieron esta línea de pensamiento cuando también propusieron una pensión para los padres sin pareja. Ya en 1914 el Partido Laborista había presentado ante el Parlamento una propuesta para el pago de pensiones a los hijos de padres y madres sin pareja. Esta preocupación por los niños era típica de la época y en esos años se reorganizó a gran escala en la capital todo el sistema de cuidado a la infancia[75]. En la discusión continuada acerca de la economía de la maternidad surgieron nuevas perspectivas.


  LOS AÑOS DE ENTREGUERRAS: TANTEO EN BUSCA DE PRINCIPIOS


  En los años que siguieron, el debate sobre la economía de la maternidad tomó nuevos rumbos. El interés pasó de las medidas centradas en las madres a otras centradas en la familia. De este modo, la cuestión de la economía de las madres o padres sin pareja se separó del tema del «salario de madre» y de la economía familiar. Las mujeres tenían un objetivo más amplio que el de obtener una pensión para las madres sin pareja y se aspiraba a beneficiar a un grupo más amplio de la población. La principal preocupación era, pues, las familias pobres; a continuación, las familias numerosas se consideraban por definición «desheredadas», con rentas bajas o problemas de gastos elevados. Quedaba así pavimentado el camino para el paso de las medidas universales.


  Se tomó en consideración un abanico más amplio de medidas y se marcaron tres vías principales: (1) un salario para las madres o subsidios familiares financiados por los impuestos o por un plan de seguros; (2) una reforma salarial que contemplase el pago de suplementos, es decir, un salario familiar para el cabeza de familia; y (3) una ayuda en especie para las familias. Estos modelos apuntarían hacia direcciones diferentes y tendrían repercusiones distintas en el sistema económico, pero no siempre sería necesario optar por uno de ellos. Los modelos podían combinarse y, como veremos más adelante, eso fue lo que ocurrió. La disparidad de objetivos y modelos reflejaba las diferentes ideologías y preferencias económicas y políticas. El modo en que se combinaron fue el resultado de un consenso o flexibilidad ideológica que permitió adoptar acuerdos enmarcados en un Estado de bienestar después de la Segunda Guerra Mundial.


  UN SALARIO PARA LAS MADRES


  La idea de que todas las madres, o por los menos las madres necesitadas, dispusieran de un «salario» y de una ayuda para la manutención de sus hijos fue iniciativa de una de las pioneras del movimiento femenino del Partido Laborista, Katti Anker Møller, en 1918[76]. Poco sucedió sin embargo antes de 1923, cuando el Partido Laborista nombró una comisión encargada de examinar el «salario de madre[77]». Se avanzó entonces un nuevo planteamiento de la asistencia económica, que dejaba de ser una cuestión de pensiones temporales para aquellas que carecían de un varón proveedor. De lo que se trataba era de estudiar la economía de las familias pobres.


  La comisión estaba formada por miembros que en los años siguientes destacarían en la discusión de este problema y en la formación de la política social del Partido Laborista en su conjunto. Uno de ellos, Inge Debes, fue más adelante presidenta de la comisión creada por el gobierno laborista en los años 30 para revisar y extender el sistema noruego de seguridad social. Otra de las mujeres, Sigrid Syvertsen, representaría más tarde al Partido Laborista en la comisión de 1934 que preparó la Ley para la regulación de los subsidios familiares. Por todo ello, parece posible remontar el hilo de las ideas de los años 30 hasta esta comisión de los años 20, aunque no sin cierta dificultad. La comisión nunca desarrolló una visión consistente del problema ni de los remedios que debían buscarse.


  Algunos principios, sin embargo, eran claramente laboristas, por ejemplo, el que el subsidio se pagase a la madres, como reconocimiento de un trabajo comparable a cualquier otra tarea remunerada: «Estamos acostumbrados a que no se valore el trabajo de la mujer en el hogar, pero sin duda estamos de acuerdo en que este trabajo es tan valioso como el de cualquier hombre». El otro principio de estas características era que el salario para las madres debía ser independiente de la situación del padre en el mercado laboral. Esta consideración era importante en una época de desempleo masivo, huelgas y cierres de empresas. El objetivo era mantener el nivel de vida de la familia y proteger a los hijos independientemente de lo que ocurriese al cabeza de familia. Así, el salario para las madres debía contemplarse como una herramienta «al servicio de la clase trabajadora[78]».


  La toma en consideración de los intereses de la clase trabajadora también debió de determinar los métodos de financiación. Ligar el subsidio familiar al sistema salarial, como era la norma en muchos países europeos, se consideraba sin duda arriesgado[79]. Pero no era fácil encontrar un modelo alternativo. En el esquema presentado en 1925 ante la Conferencia Nacional de las Mujeres Laboristas, el modelo de financiación estaba basado en el de la seguridad social noruega, con contribuciones procedentes del Estado, del condado y del patrono, omitiéndose aportación alguna por parte del individuo asegurado. Pero no fue este modelo de seguridad social el que se adoptó en última instancia, pues en discusiones posteriores quedó pendiente la cuestión de la financiación o se insinuó vagamente que el Estado debía encargarse de pagar los subsidios.


  La Asociación de Mujeres del Partido Laborista parecía inclinarse por algún tipo de seguridad social. Ella Anker, miembro de la comisión laborista para el estudio del salario para las madres y hermana de Katti Anker Møller, quedó profundamente impresionada por el sistema francés de caisses familiales y propuso una solución similar. Sostenía que los salarios de la clase trabajadora no «tomaban en consideración las necesidades de la familia[80]». Cabe señalar a este respecto que las mujeres del movimiento laborista siempre apoyaron activamente la continuidad de los suplementos familiares para los salarios de los empleados públicos, durante la discusión en el Parlamento, pese a que no se tratase de su sistema predilecto ni de una medida que beneficiase a la clase social a la que pertenecían[81].


  Los suplementos familiares como parte del sistema salarial no eran, sin embargo, aceptables para los sindicatos. Cuando en 1935 se les pidió su opinión a este respecto, la secretaría respondió que los subsidios familiares debían ser administrados por el Estado y no negociados como parte de los acuerdos salariales. Este punto de vista era el de los sindicatos de muchos países[82]. Uno de los jóvenes economistas de la dirección del Partido Laborista, Ole Colbjørnsen, defendía, por su parte, un salario familiar en una de las obras sobre economía socialista más influyente en la Noruega de los años 30, en la que se exponía un plan trienal para Noruega[83]. La separación entre un principio y los demás no era, pues, tan clara, pero podemos decir que como tendencia principal la mayoría de los miembros del Partido Laborista eran partidarios de financiar los subsidios con la recaudación fiscal.


  Existía también desacuerdo en otros puntos, por ejemplo en las opiniones acerca de la cuestión demográfica. Algunos querían conceder subsidios en una escala ascendente por sostener que las necesidades de los hijos mayores eran superiores a las de los más jóvenes. Otros abogaban por el principio contrario. En los años 20, el movimiento laborista temía la superpoblación, se consideraba imprudente estimular el crecimiento demográfico y se citaba como autoridad de referencia a Karl Kautsky[84]. En los años 30, la crisis demográfica proporcionaba una oportunidad para emprender iniciativas de política social. El descenso de la tasa de natalidad fomentaba argumentos a favor de nuevas medidas que protegiesen a la familia, pero los argumentos pronatalistas nunca tuvieron demasiada fuerza entre los laboristas, en cuyas filas prevalecía la preocupación por la calidad y no por la cantidad.


  A principios de la década de 1930, el modelo del Partido Laborista estaba en una fase de elaboración donde se contemplaban unos subsidios pecuniarios financiados por los impuestos. En 1930, la reforma se incluyó en el programa del partido y el salario para las madres pasó a convertirse en subsidio familiar. Pero algo estaba claro: el dinero, en caso de realizarse algún desembolso, debía pagarse a la madre.


  ¿Debía beneficiar este subsidio a todas las madres o solo a las que vivían en condiciones de pobreza? Este punto permaneció difuso, pero algunas disposiciones apuntan hacia la universalidad del subsidio. La financiación a través de los impuestos implicaba la inclusión de todas las madres: «El Estado debe retribuir el servicio que prestan a la sociedad las familias en lo que respecta a la educación de los hijos[85]».


  REFORMA SALARIAL


  La idea de que la sociedad debía acudir, de una u otra forma, al rescate de la familia surgió aproximadamente al mismo tiempo que la del pago de una pensión o salario para las madres. Un modo de enfrentarse a este problema era modificar el sistema de imposición fiscal. Esta solución se puso en aplicación, pero nunca se consideró suficiente[86]. Otra posibilidad era recurrir al sistema salarial. En 1913 el Parlamento había establecido una comisión encargada de estudiar la viabilidad de incorporar los suplementos familiares al sistema salarial de la administración pública[87]. Los resultados fueron nulos, pero durante la Primera Guerra Mundial se estableció ese sistema para compensar el alza de precios. Se mantuvo en vigor durante los años de entreguerras y el interés por la cuestión no cesó, celebrándose frecuentes debates parlamentarios en relación con las revisiones salariales. En 1927 se decidió conceder un suplemento familiar temporal a los funcionarios con salarios reducidos con objeto de evitar que las madres y los niños sufrieran debido a los recortes salariales. Además, las madres recibían estímulos por la medida adoptada: «¿Qué sería la sociedad actual sin todos los hogares donde la Madre trabaja por su inmensa generosidad y lealtad sin límites, aliando a los hijos a la idea de un hogar sólido y seguro, sacando el máximo partido de cada céntimo que el Padre aporta al hogar, haciendo gala de una economía envidia del propio Ministro de Hacienda?»[88]. Al año siguiente, la municipalidad de Oslo nombró una comisión que estudiase los problemas de los empleados de la capital que se enfrentaban a la reducción salarial[89].


  La reforma salarial, un sistema para el que existían modelos prácticos en el extranjero, parecía contar con el apoyo de las organizaciones de mujeres no socialistas, pero no existía acuerdo entre ellas. El Consejo Nacional de Mujeres Noruegas estableció en 1925 una comisión que se ocupase de examinar la economía de la familia. Esta comisión debía considerar la reforma salarial primero en el sector público, luego en la industria y, por último, ver si era posible concebir un sistema que incluyese a los que trabajaban por cuenta propia[90]. El Consejo discutió los problemas, pero las opiniones se mantuvieron divididas y nunca se emitió una resolución. Gran parte del interés en el asunto se mantuvo viva gracias a la intervención de pioneras individuales, especialmente de Helga Eide Parr que había trabajado por esta reforma desde 1910. El argumento principal era que los fondos salariales estaban distribuidos injustamente entre los asalariados solteros y los padres de familia, y que una reforma salarial mejoraría la redistribución de una forma totalmente razonable: «Lo que pedimos es justicia. Justicia para nuestros hijos, justicia para nuestros maridos, justicia para nosotras mismas que llevamos el futuro de la raza en nuestros corazones[91]».


  Emprender una reforma salarial no era, sin embargo, tan sencillo y evidente como algunos decían. Los obstáculos eran varios. Hemos mencionado el temor de los sindicatos de que se ejerciese una presión sobre los salarios, de forma que los cabezas de familia obtuviesen un ligero aumento salarial, mientras que todos los demás sufriesen un recorte, lo que equivaldría a una reducción global. Este razonamiento no era absurdo, pues algunos de los partidarios de la reforma salarial sostenían que los salarios estaban estipulados de forma que fuesen suficientes para mantener a una familia pequeña y que las personas solteras recibían una parte del fondo salarial mayor de la que debería corresponderles. Este fue tema de debate entre las organizaciones laboristas y las autoridades que participaban en el procedimiento de fijación de los salarios. La mayoría estaba de acuerdo en que los salarios eran supuestamente suficientes para mantener a más de una persona[92]. Otro argumento contra el salario familiar era que infringía el principio de igual remuneración para trabajos iguales, de gran importancia para muchos grupos. Una objeción práctica contra la reforma salarial era que solo beneficiaba a los asalariados y que un acuerdo que incluyese a los trabajadores por cuenta propia precisaría algún tipo de seguridad social con la participación del Estado. Para algunos, esta solución echaría por los suelos la idea de la reforma y era además innecesaria. Estos alegaban que los trabajadores independientes del sector agrícola saldrían beneficiados indirectamente gracias a la subida del poder adquisitivo de los asalariados[93].


  Independientemente de si apoyaban el salario para las madres o el subsidio familiar (como se denominaba a menudo la reforma después de 1930), o se inclinaban por una reforma salarial, todos los grupos de presión femeninos querían que las mujeres salieran beneficiadas con la reforma. Pero ¿de qué tipo de beneficio hablaban? A este respecto se produjo una división entre las mujeres que no se correspondía a ninguna consigna de partido, sino que revelaba actitudes diferentes ante el papel de las mujeres y de su trabajo. La mayoría pensaba que el salario para las madres debía servir para que la madre permaneciese en el hogar, para remunerar las tareas que allí desempeñaba. Este trabajo debía colocarse en el mismo nivel que el trabajo remunerado: «dar a luz y alimentar a la nueva generación, trabajo exclusivo de las madres, puede… compararse totalmente con el trabajo agrícola, industrial o comercial[94]», sostenía Katti Anker Møller, y otras muchas mujeres expresaron su acuerdo. Mujeres socialistas y no socialistas compartían los mismos valores, y el deseo de respaldar a las madres y su trabajo en el hogar era una causa común.


  Pero otras mujeres esgrimían ideales diferentes. El movimiento feminista de clase media para los derechos de la mujer luchaba por lograr la igualdad de salarios en el mercado laboral. El que los salarios superiores de los varones pudiesen justificarse porque se suponía que mantenían a una familia era un firme argumento a favor de la reforma salarial y presuponía una remuneración igual para todas las personas solteras que desempeñasen el mismo trabajo. Esta opinión contó con la persistente defensa de Margarete Bonnevie, quien se incorporó a la Comisión para el estudio de los subsidios familiares de 1934, donde formó una minoría de una sola persona. En su opinión una reforma salarial debía permitir a las mujeres integrarse en el mercado laboral y pagar a un trabajador o trabajadora cualificados para que desempeñase las tareas domésticas, puesto que de todos modos la madre era una «inexperta» en el trabajo que normalmente realizaba en la casa. Para ella el salario para las madres era una idea fascista y calificaba de paternalistas los sistemas francés y belga.


  En lugar de atar y vincular a las mujeres al pagarles un salario de madre, los suplementos familiares deberían estar destinados a liberar a la mujer y a darle la oportunidad de participar en la sociedad como miembro de valor[95].


  Así pues, mientras algunas querían dar a las madres la oportunidad de quedarse en casa, otras querían ofrecerles la posibilidad de salir a trabajar.


  En los años 20 el salario para las madres o la reforma salarial era un tema de conversación corriente, pero el problema era complicado y tanto las organizaciones de mujeres como los partidos políticos querían referir el asunto a una comisión del gobierno. Ejercieron presión para colocar la reforma en el orden del día político y, a principios de los años 30, los laboristas y los liberales la incorporaron a sus programas electorales[96]. Tras un bombardeo de peticiones, incluida la de nombrar a «una madre con experiencia[97]», en 1934 el gobierno designó una comisión, en el seno de la cual debían discutirse en profundidad los principales puntos de vista.


  LA COMISIÓN PARA EL ESTUDIO DE LOS SUBSIDIOS FAMILIARES DE 1934


  La Comisión entregó su informe en 1937. Con excepción de la minoría compuesta por Margarete Bonnevie, los miembros debieron de inspirarse en el trabajo realizado por la importante Comisión encargada del tema de la seguridad social nombrada por el gobierno laborista en 1935. La mayoría recomendó un sistema de subsidios universales otorgados a las madres de familias de más de un hijo[98], financiado a través de los impuestos. La mayoría, formada por miembros de distintos partidos políticos y funcionarios, presentó, pues, una propuesta muy acorde con las ideas arraigadas de antiguo entre las mujeres del Partido Laborista.


  La reforma salarial era la recomendación incluida en el informe de la minoría y significaba restringir el grupo beneficiario de las medidas. La minoría era asimismo partidaria de subsidios en función de la renta. Pero la redistribución de la renta y el cambio social no se conectarían con la reforma salarial. De este modo, la Comisión para el estudio de los subsidios familiares volvió a ofrecer a los políticos las dos principales opciones ya planteadas en la década anterior.


  POLÍTICA FAMILIAR: ¿HERRAMIENTA DE PLANIFICACIÓN ECONÓMICA?


  Los años transcurridos entre el establecimiento de la Comisión para el estudio de los subsidios familiares y la publicación de sus recomendaciones fueron cruciales en la política noruega. La minoría laborista formó gobierno en 1935 y buscó primero el apoyo del Partido Agrario, y más tarde y con frecuencia el del Partido Liberal. En la esfera de la política económica, el gobierno luchó por cumplir la promesa electoral de «poner la nación a trabajar». En el campo de la política social, el gobierno prometió revisar y ampliar el sistema de la seguridad social. Fueron jóvenes economistas los encargados de encontrar nuevos métodos que resolviesen los problemas del momento. A estos problemas, el desempleo y la pobreza, se unía un tercero, el de la cuestión demográfica. El debate sobre política económica y social de finales de los años 30 abarcaba la caída de la tasa de natalidad, sus causas y remedios.


  La Comisión para el estudio de los subsidios familiares había evitado la cuestión demográfica. Sus propuestas no estaban respaldadas por argumentos pronatalistas, sino que, por el contrario, cinco miembros propusieron asignar los subsidios siguiendo una escala que disminuía a medida que aumentaba el número de hijos. No existía razón alguna para suponer que los subsidios familiares incitarían la superpoblación entre el sector más pobre de la sociedad y además «no hay en nuestra sociedad ninguna clase social tan numerosa como para causar preocupación[99]». La higiene social era otro de los temas del debate noruego. La discusión in extenso del problema demográfico se dejó al cuidado de una comisión demográfica, como en Dinamarca, Suecia y Gran Bretaña, pero esta no llegó a establecerse en Noruega[100].


  Sin embargo, en todos los países, la crisis demográfica fue uno de los estímulos del debate sobre la economía de la familia. Una de las contribuciones más importantes procedió de Suecia, en una obra de Alva y Gunnar Myrdal sobre la crisis de la cuestión demográfica, publicada en 1934. En este libro, los autores esbozaban una política nueva, una política para la familia. Era preciso, decían, mejorar las condiciones de vida para que fuese más fácil tener hijos, y aportaban como ejemplo que la vivienda y la alimentación eran inadecuadas en amplios sectores de la población, tanto rural como urbana. Las familias con hijos eran más pobres y ya era hora de que la sociedad hiciese algo para aliviar esta carga. Varias eran las soluciones posibles. El economista Gunnar Myrdal proponía que no se entregase ninguna suma de dinero a las familias pobres y defendía una mejora de los servicios en especie: comidas escolares, sanidad gratuita y centros diurnos de asistencia, y alimentación subvencionada. A través de estas ayudas en especie, la sociedad podía dirigir el consumo y estimular la producción. La política social podía integrarse así en una economía planificada. La reforma salarial quedaba descartada por considerarse una «artimaña técnica».


  No todos opinaban que las medidas propuestas por los Myrdal fuesen ventajosas para los niños. La idea de que el Estado asumiera mayor responsabilidad directa en la educación no era conforme con la ideología de los años 20 en relación con el papel de las madres ni con la importancia que la mayoría de las personas atribuían a la familia. Los dos autores denunciaban con total franqueza la familia burguesa autoritaria.


  Con eso y con todo, el libro se convirtió en un elemento importante del debate noruego. Se tradujo en 1936 y se adaptó para que reflejase los problemas sociales noruegos. Unos economistas jóvenes y radicales hicieron suya la idea de conectar la política social con una economía moderna planificada. Expusieron estas ideas en un vivo ataque contra las recomendaciones de la Comisión para el estudio de los subsidios familiares[101].


  La cuestión de los servicios en especie no era nueva; ya en los años 20 organizaciones de mujeres de todo el espectro político habían pedido más servicios de atención a la infancia. Existía un interés creciente por establecer un sistema público que se ocupase de prestar estos servicios. Los partidos políticos colocaron los servicios en especie en los programas electorales de la época; el tema se trataba en los periódicos; en Inglaterra, el Partido Laborista dio prioridad a esta política en una fecha temprana[102]. Pero hasta el debate sobre los subsidios familiares de los años 30, estos servicios no se propusieron a gran escala como parte integrante de una política propiamente dicha, aunque solo fuese como ayuda para las familias pobres.


  Los argumentos a favor del tipo de servicios mencionado pueden resumirse en los tres puntos siguientes. Primero, la necesidad real de servicios sociales: dadas las malas condiciones de nutrición y vivienda, tal como se desprendía de estudios recientes[103], los recursos asignados a cubrir estas necesidades tendrían un rendimiento máximo. Segundo, había escasez de recursos y unos pagos al contado mermarían el presupuesto impidiendo que se establecieran servicios. Tercero, los servicios en especie podían asignarse más fácilmente allí donde la necesidad fuese más patente, es decir, en el sector más pobre de la población. Este razonamiento se alejaba del principio de universalidad recomendado por la Comisión.


  Debajo de estos argumentos yacía una concepción de la política social como parte de una economía planificada. Los patrones de consumo debían modificarse para encarrilarse en la vía de lo considerado «racional». Lo racional vendría determinado por la comunidad científica, especialmente por los médicos, expertos en nutrición, en vivienda, etc. Abandonar los patrones de consumo a las fuerzas de la libre elección no era una solución óptima; las amas de casa no tenían conocimientos suficientes para hacer un «uso racional de la renta[104]».


  La política social estaba, pues, destinada a servir directamente a la producción y, en particular, al mercado de los productos agrícolas. La política económica debía conducirse como una «cooperación entre expertos en política social, economía, medicina y agricultura». Se hacía especial referencia al trabajo de Myrdal y a las comisiones creadas por la Liga de las Naciones. Así, la esperanza de mejorar la situación económica de las madres pobres concluía con la visión de un mundo feliz, gobernado por la ciencia y, con toda probabilidad, por el socialismo.


  DILEMAS EN LA POLÍTICA SOCIAL


  Las medidas sobre los servicios sociales levantaron controversia y el debate que se suscitó ilustra algunos de los dilemas cruciales a los que hicieron frente los grupos y partidos políticos en su camino hacia el Estado de bienestar. Algunos de los deseos más fervientes de las mujeres del Partido Laborista no podían cumplirse a través de los servicios, particularmente el deseo de que las madres recibiesen directamente las ayudas. Esa fue la causa de una división entre las mujeres laboristas. Algunas respaldaban la nueva corriente, impulsada por las mujeres de la secretaría general y por la directora del boletín de la Asociación de Mujeres Laboristas, que también había publicado el libro de Myrdal. Pero otras lucharon por el pago en efectivo de subsidios a las madres[105]. Proporcionar toda la ayuda en especie sería una prueba de la falta de confianza de la sociedad en las madres, además de degradar a la clase trabajadora, pues se establecería un sistema muy similar al de la beneficencia. La ayuda benéfica en especie (peticiones de alimentos) era un sistema muy corriente y odiado en los años de entreguerras. Sin embargo, también se distribuía leche y otros alimentos fuera del sistema de beneficencia[106].


  Muchos grupos participaron en el debate y varias organizaciones femeninas apoyaron la nueva corriente. Pero otros grupos elevaron objeciones, subrayando especialmente la dificultad de distribuir los servicios en las áreas rurales y la injusticia de crear instituciones en las ciudades cuando la mayoría de familias numerosas vivían en el campo. ¿Serían las comidas escolares de alguna ayuda para los niños de las áreas rurales que solo asistían a la escuela unos pocos meses al año? Los grupos de presión activos en las áreas rurales se movilizaron contra una política concebida para servir los intereses agrícolas y muy pronto se hizo evidente el escepticismo de una de las grandes organizaciones de campesinos[107].


  Pero pese al rechazo de los servicios en especie como solución única, nunca se negó que constituyesen una parte importante de cualquier política destinada a mejorar la situación de madres e hijos. La Comisión para el estudio de los subsidios familiares había propuesto estos servicios como un complemento a los subsidios pecuniarios y la minoría había defendido incluso que las municipalidades debían proporcionar obligatoriamente centros diurnos de acogida. Los que se inclinaban por los subsidios pecuniarios hacían hincapié en que mejorarían las condiciones de vida en general y las de los niños en particular. En caso necesario, el dinero podía entregarse junto con un plan de nutrición que las madres estarían obligadas a respetar[108]. Se argumentó asimismo que un aumento del poder adquisitivo tendría como consecuencia una mejor alimentación para la familia y unas mejores ventas de los productos agrícolas. Los servicios en especie por sí solos no resolverían la crisis de la agricultura.


  LA DECISIÓN FINAL


  El asunto de los subsidios familiares no entró en el orden del día parlamentario antes de la Segunda Guerra Mundial. Cuando por fin ocurrió en 1945-1946, el mundo había cambiado. La regulación del consumo era por entonces un fenómeno muy conocido; la política se había radicalizado, y los laboristas y comunistas tenían mayoría parlamentaria. Los jóvenes economistas que habían participado en el debate de los años 30 ocupaban cargos importantes: uno de ellos era secretario permanente del Ministro de Asuntos Sociales. Podría parecer que había llegado el momento de introducir las ideas más radicales de la década anterior: ayudas en función de la renta con efectos redistributivos, de preferencia proporcionados en especie.


  Pero la realidad fue otra. Los subsidios familiares se implantaron como ayudas universales pecuniarias, solución que se aprobó unánimemente solo tras medio año de gran confusión. El gobierno presentó dos propuestas de ley y una tercera procedía del Partido Agrario. Seguía existiendo incertidumbre acerca de los principios de base y el conflicto reflejaba los ya conocidos intereses de los grupos de presión. El debate noruego se vio influido en parte por las posturas adoptadas en los años 30 y en parte por las nuevas ideas planteadas durante la guerra. El gobierno noruego, así como los jóvenes economistas, residieron en Londres durante la guerra, mientras se prolongaba la ocupación alemana. Allí se familiarizaron con las propuestas del informe Beveridge sobre los subsidios familiares universales. El Partido Laborista británico había cedido a las presiones y apoyado el esquema pese a la oposición de los sindicatos[109]. El movimiento sindical noruego redactó durante la guerra un documento de planificación política sobre el futuro de Noruega, donde se propugnaba la implantación de subsidios pecuniarios, sin por ello rechazar otras ayudas en especie, por considerar ambas estrategias compatibles[110]. El principio de Beveridge venía establecido en la Recomendación sobre la seguridad de la renta de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), emitida en Filadelfia en 1944. En ella se señalaba que los subsidios debían ser universales y obtenerse como derecho propio. El argumento económico era que el flujo de ingresos familiares mantendría el poder adquisitivo y, con ello, la seguridad del empleo.


  En la primera propuesta del gobierno se hablaba de subsidios basados en un sistema de seguros para aquellos que cotizaban para el seguro de enfermedad, excluyendo así a los trabajadores por cuenta propia. Este modelo había sido el sugerido por el presidente de la Comisión de 1934 y posteriormente rechazado. ¿Por qué se sacaba de nuevo a la palestra?


  Los subsidios familiares se habían establecido en enero de 1945, unos meses antes de que acabase la guerra[111]. La ley otorgaba los subsidios a las familias incluidas en el Esquema del Seguro de Enfermedad. Se trataba probablemente de una medida destinada a recabar cierta popularidad y también a compensar la inflación, dado que durante la guerra no se procedió a regulación salarial alguna. Las leyes promulgadas durante la ocupación alemana de Noruega (1940-1945) se abolieron al finalizar la guerra, pero la nueva propuesta de ley se preparó según el esquema que ya había funcionado durante algún tiempo. Se concibió como el primer paso hacia un sistema más completo de seguridad social, pero quedó pendiente la inclusión de los trabajadores por cuenta propia.


  La propuesta de ley tenía rasgos inconfundibles propios del periodo de preguerra: un seguro financiado por los patronos y un limitado grupo beneficiario de asalariados por debajo de un cierto nivel de ingresos. Este plan tuvo sus adversarios. El Partido Agrario señaló que el esquema no favorecía la igualdad, que una gran parte del sector más pobre de la sociedad, los pescadores en particular, quedaban excluidos, y pedía que se incluyese a todas las clases, si no a todos los grupos de renta. El partido reclamaba asimismo que se tomasen en consideración los servicios en especie y a estos efectos se sometió una nueva propuesta al Parlamento[112].


  En lo que a servicios se refería, el gobierno ya había emprendido un amplio sistema para subvencionar los precios de los alimentos, cuyo objetivo era mantener los precios y los salarios bajos y «estabilizar» así la economía. Pero incluso si los precios subvencionados tenían un efecto positivo en los gastos en que incurrían en concepto de alimentación las familias con niños, el efecto redistributivo era muy ligero, puesto que toda la población salía beneficiada por igual.


  Los economistas avanzaron nuevas propuestas, que en esta ocasión eran una solución intermedia entre subsidios pecuniarios y servicios en especie. Se sugirió que se retirasen los subsidios generales y se utilizase el dinero para financiar ayudas para todas las familias con hijos de menos de dieciséis años. Como parte de la solución, se concederían subsidios para la compra de leche y mantequilla a todas las familias con hijos. El Ministro de Economía defendía esta propuesta por considerarla una «política demográfica racional[113]». Parecía escucharse el eco de los años 30.


  Las mujeres del movimiento laborista estaban dispuestas a aceptar hasta cierto extremo el acuerdo alcanzado. Preferían las subvenciones para la alimentación, pero estaban de acuerdo con una combinación de dinero y subvenciones. Lo que no admitían era la redistribución a través de las subvenciones y, a este respecto, coincidían con los sindicatos. Las subvenciones para la alimentación se consideraban parte de la negociación salarial y no era cuestión de jugar con ellas[114]. Entonces, el gobierno cambió de rumbo y en una nueva propuesta de ley incluyó subsidios pecuniarios para todas las familias, a partir del segundo hijo o del primero en caso de los padres sin pareja, y excluyó los servicios en especie.


  ¿Qué argumentos sostenían esta solución? ¿Qué rasgos querían otorgar el gobierno y el Parlamento, por supuesto, a estas nuevas medidas sociales? En primer lugar, tenemos la aspiración de universalidad, pues la nueva propuesta incluía a todas las clases y categorías de renta. Los subsidios familiares favorecerían la redistribución entre las familias y el resto de la población, además de aliviar la carga del cabeza de familia. La guerra había abierto las puertas a los subsidios universales, dado que todos los niños habían sufrido y, por tanto, todos necesitaban ayuda: «La tensión de la guerra ha agudizado más que nunca la necesidad de garantizar que los niños crezcan en las mejores condiciones posibles». De la redistribución entre las distintas categorías de renta se encargarían otras áreas de la política económica. La universalidad también era el aval de que la concesión de subsidios no se asemejase en nada a la beneficencia. Este argumento tuvo mucho peso en las filas de la izquierda y se utilizó también para eliminar los servicios prestados según el nivel de renta, como por ejemplo descuentos en la compra de alimentos[115].


  Por último, se alegó que un subsidio universal reduciría considerablemente los costes administrativos, pues no resultaría más caro pagarlo a todo el mundo que establecer un sistema administrativo para verificar el nivel de renta. Además, la eficacia y racionalización eran factores importantes en el orden del día político de posguerra[116].


  Los subsidios debían financiarse con la recaudación fiscal, suprimiendo así el principio del sistema de cotización de seguros, tradicionalmente defendido por los partidos de derechas, que habían dejado de apoyarlo. La financiación a través de los impuestos era la solución al problema de incluir en el esquema a los trabajadores por cuenta propia[117]. En pocas palabras, lo que se buscaba era una política modernizada que otorgase subsidios universales por derecho. Así, en el Estado de bienestar noruego, desaparecía de la política social la noción de clase, lo que significaba la ruptura de unos principios muy importantes antes de la guerra para la izquierda.


  El nuevo esquema no incluía servicios en especie, que algunos representantes de varios partidos querían introducir gradualmente. Además el gobierno subrayó la responsabilidad del Estado en proporcionar mejores viviendas, una producción estándar de ropa, comidas escolares, centros diurnos de acogida, etc[118].. En esta intención podemos vislumbrar, por lo menos por parte del gobierno, las ideas de la economía planificada arraigadas en los años 30. No se había evaporado, pues, la visión de una sociedad donde el Estado asumiese la responsabilidad de las condiciones de vida de las familias. La que sí se había debilitado era la idea de integrar la política social en la económica, «unir la política social a la política de producción», como se decía en la década de 1930[119]. Los subsidios servían como instrumento general de la política económica y no como una herramienta de la política social, lo cual probablemente facilitó la aceptación por parte de todos los partidos políticos.


  Quedaban así establecidos los subsidios familiares, pero ¿con qué propósito? ¿Qué economía saldría favorecida: la de las madres, la de la familia o la economía en general?


  La imagen de la madre había quedado relegada a segundo plano para centrar el interés en los niños. Incluso si el interés de las primeras no podía separarse del de los segundos, es obvio que la ideología de la maternidad tan fuerte en los años 20 no legitimaba las nuevas disposiciones. Estas últimas no se centraban en la madre, sino en los hijos o en la familia. Aun así, los subsidios se pagaban a la madre como «reconocimiento por parte de la sociedad del trabajo de las madres en el cuidado de los hijos[120]». Los subsidios no podían contemplarse en ningún caso como un salario para la madre; eran demasiado bajos y no constituían una fuente de ingresos suficiente, sino un suplemento a la renta ya existente. Mientras que todas las familias tenían derecho al subsidio familiar para lo cual se habían esforzado ciertamente las mujeres de todo el abanico político, las madres más pobres tendrían que esperar para obtener un subsidio adicional. Por entonces, la mayoría de municipalidades asumieron el establecimiento de pensiones para las madres. En 1950, un número de municipalidades que cubría cerca de la mitad de la población concedían pensiones para viudas y madres sin pareja[121]. Pero persistían las desigualdades geográficas, ya que solo los municipios más ricos podían permitirse tal arreglo, casi inexistente al norte del país. El Estado no introdujo medidas similares a escala nacional hasta 1957 y 1964. En 1957, se tomó en consideración a los niños sin padres capaces de mantenerlos, según una ley basada en el nuevo principio de vincular el pago directamente al niño. Esta ley estaba muy próxima de otra promulgada en 1958, por la cual el Estado asumía el pago por adelantado de la pensión alimenticia en caso de que el padre no cumpliese con su obligación. En 1964, las viudas y las madres sin pareja, casadas o solteras, adquirieron el derecho al pago del subsidio. La ley se aprobó gracias a la fuerte presión ejercida por varias organizaciones femeninas. Solo entonces podemos considerar que se alcanzó el objetivo de convertir la reforma local en la punta de lanza de un acuerdo nacional en esta área de la política social.


  Sin embargo, muchas madres consideraban los subsidios familiares como un auténtico «salario de madre», como se demostró cuando en 1970 el Ministerio de Hacienda decidió modernizar el sistema y convertir el subsidio en una desgravación fiscal. Esta propuesta suscitó una oposición enérgica y tuvo que abandonarse. De esta forma quedó patente el grado de pobreza en que vivían todavía muchas madres, por lo menos en términos de liquidez, dentro del crecimiento económico del Estado de bienestar.


  La propuesta para la reforma salarial parecía haber quedado archivada. Los sindicatos nunca la aceptaron, pero ¿acaso no eran incluso los subsidios familiares un medio para estabilizar los salarios y los precios?


  Por ser el objetivo del gobierno estabilizar los precios y los salarios, será muy difícil para el cabeza de familia aumentar los ingresos, y los subsidios familiares en la situación actual constituirán un medio para aliviar la presión económica en las familias con hijos[122].


  Esta motivación queda más patente en las recomendaciones de la Comisión para la reforma salarial, establecida en 1951. Por entonces los precios empezaban a ser incontrolables y el gobierno, junto con las organizaciones de empresarios y asalariados, decidió revisar las disposiciones sobre la renta. Volvió a proponerse la idea de un salario dependiente del número de hijos y los sindicatos la rechazaron de nuevo. En este caso, se utilizó el mismo argumento aplicado anteriormente a los trabajadores por cuenta propia, es decir, que un sistema así no podía ser universal; todos querían medidas universales y estas eran las recomendadas por la OIT.


  Las fuentes disponibles no permiten afirmar que la principal consideración de los políticos noruegos, cuando se introdujeron los subsidios familiares, fuese la estabilización de los precios, pero sí tuvo un peso considerable y fue un argumento adicional para una reforma a la que muchos aspiraban por razones muy diferentes.


  Las raíces ideológicas de las medidas sociales adoptadas después de 1945 en beneficio de las madres, los niños y las familias se diversificaron considerablemente. Volvieron a examinarse todos los modelos posibles procedentes del periodo de entreguerras. No se descubrió ningún gran concepto, sino que se tomaron ideas del pasado y se sirvieron como elementos para la construcción del Estado de bienestar. Mediante este proceso de intercambio y compromiso ideológico, se alcanzó un elevado grado de consenso en esta área social. Pero el consenso y la buena voluntad no resuelven necesariamente los problemas económicos. En cuanto a las madres sin pareja, siguen perteneciendo al sector más pobre de la sociedad[123]. Las familias con niños pequeños forman todavía un grupo problemático en la economía de los Estados de bienestar: los servicios son inadecuados y los subsidios familiares continúan siendo herramientas de la política económica. Mantener y cuidar a los hijos es uno de los problemas que persisten en el Estado de bienestar.


  Capítulo III 
¿El niño invisible? La lucha por una política familiar socialdemócrata en Suecia entre 1900 y la década de 1960


  ANN-SOPHIE OHLANDER


  En 1900 se promulgó en Suecia una nueva ley para la protección del trabajo. Una de las cláusulas se refería a las mujeres que acababan de tener un hijo. Fue el primer paso hacia la introducción de medidas familiares en la legislación sueca. En virtud de dicha cláusula, «una mujer que ha dado a luz no deberá emprender ningún tipo de trabajo industrial durante las cuatro semanas que sigan al nacimiento del niño, a menos que un médico atestigüe que puede reincorporase antes a su trabajo sin menoscabo alguno para su salud[124]».


  La ley se había aprobado para garantizar a la madre y al hijo un periodo de descanso necesario y también para que la madre pudiese amamantar al bebé. Sin embargo, la ley no contemplaba ningún tipo de retribución durante el periodo de paro forzado. Como consecuencia, la nueva baja por maternidad contrastaba con la necesidad de sustento económico de madre e hijo. La ley confiaba tácitamente en la existencia de un marido asalariado que aportase los ingresos necesarios. Sin embargo, en la práctica, había muchas mujeres que se ocupaban solas de la manutención de la familia, y en las familias donde trabajaban ambos esposos, el salario de la esposa solía ser esencial para garantizar los ingresos mínimos necesarios. Fueron precisos treinta años para que se efectuasen los cambios pertinentes en la materia. La cláusula de la ley laboral sueca sobre la baja de maternidad obligatoria siguió en aplicación y el periodo se amplió incluso a seis semanas en 1912, y hasta 1931 no se promulgó una ley de seguridad ante la maternidad que proporcionaba a las madres ayuda económica durante esas semanas.


  La historia del seguro de maternidad no es solo un asunto importante en política familiar, sino que también ilustra un problema fundamental de la política sueca y socialdemócrata con respecto a la familia. Una ley que dispone una baja por maternidad no remunerada refleja un mecanismo de control social que sale continuamente a la superficie en cuanto se plantean cuestiones de política familiar. En los años situados alrededor del cambio de siglo, se consideraba que una forma de reducir la mortalidad infantil era garantizar que la madre pudiese cuidar de su hijo y amamantarlo. Esta fue la principal razón para promulgar la ley ya mencionada, pero también existía a la sazón una opinión generalizada que condenaba a las mujeres a ser las responsables morales de la mortalidad infantil. Se pensaba que las mujeres necesitaban información y directrices en cuanto a la mejor forma de criar a sus hijos y de ocuparse de ellos de manera higiénica. No obstante, no se tomaba en consideración, ni entre los que defendían esta opinión ni en la ley mencionada, que muchas mujeres se enfrentaban a problemas insolubles en su esfuerzo por combinar la tarea de mantener económicamente a sus hijos y la de cuidarlos. Se las consideraba responsables del bienestar de los niños, pero al mismo tiempo eran objeto de una discriminación, tanto económica como jurídica, que les dificultaba el asumir todas las responsabilidades que de ellas se esperaban.


  De esta manera, las mujeres estaban sujetas a expectativas y definiciones sociales contradictorias. En su vida privada estaban obligadas a hacer frente a un conflicto social fundamental que tenían que resolver de un modo u otro. En última instancia, este conflicto tenía su origen en el no reconocimiento del carácter social de la maternidad/paternidad, cuidado y educación de los hijos, en el no reconocimiento de la reproducción como la base misma de la supervivencia de la sociedad. El conflicto, particularmente claro en el caso de las madres, surge entre ser impotente y ser considerado responsable precisamente de aquello sobre lo que se carece de poder. Esta contradicción entre impotencia y responsabilidad solo puede dirimirse si las mujeres que la sufren la exteriorizan y queda visible como un fenómeno fundamentalmente social. Una de las características de este conflicto, sin embargo, es que a menudo no se expresa. Por ello suele ser difícil localizarlo en su contexto histórico o verificarlo en fuentes históricas.


  El conflicto entre la maternidad/paternidad y las limitaciones económicas, especialmente grave entre las mujeres/madres, es fundamental en cualquier análisis de la política familiar sueca y socialdemócrata del sigloXX. Esta situación no solo dividió a los diferentes partidos políticos, sino que causó asimismo escisiones dentro de partidos como el socialdemócrata. En pocas palabras, podemos decir que el conflicto se manifestó en una lucha primordialmente femenina por sacar a la luz esta dimensión reprimida de la realidad social y así politizarla.


  EL CONCEPTO DE POLÍTICA FAMILIAR


  «Política familiar» es un término tan utilizado y reconocido que quizá sorprenda al lector saber que con su significado actual es relativamente nuevo en el idioma sueco. Según el Instituto de la Lengua Sueca, apareció por primera vez con su acepción moderna en un artículo publicado en el Morgonbladet en 1948[125]. Con anterioridad, se habían empleado dos términos en contextos similares: «política de maternidad», muy difundido desde principio de siglo, y «política demográfica», que prevaleció desde la década de 1930. Este último término se abandonó en cuanto se descubrió cuál había sido su uso en la Alemania nacionalsocialista. Cuando en los años de posguerra empezó a utilizarse el término «política familiar», también denotaba el deseo de reconocer que no solo las mujeres/madres eran responsables del cuidado de los hijos y de la familia, sino que compartían esta responsabilidad con los varones/padres. Hasta la década de 1950 no se empleó el término en un contexto público y político. En 1965 apareció en el nombre de la «Comisión para la política familiar», establecida bajo la presidencia de la Consejera de Estado Ulla Lindström por el gobierno socialdemócrata. El primer programa del Partido Socialdemócrata donde aparece el término fue el programa municipal de 1964, donde se recomendaba una «política familiar municipal activa[126]».


  En el capítulo segundo de las sugerencias propuestas por la Comisión para la política familiar se abordaba el tema del «apoyo de la sociedad a las familias con hijos». En los apartados de dicho capítulo se mencionaban todos los elementos básicos que debían componer dicho apoyo: subsidios familiares, subsidios de vivienda, becas para la enseñanza, pagos por adelantado, préstamos matrimoniales, exenciones fiscales, servicios como guarderías y centros diurnos de acogida, y leyes de protección específicas elaboradas por los centros de juventud[127]. El documento puede considerarse, pues, como una definición del alcance de la política familiar. A todo lo anterior debemos añadir las medidas relacionadas con el nacimiento de los hijos, en particular con el embarazo, el parto y la baja por maternidad, además de las que determinan el número de horas de trabajo exigidas a los padres de un recién nacido. A efectos del estudio histórico que viene a continuación, emplearé esta definición de política familiar. En un análisis de este tipo es importante recordar que, en el sigloXIX, la familia sueca experimentó grandes cambios en términos jurídicos y prácticos.


  LA FAMILIA SUECA Y EL CAMBIO HISTÓRICO


  En el siglo XVIII, el matrimonio era la forma de vida corriente para la gran mayoría de la población sueca. En esa época, la esperanza media de vida era de treinta y cinco años y las tasas de viudedad y segundas nupcias eran muy elevadas para hombres y mujeres. En el sigloXIX, empezó a aumentar el número de personas solteras, y muchos hombres y mujeres permanecían en ese estado hasta su muerte. Una de cada cuatro mujeres nacidas en la década de 1870 permaneció soltera[128]. En el sigloXX, la tasa de matrimonios aumentó, mientras la edad a la que se contraía disminuía de forma persistente. El matrimonio se convirtió de nuevo en el modelo corriente de existencia. En los años 60, se produjo un claro aumento del número de parejas que convivían sin estar casadas, novedad que puede contemplarse como una especie de privatización del matrimonio. Ya no era necesario que la sociedad legitimase la existencia de una familia y, como consecuencia, la sociedad pareció perder interés en controlar el proceso de la creación de familias.


  El divorcio era muy poco frecuente en la Suecia del sigloXIX y las leyes al respecto muy restrictivas. No obstante, el número de divorcios aumentó hacia finales del siglo y este aumento se aceleró como resultado de la Ley del divorcio más liberal que entró en vigor en 1915. El número de divorcios ha seguido subiendo desde entonces y ha alcanzado su punto máximo como consecuencia de la nueva liberalización de las leyes del divorcio efectuada en los años 70.


  En el siglo XIX, las familias solían tener muchos hijos, pero muchos de ellos morían antes de cumplir el primer año de vida. Incluso en 1900 una quinta parte de los niños nacidos moría antes de cumplir un año. En los primeros años de nuestro siglo, la mortalidad infantil cayó espectacularmente, de modo que en la década de 1930Suecia tenía una de las tasas de mortalidad infantil más bajas del mundo. Hacia finales del sigloXIX, empezó a vislumbrarse una importante novedad: la planificación familiar. En los años situados alrededor del cambio de siglo, las familias tenían una media de cuatro hijos, pero en los años 30 este número había caído a un máximo de dos hijos por familia y, a veces, menos. Hoy en día, la mayoría de familias suecas tienen un hijo o dos.


  La planificación familiar, sin embargo, se topó con mucha resistencia, sobre todo procedente de los sectores más conservadores de la sociedad. Uno de los resultados de dicha resistencia fue que en 1910 se promulgó una ley que prohibía la difusión de información acerca de la contracepción y la venta de contraceptivos. Esta disposición permaneció vigente hasta 1938. Hasta ese mismo año la legislación contra el aborto fue muy severa y la auténtica liberalización no se produjo hasta 1974.


  Los hijos nacidos fuera del matrimonio y sus madres se enfrentaban a unas condiciones de vida muy difíciles, y hasta finales del sigloXX la sociedad y la comunidad los penalizaba de muy diversas maneras. La tasa de mortalidad de los niños nacidos fuera del matrimonio era mucho más elevada que la de los hijos de parejas casadas. La situación de las madres y niños del primer grupo mejoró considerablemente cuando en 1905 los hijos consiguieron el derecho de heredar el patrimonio de las madres, cuando en 1917 el Estado apoyó a las madres que pedían ayuda al padre de sus hijos, y cuando en el mismo año se crearon centros de juventud destinados a velar por los intereses de las madres solteras y de sus hijos. Las viudas con hijos también debían asumir toda la responsabilidad de la familia, así como las esposas cuyos maridos no podían trabajar por la razón que fuese, o habían abandonado a la familia. En un estudio realizado en Estocolmo hacia el cambio de siglo se estimaba que aproximadamente una tercera parte de las mujeres mantenían sin ayuda a sus hijos, proporción que solía ser muy superior entre las clases más bajas.


  Los modelos de matrimonio y familia no eran iguales en todos los sectores de la población. Entre los más pobres, grupos sin patrimonio, tanto en las ciudades como en el campo, la convivencia prematrimonial había sido práctica corriente desde el sigloXIX, y tampoco eran extraordinarios los embarazos o partos anteriores al matrimonio. Las autoridades desplegaron grandes esfuerzos para alentar prácticas más ortodoxas, pero el resultado fue bastante exiguo. A este respecto, existía una enorme diferencia entre las normas de conducta imperantes en las clases media y alta, donde la formación de matrimonios y las relaciones prematrimoniales estaban controladas muy estrechamente por el grupo social, y la norma de la clase trabajadora poco influida por las ideas de los grupos dominantes o las convenciones de la clase media. Estas diferencias en los modelos familiares se prolongó hasta los años 30 y quizá reflejasen cierta falta de conformismo o incluso una protesta de las clases bajas contra los modelos de vida oficiales y convencionales de las clases altas[129].


  POLÍTICA SOCIAL SOCIALDEMÓCRATA TEMPRANA


  En los primeros programas del Partido Socialdemócrata solo había unos pocos elementos que podríamos considerar pertenecer al ámbito de la política familiar tal como la concebimos hoy día. Uno de ellos, el punto 12 del programa municipal de 1900, se refería a la «instalación de cantinas municipales y escolares para la venta de comidas buenas y sanas al precio más bajo posible; la puesta en marcha de un programa de comidas gratuitas para los niños en edad escolar cuyos padres quisieran suscribirse». Esta iniciativa se planteó de nuevo en 1901 y en el programa de 1905, que fue todavía más lejos al reclamar la organización de campamentos de vacaciones para los niños débiles y enfermizos de las ciudades. Según el programa de 1908, la política social de la familia debía seguir desarrollándose para incluir asistencia médica en las escuelas, atención médica gratuita y la organización de actividades deportivas, lúdicas y de ejercicio físico.


  No obstante, todas estas cuestiones seguían teniendo un ámbito de aplicación muy reducido y no estaban relacionadas con la política familiar en el sentido más estricto. Hubo que esperar para ello hasta el programa de 1911, donde finalmente se abogaba por cambios más sustanciales: «Con objeto de proteger y cuidar a las mujeres y a la nueva generación, es menester adoptar las medidas que figuran a continuación. Deberán crearse hogares de maternidad y de reposo para el uso de las mujeres antes y después de dar a luz. Deberá nombrarse una autoridad municipal encargada de proteger los derechos de las mujeres y de los niños. Las mujeres deberán tener la posibilidad, con ayuda de un subsidio si así lo desean, de amamantar a sus hijos. La atención médica será obligatoria para todos los niños en los primeros años de vida. Las ciudades deberán velar por la salud infantil proporcionando subsidios para la compra de leche y centros diurnos de acogida con comida gratuita para los niños subalimentados; vacaciones en el campo para los niños débiles; fortalecimiento de las competencias de los centros de juventud».


  El anterior puede considerarse un programa completo por abordar los problemas del parto, la crianza, la asistencia médica y la difícil situación de los niños a cargo de la asistencia social, ausentes en los programas anteriores, pero elementos fundamentales de toda política familiar. Sin embargo, en relación con los niños solo se mencionaba a las mujeres y el programa mostraba cierto sesgo patriarcal en expresiones como «proteger y cuidar a las mujeres». En otras palabras, el programa reflejaba más una actitud ante la maternidad que ante la familia.


  ¿Dónde debemos buscar la prehistoria del programa mencionado? Una fuente importante es sin duda alguna una propuesta de la delegación socialdemócrata de Malmö, presentada ante la asamblea del partido celebrada en 1905. Esta propuesta era un borrador redactado por el club de debate de las mujeres del grupo local del partido y exigía medidas que ayudasen a las mujeres embarazadas solteras, abandonadas y pobres. En la sesión de debate que siguió a la asamblea, Emma Danielsson y Anna Sterky subrayaron que un hombre que abandonaba a una mujer embarazada podía compararse con un esquirol que da la espalda a sus compañeros. Con tales argumentos estaban seguras de ganarse el apoyo de un hombre: F. V.Thorssen[130].


  En este caso, fueron las mujeres quienes tomaron la iniciativa. De hecho, la mayoría de las medidas en materia de maternidad procedieron de grupos socialdemócratas de mujeres, y tales asuntos tenían poca influencia en las demás áreas del partido. En la Asamblea de Mujeres Socialdemócratas celebrada en 1907 se discutieron cuatro propuestas, tres de las cuales se referían explícitamente al problema de las madres sin pareja y sus hijos. La doctora Alma Sundquist, activista contra la prostitución, pronunció el discurso de apertura y propuso unas medidas muy completas destinadas a mejorar la situación económica y jurídica de estas madres[131].


  Así, las mujeres socialdemócratas se centraron precisamente en el caso de las madres sin pareja como aquel en que se manifestaba con mayor claridad el conflicto entre la tarea doble de las madres, a saber: ocuparse económicamente de sus hijos y cuidar de ellos. Sus propuestas estaban redactadas sin ningún matiz moralizador, excepto en la condena del padre que abandona a su familia. La posición social y jurídica de las madres sin pareja y de sus hijos seguía marcada por la injusticia y el prejuicio. Así, por ejemplo, en 1910 en Gavie, el tratamiento que recibían las viudas con niños pequeños bajo el sistema de beneficencia era mejor que el debido a las madres solteras y sus hijos. En este último caso se separaba con frecuencia, y a la fuerza, a los niños de su madre[132].


  La posición adoptada por las mujeres socialdemócratas con respecto a las madres solteras tenía también otra motivación: una concepción radical de lo que debía ser el matrimonio. El objetivo final era facilitar la maternidad sin necesidad de pasar por el matrimonio[133], lo cual debería lograrse de dos maneras. La primera era conseguir que el padre asumiera su responsabilidad y la segunda solicitar la intervención del Estado. En la Asamblea de Mujeres Socialdemócratas celebrada en 1907 se adoptó una resolución que reivindicaba el derecho de la mujer, del que ya disfrutaba el padre, de prestar testimonio jurado en litigios de paternidad. En esta resolución también se pedía al Estado que pagase una suma de dinero destinada a la crianza de los hijos, proporcional a las necesidades de los padres y, por último, que la madre y el niño obtuviesen ayudas del Estado que no procediesen de los fondos de beneficencia, en caso de que el padre no cumpliese con sus deberes económicos. Algunas participantes en la asamblea fueron incluso más lejos. Ruth Gustafsson, más adelante una de las primeras mujeres socialdemócratas del Parlamento, abogó por lo que denominaba «matrimonio libre». En el artículo que publicó en Morgonbris en 1908, proponía un «matrimonio consciente» que permitiese eludir las leyes matrimoniales degradantes que colocaban a la mujer bajo la tutela del marido. Las mujeres casadas no adquirieron la igualdad de derechos, independientes de los del marido, hasta 1920. No obstante lo anterior, es muy difícil saber hasta qué extremo las mujeres socialdemócratas compartían este punto de vista radical[134].


  En la Asamblea de Mujeres Socialdemócratas de 1907 también se discutió el asunto del seguro de maternidad. Se desplegaron esfuerzos infructuosos para invitar a un ponente masculino. Ruth Gustafsson disertó sobre el tema y mencionó de un modo más general que: «No debemos alentar ningún tipo de beneficencia. Nuestra tarea consiste en proponer derechos y reformas que permitan a nuestros hijos vivir una vida feliz y sana». En caso de aprobarse la Ley del sufragio, por entonces pendiente, las mujeres podrían participar en las comisiones locales con capacidad de decisión y trabajar en estos asuntos[135]. La asamblea aceptó la propuesta sobre subsidios de maternidad sin necesidad de debate previo.


  Es posible que gracias a la Asamblea de Mujeres Socialdemócratas la cuestión del seguro de maternidad se plantease en 1908 en el Parlamento. La propuesta parlamentaria de Edvard Wavrinsky mereció críticas en Morgonbris por ser demasiado limitada. El autor anónimo del artículo en cuestión señalaba que la independencia económica era la necesidad básica para la liberación de mujeres y hombres, y que toda la sociedad debía velar por que fuese posible. Además, el autor del artículo reclamaba un seguro de maternidad independiente del estado civil, profesión o clase, que se pagaría hasta que el niño fuese lo bastante mayor para valerse por sí mismo. De este modo, según el autor, el tener hijos, cuidarlos y criarlos debía considerarse un trabajo equiparable a un empleo fuera del hogar[136].


  Las opiniones expuestas en este artículo eran radicales, pues sacaban a relucir y politizaban el conflicto entre el sustento económico y las labores de atención, fundamental para comprender cualquier avance histórico en la política familiar. El punto de vista expresado en el artículo también era mucho más avanzado que el de la comisión parlamentaria, en cuanto que esta última solo había sugerido en 1911 una propuesta muy limitada para un seguro de maternidad. Dicha propuesta fue sometida a votación parlamentaria en 1912, pero se rechazó inmediatamente por no considerarla constitucional. Hasta 1931 no se votó y promulgó otra ley similar[137].


  El deseo de independencia de las madres y las mujeres en general, y la responsabilidad económica de los padres eran temas recurrentes en la actividad política desempeñada por las mujeres socialdemócratas. En 1910, el grupo de mujeres socialdemócratas de Norrköping presentó una propuesta ante el IICongreso Internacional de Mujeres, donde insistían con firmeza en que los partidos laboristas debían expresar su solidaridad con la mujer y «condenar como traidor al hombre que abandona a la mujer embarazada». La propuesta no llegó a discutirse en el congreso y un artículo publicado en el Socialdemokraten la calificaba de fracaso[138].


  El mayor conflicto entre los varones del partido surgió cuando se planteó el problema de las mujeres solteras o sin pareja. Las mujeres socialdemócratas también se mostraban al parecer más radicales en sus opiniones sobre el matrimonio y la maternidad que los movimientos de mujeres de clase media, y se enfrentaron con serios obstáculos al tratar de convencer a los varones de su propio partido, aunque hubo algunas excepciones[139].


  Las peticiones de las mujeres socialdemócratas de apoyo económico y mayor justicia para las madres sin pareja saltó de nuevo a la palestra en los congresos de mujeres de 1908, 1911 y 1914[140]. En 1908, por ejemplo, el congreso examinó la «industria de la adopción temporal» y sugirió que para luchar contra ella debía darse a las mujeres la oportunidad de ocuparse de sus hijos. En el congreso se hizo especial hincapié en que las madres sin pareja debían recibir un subsidio para sus hijos, financiado con los fondos del seguro de maternidad. Debía reconocerse la responsabilidad del padre de un niño nacido fuera del matrimonio y era necesario construir hogares y guarderías para las mujeres sin pareja y sus hijos[141]. El informe sobre el periodo 1914-1919 recordaba con orgullo a los lectores las nuevas leyes de 1917, que habían mejorado la situación jurídica de las madres solteras y sus hijos, así como la Ley matrimonial votada en 1915, más liberal que la anterior[142]. Los políticos socialdemócratas, tanto hombres como mujeres, siguieron presionando para la implantación de un seguro de maternidad, pero no cosecharon éxito alguno hasta 1931, cuando el gobierno liberal aprobó por fin una medida de esta índole. Ya en 1914 Erik Palmstierna y Gustaf Steffen habían redactado propuestas similares para un proyecto de seguro de maternidad que se presentó ante las dos cámaras del Parlamento sueco[143]. Aunque en ambas se solicitaban medidas especiales para las madres y los recién nacidos, los proyectos no se aprobaron. En 1924, Kerstin Hesselgren (con el respaldo del voto socialdemócrata y el liberal) y Agda Östlund (socialdemócrata) presentaron ante el Parlamento un proyecto para ayudas a la maternidad. Kerstin Hesselgren pasaría a presidir más tarde la Comisión para el estudio de los subsidios de maternidad, establecida en 1926, cuya resolución final abrió el camino hacia la Ley de 1931. Otro ejemplo es la propuesta presentada en 1928 ante el Parlamento por Signe Vessman (socialdemócrata)[144].


  Las primeras parlamentarias mostraron gran interés por el problema de la maternidad. Sin embargo, pese a contar con el apoyo del grupo de mujeres socialdemócratas en la cuestión, el Partido Socialdemócrata en su conjunto no parecía más interesado por el asunto que en el pasado. En 1928, se modificó el programa municipal y el punto 4 se convirtió en punto 7 y se resumió al siguiente enunciado: «Atención médica obligatoria para niños. Cursos sobre cuidado infantil. Creación de consejerías sobre asuntos de maternidad, hogares para madres solteras con hijos recién nacidos, campamentos de vacaciones y guarderías diurnas. Ayuda económica para las madres necesitadas durante el periodo de lactancia».


  Los debates en el seno del grupo parlamentario socialdemócrata se distinguían por la falta de interés en los problemas de maternidad y política familiar. La cuestión de la seguridad social se abordó de forma general en 1926 y se definió como seguro de accidente, enfermedad y desempleo. Gustaf Møller abrió una reunión del Partido Socialdemócrata en 1928 con una charla sobre «cuestiones de la seguridad social, es decir, seguro de desempleo, seguro de enfermedad y pensiones de vejez de importe único». De esta manera, se tomaba muy en serio el asunto del desempleo mientras que solo encontramos mención de las cuestiones de maternidad en las actas de una reunión celebrada en 1930, durante la cual una propuesta para el seguro de maternidad coincidía más o menos con la propuesta presentada por la comisión[145].


  Debemos dedicar cierta atención a la importancia que el partido atribuía al problema del desempleo en las décadas de 1920 y 1930, en oposición a los problemas de maternidad en general y al de las mujeres y los niños en particular. De un examen tal se desprende que los socialdemócratas se ocupaban ante todo de medidas orientadas a los varones, y que las mujeres no podían imponerse en número a los varones del partido ni ejercer influencia alguna en ciertas áreas que consideraban importantes.


  La política familiar formulada en el programa del partido de 1928 permaneció invariable en el programa municipal durante mucho tiempo. Hasta 1944 no se añadió al programa principal del partido el punto 13, donde se solicitaba «ayuda para la creación de una familia y un hogar para ella. La sociedad garantiza pisos buenos y espaciosos a un coste aceptable para las familias con hijos. Deberán tomarse medidas para respaldar el trabajo doméstico, el cuidado y crianza de los hijos. Deberán introducirse disposiciones que reduzcan la carga que supone tener un hijo». Cabe señalar que este programa fue algo tardío, puesto que en los años 30 ya se había producido un avance decisivo en la política familiar socialdemócrata, aunque no estuviese tan relacionado con las cuestiones de maternidad como con la política demográfica.


  LA POLÍTICA FAMILIAR COMO POLÍTICA DEMOGRÁFICA


  Las cuestiones demográficas entraron en la arena política sueca hacia el cambio de siglo, pero apenas fueron tomadas en consideración por el Partido Socialdemócrata. Esta situación cambió completamente con la intervención de Alva y Gunnar Myrdal. La forma en que remodelaron las anteriores disposiciones en materia de maternidad fue innovadora y causó mucho asombro e incluso irritación entre aquellos que habían defendido la postura socialdemócrata. Sin embargo, ganó la aceptación de políticos como Gustaf Móller, Ministro de Asuntos Sociales, que opinaba que los argumentos pronatalistas podían utilizarse para convencer a los partidos de la clase media de que interviniesen en la batalla por reformas sociales urgentes[146].


  Las mujeres socialdemócratas se sorprendieron ante la nueva situación creada por la publicación del libro de Alva y Gunnar Myrdal, Kris i Befolkningsfrågan (Crisis en la cuestión demográfica). La obra otorgó súbitamente una nueva legitimidad, así como una apariencia renovada, a cuestiones femeninas antiguas y específicas. Esto queda ilustrado en el caso de la controversia acerca del aborto. En 1935, una comisión designada por el Ministro de Justicia redactó una propuesta donde se introducía el concepto de razones sociales para el aborto. La propuesta fue acogida con satisfacción por la Asociación de Mujeres del Partido Socialdemócrata, pero cuando se hizo pública recibió un torrente de protestas. Se recurrió a las ideas pronatalistas de los Myrdal para rebatir las disposiciones de la propuesta. El historiador del movimiento de mujeres socialdemócratas escribía lo siguiente: «aquellos que se han mostrado más dispuestos a luchar por la humanización de la Ley del aborto (lo que siempre han hecho las mujeres socialdemócratas), parecen tener un menor sentido de la responsabilidad cuando se trata del número de niños nacidos[147]».


  En 1938 se aprobó una nueva Ley del aborto, donde no se mencionaba ninguna razón social que lo justificase. Tenemos aquí una consecuencia directa del rechazo de la Comisión demográfica de 1935 de aceptar el aborto por razones sociales. Una liberalización tal de la Ley del aborto habría hecho aumentar el número de abortos y resultado nociva para los objetivos establecidos por la política demográfica pronatalista en lo que a tasa de natalidad se refería[148].


  La Comisión demográfica de 1935 también sugirió otras medidas. Se rechazaron la mayoría de las propuestas del informe principal de los expertos y de los dieciocho informes secundarios de la comisión, pero otras se adoptaron. Por ejemplo, en 1937 se introdujeron los préstamos matrimoniales, destinados a alentar matrimonios tempranos, mayores períodos de fertilidad dentro del matrimonio y, como consecuencia, un aumento del número de nacimientos. Los objetivos de la Ley de 1937 de ayuda a la maternidad influyó en la calidad y cantidad del crecimiento demográfico. Los fondos de ayuda se distribuían entre las madres jóvenes particularmente necesitadas. El dinero necesario alcanzó tales niveles que los fondos asignados se agotaron varias veces. Obviamente, los políticos no se habían percatado de la pobreza en que vivían las madres suecas. Al mismo tiempo, el gobierno sueco puso en marcha un modesto programa de subsidios, el «céntimo para la maternidad», destinado a prácticamente todas las madres. Además, en 1935 se decidió construir las denominadas «viviendas para familias numerosas» para familias con muchos hijos y graves dificultades económicas. Una ley importante fue la promulgada en 1938, por la que se prohibía a los patronos despedir a las mujeres por estar embarazadas. En ese mismo año se abolió la Ley de 1910 que condenaba la venta de contraceptivos, prevaleciendo así el principio de la libre elección a la hora de tener un hijo[149]. Los motivos pronatalistas en que se basaban las grandes medidas innovadoras en la política familiar de los años 30 siguieron determinando dicha política en la década siguiente y, en particular, la actividad de la Comisión demográfica establecida en 1941. El logro más notable de dicha comisión fue el introducir los subsidios familiares universales a través de una Ley de 1947 que entró en vigor en 1948[150].


  Las políticas pronatalistas contemplan al individuo como un medio y no un fin en sí mismo. Por esta razón tales medidas suscitan toda una serie de problemas en cualquier sociedad democrática. Muchas personas, miembros incluso del movimiento socialdemócrata, no estaban de acuerdo con las ideas pronatalistas de los Myrdal. Algunos, como Gustaf Möller, consideraban el pronatalismo como una táctica para abrir paso a las reformas sociales. Esta misma motivación táctica para la aceptación de las políticas pronatalistas era patente, hacia la misma época, en las filas del Partido Laborista noruego[151].


  ¿Qué impacto tuvo esta visión pronatalista en las mujeres y niños que constituían su objeto? Ya hemos mencionado la reacción negativa de la Asociación de Mujeres Socialdemócratas ante la «cuestión de la cantidad de nacimientos» en el contexto de la Ley del aborto. Otro efecto negativo fue que el seguro de maternidad de 1931 quedo absorbido en el esquema de ayuda a la maternidad de 1937, como consecuencia de lo cual las mujeres que trabajaban fuera del hogar durante la baja por maternidad obligatoria no recibían subsidio alguno[152]. Las medidas adoptadas, sin embargo, también significaron mejoras concretas para mujeres y niños. El que no pudiese despedirse a una mujer casada por estar encinta fue un gran paso adelante. También muy importante fue el que el dinero para las ayudas a la maternidad, el «céntimo para la maternidad», y después los subsidios familiares universales se pagasen directamente a la madre. De este modo, las mujeres ejercían una influencia real, aunque limitada, en la situación económica de la familia[153]. En una conferencia de 1939 sobre las ayudas a la maternidad, se señaló que la existencia de mujeres casadas que administraban algún dinero constituía un fenómeno totalmente nuevo, especialmente en las áreas rurales[154].


  La cuestión del dinero entregado directamente, en lugar de deducido del impuesto sobre la renta, siguió siendo fundamental para las mujeres socialdemócratas. En un comentario incluido en el informe de 1954 dirigido por la Comisión familiar al Ministro de Asuntos Sociales, se indicaba que «un sondeo de opinión que hemos realizado ha subrayado la importancia social y psicológica del pago de subsidios directamente a la madre. Una ayuda normalizada a través de cualquier tipo de deducción fiscal para las familias con hijos no se recibiría igual que una suma abonada por velar por el cuidado de los hijos[155]».


  Seguía considerándose a la mujer única encargada del cuidado de los hijos y como no se esperaba que el varón/padre asumiese ninguna responsabilidad, la única medida lógica era crear ayudas económicas directamente para la mujer. El problema de la responsabilidad exclusiva de las mujeres, combinado con su incapacidad económica, había permanecido sin cambios desde el cambio de siglo.


  De nuevo se manifestaron los sentimientos encontrados de las mujeres socialdemócratas acerca de los objetivos en materia de política demográfica establecidos en los años 30 y 40. La Asociación de Mujeres Socialdemócratas efectuó una encuesta entre sus miembros en relación con el establecimiento de la Comisión demográfica de 1941[156]. Una de las muchas preguntas planteadas fue si la cuestión demográfica requería «una perspectiva diferente de la vida» y una nueva visión de los hijos y la familia.


  Trece de los grupos locales que respondieron al cuestionario dieron una respuesta afirmativa y ciento treinta y cinco una negativa. Estos últimos resultados se basaban a menudo en la creencia de que el control demográfico no era democrático y reflejaban una crítica muy arraigada de las políticas pronatalistas. «¡Nada de dictaduras, nada de niños por encargo!» fue una de las respuestas. Otras fueron: «No podemos estar de acuerdo en que las personas tengan hijos para cumplir su deber con la sociedad», «el nuevo modo de vida mencionado en la pregunta es inaceptable para todas nosotras, mujeres socialdemócratas… La sociedad no debe convertirse en un objetivo en sí misma, los ciudadanos deben tener la posibilidad de vivir de un modo digno y humano… Queremos señalar que el individuo es la preocupación primera y la sociedad solo una consideración secundaria». Un grupo escribió lo siguiente: «Creemos que las mujeres deberían poder decidir por ellas mismas si quieren tener hijos o no. Deberían tener otras tareas e intereses en la sociedad aparte de servir como máquinas productoras de hijos». Y otro insistía: «Las mujeres socialdemócratas no podemos aceptar una actitud ante la vida que pase por alto el bienestar de las personas y se centre, en cambio, en saldar una deuda con la sociedad. Debemos decidir por nosotras mismas si queremos tener hijos y cuántos».


  Las mujeres socialdemócratas defendían, pues, con plena conciencia los valores democráticos, quizá con más ahínco que muchos de sus compañeros varones de partido. Siguieron por ese camino después de los años 50, cuando la política familiar, en particular la Comisión familiar establecida en 1962 por Ulla Lindstróöm, se dedicó a «analizar los diversos problemas conectados con los servicios sociales para las familias y los niños[157]». Desde los años 70, el objetivo de los subsidios de maternidad y subsidios familiares quedó sustituido por la reivindicación de un seguro de paternidad/maternidad. Con este cambio los conflictos en torno a la reproducción y la responsabilidad en ella dejaban de considerarse competencia exclusiva de la mujer, para pasar a englobar al varón. El programa del Partido Socialdemócrata de 1975 incluía una petición de «derechos iguales y responsabilidad igual para hombres y mujeres en la familia, empleo y sociedad[158]». Esta reivindicación para la igualdad de derechos de mujeres y hombres en el seno familiar se basa en la nueva atención prestada a la continuidad y al núcleo de la sociedad humana, a saber: la reproducción.


  Por encima de la práctica de esta igualdad de derechos en la familia y el mercado laboral, debemos discernir posiblemente otra idea: la de que una sociedad que se niega a tomar en consideración su problema esencial encierra necesariamente una contradicción muy profunda. Existe el riesgo de que se convierta en una sociedad donde los miembros más importante y más débiles, los niños, tengan que soportar la carga futura del conflicto. En toda la historia del Partido Socialdemócrata, la Asociación de Mujeres Socialdemócratas y sus predecesoras han tratado continuamente de sacar este conflicto a la luz, hacerlo visible y politizarlo, pero por lo general la respuesta del partido ha sido casi nula. ¿Será acaso su tarea futura influir con mayor eficacia en la política familiar socialdemócrata y, con ello, alentar una nueva visión del equilibrio y justicia sociales en un área extremadamente importante de la sociedad?


  Capítulo IV 
Modelos de igualdad para la mujer: el caso de la ayuda estatal para la infancia en la Gran Bretaña del siglo XX


  JANE LEWIS


  La campaña para la obtención de subsidios familiares y la variante anterior a la Primera Guerra Mundial, la dote por maternidad («mother’s endowment»), fue iniciada y dirigida por las feministas, y los pagos estatales en concepto de maternidad han seguido siendo una preocupación importante para las feministas del sigloXX. Ello se debe a que la manutención de los hijos plantea dos cuestiones fundamentales enmarcadas en la división por género de las sociedades industriales modernas: en primer lugar, la división de los recursos dentro de la familia y, en segundo lugar, la relación entre salario y trabajo, y el cuidado y manutención de los miembros dependientes de una familia. Ni los estudios clásicos sobre la pobreza de finales del sigloXIX —obra de Charles Booth en Londres y de Benjamín Seebohm Rowntree en York— ni el muestreo nacional efectuado por Peter Towsend a finales del sigloXX examinan con detalle cómo se dividían los recursos una vez en el seno familiar[159]. Durante todo el sigloXX, tal interés ha sido prerrogativa de las feministas, preocupadas por la pobreza relativa de esposas e hijos. Eleanor Rathbone, fundadora de la Sociedad para la Manutención Familiar (Family Endowment Society) como foro para reivindicar los subsidios familiares en 1917, diputada independiente del Parlamento para supervisar la aprobación de la Ley de subsidios familiares de 1945, señalaba que el salario masculino debía constituir una recompensa para el esfuerzo individual y no tenía por qué cubrir las necesidades de una esposa y un número no especificado de hijos. También subrayaba que el trabajo de la mujer como esposa y madre no tenía compensación alguna y que de estos dos factores resultaba una desproporcionada pobreza infantil. En la formulación inicial de Rathbone, los subsidios familiares debían constituir una ayuda para los hijos y un salario para la madre[160].


  En el presente capítulo es nuestra primera intención colocar el debate sobre los subsidios familiares en el contexto de (1) los presupuestos de los investigadores y políticos sociales acerca de las relaciones familiares y del papel del Estado con respecto a la familia, y (2) la realidad social de la situación de la mujer en la familia y el significado que le otorgan las propias mujeres. Cabría alegar que la defensa feminista de los subsidios familiares, que surgió varios años antes de la Primera Guerra Mundial y se oficializó especialmente gracias a Rathbone a principios de los años 20, reflejaba con precisión las aspiraciones de las mujeres de principio de siglo y desafiaba tanto la estructura salarial como el rumbo de la política estatal en materia de disposiciones de seguridad social. La reivindicación de subsidios familiares se basaba en la maternidad y en la «diferencia», lo que para Rathbone era una ruptura explícita con respecto a la principal preocupación del feminismo de antes de la guerra, es decir, el voto o reivindicación basada en la igualdad aunque a menudo justificada también por la importancia de garantizar una representación de las opiniones de las madres. Pero el alegato en favor de los subsidios familiares era profundamente radical en cuanto a la idea de que los subsidios debían evaluar el trabajo doméstico no remunerado de la mujer y fomentar la igualdad salarial de la mujer en el mercado laboral; cuando la manutención de los miembros dependientes de una familia pasó a ser responsabilidad del Estado y no del sistema salarial, desapareció toda justificación de un salario familiar para el hombre[161]. Sin embargo, desde mediados de la década de 1920, la reivindicación feminista por los subsidios se desvaneció (la idea de ofrecer un salario a las madres se abandonó completamente en 1924)[162] y la propuesta se convirtió en el foco de atención de diferentes grupos políticos que creían que los subsidios familiares permitirían alcanzar objetivos sociales muy dispares, desde el crecimiento demográfico hasta una mejor «calidad» de la población, y la distribución vertical de la riqueza. Dedicamos menos espacio a esta parte de la historia porque ya se ha narrado con bastante detalle. El historiador de los subsidios familiares ha concluido que ningún grupo concreto puede atribuirse el mérito de la aprobación de la Ley de subsidios familiares, puesto que el gobierno reconoció la necesidad de introducir subsidios como instrumento para mantener estables los salarios en un periodo de inflación durante la guerra[163]. Los subsidios, como resultado de esta fuerte motivación, nunca fueron suficientes para cubrir los gastos de manutención de un hijo ni existía intención alguna de que fuesen un medio para valorizar el trabajo de la mujer. En 1977, todos los subsidios y ventajas fiscales relacionados con la natalidad se fusionaron en una prestación familiar denominada «child benefit», que tras un arduo debate parlamentario se abonaba como el subsidio anterior («family allowances») directamente a la madre.


  La cuestión de cómo mantener económicamente a los hijos y cuidar de ellos es una de las más complejas que las feministas pueden plantear a los economistas[164]. También ha resultado ser causa de divisiones dentro del movimiento feminista por evocar la que se ha denominado elección imposible entre «igualdad» y «diferencia[165]». En la última parte del presente capítulo se plantea que, si bien la campaña feminista trascendió la dicotomía igualdad/diferencia al tratar que sus reivindicaciones basadas en la maternidad también garantizasen la igualdad salarial para las mujeres en el mercado laboral, no desafió las divisiones de género en el trabajo remunerado o no remunerado. Eleanor Rathbone quería que las mujeres recibiesen una compensación por su trabajo como madres. Sin embargo, no se planteaba en ningún caso que el cuidado de los niños pudiera no ser tarea exclusiva de la mujer y, como las feministas del sigloXIX, siguió creyendo que las mujeres debían elegir entre el matrimonio y la maternidad, y un empleo remunerado. En su forma definitiva, los subsidios familiares pretendían mediar en la división desigual de recursos dentro de la familia, sin tratar de modificar las estructuras que producían dicha desigualdad.


  Cuando se discutió por primera vez el tema de los subsidios familiares, en los años anteriores a la Primera Guerra Mundial, la idea de una intervención estatal era radical y la aceptación de la división por género del trabajo dentro del hogar y fuera de él reflejaba la situación real de las mujeres y las dificultades con que se enfrentarían las mujeres de la clase obrera si tuviesen que desempeñar un trabajo a tiempo completo además de tener muchos hijos y efectuar onerosas labores domésticas. La postura de las mujeres de finales del sigloXX es muy diferente. El tamaño de las familias se ha reducido considerablemente, las tareas domésticas son más sencillas y el número de mujeres que trabaja fuera del hogar se ha sextuplicado desde la Segunda Guerra Mundial. El aumento de empleos remunerados desde la guerra se ha producido especialmente en el sector de servicios y está estrechamente relacionado con el crecimiento del Estado de bienestar. La jornada laboral es más corta y la gran mayoría de las mujeres casadas con hijos a cargo que se ha incorporado al mercado laboral desde los años 50 trabaja a media jornada. Las prestaciones familiares y la campaña para aumentar su cuantía ha seguido siendo una solución válida al problema de la división desigual de los recursos en el seno familiar, especialmente por abonarse directamente a la mujer. No obstante, estas medidas no alteran en nada la desigualdad en la división entre trabajo remunerado y no remunerado, sino que cabe argumentar que sustentan la idea de que el cuidado de los hijos es «trabajo de mujeres». Además, el valor de los subsidios se redujo sensiblemente en los años 50 y 60, y de nuevo a partir de finales de los 70. Por todo ello, en las circunstancias propias de finales del sigloXX, escaso es el poder que tienen tales ayudas para modificar sustancialmente la situación de las mujeres.


  INICIOS DEL DEBATE: LOS POSTULADOS DEL ESTADO Y LA POSICIÓN DE LAS MUJERES


  A finales del siglo XIX y principios delXX, la ideología de las «esferas separadas», según la cual los hombres ocupaban un lugar en el mundo público y las mujeres permanecían en la esfera privada de la familia, estaba fuertemente respaldada por la sociología y medicina victorianas[166] y por la política social bien informada. La situación de la mujer de clase media era la más acorde con el comportamiento correcto. Antes de la Primera Guerra Mundial, las mujeres solteras o casadas de la clase media no desempeñaban trabajos remunerados, como consecuencia de lo cual el matrimonio era su única «ocupación» como señalaba implacable la feminista Cicely Hamilton en 1909[167]. Por el contrario, la mayoría de las mujeres de la clase obrera, tanto solteras como casadas, siempre habían tenido empleos remunerados, pese a las considerables variaciones entre una región y otra. Por ejemplo, en las áreas textiles trabajaba el mismo número de mujeres que de hombres, mientras que en las áreas mineras había pocos empleos para las mujeres. La mujer casada solía trabajar, en la mayoría de los casos, de forma ocasional, por ejemplo de jornalera en una casa o vendiendo fruta, cuando así lo requería la economía familiar. Muchas mujeres casadas también realizaban «trabajos en casa», particularmente en Londres como modistas o haciendo cajas. Estas ocupaciones solían pasar desapercibidas a los redactores de censos profesionales. Sin embargo, la contribución de las mujeres a la economía familiar era fundamental: un chelín y seis peniques de estos ingresos podían alimentar a una familia de tres personas durante dos días en los años anteriores a la Primera Guerra Mundial[168].


  Haciendo caso omiso de las disparidades en la situación de las mujeres de clases sociales distintas, los legisladores trataban asuntos de especial relevancia para las familias pobres como si la ideología de las esferas separadas se reflejase en realidad en la vida de todas las mujeres. Se confundía, pues, lo que «debería ser» la función de la mujer en la sociedad con lo que realmente «era». La mayoría de los sociólogos y de los filántropos no albergaban duda alguna de que el modelo de un varón cabeza de familia que trabajaba a cambio de un salario «familiar» que le permitía mantener a su esposa e hijos en casa era esencial para el bienestar de la sociedad en su conjunto. En gran medida tal razonamiento provenía de que este modelo parecía garantizar un incentivo para el trabajo de los varones. Helen Bosanquet, miembro destacado de la Sociedad de Organizaciones de Beneficencia (Charity Organisation Society), la organización más influyente en la lucha contra la pobreza entre 1870 y 1910, señalaba que el modelo de varón cabeza de familia era «el único modo de garantizar con la mínima posibilidad de éxito que una generación se afanase en interés y beneficio de otra[169]». Se consideraba que el trabajo de la esposa de clase obrera era el de administradora del hogar, fundamental en la determinación del nivel de vida de una familia. La labor de la Sociedad de Organizaciones de Beneficencia consistía en prestar asistencia social individualizada para las familias pobres, de forma que maridos y esposas tuviesen incentivos y medios suficientes para desempeñar las tareas que les correspondían [170].


  Los sociólogos no tardaron en destacar el importante papel que desempeñaban las madres de clase obrera. En 1893, Henry Higgs sostenía que la calidad de la labor doméstica de una esposa trabajadora era crucial y «podía inclinar la balanza del bienestar en favor de un empleado cuyo salario fuese inferior al de otro[171]». Helen Bosanquet pensaba que el papel de las esposas y madres de la clase obrera era esencial[172]. Fue ella quien hizo circular el dinero y quien, en última instancia, estuvo dispuesta a sacrificarse por los niños. La Ley de 1870 acerca del patrimonio de las mujeres casadas permitía a las mujeres controlar sus propios ingresos y estuvo fuertemente influida por argumentos según los cuales las madres solían velar más que los padres por pagar lo necesario para garantizar la buena alimentación y escolarización de sus hijos. Los legisladores estaban dispuestos a considerar con simpatía las «necesidades de la maternidad», pero no evaluaron correctamente la situación de las madres de la clase obrera, la mayoría de las cuales no contaban con el apoyo de un salario familiar y no solían ser esposas ni madres a tiempo completo. Después de todo, los estudios de Booth y de Rowntree sobre Londres y York a finales del sigloXIX demostraban que casi una tercera parte de la población vivía por debajo del umbral de la pobreza. En esas familias no se planteaba siquiera la posibilidad de que la manutención de la mujer y los hijos estuviese garantizada por un salario masculino. Incluso en las familias de clase obrera de un profesional cualificado, la enfermedad, accidente o desempleo del cabeza de familia varón podía fácilmente sumir a toda la familia en la pobreza. En las cartas dirigidas por miembros respetables del Gremio Cooperativo de Mujeres (Women’s Cooperative Guild) sobre el tema de la maternidad, publicadas en 1915, encontramos casos concretos donde este tipo de desgracia obligó a mujeres a trabajar, lavando o cosiendo, hasta la víspera del parto[173]. Las medidas sociales dirigidas a las mujeres adultas trataban primordialmente de mejorar su condición de madres, pero lo hacían ante todo a través de medios educativos y no proporcionando ayudas en efectivo. De este modo, en los años previos a la Primera Guerra Mundial, se produjo un aumento rápido del número de clínicas de asistencia infantil y de visitadores médicos empleados por las autoridades locales.


  Al asumir que el marido tenía el deber de la manutención y lo cumplía, los legisladores pasaron por alto las auténticas necesidades de las madres. Asimismo, las medidas sociales relacionadas con las mujeres, concebidas por el gobierno liberal entre 1906 y 1914, especialmente en materia de seguro de asistencia médica y desempleo, encamaban ideas similares acerca de las responsabilidades del hombre y la mujer en el seno de la familia. La legislación tenía dos rasgos principales: trataba a las mujeres adultas como dependientes de los hombres y pretendía potenciar su papel fundamental como esposas y madres. El primer aspecto no siempre era compatible con el segundo. Pese a la denuncia de las elevadas tasas de mortalidad infantil, las esposas y los niños no estaban incluidos en el seguro nacional de asistencia médica aprobado en 1911. El coste de cubrir a las personas «a cargo» habría sido enorme, pero, tal como demostró el debate sobre las comidas escolares para los niños legisladas en 1906, también se hacía hincapié en la necesidad de que el Estado diese por sentada la obligación del padre de mantener a la familia[174]. El diez por ciento de mujeres casadas que desempeñaban empleos asegurables estaban cubiertas por los seguros de asistencia médica y de desempleo, también introducidos en 1911. Pero su situación ante el seguro nacional nunca estuvo garantizada. En los primeros registros de la seguridad social se consignaba que la tasa de enfermedad de estas mujeres era mayor de lo que se había previsto, lo que llevó a denuncias por «fingimiento» y a recortar los subsidios en 1915[175]. Con toda probabilidad, estas elevadas tasas de enfermedad eran verdaderas; las mujeres casadas que trabajaban a jornada completa acumulaban el trabajo remunerado a las arduas labores domésticas y el cuidado de los hijos[176]. Pero las mujeres casadas no eran las únicas que experimentaban altas tasas de enfermedad; lo mismo ocurría con los mineros, pero en ningún momento se sugirió que se les pudiese penalizar por ello. Las mujeres casadas merecieron la fama de abusadoras y fingidoras bajo los esquemas de seguro médico y de desempleo porque estos seguían las tendencias del mercado laboral, que las consideraba primero esposas y madres, y, en segundo lugar, asalariadas. Conforme con tal percepción, en el caso del seguro de desempleo, las normas se hicieron mucho más estrictas en los años de entreguerras. La Ley de anomalías de 1931 exigía que la mujer casada demostrase que no había abandonado el empleo asegurable y albergaba «esperanzas razonables» de encontrar otro en su distrito. Esto significaba realmente que se daba por supuesto que todas las mujeres que dejaban de trabajar lo hacían por voluntad propia, con objeto de volver al lugar que les correspondía en el hogar, y más de una tercera parte de las peticiones de subsidio de desempleo procedentes de mujeres fueron rechazadas en virtud de la ley mencionada[177]. Una vez en el hogar, el bienestar de las mujeres se convertía en responsabilidad del marido. Este tipo de razonamiento partía de la base de que el varón recibía un «salario familiar» adecuado para mantener a su esposa e hijos.


  Si pasamos a examinar las opiniones de las propias mujeres de la clase obrera, descubriremos que compartían en gran medida el ideal de un cabeza de familia varón que prevalecía en la imaginación de los legisladores, pero a diferencia de estos últimos, las mujeres sabían perfectamente que no disponían de los medios necesarios para desempeñar con éxito las tareas de esposa y madre a tiempo completo. No confundían en ningún caso lo que «debería ser» con lo que «era». El que muchas mujeres trabajadoras aceptasen el ideal del cabeza de familia varón y la esposa e hijos a cargo solo puede entenderse en el contexto del matrimonio entre la clase obrera de principios del sigloXX, que consistía en un complejo sistema de obligaciones recíprocas[178]. En el mejor de los casos, puede explicarse como un sistema de apoyo económico y emocional mutuo. Ni el amor romántico ni la intimidad sexual eran fundamentales en las parejas de la clase obrera, sino que marido y esposa desempeñaban sus obligaciones económicas y efectuaban las tareas y actividades específicas de su sexo. Ello no significa que escaseaba el afecto, sino que en el núcleo de contrato matrimonial de la clase obrera había un elemento de «cálculo serio[179]». La mujer asumía la responsabilidad del hogar y los hijos. Se esperaba de ella que actuase, como los sociólogos pensaban que era lo correcto, como «ministra de la hacienda doméstica». A cambio de esta labor, el marido era responsable de la manutención y los mismos sociólogos solían juzgarlo según la cantidad y regularidad del salario que aportaba al hogar. De los estudios sobre el alcance y las causas de la violencia doméstica a finales del sigloXIX se desprende que las esposas toleraban el abuso verbal y físico si consideraban haber faltado de algún modo a sus deberes domésticos[180]. Contrariamente, se daban casos en que se «atosigaba» al varón para que cediese una parte mayor de su salario.


  La adopción por parte de las mujeres del ideal del varón cabeza de familia adquiere sentido en el contexto material vigente. Las labores domésticas de principios del sigloXX implicaban trabajos físicamente pesados, por ejemplo: recoger agua de un grifo comunitario situado cinco pisos más abajo, lavar la ropa en una pila, a menudo cocinar directamente en la chimenea de una sala abarrotada, sin olvidar los frecuentes embarazos. Las mujeres entrevistadas para la compilación de una historia oral del noroeste británico dijeron que sentían lástima por todas las mujeres casadas que se veían obligadas a tener un empleo remunerado de jornada completa, además de encargarse de cuidar la casa y a los hijos[181]. Esta opinión quedaba reflejada en los escritos de las mujeres, por lo general de la clase media, que formaban las juntas directivas de las organizaciones de mujeres trabajadoras. Por ejemplo, Margaret MacDonald, esposa del futuro Primer Ministro laborista, apoyaba la idea de un salario familiar en nombre de la Liga de Mujeres Laboristas por pensar que daría a las esposas de la clase obrera más tiempo libre y horas que dedicar a su desarrollo personal. Añadía también, en un tono que evocaba más a los sociólogos moralizadores de la clase media que a las mujeres que representaba, que de este modo la esposa de la clase obrera sería mejor compañera para su marido en las veladas junto a la lumbre[182]. Las mujeres sindicalistas también opinaban que la supresión del empleo femenino sería beneficiosa para los salarios masculinos y tendría la ventaja adicional de facilitar el orden y la administración de los hogares obreros. En 1894, Gertrude Tuckwell, secretaria y más tarde presidente de la Liga de Mujeres Sindicalistas, defendía «la ampliación progresiva de la protección laboral hasta el punto de prohibir trabajar a las madres hasta que los hijos llegaran a una edad en que pudiesen valerse por sí mismos[183]». Así pues, el salario familiar recibía gran apoyo tanto por parte de las mujeres como de los varones trabajadores, de los patronos y del Estado. No entra en los objetivos del presente capítulo comentar largo y tendido la base en que reposaba dicho ideal común[184]; sin embargo, bajo estas ideas en cuanto al lugar y la capacidad de la mujer, en otras palabras bajo la comprensión compartida de lo que constituía la feminidad y la masculinidad, yacía sin duda la aceptación del salario familiar y la división del trabajo por razones de género que lo acompañaban. Por encima de todo esto, los intereses de aquellos que respaldaban el ideal del salario familiar eran fundamentalmente dispares. Como ya hemos visto, los sociólogos y legisladores estaban especialmente interesados en potenciar los incentivos de los trabajadores varones. En el caso de estos trabajadores, cabe sugerir que tenían un interés creado en garantizar los servicios no remunerados de la esposa y en mejorar el bienestar de la familia mediante la petición de un salario familiar. Las comisiones de investigación gubernamentales de finales del sigloXIX que se ocupaban de estudiar las condiciones laborales recogieron muchas pruebas de sindicalistas varones acerca de los peligros de la competencia procedente de la mano de obra femenina y de la negligencia que se adueñaba del hogar cuando la esposa trabajaba[185]. Lo que más preocupaba a las mujeres trabajadoras, por su parte, era lograr que su trabajo fuese razonable. Aceptaban la prioridad de su papel de esposas y, sobre todo, de madres, y buscaban el tiempo y los recursos necesarios para hacer un buen trabajo. Podemos afirmar, pues, que en aspectos importantes su llamamiento a la reforma social difería considerablemente del que emanaba de los legisladores y de los varones de la clase obrera.


  LAS REIVINDICACIONES DE LA MUJER, 1910-1924


  Las líderes de organizaciones como la Liga de Mujeres Laboristas (Women’s Labour League-WLL), el Consejo Industrial de Mujeres (Women’s Industrial Council-WIC), el Gremio Cooperativo de Mujeres (Women’s Cooperative Guild-WCG) y el Grupo de Mujeres Fabianas (Fabian Women’s Group-FWG), aspiraban ante todo a obtener ayudas materiales para las mujeres de la clase obrera, que facilitasen su situación de esposas y madres. En el Rincón de la Mujer del Cooperative News, el debate sobre la situación económica de las mujeres casadas se abría con la consideración de si debían ser independientes o no. Se sostenía que el embarazo era una función social que merecía el apoyo del Estado. Un corresponsal se preguntaba: «Si el hombre vende su trabajo mientras que la madre invierte directamente el suyo en el hogar ¿por qué debe ser él el cabeza de familia?»[186]. El FWG y el WIC se dieron cuenta rápidamente de que una medida como la seguridad social, pese a sustentarse en suposiciones de los papeles adecuados según criterios de género dentro del modelo del cabeza de familia varón, ofrecía muy poco a las mujeres y, en realidad, «solo intensificaba la lamentable tendencia a considerar el trabajo de esposa y madre en el hogar como carente de valor pecuniario[187]». Las organizaciones de mujeres no confundían el ideal del salario familiar con las circunstancias reales de las mujeres trabajadoras ni era probable que respaldasen medidas en ese sentido. Las representantes de las mujeres trabajadoras se conformaban, por lo general, con dejar que el movimiento sindical se ocupase de la situación de la mujer en el mercado laboral, pero opinaban que el Estado debía intervenir para ayudar a las esposas y madres, los maridos de muchas de las cuales no ganaban un salario familiar. El Estado debería proporcionar educación e información, pero también mejores servicios de maternidad y ayudas pecuniarias. De este modo, aun aceptando la división del trabajo por género, las peticiones de las mujeres chocaban con los intereses de los legisladores de no tomar medida alguna que pusiese en duda que los varones mantenían a sus familias.


  En los años anteriores a la Primera Guerra Mundial, los grupos de mujeres y las reformadoras sociales independientes no estaban de acuerdo en cuál era la mejor forma de intervención estatal para proporcionar ayudas pecuniarias a las madres. El FWG estudió las circunstancias de un pequeño grupo de mujeres y sus familias en un área pobre del sur de Londres y subrayó que la lucha por llegar a fin de mes minaba la salud y fortaleza de las esposas, y que el Estado debería actuar como guardián de los niños y velar por su manutención[188]. Así, el FWG demostró ser uno de los primeros defensores enérgicos de la «dote para las madres». Sin embargo, la sufragista y empleada en el sector de las viviendas sociales, Anna Martín, tenía una opinión muy diferente[189]. Martin era ante todo consciente de la carga impuesta a las madres como resultado de la responsabilidad de ocuparse del hogar y de los hijos, y su falta de acceso directo a recursos financieros. Opinaba que muchas de las medidas estatales adoptadas para mejorar el bienestar de la madre y de los hijos no hacían más que empeorar la situación. Por ejemplo, la Ley de 1907 por la que se establecía un examen médico de todos los niños en edad escolar no incluía disposición alguna en cuanto al tratamiento de los problemas que pudiesen detectarse, lo que para ella significaba exigir a la madre que «hiciese pan sin harina[190]». Se les decía a las madres lo que no funcionaba, sin poner a su alcance los medios necesarios para resolver el problema; como consecuencia de lo cual se agravaba la carga de administrar la economía doméstica y tratar de llegar a fin de mes.


  Anna Martín también dejaba constancia de que las mujeres de la clase obrera que vivían en las casas donde ella trabajaba no estaban satisfechas con la decisión gubernamental de 1906 por la que se permitía a las autoridades locales que proporcionasen comidas escolares para los niños necesitados:


  Las mujeres albergan un vago terror a ser suplantadas y destronadas. Todas saben perfectamente que su fuerza yace en la dependencia física del marido y los hijos para con ellas, y se muestran recelosas ante todo aquello que pueda socavar esta situación. El sentimiento de que son el eje indispensable de su pequeño mundo es, sin lugar a dudas, la alegría y el consuelo de su vida[191].


  Martín sabía que las mujeres casadas eran contrarias a la disposición estatal que regulaba el servicio de comidas en las escuelas porque socavaba su función y autoridad en la familia, así como la obligación del marido de velar por la manutención. Con respecto a esta segunda razón, la opinión del pequeño grupo de mujeres trabajadoras entrevistado por Martín parece tener más en común con la visión de los legisladores preocupados por cualquier medida que amenazase los incentivos laborales del varón que con la de los líderes del movimiento laboral masculino que abogaban firmemente por la legislación sobre comidas escolares. La solución de Martín a los problemas de las esposas de clase trabajadora era que el Estado les acordase el derecho a una parte del salario del marido. De este modo, atribuía implícitamente mayor gravedad a que un marido no compartiese sus ingresos por igual con su esposa que al hecho de que no consiguiese un salario familiar.


  El grado de veracidad de esta situación es difícil de establecer. Podemos sugerir que la prioridad de los varones sindicalistas era obtener un salario (familiar) más elevado, en lo que coincidían con las esposas, pero que defendían las comidas escolares por ser un objetivo más fácil de lograr[192]. Es cierto que estudios históricos recientes han subrayado la interdependencia mutua de maridos y esposas de la clase obrera[193]; sin embargo, de los estudios contemporáneos sobre el reparto del dinero dentro de la familia se desprende que las mujeres y los niños solían recibir una parte claramente no proporcional del total[194]. No existe razón alguna para suponer que tal no era el caso a principios del sigloXX; después de todo, Rowntree consideró oportuno comentar que muy pocas mujeres sabían lo que ganaba su esposo, y el FWG demostró que los maridos solían reservar una cantidad variable del salario para uso propio, aunque en algunas comunidades era corriente que los hombres suplementasen su salario y entregasen el sobre de paga cerrado[195]. Las propuestas de Martín encontraron eco en otras feministas de la década de 1910, pero ante las pruebas del número de varones que no ganaban un salario familiar, la idea del FWG de que el Estado debía asumir mayor responsabilidad económica en caso de maternidad obtuvo un apoyo más generalizado. También sirvió para evitar la cuestión de a quién echar la culpa de la inseguridad económica de las mujeres casadas. Pember Reeves, quien se encargó de la investigación emprendida por el FWG en el sur de Londres, creía que «la mujer que eluda el sentimiento de que su calidad de casada es un medio de vida se enorgullecerá de que la maternidad sea un servicio para el Estado[196]». Sin embargo, no todos los varones del movimiento laboral aprobaban la idea. En 1909, Ramsay MacDonald, líder del Partido Laborista, declaraba que la dote para las madres era «un estallido demente de individualismo, bajo el socialismo la manutención de madres e hijos era un deber que recaía en la familia y no en el Estado[197]». En otras palabras, MacDonald contemplaba la campaña a favor de la dote estatal para las madres y de la autonomía femenina como una amenaza a la integridad de la familia y a la reivindicación del varón de un salario familiar, y como un ataque contra uno de los cimientos básicos de la respetable mano de obra masculina de finales del sigloXIX y principios delXX, es decir, el que el hombre debe «mantener» a esposa e hijos.


  Durante la Primera Guerra Mundial, el gobierno adoptó la idea de la dote para las madres en el caso de viudedad. Algunos estados americanos ya pagaban subsidios de viudedad, y en 1917, la Junta de Gobierno Local británica redactó un informe sobre la experiencia estadounidense. La conclusión fue que era un método más económico de ocuparse de las viudas y sus hijos que el de colocar a los niños en una institución social, pero las autoridades gubernamentales sentían que los principios que respaldaban dicha legislación no estaban nada claros: si los subsidios se circunscribían a las viudas, entonces serían en teoría una compensación por la pérdida de los ingresos del marido, lo que significaba incluir a todas las mujeres cuyo marido estuviese incapacitado; si se concedían los subsidios a las viudas en tanto que madres, entonces habría que tener en cuenta a todas las madres. De una forma u otra, el gobierno temía que se disparase la demanda de subsidios. También se mostraba receloso ante cualquier medida que no estableciese una diferencia adecuada entre las personas merecedoras y las no merecedoras: «Diez chelines no se convierten en dieciocho por llamarlos pensión ni una madre holgazana se convierte en un modelo de atención y previsión por recibir una suma de dinero. La ventaja de cualquier principio nuevo dependerá en gran medida de cómo se adopte en la práctica administrativa[198]». Prevalecía la opinión de que si el Estado intervenía eficazmente y ocupaba el lugar del cabeza de familia varón, debía reservarse el derecho tradicional de un marido de esperar un comportamiento casto y una buena administración doméstica por parte de la mujer beneficiaría del subsidio. Sin embargo, garantizar esto último implicaba la puesta en marcha de un complejo sistema de inspección, por lo cual las viudas quedaron bajo la protección de la Ley de ayuda a los pobres hasta 1925.


  Pese a todo lo dicho, la experiencia de la guerra proporcionó otro incentivo a la campaña de las mujeres por los subsidios familiares. Eleanor Rathbone, quien ya en 1913 había estudiado la situación de las viudas de Liverpool, quedó impresionada durante la guerra por el funcionamiento de los subsidios de separación[199]. Estos últimos dependían de la participación bélica de los varones y no eran realmente subsidios concedidos a las madres per se, mientras que su administración iba acompañada de investigaciones puerta a puerta intempestivas con objeto de comprobar la sobriedad y buena conducta[200]. No obstante estas características, las medidas ayudaron a mejorar las condiciones de vida con la consiguiente mejora de la salud de los niños en edad escolar, evaluada en términos de peso y altura[201], y aunque no se llevase ningún registro de la salud física de las madres, cabía suponer que una mejor alimentación y menores preocupaciones económicas redundaban positivamente en su mente y cuerpo.


  En 1919, Rathbone fue elegida presidenta de la Unión Nacional de las Sociedades para el Sufragio Femenino (National Union of Women’s Suffrage Society-NUWSS), la mayor organización de mujeres sufragistas, y el que se hiciese cargo de la campaña de los subsidios familiares significó una nueva formulación importante de la concepción de igualdad para las mujeres en las filas del movimiento feminista organizado. Bajo su liderazgo, la NUWSS, que una vez obtenido el derecho al voto en 1919 pasó a denominarse Unión Nacional de Sociedades para la Igualdad Ciudadana (National Union of Societies for Equal Citizenship-NUSEC), empezó a reivindicar lo que Rathbone llamaba una «igualdad real para la mujer». Con esta expresión quería decir que «toda la estructura y movimiento de la sociedad [debía] reflejar en un grado proporcional las experiencias [de las mujeres], sus necesidades y aspiraciones[202]». Se sostenía que las feministas debían trabajar para lograr reformas que reflejasen la realidad de los intereses femeninos y no de aquellos que pretendían hacerlas iguales a los hombres según los criterios masculinos. Las mujeres debían poder elegir el modo de empleo que más les conviniese, ya fuese en el hogar o fuera de él, y debían recibir una compensación justa por ello. Los subsidios familiares proporcionarían el medio de pagar a las mujeres un salario por el trabajo que realizaban en el hogar, además de un dinero en efectivo para dedicar a cada hijo. Rathbone y otros miembros de la ejecutiva de la NUSEC se aplicaban ante todo en poner fin a la dependencia económica de esposas e hijos, que les reducía a la condición de «lujos masculinos[203]». Además, si las mujeres y los niños conseguían una independencia económica, desaparecería el principal impedimento para que las mujeres que trabajaban fuera del hogar obtuviesen la igualdad salarial. Los varones ya no podrían reclamar un salario familiar alegando que debían mantener una familia. En la práctica, la Comisión para la manutención familiar establecida en 1917 por Rathbone solicitaba un subsidio semanal de 12 chelines y 6 peniques para la madre, 5 chelines para el primer hijo, y 3 chelines y 6 peniques para los demás hijos.


  Al encargarse de la causa de las mujeres, el movimiento feminista organizado de los años de entreguerras se aliaba deliberadamente a los intereses que ya de antiguo relacionaban a la mujer con el movimiento laboral, aunque, según la formulación a favor de los subsidios familiares de Rathbone, existía el riesgo de ganarse la oposición de los sindicalistas varones, en particular porque se amenazaba la negociación salarial basada en la reivindicación de un salario familiar para el varón. Eleanor Rathbone condenaba lo que contemplaba como egoísmo de las mujeres de la clase media, que se apoltronaban tras haber conseguido todo lo que querían del movimiento feminista, a saber: el sufragio, la eligibilidad al Parlamento y organismos locales, así como el acceso a profesiones liberales[204]. Un elevado número de feministas destacadas, entre ellas Millicent Garrett Fawcett, no podían aceptar las nuevas ideas de Rathbone acerca de la igualdad. Fawcett criticaba, en particular, que la prioridad que concedía Rathbone al papel «natural» de la mujer como madre respaldaba la opinión de los patronos y otros analistas del mercado laboral, como Sidney Webb, de que las trabajadoras tenían una productividad inherente inferior a la de los varones[205]. De acuerdo con la visión liberal clásica del sigloXIX acerca de los derechos de la mujer, Fawcett pensaba que las mujeres debían limitarse a reivindicar la igualdad estricta con respecto a los varones, aunque estuviese dispuesta a utilizar argumentos basados en la diferencia y defender que «el aspecto femenino y doméstico [debía] pesar y contar más[206]». Estaba de acuerdo con los legisladores en que los subsidios familiares destruirían probablemente la responsabilidad de los padres para con los hijos y socavarían los incentivos laborales de los varones. Fawcett también rechazaba la interpretación de Rathbone de que el salario inferior de la mujer era resultado del sistema del salario familiar, alegando que era más bien el resultado de que las mujeres participasen masivamente en muy pocas ocupaciones. Por todo ello, para Fawcett la solución era que las mujeres buscasen un campo donde pudiesen competir legítimamente con los hombres e insistiesen en que su trabajo se aceptase o rechazase por méritos propios. Mientras Rathbone pedía una reforma centrada en la situación familiar, es decir, privada, de la mujer, Fawcett abogaba por una reforma que girase en torno a la situación de la mujer en el mercado laboral o público. Ninguna de las dos abordó el problema de la división del trabajo por razones de género, que fomentaba la desigualdad de ambas esferas.


  El que Rathbone denominaba «nuevo feminismo» reposaba en reivindicaciones basadas en la diferencia más que las ideas de las feministas del sigloXIX. Pero al igual que Fawcett estaba dispuesta a apelar en nombre de la maternidad, muchas nuevas feministas se mantuvieron fieles a los objetivos igualitarios; Vera Brittain, por ejemplo, combinó una activa campaña a favor de los clubes para bebés, dirigidos a las madres de clase media, con su pertenencia al «Six Point Group», que luchaba por «un campo justo sin favoritismos». La línea de separación entre igualdad y diferencia nunca fue tan clara como algunos observadores han dado por sentado[207].


  De este modo, la campaña por los subsidios familiares surgió de las observaciones efectuadas por mujeres de la experiencia familiar real de las mujeres trabajadoras en los años anteriores a la guerra, y de una reformulación consciente de lo que significaba la igualdad para la mujer en los años inmediatamente posteriores a la guerra. Rathbone planteaba cuestiones fundamentales acerca de la situación de la mujer en el ámbito salarial y de la división de los recursos dentro de la familia, pero su análisis no se extendía hasta la división del trabajo por razones de género. Mientras que las feministas que abogaban por la igualdad en el sigloXIX, como Fawcett, reclamaban la igualdad para la mujer definida según criterios masculinos, Rathbone se conformaba con una especie de «separatismo» y pedía que se valorase el «trabajo de la mujer». A este respecto decía lo siguiente: «Las mujeres son las guardianas naturales de la infancia. Esta es como mínimo una parte del papel tradicional que nos asignan los hombres y que nunca debemos repudiar[208]». Sus preocupaciones acerca de los varones tenían dos vertientes: primero que, como jóvenes trabajadores adultos se acostumbraban a disponer de unos ingresos considerables lo que relegaba a las esposas e hijos a la condición de lujos masculinos; en segundo lugar, estaba ansiosa por demostrar que los subsidios familiares no minarían los incentivos laborales de los varones. En ningún momento se refirió a las posibles ventajas de que el varón adoptase un papel más activo en el trabajo doméstico no remunerado. Así pues, aunque la campaña de posguerra por los subsidios familiares no se aliaba a la idea de un salario familiar suficiente para mantener a los hijos y la esposa, no llegaba al extremo de cuestionar la división del trabajo por género que la apoyaba. Rathbone tampoco sentía la necesidad de poner en tela de juicio la relación entre el matrimonio y la maternidad: la Comisión para la manutención de la familia y, más adelante, la Sociedad para la Manutención Familiar, no eran partidarias de conceder subsidios familiares a las madres solteras[209].


  LA CAMPAÑA POR LOS SUBSIDIOS FAMILIARES EN LOS AÑOS DE ENTREGUERRAS


  En 1917, la Comisión para la manutención de la familia estaba formada por siete miembros, cuatro feministas de la NUSEC y tres socialistas. El número de miembros aumentó rápidamente y en 1925 el Consejo se convirtió en la Sociedad para la Manutención Familiar (Family Endowment Society-FES) con William Beveridge como presidente electo y Rathbone como vicepresidenta. Por entonces, la voz feminista había quedado superada, por quince contra cinco, y sumergida bajo otros muchos grupos que apoyaban el principio de los subsidios familiares por razones muy diferentes, y que abogaban por diversos esquemas de aplicación. A Rathbone no le preocupaba esta situación, pues creía que movilizar la aceptación del principio de los subsidios familiares era el papel más importante de la Sociedad para la Manutención Familiar. En sus escritos empezó a hacer hincapié en el problema de la pobreza infantil, que preocupaba a la mayoría de los miembros de la Sociedad, más que en la independencia económica de las madres. Se desarrolló en la Sociedad un especial interés por cualquier tipo de sugerencia, como la de Beveridge, Director de la Escuela de Económicas de Londres, en 1927, según la cual la campaña por los subsidios familiares llevaba la «mácula del feminismo[210]». En este caso, un miembro de la FES respondió con prontitud que Beveridge estaba a favor de los subsidios y que no era feminista. La principal obra de Rathbone sobre los subsidios familiares, The Disinherited Family, publicada en 1924, demostraba que la familia media de cinco miembros sobre la que se habían realizado todos los cálculos anteriores relacionados con la pobreza familiar era un modelo atípico. Solo un 8,8 por ciento de las familias tenían tres hijos. Los trabajadores solteros componían el 27 por ciento de familias, el 24,7 por ciento estaba formado por parejas casadas sin hijos menores de catorce años, el 16,6 por ciento tenía un hijo, el 13 por ciento dos, y el 9,9 por ciento más de tres. Además, el 40,4 por ciento de la población infantil pertenecía a familias con más de tres hijos, que en la mayoría de los casos eran también las familias más pobres. Todos los estudios sociales realizados después de la década de 1930 se esforzaron por dejar constancia del número de familias situadas por debajo del umbral de pobreza, así como del porcentaje de hijos, que solía ser siempre superior a la media. En los años treinta, el cargado debate acerca de la relación entre el desempleo masivo y los niveles de nutrición recibió la intervención de los activistas de la campaña por los subsidios familiares, que formaban el Consejo Mínimo para la Infancia (Children’s Minimum Council) y defendían una serie de reformas, desde la subida del subsidio de desempleo hasta la entrega gratuita de leche para escolares y madres de lactantes, así como reducciones en los alquileres, además de subsidios familiares[211].


  Si bien la preocupación humanitaria por la pobreza infantil era el motivo más fuerte dentro del movimiento por los subsidios familiares, otra fuente vocal de apoyo fue la procedente de la Sociedad de Eugenesia (Eugenics Society), que confiaba que los subsidios familiares fuesen una solución a la cuestión demográfica. En los años 20, los eugenistas sostenían que si se concedían subsidios únicamente a las personas capaces, sería posible crear una «auténtica aristocracia[212]». La propia Rathbone no era contraria a tales argumentos y consideraba positivo que el Estado ayudase a llevar el «timón de la maternidad», modificando la cantidad debida para cada hijo e inclinando así la tasa de natalidad hacia la «calidad» y no la «cantidad[213]». Una propuesta de la Sociedad de Eugenesia defendía el pago de subsidios exclusivamente a las familias que estuviesen por encima del «nivel social medio», es decir, a aquellos con ingresos iguales o superiores a 500 libras[214]. Los socialistas se oponían abiertamente a esta idea, apoyando los subsidios para los pobres financiados con la recaudación fiscal. Los conservadores se mostraban recelosos ante las consecuencias que los subsidios familiares pudieran tener en la obligación del padre de mantener a la familia, hasta que el Informe de la Junta de Asistencia al Desempleo, redactado en 1937, demostró que el 6 por ciento de los asalariados varones ganaban más con el subsidio de desempleo que cuando trabajaban. Estos casos solían ser, casi siempre, aquellos en que «el solicitante tiene un salario bajo y una familia numerosa[215]». Después de 1937, la opinión conservadora se inclinó hacia los subsidios familiares como medio de mantener los incentivos laborales de los varones con familia numerosa y salario bajo.


  Las empresas e instituciones emprendieron el experimento de pagar subsidios familiares en los años de entreguerras. Por ejemplo, bajo la dirección de Beveridge, la Escuela de Económicas de Londres pagó subsidios en un esfuerzo por aumentar la tasa de natalidad entre el personal docente. Hacia 1939, veinte empresas, entre ellas Pilkingtons, Tootals y Cadburys, habían adoptado algún sistema de subsidios. L. J.Cadbury declaró categóricamente que los subsidios familiares eran «un método de pago de salarios[216]». De hecho, estaban perfectamente fundadas las sospechas de los sindicalistas varones de la posible explotación de la relación entre subsidios familiares y salarios por parte del gobierno y los patronos. La Sociedad para la Manutención Familiar (FES) había tratado de convencer a la Real Comisión de la Industria del Carbón de lo acertado de pagar subsidios familiares a los mineros, con objeto de garantizar un salario que permitiese vivir a los que tuviesen familias numerosas[217]. Tal fue el entusiasmo que demostró Rathbone por lo fácil que resultaría aplicar un esquema de subsidios familiares entre la mano de obra especializada, donde era muy pequeño el riesgo de una llegada masiva de mano de obra con familia a cargo y de una partida de mano de obra soltera, que se olvidó de señalar la importancia de mantener la cuestión de los subsidios separada de la negociación salarial. La Real Comisión aceptó la lógica de los argumentos presentados en el memorándum de la FES, pero justificó su recomendación diciendo que los subsidios podían utilizarse como una parte del salario o como sustitutos de este. El reconocimiento de la Comisión sacó la cuestión de los subsidios de la etapa teórica, pero no es de sorprender que la sugerencia de introducir subsidios en un sector donde los patronos trataban de reducir los salarios indispusiese al movimiento sindical. La idea de unos subsidios familiares como parte o sustituto del salario se adoptó de nuevo durante la Segunda Guerra Mundial y fue el factor más importante que determinó la promulgación de la Ley de subsidios familiares[218]. Un memorándum presentado en el Ministerio de Hacienda en 1938 daba por sentado que no era posible mantener el poder adquisitivo de los salarios de antes de la guerra[219]. En 1940, la Cámara de los Lores recurrió con entusiasmo a los subsidios familiares para romper la «espiral infernal de salarios y precios[220]» y presentó dos mociones, en 1941 y 1942, en apoyo al sistema estatal de subsidios familiares.


  Cuando se introdujeron los subsidios familiares en 1945, solo se pagaban a partir del segundo hijo y por una cantidad de cinco chelines por semana e hijo, muy por debajo de los ocho chelines recomendados por Beveridge en su Informe sobre la seguridad social y servicios afines de 1942[221]. Se mantenía que las tasas de todos los subsidios, incluidos los familiares, se establecían de acuerdo con un nivel mínimo de subsistencia determinado objetivamente. Sin embargo, en el caso de las indemnizaciones de seguros, las tasas no podían superar el nivel salarial mínimo. Mientras que el coste de mantener a un hijo, según los precios de 1938, era de siete chelines, el subsidio familiar se estableció deliberadamente en una cantidad mucho más baja, de forma que resultaba mucho más difícil para los grupos de presión exigir subidas proporcionales al coste de vida[222]. La suma establecida no era suficiente para resolver el problema de la pobreza infantil ni como incentivo para tener hijos; The Times condenó tal medida acusándola de reflejar una «mentalidad de comedor de beneficencia[223]». Tampoco garantizaba la independencia económica de madres e hijos y solo se consiguió una pequeña parte de lo propuesto originalmente por las feministas en materia de subsidios. El Proyecto de ley de subsidios familiares original proponía el pago del subsidio al padre. Rathbone advirtió que la «injusticia sexual» tendría un papel muy importante en las próximas elecciones si no se modificaba esta cláusula. Estas protestas, junto con las de otros grupos de mujeres, tuvieron efecto y los subsidios se pagaron directamente a la madre.


  MODELOS DE IGUALDAD


  Desde 1945, dos son los principales aspectos del pago de subsidios familiares que han seguido en el candelero; primero si debían pagarse al padre y no a la madre, y segundo, y más general, cómo debía definirse el objetivo de los subsidios familiares y si debían pagarse de manera selectiva y no a todas las familias. La postura de Rathbone con respecto al primer punto era muy clara: los subsidios debían pagarse a la madre, quien asumía la responsabilidad primera del bienestar de los hijos, para reducir así su dependencia económica con respecto al marido. Esta cuestión se ha planteado en dos ocasiones concretas desde 1945. En 1977 el gobierno laborista vaciló en su empeño por fusionar los subsidios familiares con las deducciones fiscales a la infancia en un subsidio nuevo denominado «child benefit» debido a la transferencia que se produciría del «billetero» del varón al «monedero» de la mujer[224]. Los sindicalistas varones no tenían interés alguno en que desaparecieran las exenciones fiscales para los varones, contempladas en las deducciones a la infancia. Más recientemente, en el estudio realizado por el gobierno Thatcher de 1984-1985 sobre la seguridad social se lanzaba la idea de abolir completamente las prestaciones familiares y sustituirlas por un subsidio nuevo para familias con renta baja o «family credit», abonado a través del salario del varón y no en la oficina de correos, donde suele recogerlo la mujer[225]. Las justificaciones de estos cambios eran similares a las subyacentes en las objeciones de Ramsay MacDonald a los subsidios familiares propuestos antes de la Primera Guerra Mundial, es decir, que no existía razón alguna para suponer que los varones asalariados no velarían por la manutención de esposa e hijos.


  Con respecto al segundo aspecto, la universalidad ante la selección, desde 1924 en adelante el principal argumento de la Sociedad para la Manutención Familiar era la necesidad de reducir la pobreza infantil, pero Rathbone no era partidaria de los subsidios selectivos exclusivamente para familias pobres, porque quería evitar tanto la desigualdad de género como la de clase. Otros, como Beveridge, defendían el principio de la universalidad sobre todo para evitar sistemas de inspección. En la actualidad, se ha sugerido que el objetivo de las ayudas a la infancia cumplen tres objetivos: garantizar una igualdad vertical mayor, que tiene algo que ver con la pobreza infantil; garantizar una igualdad horizontal mayor, es decir, apoyar a las familias con hijos; y garantizar una igualdad intrafamiliar mayor, es decir, dar a la madre mayores recursos económicos con relación a los ingresos del padre. Es posible defender un sistema más selectivo como instrumento para potenciar el primer objetivo de los mencionados, aunque las estadísticas no lo justifican[226]. Sin embargo, el cambio de medidas siempre ha dependido, y seguirá dependiendo, del objetivo que se considere prioritario. En última instancia, como la introducción de los subsidios familiares respondía ante todo al deseo pragmático de mantener los salarios bajos, nunca se han cumplido los objetivos de ningún grupo de presión; de hecho, el valor de estas ayudas descendió muchísimo en los años 50 y principios de los 70 y, de nuevo, desde mediados de los 70.


  En lo que respecta a la consecución de una mayor igualdad para la mujer, las medidas sobre el cuidado y manutención de los hijos tienen el mismo poder para romper lo que Breugel ha llamado «círculo vicioso[227]» de la desigualdad en que viven las mujeres que tenían cuando Rathbone señaló por vez primera las implicaciones de atribuir un valor al trabajo no remunerado, tanto para la división de recursos en la familia como para la lucha de la mujer por la igualdad salarial. Puesto que las mujeres se mueven en un conjunto de estructuras más complejo que el de los hombres, donde ocupa un lugar la reproducción además de la producción, en circunstancias de parejas heterosexuales y muy poco cuidado colectivo de los hijos como era el caso de la Gran Bretaña de posguerra, quedan atrapadas en unos papeles discriminados tanto en el mercado laboral como en el hogar. El suponer que quien pare a los hijos también se ocupará de criarlos da como resultado una división desigual del trabajo doméstico y de cuidado de los hijos, que a su vez debe ligarse, aunque no sea en caso alguno la única causa, a la situación desigual que ocupa la mujer en el mercado laboral y a la dependencia económica con respecto a los varones.


  En su formulación original a finales de la Primera Guerra Mundial, la política de subsidios familiares solo pretendía atribuir un valor al trabajo no remunerado de la mujer, de una forma muy similar a la campaña de los años 70 en favor de un salario para el trabajo doméstico, y, de este modo, reducir la dependencia económica de las mujeres con respecto a los hombres y aumentar las posibilidades de obtener salarios iguales en el mercado laboral. No existía intención alguna de fortalecer la posición de la mujer en el mercado laboral; por el contrario, se aceptaba que el papel fundamental de la mujer era el de esposa y madre. Tampoco se mostraba ninguna inclinación por lograr una mayor igualdad en la división entre trabajo remunerado y no remunerado. Mientras que las feministas de después de la Primera Guerra Mundial reconocían que el feminismo decimonónico que luchaba por «un campo justo sin favoritismos» buscaba una igualdad en términos masculinos, también su propio esfuerzo por lograr el reequilibrio y una «igualdad auténtica» para la mujer se concebía en términos masculinos en cuanto que no suponía ningún desafío de la división del trabajo por género, especialmente del trabajo no remunerado, que respondía a los criterios establecidos por los varones. Tanto las feministas como el grupo de presión contra la pobreza infantil querían utilizar los subsidios familiares como instrumento para reequilibrar la balanza de la desigualdad. A la manera clásica de las reformas sociales liberales adoptadas bajo el gobierno liberal de 1906-1914 hasta la actualidad, la medida se inspiraba en el empeño por compensar y corregir los resultados —modificar las fuerzas del mercado para determinar a quién le corresponde cada cosa— sin prestar atención a las consecuencias de tal política en la persistencia de la desigualdad en la división del trabajo. Esta situación puede explicarse, en parte, por la forma en que las mujeres de principios de siglo aceptaban aparentemente el ideal del salario familiar y no albergaban ningún deseo especial de aumentar su carga desempeñando un empleo regular remunerado, aunque desde el punto de vista femenino era sin duda problemático el que, durante los años de entreguerras, la redistribución en favor de los niños tuviese prioridad sobre la redistribución dentro de la familia.


  Desde la Segunda Guerra Mundial, las circunstancias materiales de las mujeres adultas se han modificado espectacularmente. La participación de las mujeres casadas en el mercado laboral ha ascendido de un relativamente estable 10 por ciento entre 1911 y 1931 a un 62 por ciento en 1980, un 40 por ciento del cual son mujeres que trabajan a media jornada, aunque las estadísticas son una guía poco fiable del alcance real del trabajo femenino remunerado. Este hecho, junto con la reducción del número de años dedicados al embarazo y lactancia (de 15 en la década de 1890 a 4 en los años de la posguerra), significa que las preocupaciones de las mujeres difieren mucho de las vigentes a principios de siglo, y que desde los años 60 se han centrado más en su situación en el mercado del trabajo, la reivindicación de la igualdad salarial y el cuidado de los hijos. El salario familiar tampoco se ha hecho realidad y cada vez levanta más objeciones como ideal. En este contexto, el apoyo de un subsidio familiar más sustancioso todavía puede contribuir a garantizar la igualdad de las mujeres, pero solo si forma parte de un conjunto de medidas destinadas a efectuar cambios en las estructuras en que se mueven las mujeres, de forma que se cree una oportunidad real para la igualdad. Se ha comprobado lo inadecuado de las medidas para corregir la desigualdad de resultados y los intentos por lograr la igualdad de oportunidades a través de una legislación que repare exclusivamente injusticias individuales. Las prestaciones familiares siguen siendo importantes porque se pagan a las mujeres y constituyen así una fuente constante de ingresos para ellas que, aunque probablemente también tengan un salario, es seguramente bajo y remunera un empleo de media jornada. Pero la igualdad de oportunidades para combinar trabajo remunerado y no remunerado con tiempo de ocio debe reposar en un conjunto más amplio de medidas, de las cuales la más obvia es la baja por maternidad/paternidad, destinadas a facilitar el que los hombres intervengan en el trabajo no remunerado doméstico y de cuidado de los hijos, así como en los servicios de asistencia humanitaria del mercado laboral, ya sea en asilos de ancianos o guarderías infantiles. Un estudio histórico de la conceptualización de la igualdad de la mujer deja patente que la auténtica igualdad de oportunidades solo puede conseguirse si nos centramos más en las cuestiones de género, en lugar de en las mujeres, y prestamos más atención no solo a la relación entre subsidios y bienestar tal como la concebía Rathbone, sino entre la distribución de subsidios, trabajo y bienestar determinada por el género.


  Capítulo V 
Las ideas de género en la construcción del Estado de bienestar británico: el caso de las mujeres del Partido Laborista británico y la política social, 1906-1945


  PAT THANE


  Las acciones sociales del Estado británico, como las de otros muchos, en el siglo pasado abordaron en gran medida el tema de la mujer. En ese periodo, como durante bastante tiempo antes, las mujeres sufrían una mayor tendencia a la privación que los varones. La administración y elaboración de las disposiciones en materia social también han corrido a cargo, en muchos casos, de mujeres, voluntarias o asalariadas, con formación o sin ella, aunque su presencia haya sido más prominente en los niveles inferiores. Hemos aprendido que las políticas sociales, de organismos oficiales o extraoficiales, suelen moldearse, entre otras numerosas influencias, a partir de presupuestos normativos acerca de las atribuciones de género, en particular de la división del trabajo y la responsabilidad social por razones de sexo, partiendo del principio de la dependencia de la mujer con respecto a la capacidad del varón de generar ingresos. También sabemos cómo, recíprocamente, algunas medidas sociales, a veces explícita y deliberadamente y otras no, moldean, fortalecen y perpetúan dichas atribuciones[228]. Mucha menos información tenemos acerca de cómo los movimientos de mujeres del siglo pasado, ya se definiesen como feministas o no, se han relacionado con los procesos sociales, han estado influidos por ellos y han tratado, a su vez, de determinarlos.


  En este capítulo examinaremos la relación entre el feminismo, los movimientos de mujeres y la política social, centrándonos en una organización de mujeres de la Gran Bretaña del sigloXX: las mujeres del Partido Laborista y su acercamiento a las políticas directamente relacionadas con la vida de la mujer. Hemos hecho esta elección, en primer lugar, porque se trataba de un grupo muy numeroso dentro de un partido que en el periodo en cuestión tuvo gran importancia en la política británica. Además, el Partido Laborista introdujo la legislación clave para el desarrollo del «Estado de bienestar» británico durante el primer gobierno mayoritario entre 1945 y 1951. El papel de las mujeres en lograr la aceptación laborista de un Estado de bienestar se ha subestimado. Las mujeres laboristas prestaron especial atención a cuestiones de política social y económica que afectasen a la mujer como madre. Las discutieron y estudiaron en profundidad, se mostraron activas a la hora de formular y promocionar dicha política y participaron en su puesta en ejecución, especialmente en el importante nivel del gobierno local. Actuaron dentro de un marco coherente de ideas que vinculaban el feminismo con un análisis de la sociedad, la política y la economía.


  LA POLÍTICA DE LAS MUJERES LABORISTAS


  El baluarte femenino del Partido Laborista se organizó por primera vez a través de la Liga de Mujeres Laboristas (Women’s Labour League-WLL) en 1906[229]. Las mujeres se integraron formalmente en el partido en 1918, en secciones dedicadas a ellas de las delegaciones locales. Esto se produjo poco después de que una mayoría de las mujeres de treinta años o más obtuviese el voto en las elecciones nacionales. Inmediatamente después muchas mujeres se afiliaron al partido[230]. Antes de la guerra, la WLL no superaba probablemente los 5000 miembros; entre 1927 y 1939, la afiliación femenina del partido oscilaba entre 250 000 y 300 000. En los años de entreguerras, por lo menos la mitad de los miembros del partido eran mujeres[231]. Su influencia en la política nacional de partido era, sin embargo, menor de lo que las cifras pudieran sugerir, debido al poder que ejercían los sindicalistas varones en la toma de decisiones.


  Las mujeres laboristas procedían de sectores profesionales, remunerados y no, como amas de casa, artesanas, empleadas voluntarias o asalariadas en servicios sociales como médicos, enfermeras, asistentes sociales, administradoras de viviendas, otras profesiones, además de beneficiarias de servicios sociales. Quizá la mayoría de los miembros se identificaban ante todo como trabajadoras en el hogar; de hecho las secciones de mujeres solían referirse a sí mismas como «sindicato de las amas de casa». Muchos miembros habían conocido una pobreza extrema en algún momento de su vida y seguían en esas condiciones debido a las consecuencias de la Depresión y del cierre de las minas de 1926. Procedían de todas las regiones del país y la organización buscaba deliberadamente atraer a mujeres muy pobres. Todas ellas eran conscientes y estaban orgullosas de la mezcla social y contemplaban como una ventaja la variedad de experiencias y conocimientos de los miembros a la hora de evaluar, analizar, proponer, aplicar y administrar soluciones a los problemas sociales. Opinaban que por lo variado de dicha afiliación, ellas eran las únicas capaces de llevar a cabo todas estas acciones de un modo competente y, al mismo tiempo, comprensivo para con las necesidades de la mujer.


  Las mujeres laboristas eran perfectamente conscientes de las dificultades y de la oposición con que se enfrentaban dentro de un partido con miembros de ambos sexos, y de las tensiones que creaban las lealtades de clase y género. Había feministas, incluidas algunas del propio partido, que criticaban a las líderes y a la mayoría del grupo por no adoptar una postura de oposición más franca contra los compañeros varones en cuestiones especialmente relevantes para la mujer. La mayoría de las mujeres laboristas, sin embargo, habían optado por participar activamente en un partido político mixto porque creían que los cambios necesarios para mejorar la sociedad, incluida la situación de las mujeres en ella, requería una acción política. Estas mujeres reconocían que solo el Estado tenía el poder y los recursos suficientes para realizar tales cambios; los cuales, a su parecer, solo podían ser el resultado de una presión política organizada, y, a la vista de una historia bien nutrida de apoyo a los derechos de la mujer, parecía más probable que fuese el Partido Laborista entre todos los demás rivales el que ejerciese una presión en ese sentido. Ello no significaba que se mostrasen optimistas con respecto a su poder de influir enérgicamente en el partido ni dispuestas a subordinarse a los varones que formaban parte de él. Las mujeres laboristas eran conscientes de la dificultad de lograr un cambio histórico en las funciones de cada género, que sería una tarea larga y se necesitaría un gran poder de persuasión para modificar las muy arraigadas estructuras del poder masculino. También creían que las mujeres precisaban formación y apoyo colectivo procedente de otras mujeres para aprender a manejar los hilos del poder público. Uno de sus cometidos declarados era ofrecer este apoyo junto con una formación política y administrativa para las mujeres sin experiencia[232].


  La mayoría de las mujeres laboristas aspiraban a obtener a largo plazo una convergencia entre la influencia y las prioridades masculinas y femeninas dentro del partido, pero pensaban que a corto plazo debían hacer hincapié en cuestiones especialmente importantes para ellas, que por lo general descuidaban los varones ya fuese por ignorancia o por discriminación. Muchas mujeres, sin embargo, creían que probablemente perduraría una diferencia permanente entre las perspectivas femeninas y masculinas y, por ello, la necesidad de contar con un grupo exclusivamente femenino dentro del partido. A este respecto, había opiniones dispares, como siempre las ha habido ante el feminismo.


  Las mujeres laboristas se quejaban una y otra vez de que los varones, profesionales y políticos, desconocían las condiciones sociales de las que presuntamente se ocupaban, pero que las mujeres las dominaban ya fuese por experiencia personal o por su participación en actividades sociales y políticas[233]. Era menester que los hombres aprendiesen de la experiencia de las mujeres. No había lugar a dudas de que las mujeres laboristas tenían experiencias y un estilo de trabajo diferentes de los varones del partido. La privación social ocupaba un lugar central entre sus preocupaciones; los problemas asociados al trabajo remunerado eran el foco de interés de los hombres, aunque ninguno de los dos grupos se centrase exclusivamente en esas áreas. Las mujeres solían basar sus propuestas políticas en las preguntas que planteaban a las mujeres pobres sobre sus necesidades, y trataban de que se eligiese a estas mujeres para cargos en el gobierno central o local, u organismos administrativos, donde su experiencia pudiese servir de guía y, con suerte, influir en las acciones de sus colegas[234].


  EL FEMINISMO DE LAS MUJERES LABORISTAS


  Las mujeres laboristas actuaban dentro de un marco de ideas muy específico en continua evolución y rebatido. Para resumir las ideas principales tal como se expresaban en conferencias y publicaciones, diremos que el rasgo más sobresaliente era el reconocimiento de que las múltiples privaciones que sufrían las mujeres cuya vida giraba en torno al hogar no podía disociarse de la división sexual ni de la privación relativa de las mujeres dentro de la economía en su conjunto. Desarrollaron una crítica coherente de lo que ahora denominaríamos división de la sociedad por razones de género, y del papel de la acción estatal y del funcionamiento del mercado laboral en la construcción y consolidación de dicha estructura. Las mujeres laboristas, al igual que los varones, no creían que las consideraciones de «bienestar» debían disociarse de cuestiones del mercado laboral como la determinación de salarios y la asignación de empleo, puesto que estas últimas era los principales determinantes del nivel de vida[235].


  Las laboristas daban por sentado que la mayoría de las mujeres eran esposas y madres, y seguirían deseando serlo. Como otras feministas de los años de entreguerras, dejaban constancia de las diferencias que prevalecían entre los sexos, sin considerarlas totales, «naturales» ni inmutables, y aspiraban a un feminismo que valorase y no devaluase el hogar ni la experiencia maternal de la mujer, pero tampoco el trabajo femenino remunerado. En realidad, para ellas el hogar era la base potencial de la capacitación de la mujer, más que la fuente inevitable de su esclavitud, aunque obviamente se precisaban muchos cambios para que así fuera. También daban por supuesto que en la situación presente las madres eran las principales responsables de sus hijos, pero no consideraban positivo que esa situación perdurase. Defendían, por ejemplo, la creación de guarderías tanto para los hijos de mujeres que participaban en el mercado laboral remunerado como para las que trabajaban en casa, de forma que tuviesen tiempo libre para dedicarse a otras actividades de ocio, educación, política o voluntariado, y para el desarrollo personal.


  Estaban convencidas de que un trabajo remunerado no era la única salida para la mujer de la esfera privada a la pública, en particular dada la doble carga que suponía casi irremediablemente tal situación. A lo que aspiraban era a una valoración del trabajo en el hogar, dando al grupo laboral más amplio del país, el de las amas de casa, la posibilidad de expresarse públicamente, de hacer escuchar su voz en la política y, de este modo, potenciar sus causas y condiciones de vida, proporcionalmente a su importancia numérica en la sociedad[236]. Las mujeres laboristas creían que las mujeres podían lograr el poder a través de la acción política.


  En términos más generales, se interesaban por cuáles eran los papeles femeninos adecuados en la sociedad civil después de que la mayoría de las mujeres hubiesen obtenido el símbolo oficial del derecho de ciudadanía, es decir, el derecho de voto, y por el tipo de sociedad y Estado que deseaban moldear las mujeres como ciudadanas. Los debates entre las laboristas y entre otros grupos de mujeres acerca de estos temas deben contemplarse como parte de un discurso más amplio que se desarrollaba en Gran Bretaña y en otros países por la misma época. Nos referimos a un periodo caracterizado en toda Europa por un cambio y un crecimiento de una índole y velocidad sin precedentes del papel del Estado y sus relaciones oficiales y extraoficiales con los ciudadanos, incluso de la definición de ciudadano de pleno derecho. En Gran Bretaña el tema dominante entre las mujeres y los hombres preocupados por los asuntos sociales y políticos, desde la década de 1870 hasta la Segunda Guerra Mundial, era la naturaleza de los derechos y obligaciones sociales, políticos y jurídicos que constituían los lazos de unión entre los ciudadanos, el Estado y la sociedad. Las diversas corrientes feministas no vivían en un mundo intelectual cerrado, sino que ocupaban un espacio dentro de este extenso campo de discurso. La reivindicación del voto antes de 1918 en Gran Bretaña no solía tener el voto como fin último, sino que pretendía otorgar a la mujer todos los derechos, condiciones y obligaciones propias de los ciudadanos de pleno derecho, donde cada grupo contase con una definición propia y distintiva[237].


  En el Estado y sociedad que constituían el ideal de las mujeres laboristas, la relación matrimonial y el sustento proporcionado por los ingresos del varón no tenían por qué subordinar ni silenciar a las mujeres. Las laboristas reconocían, sin embargo, que la mujer necesitaba otras formas de ayuda emocional e institucional y algunos recursos económicos independientes para librarse de la subordinación doméstica. El papel de la política estatal social y económica en la consecución de este objetivo era fundamental. También era importante fortalecer el papel del padre en relación con los hijos. Las mujeres laboristas no se mostraron explícitas acerca del contenido de la responsabilidad del padre, aparte de la económica, pero sí se insinuó que el padre debía participar más activamente en la educación y ocio de los niños. En ningún momento se contestó explícitamente la división del trabajo doméstico entre los sexos. Tal desafío quedaba fuera del marco conceptual directamente accesible al pensamiento contemporáneo. El reto implícito a la ortodoxia, sin embargo, era inmenso en lo que se refería a las consecuencias a largo plazo en las relaciones de género.


  Las mujeres laboristas no creían que las madres debían permanecer en el hogar. Durante la Depresión, los miembros de la organización pidieron en varias ocasiones que las mujeres casadas abandonasen el mercado laboral asalariado y liberasen empleos para los hombres, pero esta propuesta siempre quedó rechazada mayoritariamente en las conferencias de las mujeres laboristas[238]. Se trataba, en cambio, de dar a las mujeres, incluidas las madres con hijos pequeños, una oportunidad real de elegir su lugar de trabajo. Se hacía especial hincapié en que tanto el trabajo doméstico como las actividades remuneradas en el mercado laboral eran objetivos aceptables para la mujer, siempre y cuando se tratase de una elección libre y no impuesta por la autoridad masculina o por la pobreza. Igualmente importante era que las oportunidades, condiciones y compensaciones del trabajo femenino en el mercado laboral fuesen equivalentes a las de los varones.


  Tal era la formulación que defendían las mujeres laboristas de la igualdad para la mujer. En el lenguaje actual, diríamos que perseguía la difícil tarea de lograr la compatibilidad entre la igualdad y la diferencia de género de una forma flexible, adaptada a la disparidad de las necesidades y opciones de hombres y mujeres. Un objetivo fundamental era convertir las opciones de la mujer en una nueva realidad mediante un amplio abanico de estrategias. Una de ellas era el apoyo al sindicalismo, incluida la solidaridad decidida con los huelguistas[239], para que los hombres y las mujeres pudiesen ejercer de cabeza de familia de una manera eficaz cuando fuese necesario o así lo decidiesen. Las laboristas reconocían que la norma del cabeza de familia varón era una ficción en muchas, incluso en la mayoría, de las familias de clase obrera debido a lo reducido del salario, al desempleo, la incapacidad o la ausencia de un varón adulto. Tal era la situación de la mayoría de las familias de clase obrera antes de la Primera Guerra Mundial; incluso los trabajadores más especializados tenían ingresos irregulares sujetos a la estacionalidad o a la inactividad del mercado. Esta situación persistió en muchas familias durante los años de entreguerras, aunque otras sufrieron todavía más que antes debido a la larga duración de la Depresión en algunas actividades y regiones, y muchas mejoraron el nivel y regularidad de los ingresos en aquellos sectores de la economía en expansión en la década de 1930[240].


  Las mujeres laboristas hicieron mucho hincapié en estrategias destinadas a colocar el salario y las oportunidades laborales de la mujer en el mismo nivel que los varones, y a fomentar la independencia económica de aquellas que así lo deseaban o necesitaban; el sindicalismo femenino, las mejoras legislativas en materia de salario y condiciones de trabajo para las mujeres, y la mejora de los servicios sociales con objeto de ofrecer mayor apoyo y libertad a todas las madres trabajadoras, asalariadas o no, se contemplaban como medidas complementarias. Las laboristas alegaban que era necesaria una intervención estatal para reducir la doble carga de las mujeres que desempeñaban un trabajo remunerado, pero reconocían asimismo que por muy deseable que fuese, existían pocos indicios de que los varones compartiesen la carga doméstica, aunque sí se diesen algunos casos[241], y que no había ningún medio conocido para obligarles a ello. Su constante reivindicación no era solo la igualdad salarial, que muy rápidamente se dieron cuenta de que podía restringirse a los pocos sectores donde trabajaba una proporción igual de hombres y mujeres, sino que las tasas salariales aplicables a la mujer en todas las actividades, especialmente en aquellas definidas como exclusivamente femeninas, caracterizadas por una baja remuneración, se elevasen hasta alcanzar niveles comparables con los de los varones[242], y que se equiparase asimismo el acceso de la mujer a la formación y los ascensos. Con la misma energía, las laboristas se oponían al «obstáculo matrimonial» por el que en los años de entreguerras se excluía a las mujeres casadas de una serie de ocupaciones, tanto profesionales como manuales. Entre ellas estaban los empleos en la administración pública y la enseñanza, aunque en este último caso la prohibición se eludía con bastante frecuencia. Estas exclusiones tenían poco que ver con el pronatalismo y mucho con el temor de los varones al desempleo y con el prejuicio contra las mujeres que ocupaban cargos importantes, en el primer periodo histórico en que números significativos de mujeres emprendían actividades que teóricamente les ofrecían tales oportunidades. En el sector terciario en expansión, las limitaciones también se debían a la política de gestión encaminada a mantener una rotación de mano de obra barata, a medida que aumentaba la necesidad de crear puestos administrativos y de secretariado[243].


  Las laboristas insistían, sin embargo, en que las tareas domésticas no eran en ningún caso diferentes, excepto por ser más duras y prolongarse durante más horas, que el trabajo asalariado, y eran sin lugar a dudas tan importantes para la economía nacional. En 1911, Margaret MacDonald, esposa del líder del Partido Laborista, se quejaba de que en virtud de la nueva Ley sobre el seguro nacional de enfermedad:


  Todas las mujeres que no son asalariadas y trabajan para un patrón son «no trabajadoras»… esto establece una norma completamente errónea para calificar el trabajo «útil», pues la mujer que se ocupa de la casa y de la familia suele trabajar igualmente duro y contribuye tanto al bienestar de la familia como el marido asalariado[244].


  En las conferencias y publicaciones, las laboristas utilizaban con enorme cuidado el lenguaje para evitar la ecuación entre «trabajo» y trabajo remunerado en el mercado laboral oficial.


  En su publicación mensual, Labour Woman, adoptaron en fecha muy temprana la noción de matrimonio sexualmente satisfactorio entre compañeros[245], sin percibir un mundo femenino circunscrito al matrimonio. Para ayudar a las mujeres a liberarse de matrimonios no solidarios, las laboristas abogaron vigorosamente y con cierto éxito por mejores leyes que regulasen el divorcio, la separación, manutención y custodia[246]. Pedían tratamiento igual para la madre soltera o casada y sus hijos, y que las mujeres tuviesen mayor control sobre la reproducción y las condiciones necesarias para un parto seguro, con objeto de optimizar el control sobre su propia vida.


  Cabe señalar que las laboristas no consideraban el «bienestar social» como algo totalmente separado del «trabajo» ni independiente de la división fundamental de la sociedad por razones de género. Del mismo modo, sus ideas superaban la dicotomía de trabajo dentro y fuera del hogar, remunerado o no, entre público y privado, igualdad y diferencia, clase y género, porque todas estas distinciones tenían poco sentido en la vida de la mayoría de las mujeres, sobre todo de la clase obrera. En lugar de todo lo anterior, buscaban formas más eficaces de las anteriormente disponibles para permitir que las mujeres integrasen todas las experiencias, necesidades y exigencias que formaban su vida.


  LA POLÍTICA SOCIAL ANTES DE 1914


  La obtención de más y mejores viviendas a precios asequibles para las personas de la clase obrera era uno de los principales servicios sociales que según las laboristas permitirían a la mujer conciliar la satisfacción personal y el poder público con el matrimonio. Estas casas, bien concebidas y equipadas, transformarían la vida de la mujer al aliviar el trabajo doméstico más penoso. Se elaboraron planes llenos de imaginación, especialmente durante las guerras y en el periodo de posguerra, para la mejora de las viviendas, basados en propuestas redactadas por las laboristas a partir de las respuestas obtenidas a sus cuestionarios, que se presentaron ante las comisiones de gobierno y ante el partido con cierto éxito. Las propuestas ejercieron una influencia real en el trabajo de algunos organismos locales encargados de la vivienda social, por ejemplo, en Manchester, que destacó por el papel de pionera en la construcción de viviendas para la clase obrera[247]. El objetivo final era ofrecer a las personas que trabajasen en el hogar unas condiciones equivalentes, como mínimo, a las de aquellas que participaban en el mercado laboral remunerado[248]. Estas demandas alcanzaron un punto culminante hacia la Primera Guerra Mundial. No es un capricho ver un paralelismo entre estas peticiones de menos horas y mejores condiciones para las mujeres que trabajaban en el hogar, y las de los varones de una jornada de ocho horas —ocho horas de trabajo, ocho horas de ocio y ocho horas de sueño cada día— que también alcanzaban su punto máximo.


  Las mujeres laboristas también abogaban por la ampliación de los servicios sociales para la maternidad y la infancia. La preocupación por las tasas de supervivencia, la salud y la educación de los niños iba en aumento en todo el espectro político desde por lo menos la década de 1860, mientras que la necesidad de obtener una raza más sana de trabajadores, soldados y futuras madres se agudizaba en Gran Bretaña al igual que en los demás países industriales y estados imperiales. En todos estos Estados, existía una gran inquietud ante la caída de la tasa de natalidad, la incapacidad física de gran parte de la población, y las exigencias de acciones estatales y voluntarias para mejorar la sanidad, la asistencia a las madres, la alimentación y la educación de los niños. Estos aspectos formaban parte integrante de un sentimiento cada vez más intenso de nacionalismo, racismo y conflicto internacional —tan económico e imperialista como militar— vigente en los últimos veinticinco años del sigloXIX y que culminó en la Primera Guerra Mundial[249].


  La presión estrictamente pronatalista era débil en Gran Bretaña. El acento se centraba más bien en reducir la mortalidad infantil, para lo cual existía un amplio campo de acción, en salvar los miles de vidas que no sobrevivían a la infancia y mejorar la calidad física de los que sí sobrevivían[250], en lugar de limitarse sencillamente a aumentar la tasa de natalidad. Aunque las ideas eugénicas tenían cierta vigencia, la influencia que ejercían era limitada y ambigua[251]. Más influyentes y con una tradición más fuerte en el pensamiento y la acción del sigloXIX, especialmente en el terreno de la salud pública, eran las ideas ambientalistas, según las cuales incluso la población más pobre podía mejorar gracias a medidas de asistencia médica, mejor alimentación, vivienda, educación y un medio ambiente más limpio. El deseo de aumentar la tasa de natalidad era algo más pronunciado en la década de 1930, cuando dicha tasa cayó a unos niveles sin precedentes. El número de nacimientos por cada 1000 habitantes de Inglaterra y Gales era de 14,4 en 1933 frente a 25,5 en 1920[252]. Se publicaron proyecciones sombrías de una caída muy acusada de la población británica, pero incluso entonces las autoridades contemplaban con escepticismo los posibles medios para persuadir a las madres de que tuviesen hijos contra su voluntad y no se desplegaron grandes esfuerzos para fomentar la maternidad[253].


  Las mujeres laboristas compartían esta preocupación por la demografía, pero con un acento diferente. Aunque, por lo general patrióticas, pero de forma reservada, aprovecharon la oportunidad de mejorar las condiciones del parto y la crianza que les presentaba el interés que por la mortalidad infantil demostraban esas personas influyentes cuyas motivaciones diferían mucho de las de las mujeres laboristas. A medida que su voz se dejaba oír más, trataban de corregir el desequilibrio patente en el debate público en materia de sanidad y medio ambiente, que había dado mayor prominencia a las necesidades de los niños que a las de las madres; para ello insistían en las necesidades personales de las madres y, en realidad, de todas las mujeres. No obstante, todavía podían asegurarse más la atención pública si asociaban la salud de la mujer con el embarazo y el parto. Pedían una asistencia médica mejor antes, durante y después del embarazo, así como en el caso de enfermedades no relacionadas con el embarazo, acceso a información y medios de contracepción y una baja remunerada de maternidad para las asalariadas[254].


  Las mujeres laboristas se mostraron críticas con el Seguro Nacional de Enfermedad cuando se introdujo por primera vez en 1911 porque no incluía disposición alguna para el cuidado de la salud general de la mujer, aparte de para la minoría empleada en un restringido sector del mercado laboral remunerado. Tal siguió siendo el caso hasta la implantación del Servicio de Salud Nacional en 1948. La única medida para estas mujeres en la Ley de 1911 era un subsidio de maternidad de 30 chelines, que recibían las esposas de los varones asegurados. Este esquema solo cubría a los trabajadores manuales, pero en la práctica excluía a muchas de las familias más pobres donde no había ningún miembro con un empleo fijo y, por tanto, capaz de pagar las cotizaciones regulares obligatorias. Inicialmente el subsidio debía pagarse al varón, pero tras una batalla dirigida por las mujeres, desde 1913 se pagó directamente a la madre. En esta lucha participó con especial fervor el Gremio Cooperativo de Mujeres. La Liga de Mujeres Laboristas, aunque no se oponía a ella, se mantuvo al margen. En principio, apoyaba este tipo de recurso pecuniario para las esposas, pero señalaba que un marido lo bastante brutal para no darle el subsidio de maternidad a su esposa podía perfectamente retener una cantidad equivalente de su sobre de paga si la mujer recibía directamente el subsidio y quizá el resentimiento fuese incluso un incentivo para hacerlo[255]. El problema central que sufrían las familias pobres, decían las laboristas, eran los salarios bajos y el desempleo más que el egoísmo generalizado de los varones. Reconocían que la pobreza era la principal causa de conflicto familiar y no negaban que, dentro del hogar, los recursos podían distribuirse de manera desigual, pero en realidad, aunque no en el lenguaje de los años 80, insistían en que el aspecto de «clase» de la privación material de los trabajadores no podía separarse fácilmente de las cuestiones de género. No colocaban la clase delante del género, sino que los consideraban ligados de modo inseparable.


  En 1913, las mujeres laboristas establecieron una clínica para madres y bebés en un distrito pobre de Londres. Consideraban que las madres pobres necesitaban y querían información y ayuda material para el embarazo y la crianza de sus hijos, y que esta ayuda debía proceder del Estado a través de fondos redistribuidos de la renta de los más favorecidos, pero hasta lograr esta situación se precisaba un trabajo voluntario, siempre y cuando no se desempeñase de un modo paternalista y protector, es decir:


  no era cuestión de que unas personas superiores tratasen de enseñarles a las madres cuáles eran sus tareas, pues tenían derecho a todo tipo de conocimientos y las madres trabajadoras reclamaban una educación en todos los temas que les afectaban en la vida de sus hijos[256].


  Todas las laboristas sabían perfectamente que estas acciones podían interpretarse como «la imposición de las nociones de clase media a la clase obrera y como parte de la creciente invasión del dominio privado por representantes del dominio público[257]», y estaban determinadas a eludir estas imposiciones. Reconocían que la acción voluntaria, si se llevaba a cabo de forma delicada, podía ser de tanta ayuda como la proporcionada por los organismos estatales. Sin embargo, era su opinión que el Estado podía ofrecer servicios de un modo más sistemático que el sector voluntario y, todavía más importante, podía proporcionar subsidios y servicios como derechos, algo imposible desde el voluntariado. Era importante, además, evitar que la burocracia e intrusión de los servicios estatales fuese excesiva, luchando por una máxima descentralización a través de autoridades locales electas que se encargaran de las comunidades locales y respondiesen ante ellas. De ahí el empeño en alentar a las mujeres a que se presentasen a las elecciones locales y en examinar, criticar y luchar para la mejora de los servicios locales. Cuando las mujeres laboristas levantaban la vista hacia el Estado, miraban a menudo hacia el ideal de Estado democrático, descentralizado y responsable que en esas fechas tempranas se esperaba del Partido Laborista una vez en el gobierno[258]. A este respecto también debemos colocar el pensamiento de estas mujeres dentro de un discurso social y político más amplio.


  Pese al temor expresado en los círculos influyentes acerca de las cuestiones demográfica y sanitaria, el Estado central actuaba lentamente. La iniciativa de ocuparse de las necesidades de madres e hijos procedió de acciones voluntarias que progresivamente contaron con la colaboración de las autoridades locales. Esta situación respondía a la teoría liberal prevaleciente en el Estado británico antes de 1914, según la cual las comunidades locales debían responsabilizarse de las necesidades de sus miembros a través de una acción voluntaria o de gobierno local, recurriendo únicamente en última instancia al Estado central[259]. Desde la década de 1850, las organizaciones femeninas filantrópicas formaban a mujeres previamente seleccionadas de la clase obrera para que aconsejasen en materia de asistencia médica y tratamiento, y la enseñanza de la Biblia, a las mujeres necesitadas. Desde la década de 1890, las autoridades locales adoptaron progresivamente este modelo de «visitadores médicos» («health visitors») que visitaban a domicilio y aconsejaban a las madres, aunque ya no suministrasen directrices religiosas[260].


  En la década de 1900 se crearon en las áreas urbanas centros sociales para la maternidad y la infancia, cuyas actividades primordiales eran aconsejar a las madres acerca del cuidado de los niños, junto con una serie variable de servicios adicionales, incluido tratamiento médico, comidas gratuitas o subvencionadas para madres y niños, y a veces para mujeres embarazadas, y clases de cocina, costura y economía doméstica. Algunos centros fueron creados por varones, incluidos funcionarios de los servicios locales de sanidad, muchos por mujeres, algunos por las autoridades locales, más por acciones voluntarias donde destacaba la participación femenina. Todos ellos empleaban mayoritariamente mano de obra femenina y voluntaria. En 1914 existían como mínimo 400 de estos centros[261].


  Debemos buscar pues en la combinación de autoridad local y acción voluntaria para encontrar las primeras medidas sociales en relación con madres e hijos de corta edad. En estas iniciativas vemos a las mujeres como innovadoras de una serie de ideas políticas decisivas, como la de visitas médicas a domicilio, que siguen siendo una parte importante del sistema sanitario británico, «ayudas domésticas», es decir, servicios gratuitos para madres después del parto o en otros casos de necesidad, que siguen suministrando los servicios sociales locales, y muchas otras actividades de los centros sociales. Estas actividades nacieron gracias a la vasta experiencia de las mujeres en tareas voluntarias de ayuda a los pobres, que condujo a muchas de ellas hasta el sufragismo. Estas mujeres se convencieron de que era esencial la intervención estatal en el bienestar social para erradicar las peores privaciones. Sostenían que el Estado dominado por los varones había pasado por alto problemas sociales muy graves y, por tanto, necesitaba contar con la experiencia y los valores de las mujeres si quería satisfacer las necesidades de todos los ciudadanos. Era este un argumento a favor del voto que no se basaba en la igualdad sino en la diferencia. La experiencia que tenían las mujeres miembros de organizaciones filantrópicas acerca de las condiciones de vida de las mujeres pobres creó un vínculo temprano entre los movimientos de mujeres y el bienestar social[262].


  Las actividades de los centros sociales y de los visitadores médicos se han tachado de socialmente conservadoras, primero por achacar a la incompetencia de las madres la mortalidad y las enfermedades infantiles, ignorando el papel de la pobreza, y segundo por fortalecer las funciones tradicionales de cada género. Habría sido sorprendente que tales individuos e instituciones hubiesen criticado abiertamente los papeles convencionales de cada género y ciertamente debió de haber situaciones en que los visitadores médicos y otros profesionales tratasen a las mujeres pobres con falta de tacto. Sin embargo, también existen muchas pruebas de que los hombres y mujeres que ocupaban cargos voluntarios y oficiales entendían la pobreza y los riesgos ambientales como problemas sobresalientes y reconocían la enorme tarea de las mujeres que luchaban por dar a luz y educar a sus hijos en condiciones espantosas[263]. También sabían que se podía hacer muy poco a corto plazo para mejorar de manera palpable estas condiciones y que muchos bebés morirían y muchas mujeres sufrirían mientras se esperaba la puesta en marcha de grandes soluciones. Por otra parte, podían compartir con las mujeres pobres conocimientos nuevos, especialmente en materia de prevención, que por lo menos aliviarían sus problemas. Hablamos de una época donde avanzaba el conocimiento acerca de las conexiones entre nutrición, higiene y salud, y existía información práctica que debía ponerse a disposición de las madres y no solo de las pobres. De hecho, muchas madres de clase media se quejaban de que ellas no tenían acceso a los consejos sobre cuidado infantil que se dispensaban a las mujeres más necesitadas[264].


  Las mujeres pobres expresaban su gratitud por lo que parece retrospectivamente una información poco importante, pero que podía marcar la diferencia entre la supervivencia y la muerte de un niño o entre la buena o mala salud de la madre: no saber la importancia de comer de forma regular durante el embarazo y qué comer, incluso cuando se tenían los medios necesarios; que un descanso al día por breve que fuese era aconsejable, y a menudo posible; que aunque ninguna mujer pobre pudiese evitar el trabajo doméstico regular, parte de él muy duro, cuando estaban embarazadas, era mejor y posible no realizar tareas pesadas innecesarias; que las paredes podían quedar sin blanquear y los suelos sin lavar durante los meses de embarazo[265]. Cuando el nivel de conocimientos sobre salud y condiciones de vida era muy bajo, una mínima información podía tener consecuencias enormes.


  A las mujeres les desagradaba, por supuesto, recibir consejos inadecuados o «paternalistas» y los ignoraban, como publicaba el Labour Woman:


  La madre de un bebé sano de unos seis meses le dijo a esta escritora que había estudiado con gran atención el último libro sobre consejos de cómo criar a los bebés y que había llegado a la conclusión de que, de acuerdo con el libro, hacía varias cosas mal pero que ayudaban claramente a mantener el bienestar general de su hogar. Esta mujer sentía que ningún médico ni enfermera sabía toda la historia y empezó a preguntarse cómo muchas madres con tres o cuatro hijos, todos ellos sanos, seguían en la práctica las reglas que escuchaban con tanta atención[266].


  Pero el proceso de aprendizaje era un camino de doble dirección y algunos profesionales y voluntarios aprendieron cuáles eran las necesidades de las madres pobres para poder dar consejos adecuados y tratarlas con mayor consideración[267].


  En 1914 ya se habían nombrado visitadores médicos en 154 ciudades de Inglaterra y en el País de Gales. Bajo los auspicios de organismos voluntarios y oficiales existían consultas sobre el bienestar de los niños en 45 ciudades. Por lo menos en 27 se proporcionaban comidas para mujeres embarazadas y lactantes, pero es muy probable que las cifras correspondientes a las actividades voluntarias fueran inferiores a las reales[268]. La tasa de mortalidad infantil bajó espectacularmente de aproximadamente un 150 por 1000 nacimientos en la década de 1890 a 110 en 1910-1912, a 80 en 1920-1922, a 70 en 1926 y a 50 en 1939. Sin embargo, no está en absoluto claro y es todavía motivo de controversia, cuál fue la contribución real a esta reducción del trabajo de los visitadores médicos y centros de asistencia social frente a las consecuencias de la mejora de las condiciones de vida y de la salubridad pública, como, por ejemplo, en el suministro de agua[269].


  Antes de 1914 pocas fueron las acciones emprendidas por el Estado central con respecto al bienestar de las madres y de los niños. La Ley de 1902 que regulaba el trabajo de las comadronas establecía un sistema de formación y evaluación, obligatorio para todas ellas. Se trataba de un intento por reducir esa parte de la mortalidad infantil atribuible a partos incompetentes. Inicialmente, esta medida mejoró de un modo limitado las condiciones de los partos, pero a costa de un control médico, efectuado por varones, de la formación de las comadronas mayor del que las defensoras de la Ley habían juzgado deseable[270]. Ya hemos examinado las disposiciones sobre el subsidio de maternidad promulgadas en la Ley de 1911.


  En otros aspectos, antes de la Primera Guerra Mundial, el Estado centró su atención en la salud de niños de más edad y de los miembros activos de la mano de obra manual, hombres y mujeres, más que en las necesidades de las madres y de los bebés. Desde 1906 se ofrecían comidas gratuitas a los escolares necesitados y desde 1907 los niños que asistían a escuelas estatales pasaban exámenes médicos periódicos. Era la intención de los funcionarios varones que concibieron tal legislación proporcionar un tratamiento adecuado para las enfermedades que se detectasen gracias a estas medidas. Sabían perfectamente que las familias pobres no tenían fácil acceso al tratamiento necesario y el objetivo final era lograr asistencia gratuita para todos, pero se enfrentaron con la oposición de la profesión médica ante lo que consideraba una intrusión en su territorio. No obstante, se hacía lo posible por aconsejar e incluso dar tratamiento, y desde 1912 se recibía financiación para ello del gobierno central[271].


  En 1909 se introdujo un nuevo y duradero principio en el sistema del impuesto sobre la renta: una reducción de 10 libras anuales para los contribuyentes de la categoría impositiva más baja, que ganaban menos de 500 libras y superaban el umbral impositivo de 150 libras. No se ha estudiado en profundidad la razón de esta medida. También en 1909, la Ley de regulación de juntas de comercio establecía un salario mínimo para las mujeres en algunas de las ocupaciones peor remuneradas, tras la presión ejercida por grupos de mujeres, en particular por el Grupo de Mujeres Fabianas, que había hecho especial hincapié en las consecuencias que tenía en la salud un salario bajo y unas condiciones de trabajo lamentables.


  LA POLÍTICA SOCIAL ENTRE 1914 Y 1945


  Durante la Primera Guerra Mundial, junto con otras organizaciones de mujeres, las laboristas emprendieron la lucha por mejores servicios de maternidad. Los políticos se mostraban receptivos dada la ansiedad que les suscitaba el sustituir a los varones muertos en las trincheras y la necesidad de garantizar que los soldados del futuro fuesen físicamente más fuertes de lo que habían resultado ser hasta entonces muchos de los reclutas voluntarios o no[272]. Las mujeres laboristas pedían la participación de las mujeres de clase obrera en la administración de los nuevos servicios, idealmente integrados en un servicio de maternidad global y estatal que emplease a mujeres[273]. Este servicio, con excepción de la cláusula feminista, pasó a formar parte de la política oficial del Partido Laborista. En 1922, incluía servicios médicos gratuitos para toda la población, «ayudas domésticas» para las madres, alimentos y leche gratuitos o a bajo precio para embarazadas y lactantes, así como para los niños en edad escolar o más pequeños. Estos elementos de la política social fueron resultado ante todo de la presión ejercida por las mujeres.


  La combinación de presiones femeninas con otras claramente no feministas relacionadas con la guerra alentó al gobierno central a otorgar en julio de 1914 ayudas a las autoridades locales para crear servicios sociales para madres y niños. Se trataba de servicios facultativos, pero los organismos locales los implantaron cada vez más debido en parte a la presión local determinada de las mujeres, en especial las del Gremio Cooperativo de Mujeres y de la WLL. Estas organizaciones aprovechaban cualquier oportunidad para interpretar en beneficio de las mujeres la generalizada preocupación acerca de las condiciones físicas de la población. La publicación del Gremio Cooperativo, Maternity, un volumen de cartas escritas por mujeres trabajadoras, editado en 1915, formaba parte de dicha campaña. El gasto estatal destinado a servicios sociales para madres y niños aumentó durante la guerra y los funcionarios del gobierno central se aplicaron en alentar la mejora de los servicios locales por razones que un miembro del gobierno expresaba con las siguientes palabras:


  En la competición y conflicto de las civilizaciones, la masa de las naciones es la que habla. Una y otra vez, en la historia, una civilización sublime y brillante encamada en un Estado pequeño ha quedado eclipsada por un Estado más grande aunque de naturaleza inferior. Los ideales que defiende Gran Bretaña solo pueden prevalecer mientras tengan el respaldo de un número suficientemente elevado de personas. No basta con que nuestra civilización sea buena, también debe ser fuerte… en las condiciones actuales desperdiciamos antes del nacimiento y durante la infancia una gran parte de nuestra población potencial[274].


  Desde 1917 el gobierno central proporcionó más fondos para las comadronas, médicos y servicios preparto, especialmente en las regiones más pobres del país. Desde 1915 también subvencionó clases para enseñar a las mujeres conocimientos prácticos sobre la maternidad y desde 1916 la formación para comadronas se hizo más prolongada y rigurosa. Como resultado, por lo que puede estimarse, en 1914 había 600 visitadores médicos a tiempo completo en Inglaterra y en el País de Gales y, en 1918, 1355. En 1918, el número de centros sociales era superior a 1525, de los cuales la mitad estaba respaldado por organismos de voluntariado[275].


  Estas iniciativas quedaron consolidadas y fortalecidas en la Ley sobre la maternidad y la infancia de 1918. En virtud de dicha Ley, las autoridades locales podían establecer Comisiones para la maternidad y la infancia, que debían incluir por lo menos a dos mujeres y podían recibir subvenciones del gobierno central para una serie de actividades, aunque ninguna de ellas fuese obligatoria. Cada gobierno local debía decidir cuáles deseaba aplicar y subvencionar sustancialmente a través de impuestos locales. Los servicios que podían prestar eran: servicios hospitalarios para niños menores de cinco años, hospitales de maternidad, «ayudas domésticas» (es decir, empleados domésticos que se ocupasen de las tareas del hogar después del parto de la madre, gratuitamente para las madres necesitadas), comidas para embarazadas, lactantes y para niños menores de cinco años, guarderías, hogares para los hijos de viudas y madres abandonadas y para hijos ilegítimos, y «trabajo experimental para la salud de mujeres embarazadas y lactantes y para niños de menos de cinco años». Desde 1919 el gobierno también subvencionaba organismos de voluntarios que suministraban servicios similares.


  Labour Woman dispensó una buena acogida a la Ley, pero recordó a los lectores que «tendría escaso valor a menos que la energía de los trabajadores y trabajadoras obligase a las Autoridades Locales a ejercer los poderes que se les había concedido» y que:


  Es de gran importancia que se designe a trabajadoras para las Comisiones sobre maternidad. Ningún funcionario de sanidad ni visitador médico puede aportar los conocimientos que las trabajadoras han adquirido gracias a su experiencia cotidiana. Tanto los visitadores médicos como los médicos pueden pensar en términos del bebé enfermo más que del bebé sano porque su experiencia está basada en el tratamiento de aquellos que sufren en los hospitales u otros lugares. Deben dejar que su saber científico se impregne de los conocimientos cotidianos adquiridos por la mujer trabajadora[276].


  Durante los años de entreguerras, las mujeres laboristas y otras dirigieron muchos de sus esfuerzos a lograr la total ejecución de esta legislación en sus localidades, la máxima participación de las trabajadoras en la política y la administración, la contratación de mujeres para los servicios establecidos y a evitar los intentos emprendidos durante la depresión por el gobierno central para recortar los servicios al mínimo. La influencia de estas mujeres crecía a medida que el Partido Laborista se imponía en las elecciones locales, sobre todo a la hora de convencer a las autoridades locales laboristas de que mejorasen los servicios médicos, para la maternidad y para la infancia, la vivienda, educación y otros, como el servicio de baños públicos[277]. En 1924 se pedía a todos los miembros de las secciones femeninas que informasen acerca de la situación de las maternidades de su localidad y muy a menudo las mujeres que se presentaban a las elecciones locales colocaban el tema del bienestar de madres e hijos en su programa.


  En general, entre 1918 y 1939, los servicios sociales para madres e hijos mejoraron sensiblemente, a pesar de quedar muy por debajo de cualquier ideal y pese a las variantes locales debidas a condiciones económicas y prioridades políticas dispares. Hacia finales de la década de 1930, existían en Inglaterra 5350 puestos de visitadores médicos, todos ellos ocupados por mujeres, empleadas por organismos de voluntariado y autoridades locales[278]; los 409 organismos sociales del país suministraban leche a embarazadas y lactantes, gratuita o a un precio inferior al de coste. Algunos también ofrecían comidas económicas y unos 50 proporcionaban «ayudas domésticas». Un visitador médico visitaba por lo menos una vez a aproximadamente el 97 por ciento de los bebés; cerca de la mitad de las madres recibían asistencia preparto; más de la mitad de los bebés acudían a centros sociales. A finales de 1937 había 3462 de estos centros, donde se examinaba a un 63 por ciento de los bebés. Las condiciones de los centros sociales variaban considerablemente, pero por lo general contaban con un visitador médico y con un doctor en medicina. Solo trataban enfermedades leves, pero proporcionaban comidas y/o leche gratuitas o subvencionadas. Sin embargo, los médicos no siempre tenían la experiencia adecuada, los centros estaban a menudo abarrotados y el visitador médico demasiado atosigado para prestar atención personal a cada paciente. No obstante, para muchas mujeres esta era la única fuente disponibles de consulta individual[279].


  De un estudio de la salud sobre 1250 mujeres de clase obrera, realizado por organizaciones de mujeres en 1933, se desprende que 404 de ellas no habían recibido formación alguna en materia de asistencia médica, 591 habían aprendido todo lo que sabían en centros sociales y clínicas prenatales, 245 de un visitador médico o enfermera del distrito, 67 de su médico de cabecera. El informe se libraba a una crítica devastadora de lo inadecuado de la asistencia sanitaria para la mujer y lo que describía como terrible mala salud, que atribuía ante todo a la pobreza. Pero hacía una valoración positiva del trabajo de los centros sociales y de los visitadores médicos, en todos los aspectos salvo en la cantidad. En el estudio se señalaba que las mujeres siempre ponían las necesidades del marido y la familia en primer lugar, y estaban más preocupadas por aprender acerca de la salud de sus hijos que acerca de la suya propia. La introducción del Servicio de Sanidad Nacional en 1948 benefició enormemente a estas mujeres[280].


  En la Segunda Guerra Mundial, al igual que en la Primera, aumentó el entusiasmo del gobierno por los servicios sociales para madres e hijos. En 1943 existía un sistema universal de aprovisionamiento de leche barata o gratuita. La prestación de otros servicios de esta índole quedaba a la discreción de las autoridades locales, que habían implantado 1389 clínicas prenatales gratuitas, que contaban con una comadrona o camas de hospital en caso necesario, todo ello gratuito para los «necesitados[281]».


  Estos servicios se ampliaron considerablemente bajo el gobierno laborista de posguerra y las mujeres también se beneficiaron con la expansión y reconstrucción de los servicios de sanidad, enseñanza y vivienda. Las mujeres laboristas no ejercieron la única influencia que determinó el crecimiento de los servicios durante la guerra y después de ella; de hecho, ante los estudios efectuados hasta el momento, es difícil evaluar su importancia relativa, pero sí está claro que fueron una importante fuente de presión en la formulación y puesta en aplicación de muchas medidas y, especialmente, de numerosas ideas innovadoras, como la de las «ayudas domésticas».


  SUBSIDIOS FAMILIARES


  Las medidas sobre la salud de la mujer antes, durante y después del parto solo cubrían una parte de las necesidades de las mujeres. Para que pudiesen conciliar la capacidad de elección, la independencia y el máximo control sobre su propia vida con el matrimonio y la maternidad, también necesitaban tener ingresos independientes de los del marido. Las laboristas tenían opiniones diferentes en cuanto a la prioridad de este aspecto.


  En la conferencia de 1907, aprobaron unánimemente una resolución por la cual las madres necesitadas recibirán ayuda monetaria cuando nazcan sus hijos y por la cual las madres con hijos a cargo recibirán una ayuda continua y adecuada que les permita cuidar de ellos sin tener que desempeñar un trabajo remunerado.


  En 1909, en una reunión de la delegación de Londres Centro, se discutió, sin llegar a ningún acuerdo, la «dote de maternidad». El debate puso de manifiesto la incertidumbre ante el significado del término y una variedad de opiniones y temores, que surgieron de nuevo durante la discusión que se prolongó en los treinta y seis años siguientes. Un argumento a favor de la «dote» era que daba a las madres la posibilidad de elegir si querían incorporarse al mercado laboral remunerado, y otra que podía potenciar el «deber máximo» de la mujer, es decir, el cuidado del hogar. A esta última idea se oponía vigorosamente la mayoría de mujeres laboristas, entre ellas Margaret McMillan, pionera en la campaña por el bienestar social de la infancia, y Mary Macarthur, miembro destacado del movimiento sindicalista femenino. Margaret MacDonald era partidaria de que se garantizase la manutención de la mujer antes y después del parto, y añadía que la esposa sin hijos también debía recibir la «dote» por «el trabajo que realizaba en la casa». Añadía además que: «la opinión pública debe virar hacia el reconocimiento del derecho de la esposa a compartir el salario del marido, y todas las reformas propuestas deben aspirar a aumentar la responsabilidad de ambos progenitores con respecto a los hijos[282]».


  Tenemos aquí un tema que suscitó fervientes debates entre las mujeres laboristas. La sindicalista de clase obrera Ada Neild Chew se mostraba contraria por opinar que el problema fundamental era lo inadecuado de los salarios, tantos de hombres como de mujeres. Garantizar que la esposa recibiese una proporción fija de la suma miserable que entraba en los hogares obreros no aumentaría la renta doméstica, pero quizá sí aumentase la tensión entre un marido y una esposa que vivían en circunstancias ya lo suficientemente difíciles[283]. En su opinión el conflicto de género en cuanto a los recursos domésticos debía resolverse al mismo tiempo que el conflicto de clase en lo que respectaba a la distribución de los recursos nacionales.


  En 1913 se alegó un argumento más, a saber: que las «pensiones para la infancia» contribuirían a una igualdad salarial al echar por tierra la idea de que las responsabilidades familiares de los hombres justificaban un salario más elevado que el de las mujeres. Entre las mujeres laboristas existía una opinión dividida. Se oponían de forma aplastante a esta justificación de salarios masculinos superiores, entre otras razones porque no tomaba en consideración la gran carga económica familiar que soportaban muchas mujeres. Pero muchas de las laboristas temían que la propuesta de «pensiones para la infancia» consolidara, aunque no deliberadamente, la percepción social de que la madre era la única responsable del cuidado de sus hijos, alentando así al padre a descuidar sus responsabilidades[284].


  Las distintas propuestas a favor de los subsidios familiares se convirtieron en moneda corriente y recibieron mayor respaldo durante la Primera Guerra Mundial. Las mujeres laboristas estaban convencidas de que la experiencia de la guerra, cuando muchas mujeres habían tenido que sacar adelante a la familia, había agudizado el sentido de independencia y el espíritu combativo de las mujeres. Las acciones estatales durante la guerra, como la introducción de subsidios y pensiones para las esposas e hijos de militares y para los que perdían el empleo debido a la transición de la guerra a la paz, se contemplaban en gran medida como la prueba de la necesidad que tenían las familias del apoyo regular del Estado y de la capacidad de este de suministrarlo, junto con los controles disciplinarios que debían acompañarlo[285].


  En 1918 Margaret Llewelyn Davies, secretaria general del Gremio Cooperativo de Mujeres postulaba de forma convincente una idea respaldada por la mayoría de las mujeres laboristas, a saber, que la «dote estatal para las madres» debía combinarse con la ampliación de los servicios de salud, bienestar social, vivienda y enseñanza, destinados a dar a los niños lo que no podían garantizarles unos padres pobres ni cualquier renta realista que estos pudiesen percibir. Margaret Llewelyn Davies sostenía que los pagos realizados por el Estado darían a las mujeres mayor libertad e independencia, además de redistribuir la riqueza, relanzar la economía al aumentar el poder adquisitivo y fortalecer la posición de los trabajadores en huelga, puesto que estos sabían perfectamente que la preocupación por alimentar a esposa e hijos era causa común del fin prematuro de una huelga y que los patronos estaban al corriente de ello[286]. Estos argumentos siguieron siendo fundamentales en las reivindicaciones de los subsidios familiares por parte del movimiento laborista hasta que por fin se adoptaron en 1945.


  Las mujeres laboristas no estaban de acuerdo con Eleanor Rathbone, principal defensora de los subsidios familiares[287], —cuyas propuestas variaron con el tiempo— cuando insistía que los pagos debían proceder del Estado y estar financiados por la recaudación fiscal y en ningún caso, como en alguna ocasión estuvo dispuesta a aceptar, por los patronos. El movimiento laborista pretendía emancipar a los trabajadores del control de los patronos. La situación en Francia sugería que este modo de financiar los subsidios familiares aumentaba el control de los patronos[288], ya que por ejemplo podían negárselos a los trabajadores huelguistas. Las laboristas también estaban en desacuerdo con la facilidad con que Rathbone defendía los subsidios por cotización, basados en un modelo de seguro nacional, por opinar que se trataba de una medida insuficientemente redistributiva y que probablemente excluiría a muchos de los más pobres; asimismo se oponían a su idea de que la economía solo podía costear tales desembolsos si, como compensación, se reducían o mantenían estables los salarios, especialmente de los varones solteros. En una época en que los patronos buscaban la forma de recortar los salarios y a menudo lo conseguían, el movimiento laborista tenía todas las razones de mundo para evitar poner a su alcance un nuevo medio para lograrlo.


  Sin embargo, los políticos y partidarios laboristas no estaban de acuerdo entre ellos en cuanto al medio más eficaz de aumentar la asistencia estatal a las mujeres pobres en un futuro inmediato. Este debate se mantenía en el contexto de una economía con graves problemas, con elevados niveles de desempleo desde 1920 hasta la Segunda Guerra Mundial, y una preocupación muy acusada por todo ello y las consecuencias en la salud y el bienestar social. Desde 1921 hasta 1940 el número de desempleados fue siempre superior a un millón, una décima parte de la población asegurada; de 1931 a 1935, la cifra anterior no bajó nunca de los dos millones, y en 1931-1932 alcanzó casi los tres millones. La proporción de parados en algunos sectores y regiones era muy superior, por ejemplo, un 48,5 por ciento en la industria metalúrgica en 1932, un 24,8 por ciento en 1938 y un 27,7 por ciento de la población asegurada de Escocia en 1932[289]. La política de los años de entreguerras estuvo dominada por gobiernos conservadores, excepto dos breves periodos de gobiernos laboristas respaldados por una débil minoría (1924 y 1929-1932). Los conservadores tendían, siempre que fuese posible, a reducir el gasto social y el Partido Laborista, como veremos más adelante, estaba muy dividido en el tema de los subsidios familiares. En estas circunstancias tan difíciles, las líderes de las mujeres laboristas se embarcaban en una política destinada a acumular poco a poco ventajas para la mujer, pero esta cautela era a veces objeto de críticas entre los miembros del grupo.


  En 1917, la junta directiva de la Liga de Mujeres Laboristas aprobó una resolución a favor de la «pensión para las madres», donde se «urgía a que las viudas con niños o las mujeres cuyos cabeza de familia están incapacitados, reciban pensiones para sus hijos, suficientes para educarlos de un modo adecuado y cómodo». Enviaron esta resolución a los ministros en espera de la buena acogida de un primer pequeño paso hacia los subsidios familiares en una época de gran toma de conciencia de la difícil situación de las viudas de la guerra. Las pensiones de este tipo para las madres formaron parte de la política oficial del Partido Laborista desde 1918. Desde 1919, diputados laboristas varones presentaron, sin éxito, proyectos de ley ante la Cámara de los Comunes. Las mujeres laboristas apoyaron con firmeza la extensión de estas «pensiones» a las mujeres solteras[290], iniciativa que no llegó a incluirse en la política del partido.


  El debate laborista sobre los subsidios familiares en los años de entreguerras se ha descrito en otras obras[291]. Las laboristas siguieron entregadas a la obtención de los subsidios como objetivo final, alegando la necesidad de las mujeres de contar con una fuente de ingresos independiente. El partido en su conjunto podía prestar su apoyo a un conjunto de servicios financiado por el Estado como medio de subvenir a las necesidades de todos los pobres, tuviesen hijos o no. Entre estos figuraba un servicio de enseñanza y sanidad gratuito y universal, leche gratuita o muy económica para las embarazadas y madres lactantes y los niños menores de cinco años, comidas escolares y ropa gratuitas y subvencionadas para los niños en edad escolar, pensiones más elevadas y mejores servicios para los ancianos, y viviendas adecuadas de alquiler bajo para todos aquellos que las necesitasen. Se sostenía que, dado el bajo nivel de las disposiciones públicas existentes, el establecimiento de esta infraestructura social era la tarea principal de los laboristas, por muy enorme y costosa que resultase. Mientras los laboristas estaban en el poder, tanto local como nacional, hicieron todo lo posible por poner en marcha y mejorar los servicios de esta índole.


  El partido brindaba asimismo un apoyo general a las «pensiones para madres» destinadas a aquellas que concebían a sus hijos en el seno de un matrimonio respetable. El primer gobierno laborista de 1924 trató de dar el primer paso en esa dirección con un borrador de ley por el cual se establecían pensiones para viudas y huérfanos, pero perdió el poder antes de poner en marcha dichas disposiciones. Al año siguiente, el gobierno conservador adoptó una medida similar. Fue el resultado de la presión que ejercieron las mujeres de todos los partidos y una de las seis reformas inmediatas por las que hacía campaña la principal organización feminista del momento, la Unión Nacional de Sociedades para la Igualdad Ciudadana, entre las que no figuraba el tema de los subsidios familiares[292]. Mucho del atractivo de estas reivindicaciones para los políticos procedía del hecho de que ahora las mujeres también tenían derecho de voto. Se concedió un subsidio inmediato a 163 000 mujeres y 262 000 niños, según el cual las viudas recibían 10 chelines semanales y los niños 5. La legislación se extendió en 1929 y ya en 1933 eran 725 000 viudas y 340 000 niños los que recibían pensiones financiadas a través de cotizaciones a la Seguridad Social. Estas cifras significaban que una elevada proporción de mujeres necesitadas recibían una suma semanal mayor de la que representarían los primeros subsidios familiares.


  Sin embargo, cualquier otra aproximación a los subsidios familiares mereció la oposición firme, aunque no unánime, de los sindicatos. Se temía que el pago de estos subsidios alentase a los patronos a no subir los salarios, basándose en que las necesidades de la familia quedaban cubiertas por otra vía. Si el Estado velaba por estas necesidades, la masa de trabajadores no sindicalizados no tendría razón alguna para afiliarse a un sindicato, y se argumentaba con acierto que este era el motivo por el que algunos conservadores defendían el Estado de bienestar. Existía también el problema del muy elevado coste total de las propuestas sociales laboristas para una economía lánguida. Los sindicalistas y otros grupos alegaban que para que los laboristas constituyesen una fuerza política eficaz era preciso que presentasen propuestas factibles. La ampliación de los servicios sociales, en lugar del pago de subsidios familiares, significaría utilizar con mayor eficacia los fondos que podían preverse como disponibles en el futuro. Estos argumentos estaban cargados de razón política.


  No obstante, muchos sindicalistas tenían razones adicionales para oponerse a los subsidios familiares y también para temer los resultados perjudiciales del Estado de bienestar en el movimiento sindical y en la situación de la clase obrera, de manera más general, en una época de elevado desempleo, recortes salariales y una tendencia a la baja de la afiliación sindical. Uno de los sectores más grandes, deprimidos y conflictivos era el de la minería del carbón. En 1926, la Real Comisión de la Industria Minera había recomendado un paquete combinado de recortes salariales y subsidios familiares, que debían abonar los patronos a los padres de familia, de modo que las reducciones salariales afectasen a los trabajadores solteros pero no a las familias. Eleanor Rathbone y otros miembros destacados de la Sociedad para la Manutención Familiar, William Beveridge en particular, apoyaron esta recomendación[293]. Este hecho explica de forma considerable el resentimiento entre Rathbone y las laboristas que habían defendido activamente a los mineros en su prolongada lucha contra los propietarios de las minas de carbón, incluso durante el largo cierre de 1926-1927. La influyente Comisión Macmillan sobre Hacienda e Industria, creada para investigar las flaquezas de la industria británica, había comentado en 1929 que los subsidios y los servicios sociales eran un medio más económico y adecuado para subvenir a las necesidades que las subidas salariales, puesto que las industrias más antiguas parecían paralizadas bajo la carga excesiva de los costes salariales. En 1930 se libraba una batalla entre las diferentes percepciones de las causas y efectos de la crisis económica defendidas por trabajadores, patronos y políticos. En el corazón de dicha batalla yacía la relación entre los niveles salariales, los niveles de empleo y de bienestar social. Los sindicalistas no solo se oponían a los subsidios familiares en la coyuntura actual por considerar que amenazaban la negociación salarial desde el punto de vista del derecho del varón a recibir un salario familiar, sino también porque temían que, tal como se planteaba su aplicación, quedaran ligados a recortes salariales reales que no beneficiarían ni a los hombres ni a las mujeres[294]. Una vez más, resulta imposible separar de una manera sencilla los aspectos relacionados con la clase de los del género.


  La oposición sindicalista no era, sin embargo, unánime. La mayoría de la comisión, dominada por varones laboristas y sindicalistas, se pronunció en 1930 a favor de los subsidios familiares financiados por el Estado y no basados en un sistema de cotizaciones. En la conferencia anual del movimiento sindical se defendieron con energía estos subsidios, especialmente desde las filas de los representantes de los mineros. Estos alegaban que unos subsidios familiares garantizados por el Estado y no por los patronos no significarían la misma amenaza potencial para las condiciones de vida de la familia, sino que podían incluso fortalecer la situación actual de los trabajadores ante los patronos en la negociación salarial, ayudándoles en parte a mantener las huelgas, pues en una huelga siempre existía la posibilidad de que el patrono retirase el subsidio familiar junto con el salario. Un subsidio familiar estatal sería un derecho del que no se podría privar así al trabajador. Los mineros habían llegado a la conclusión de que, dadas las relaciones industriales vigentes, los trabajadores tenían mucho más que ganar que perder con la introducción de los subsidios familiares estatales. En un contexto de elevado desempleo, los sindicatos no eran lo bastante fuertes para garantizar un nivel salarial adecuado; muchos de sus partidarios habían reconocido que necesitaban el apoyo del Estado para mantener el nivel de vida existente, además de estar convencidos del principio por el cual los ricos debían ayudar a los pobres a través de subsidios financiados mediante la recaudación fiscal[295].


  Este debate en el seno del movimiento laborista no solo trataba sobre las relaciones de género. Una vez más, debemos colocarlo en el discurso más amplio de las relaciones entre los sindicatos y el Partido Laborista, y de ambos con el socialismo, y del papel del Estado en el mercado laboral. Históricamente, la influencia liberal en el movimiento sindical era considerable. Una corriente del liberalismo radical británico se mostraba escéptica ante el socialismo incluso moderado del Partido Laborista y, especialmente, ante la capacidad del Estado de resolver las desigualdades engendradas por el mercado. Esta influencia había cedido con el crecimiento del Partido Laborista, pero seguía teniendo fuerza. Los sindicalistas liberales depositaron su confianza en las instituciones de voluntarios, como los sindicatos, por ver en ellas el mecanismo adecuado para mejorar el bienestar y la independencia individuales y colectivos. Observaban con recelo cualquier tendencia a socavar dichas instituciones y temían el control, inflexibilidad e intrusiones que consideraban indisociables de la burocracia estatal. Todo ello era la causa de la oposición de algunos de estos sindicalistas ante medidas sociales como la de los subsidios familiares. El debate sobre los subsidios familiares abordaba también en parte el debate entre el liberalismo y el socialismo en el Partido Laborista y el movimiento sindical. En 1930, el Congreso sindical rechazó el apoyo a los subsidios familiares por 1 740 000 votos contra 495 000[296]. En la década de 1930, aumentó el número de sindicalistas que defendían los subsidios familiares, por razones similares a las que habían esgrimido los mineros, pero muchos permanecieron en la oposición[297].


  La discusión en el seno del movimiento sindical indica la complejidad de las cuestiones que rodeaban a los subsidios familiares en tanto que propuesta política. En otros círculos había otros temas más prominentes, como la preocupación por la caída demográfica[298], y la oposición a los subsidios familiares no solo procedía de aquellos varones que defendían lo que Eleanor Rathbone denominaba su «complejo de turco», es decir, el derecho a mantener a esposa e hijos, aunque sí se trataba de un aspecto importante. En una economía azotada por problemas graves, en una sociedad donde la prestación de servicios sociales era todavía muy limitada, no era ni es fácil juzgar cuáles eran los recursos disponibles. Cuando llegaba el momento de tomar una decisión, no resultaba obvio qué motivaciones, de las muchas en conflicto, merecían prioridad.


  Es importante observar que durante el largo periodo en que los conservadores estuvieron en el poder no trataron de implantar subsidios familiares de ningún tipo, pese a las posibles ventajas para ellos y sus partidarios entre el patronato, tan temidas por los laboristas. Las razones de esta omisión se han estudiado mucho menos que las de la cautela laborista sobre el tema. No es nada probable que los conservadores fuesen disuadidos por la oposición sindicalista, a la cual la historiografía ha dedicado quizá una atención desproporcionada[299].


  De forma discreta y en circunstancias difíciles, el gobierno laborista elegido en 1929 trató de ayudar a las familias numerosas por medios que no incluían los subsidios familiares. La Ley sobre la vivienda de 1930 autorizaba a los municipios a cobrar alquileres bajos a las familias numerosas, y una Ley sobre educación, que habría elevado la escolaridad obligatoria de catorce a quince años, también habría aprobado la concesión de becas de manutención de cinco chelines semanales para todos los alumnos en ese año adicional de escolarización, para todas las familias que no alcanzasen un nivel de ingresos determinado. El gobierno cayó en 1931 antes de que se aprobase esta Ley y se practicaron entonces enormes recortes del gasto social[300].


  En los años 30, las mujeres laboristas siguieron reivindicando los subsidios familiares, junto con una mejora de los servicios, y, cuando en 1945 la legislación en la materia parecía inminente, lucharon para asegurarse de que los subsidios se pagasen a la madre y no, como se había propuesto originalmente, al marido[301]. Aunque la presión ejercida por las mujeres no fuese, en ningún caso, decisiva en la elaboración de las leyes pertinentes, de no haber existido es casi imposible imaginar los subsidios familiares en el programa político.


  Las laboristas desplegaron esfuerzos eficaces para que el tema de los subsidios familiares permaneciese en el candelero de las discusiones del Partido Laborista y para mejorar otros servicios. Su intervención fue igualmente crucial en mantener políticamente con vida otro importante asunto, el del control de natalidad, como ya se ha explicado en otras obras[302]. La resistencia mostrada en los años 20 por la dirección del partido a la hora de apoyar oficialmente la asistencia gratuita en las clínicas locales sobre cuestiones de control de natalidad está muy relacionada con la importancia del voto católico para el partido en crecimiento y con la franca hostilidad de la Iglesia ante dicho control. Las mujeres laboristas, los concejales laboristas y los líderes eclesiásticos no católicos eran algunos de los grupos que en 1930 presionaban al gobierno laborista para que sancionase de forma limitada y altamente cualificada la prestación de este tipo de asistencia. Aunque dicha sanción fue en efecto limitada, la calma en el asunto del control de natalidad en los años 30 parece indicar que en la práctica debió de interpretarse, por lo menos en algunas ocasiones, con bastante flexibilidad[303] y supuso algunas ventajas reales para las mujeres agobiadas por su papel de madres.


  CONCLUSIÓN


  La política social británica, expresada en las acciones oficiales emprendidas en los gobiernos locales y central hasta el final de la Segunda Guerra Mundial, daba por sentado, en términos generales, que la mujer pertenecía al hogar y contaba con el apoyo de un cabeza de familia. Los legisladores, sin embargo, estaban divididos en cuanto a lo correcto de este presupuesto y no podemos considerarlos como un grupo monolítico. Si esta idea hubiese sido universal, no se habría elaborado legislación alguna para ayudar a las esposas divorciadas y separadas ni a las mujeres casadas.


  Inmediatamente después de la guerra, el postulado dominante cambió. Como resultado de la escasez de mano de obra, el gobierno invitó a las mujeres que ya no tenían hijos pequeños de los que ocuparse a reincorporarse a la población activa. Desde entonces, la dedicación completa al hogar y a la maternidad se considera solo una parte de la vida de la mujer, aunque siga atribuyéndosele la responsabilidad primera de las tareas domésticas y no haya recibido invitaciones claras a competir en el mercado laboral con los varones para obtener salarios más elevados y puestos mejor considerados[304].


  Las organizaciones de mujeres desempeñaron un papel importante en el proceso de modificación de los postulados normativos dominantes acerca de la función de cada género en el periodo anterior a 1945, aunque los estudios realizados hasta el momento no permiten evaluar claramente la importancia de su influencia con relación a la ejercida por otros grupos. Algunas mujeres entraron a formar parte del proceso legislativo en nombre de todas las mujeres; otras emprendieron carreras nuevas creadas por las ordenaciones sociales, carreras de asistencia definidas como adecuadas para la mujer.


  De la experiencia de las mujeres laboristas se deduce lo que las mujeres podían y lo que no podían conseguir. Pese a ser muy numerosas, solo podían tener una influencia limitada en un partido dominado por los varones y muy escasa en cuanto sus propuestas entraban en conflicto con los intereses políticos, ideológicos o materiales de los sectores más poderosos del partido. Sin embargo, contestaron dichos intereses en tanto que mujeres, una experiencia nueva en un partido político británico, y despertaron la conciencia en todos los asuntos que afectaban a la vida de la mujer, incluida la maternidad. Lograron estos resultados desde una postura de notable independencia y desde una visión coherente de las relaciones de género dentro de la sociedad en su conjunto. Si, como la mayoría de los grupos políticos, consiguieron menos de lo que se proponían, no fue por falta de ideas ni de una visión de futuro ni por permanecer subordinadas a los varones del partido, sino porque luchaban, desde su poca experiencia, contra estructuras de poder firmemente atrincheradas. Desde este punto de vista, no debemos subestimar sus logros. Les resultaba más fácil ejercer una influencia en el plano local que en el nacional, pero aun así participaron activamente en la construcción de las políticas sociales que engendraron el «Estado de bienestar» de la posguerra, la mayoría de las cuales se originaron en las discusiones de preguerra. Un estudio así definido nos permite descubrir hasta qué extremo las mujeres eran objetos del poder masculino, así como los límites de su propio poder, sin despreciar la importancia de sus acciones en el proceso de cambio[305].


  Capítulo VI 
El feminismo y la maternidad en Francia: teoría y práctica política, 1890-1918


  ANNE COVA


  Desde las postrimerías del siglo XIX hasta el final de la Primera Guerra Mundial, la maternidad fue un elemento fundamental del discurso del movimiento feminista francés. Se discutieron puntos de vista dispares y opuestos acerca de la maternidad; esta diversidad dependía en gran medida de los diferentes presupuestos acerca de cómo lograr la emancipación femenina, y reflejaba las variedades del feminismo francés[306]. Los debates sobre maternidad eran especialmente prominentes en cuanto a los esfuerzos y argumentaciones feministas destinados a forzar al gobierno a legislar para la protección de la maternidad, tarea difícil teniendo en cuenta que las mujeres no podían votar ni ser votadas. En el presente capítulo examinaremos varias tendencias de este debate que se desarrolló desde las páginas de muchas publicaciones de mujeres y las gradas de muchos congresos de mujeres. En estos foros, las feministas lucharon a brazo partido contra las ideas de otras fuerzas sociales y no feministas acerca de la maternidad y la paternidad, y su discurso se centró en los derechos y deberes de las madres y en la relación entre la esfera pública y la privada.


  LAS IDEAS FEMINISTAS ACERCA DE LA MATERNIDAD EN VISPERAS DEL SIGLO XX


  En Francia, antes que en los demás países, la caída de la tasa de natalidad suscitó un debate generalizado. Mientras que hacia 1800, Francia había sido el país europeo con mayor densidad de población, en 1914 ocupaba el quinto lugar; hasta 1920 la tasa de natalidad francesa no se situó en el nivel de los demás países y descendió del 26 por mil en 1870 al 22 por mil en 1890, el 19 en 1911, el 10 en 1916/1917 y el 12 en 1918. La situación obsesionó a las autoridades públicas desde 1870 ante el temor de que Alemania invadiese Francia. La dépopulation y la dénatalité se consideraban «plagas sociales» y la maternidad se convirtió en objeto de comentarios numerosos y contradictorios. Para los parlamentarios el único modo de detener el descenso de la fertilidad parecía ser brindar ayuda a las madres a través de leyes a tal efecto. Muchos «repobladores» acusaban a las feministas de haber causado la caída de la natalidad, y las feministas, desde una postura defensiva, rechazaban tales sugerencias atribuyendo la situación a la falta de asistencia para las madres. La estrategia del movimiento feminista en su conjunto era utilizar el claro peligro demográfico y la glorificación de la maternidad como arma en la lucha por los derechos de las madres; María Martin, directora del Journal des femmes, decía en 1896: «Si quieren niños, que aprendan a respetar a las madres». La mayoría del movimiento feminista reivindicaba los derechos de la mujer insistiendo en la maternidad y el maternalismo como rasgos distintivos y comunes del sexo femenino, expresados en la doctrina de la «igualdad dentro de la diferencia[307]».


  Una postura dispar e influyente fue la defendida por el demógrafo Jacques Bertillon y sus seguidores, para quienes la caída de la tasa de natalidad se debía al egotismo masculino que llevaba a los hombres a temer la dilapidación de su herencia y les incitaba a permanecer solteros. En 1896, Bertillon fundó la Alianza Nacional para el Crecimiento de la Población Francesa, que se convirtió en la más poderosa de todas las organizaciones similares y fue oficialmente reconocida de «utilidad pública». Sin embargo, para María Deraismes, líder feminista de finales del sigloXIX, «el deseo de legar una fortuna considerable a uno o dos hijos» no era suficiente para explicar el descenso de la tasa de natalidad[308]. Deraismes hacía hincapié en la lucha por el sufragio y el derecho de ciudadanía de la mujer, al tiempo que sostenía que la prohibición de investigar la paternidad en caso de nacimientos fuera del matrimonio era una de las principales causas de la despoblación. Apelaba por que se revocase el artículo 340 del Código Civil Napoleónico de 1804 (recherche de la paternité) y se sirvió de la amenaza de despoblación para reivindicar un derecho fundamental para las madres.


  La revocación del artículo 340 era un tema que surgía en todas las conferencias feministas, como en el Congreso General de las Sociedades Feministas celebrado en 1892 en París, organizado por la Federación Francesa de Sociedades Feministas y La Unión Universal de Mujeres y dirigido por Eugénie Potonié-Pierre, secretaria de la Federación y de Solidarité des Femmes. En este foro, por primera vez un congreso se calificó a sí mismo de «feminista». María Deraismes participó en él y fue testigo de la adopción del principio de investigación de la paternidad. Léon Richer, presente como delegado de la Liga Francesa para los Derechos de la Mujer (LFDF), fundada en 1882, propuso que la «investigación de la paternidad se autorizase al igual que se autorizaba la de la maternidad[309]».


  Las críticas del artículo 340 planteaban el problema de la igualdad de responsabilidad de los padres para con sus hijos, del comportamiento del padre, de los derechos de las madres y, más concretamente, de esa maternidad que se daba en llamar «ilegítima». Las madres solteras, en especial las jóvenes, según un parlamentario «las madres menos interesantes[310]», eran víctimas de una opresión doble: oprobio moral y castigo legal. Algunas mujeres habían intentado mejorar su deplorable situación a través de actividades e instituciones filantrópicas. En el Congreso de 1892 se abogó por un aumento de tales iniciativas y Madame Léon Béquet de Vienne, presidenta del Hogar para Madres Lactantes y Mujeres Embarazadas, era partidaria de la creación de este tipo de hogares en todas las grandes ciudades. Contaba con el apoyo de Blanche Edwards-Pilliet, doctora que denunciaba el aborto como crimen «contra la humanidad» equiparable al infanticidio (hasta 1911 no se abolió la pena de muerte por infanticidio)[311]. Esta postura no obtuvo la aprobación unánime de todos los asistentes al Congreso y muchos fueron los que rechazaron sanciones más duras para las mujeres.


  Louise Koppe, fundadora y directora de la revista La Femme de France, que pasó a ser La femme dans la famille et dans la société en 1880 y La femme et l’enfant en 1882, recomendó que la iniciativa individual y los poderes públicos se uniesen para establecer hogares maternales. Cuando en 1891 Louise Koppe fundó la primera «Maison Maternelle» en París, contaba con el apoyo del político y exministro Léon Bourgeois, precursor de una filosofía de la solidaridad que se difundió a principios de la década de 1880, así como con el de Víctor Hugo, del exministro Paul Bert y del filántropo Théophile Roussel. A través de las enseñanzas del psicólogo Louis Marión y de la obra De la division du travail social (1893) de Émile Durkheim, el término «solidaridad» se convirtió en moneda corriente en el lenguaje político y académico; el trabajo de Léon Bourgeois, teórico del radicalismo, por su parte, hizo de este «solidarismo» la filosofía social oficial de la Tercera República. Existían vínculos claros entre esta teoría social, el filantropismo y el feminismo francés. En 1891, Eugénie Potonié-Pierre y María Martín fundaron el grupo vanguardista Solidarité des Femmes, y el hogar maternal de Louise Koppe, concebido como un arma contra lo que denominaba «abandono forzado de los niños», se inspiraba en ideas similares[312]. Aunque inicialmente el principal propósito de esta institución era acoger a niños a quienes no podían mantener sus padres, cada vez se dio más importancia a los lazos existentes entre padres e hijos, obligando a los primeros a visitar periódicamente a sus hijos. Más de la mitad de los 60 a 70 niños que vivían en el hogar solo tenían madre y Koppe estaba especialmente interesada en ocuparse de las madres sin pareja. En 1899, se reconoció la «utilidad pública» del hogar maternal.


  La dignidad de la maternidad era un concepto básico en el pensamiento de Koppe, quien la presentaba como la realización más sublime de la existencia de una mujer: «encumbrar la maternidad es encumbrar a la mujer[313]». Él feminismo maternal de Koppe, por el que se la conocía muy bien en esa época, valoraba la diferencia entre los sexos tanto como la maternidad; en su opinión, las mujeres y los hombres tenían tareas diferentes y complementarias, y abogaba por la «armonía» entre los sexos y por su igualdad dentro de la diferencia. Desde esta perspectiva, reclamaba una legislación que protegiese a las mujeres trabajadoras. La protección de la maternidad estaba estrechamente ligada a la cuestión de las mujeres trabajadoras y el movimiento feminista sufría el tormento de decidir entre la aceptación o rechazo de leyes específicas para la protección de empleo femenino. Koppe aprobaba sin reservas la Ley de 1892 que prohibía el trabajo nocturno para las mujeres en varios sectores. En los debates que precedieron a la aprobación de esta Ley, Albert de Mun planteó la adopción de una baja obligatoria por maternidad para las mujeres que trabajaban en fábricas, de cuatro semanas después del parto, pero no prosperó entre otras razones porque se decidió que el Parlamento no debía intervenir demasiado en la vida privada o «íntima» de la mujer[314]. Koppe expresó su desacuerdo y solicitó la intervención del Estado en ayuda de las madres y, estableciendo un paralelismo con el Ministerio de la Guerra, la creación de un Ministerio del Bienestar y de la Infancia que preparase para la vida. Al igual que otras feministas, Koppe defendía los derechos de la infancia como medio de mejorar los derechos de las madres.


  En 1896 se celebró en París el V Congreso Feminista Internacional bajo la dirección de María Pognon, presidenta de la LFDF desde 1893, y de Marie Popelín, doctora en derecho. En el discurso de apertura, Pognon pidió que se colocase a la madre en pie de igualdad con el padre, y el Congreso apeló al Parlamento para que aprobase una ley que garantizase asistencia a la mujer dos meses antes y dos meses después del parto. Léonie Rouzade, militante socialista de Solidarité des Femmes, declaró que la maternidad debía reconocerse como un trabajo, considerarse como una «función social» y recibir subvenciones estatales. Pedía que se crease un presupuesto estatal para la maternidad —«hay presupuestos para los ricos, presupuestos para las carreras de caballos, pero ningún presupuesto para la maternidad»— y que el Congreso presentase una petición a este efecto ante el Parlamento[315]. Aunque la feminista y antinatalista neomalthusiana Marie Huot se negó a seguir escuchando y amenazó con abandonar la sala —«¡Nosotras, las mujeres, servir para fabricar carne de cañón! ¡Qué vergüenza!»[316]—, la mayoría de la asistencia estaba de acuerdo con Rouzade, y Solidarité des Femmes adoptó su propuesta. Pero la noción de «maternidad como función social», que contaba con el apoyo de la mayoría de las feministas, no significaba lo mismo para todas, sino que se concebía desde el reconocimiento del Estado de la función maternal hasta el pago de un salario de madre propiamente dicho.


  Paul Robin, fundador y líder del movimiento neomalthusiano francés y defensor del control de natalidad y del amor heterosexual libre, suscitó una protesta general en el Congreso cuando afirmó que la condición indispensable para el amor libre era una maternidad libre[317]. Escandalizada ante estas propuestas, Claire Galichon, defensora del «feminismo espiritual» y de un presupuesto estatal para las madres necesitadas, abandonó el Congreso, aunque compartía algunas de las ideas de las feministas neomalthusianas y abogaba por la elección libre de la mujer de ser madre y por el derecho a disponer de su cuerpo a su antojo. Solo la socialista Paule Minck, famosa por defender a las mujeres abortistas, apoyó a Paul Robin.


  Otras muchas corrientes se unieron al debate sobre la maternidad. El feminismo cristiano estaba representado por Marie Maugeret, fundadora de la revista Le Féminisme chrétien, en la cual trataba de demostrar que la religión era compatible con el feminismo y que este era ante todo la lucha por «el derecho a tener derechos[318]». Era su intención aliar a su causa a todos los católicos, mayoría en la población francesa, pero sus ideas eran demasiado radicales para la jerarquía católica masculina. La interpretación que hacía Maugeret de la encíclica papal Rerum Novarum de 1891, donde se proclamaba que la maternidad y las labores domésticas eran el destino «natural» de la mujer, consistía en presentar los derechos de la mujer como el tema social más importante, puesto que la ausencia de tales derechos la impedía cumplir su vocación «natural» de madre cristiana. La revocación del artículo 340 era un leitmotiv de la revista de Maugeret. Augusta Molí Weiss era partidaria de un enfoque educativo práctico. En 1897 fundó en Burdeos una escuela para madres, cuyo objetivo era enseñar a las jóvenes a cumplir sus obligaciones como madres y amas de casa. La escuela obtuvo un éxito inmediato y en 1903 se abrió otra en París. Doctores en medicina como Adolphe Pinard y Pierre Budín apoyaron la preparación de las jóvenes para su futuro de madres. Se multiplicaron los cursos de salud maternal e infantil, así como las guías de maternidad; las publicaciones feministas anunciaban con profusión estos cursos para combatir la «ignorancia maternal», para organizar una formación maternal de mayor calidad y para reclamar el derecho de la mujer a la educación en general.


  El foro público más importante del debate feminista de esos años era La Fronde, fundada por Marguerite Durand, publicada diariamente entre 1897 y 1903, y conocida por el sobrenombre de «Le Temps en enaguas». En las páginas de esta publicación se valoraba mucho la maternidad, se defendía la necesidad de la puericultura y la propia Durand pedía especial protección para las parturientas, un seguro de maternidad, salario igual para trabajo igual, una remuneración para el trabajo doméstico y la revisión de las leyes que colocaban a las mujeres casadas en una posición de inferioridad con respecto al marido[319]. Aline Valette, militante socialista y colaboradora de La Fronde, escribía una columna titulada «El trabajo de la mujer» y fundó el semanario L’Harmonie sociale que defendía los «derechos e intereses de las mujeres». Valette ensalzaba los valores maternales, utilizaba el término de maternidad como «función social» y se lamentaba de que esta función no otorgase derecho alguno a la madre con respecto a sus hijos. Experta en los derechos de la mujer trabajadora, denunciaba la doble explotación de que era víctima, en el trabajo doméstico y en el que realizaba fuera del hogar, pero creía que solo a través de este último podía lograrse la emancipación[320]. Por todo ello, Valette se enfrentaba a menudo al dilema entre la maternidad como la tarea más noble de la mujer y el empleo remunerado, causa de una pérdida de identidad, pero que al mismo tiempo le permitía ser independiente. Clotilde Dissard, directora de La Revue féministe y colaboradora de La Fronde, pregonaba un «feminismo familiar» que acentuara el papel maternal de la mujer, así como la complementariedad y solidaridad de los sexos[321].


  Hubertine Auclert, sufragista e internacionalista entusiasta, directora de La Citoyenne, más adelante colaboradora de Le Radical para el que escribió la columna semanal «Feminismo» entre 1896 y 1909, y la primera mujer que utilizó abiertamente la palabra «feminista» como etiqueta de identificación, ya abogaba en 1885 por la creación de un «Estado madre» que sustituyese al «Estado minotauro». Este nuevo tipo de Estado garantizaría, entre otras cosas, la asistencia a la infancia[322]. En 1899, defendió las ayudas para las madres, financiadas con un impuesto paternal que se deduciría a los varones y constituiría un remedio para la despoblación. Basándose en el modelo de la jubilación introducida para los senadores en 1905, reclamaba una financiación similar para las mujeres. En las elecciones parlamentarias de 1910, Auclert presentó una candidatura extralegal, junto con otras feministas como Marguerite Durand, y en su programa electoral se describía la maternidad como la más grande de todas las «funciones sociales»: el Estado debía subvenir a las necesidades de las madres del mismo modo que hacía con las de los soldados. Este argumento ya se había convertido en moneda corriente y se utilizaba a menudo para responder a las ideas de los partidarios del control de la población y de todos aquellos que se oponían a los derechos de la mujer, según el cual solo los hombres cumplían el servicio militar. A este respecto, las feministas alegaban que las mujeres cumplían otro servicio más noble para el bien de la sociedad, el de la maternidad que era por lo menos tan duro como el servicio militar.


  La diversidad de opiniones feministas acerca de la maternidad en Francia era palmaria. No obstante, de todas las reivindicaciones traslucía el interés por mejorar la situación de las madres, por obtener reconocimiento público de los valores y el trabajo de mujer y madre, por una nueva relación entre derechos, deberes y protección, entre lo público y lo privado, y entre la maternidad y el Estado. Pese a que los medios propuestos diferían, todas las feministas estaban guiadas por el interés común de proteger a madres e hijos, y de cuestionar el poder exclusivo del padre en estos temas. En la transición al sigloXX, el movimiento feminista francés sufrió la pérdida de líderes muy destacadas. Marie Deraismes falleció en 1894, Eugénie Potonié-Pierre en 1898, Aline Valette en 1899, Louise Koppe en 1900 y Paule Minck al año siguiente; pero otras personalidades surgieron para tomar el relevo en la lucha por los derechos de las madres.


  MATERNIDAD, LEGISLACIÓN Y POLÍTICA, 1900-1914


  Desde principios de siglo hasta el estallido de la Primera Guerra Mundial, el movimiento feminista se aplicó con éxito en organizar conferencias, manifestaciones, enviar delegaciones a reuniones públicas, presentar peticiones y propuestas legislativas, en particular para la protección de la maternidad. Tras la toma de conciencia del periodo anterior, se impuso un enfoque más pragmático, por ejemplo, prestando apoyo a los pocos políticos clave que sostenían las peticiones feministas, una forma de influir en círculos legislativos que las feministas habían adoptado en la ausencia del sufragio universal. Además, las líderes del movimiento de mujeres republicanas parecían desplegar un esfuerzo común para identificar el feminismo con la comunidad nacional: «les françaises afirmaban repetidamente sus reivindicaciones de igualdad con respecto a les français[323]». En 1901 se fundó el Conseil National des Femmes Françaises (CNFF, Consejo Nacional de Mujeres Francesas), que en 1909 contaba con 75 000 miembros, en 1906 se creó el periódico feminista La Française y en 1909 la Union Française pour le Suffrage des Femmes (UFSF, Unión Francesa para el Sufragio de las Mujeres). El periodo de preguerra también se caracterizó por la promulgación de leyes innovadoras en materia de maternidad. Resulta difícil evaluar el impacto de las reivindicaciones y esfuerzos feministas en la legislación de esos años, que marcó una ruptura con la indiferencia anterior ante la maternidad; por otra parte, también es difícil imaginar esta legislación sin la presión continuada de las feministas ante el Parlamento, aun sin el derecho al voto.


  La Exposición Universal de 1900 de París fue una ocasión ideal para que las feministas llegasen a un público más numeroso y en París se dedicaron tres congresos a la mujer. Por vez primera, miembros del gobierno participaron en dos de ellos[324], y esta presencia marcó el logro de cierto reconocimiento oficial y otorgó al movimiento de las mujeres seriedad y respetabilidad de cara a la opinión pública. El primer congreso (Congrès International des oeuvres et institutions féminines), dirigido por la filántropa protestante Sarah Monod, se ocupó de una variedad de temas sociales y jurídicos, especialmente de la familia en relación con el empleo, la legislación y la beneficencia, y en él se expuso una política moderada de «pequeños pasos». La sección legislativa abogaba por los derechos del ciudadano, especialmente para la madre de familia, de acuerdo con el argumento ya corriente de que el deber de la mujer como madre le daba derecho al reconocimiento de sus derechos.


  El segundo congreso (Congrès International de la condition et des droits des femmes), presidido por María Pognon y con Marguerite Durand de secretaria general, adoptó una postura más ofensiva. En el discurso de apertura, Pognon subrayó que su «único objetivo era exigir los derechos económicos, civiles y políticos para la mujer». Francia debía compensar el retraso que llevaba en el tema de la liberación de la mujer; una vez más el Código Civil fue el blanco de fuertes ataques. Por supuesto, el artículo 340 estaba de nuevo en el orden del día, al igual que la petición de que el término «poder paterno» se sustituyese por el de «protección paterna». Pognon intervino en este vigoroso debate con el argumento de que un hombre que no desea mantener a su hijo no debe ser obligado a ello; sino que, en su lugar, debían crearse unos fondos financiados por el Estado para la manutención del niño, accesibles a todas las mujeres, casadas o no, y destinados a independizarlas del padre y sustituir el apoyo de este último por el del Estado. Se decidió que las mujeres tenían derecho a incoar acciones de paternidad, además de solicitar la creación de una caisse de la maternité en todos los países civilizados, a disposición de todas las mujeres que reclamasen aquello a lo que sus hijos tenían derecho. Un tema relacionado con lo anterior era la evaluación del trabajo doméstico y el debate puso de manifiesto concepciones diferentes del papel de la mujer en la familia. En este punto, los delegados no alcanzaron ningún acuerdo y resolvieron la cuestión creando una comisión especial. El desacuerdo residía en la enorme separación entre las feministas radicales y los socialistas. Las primeras subrayaban la importancia económica del trabajo doméstico de la mujer, considerándolo una cuestión social y pública, y reclamando en conformidad derechos para la mujer, mientras que los socialistas se interesaban exclusivamente en las mujeres que trabajaban a cambio de una remuneración y contemplaban el trabajo doméstico como un asunto privado.


  En ambos campos, entre las feministas y los sindicatos, era escasa la representación de mujeres trabajadoras. En 1906, las mujeres constituían cerca del 38 por ciento de la mano de obra francesa y un 20 por ciento de las mujeres casadas trabajaban, uno de los porcentajes más elevados de la Europa occidental; más de la mitad de las trabajadoras no agrícolas eran empleadas domésticas, un 25 por ciento trabajaba en fábricas y el 8 por ciento tenía empleos administrativos. En el congreso de 1900, Blanche Edwards-Pilliet presentó un informe sobre la salud de la mujer trabajadora que cumplía «su función fisiológica: la función de ser madre». Esta era, en su opinión, una función social, comprendida como el derecho de la mujer a una asistencia adecuada antes y después del parto. Para ella la mujer embarazada era una «funcionaría social» y sostenía que a cambio del «enorme esfuerzo de la maternidad», la sociedad debía proporcionarle «comida, vivienda y el descanso esencial[325]». Edwards-Pilliet puso en práctica sus ideas cuando en 1901 creó, junto con Augusta Moll Weis, la Ligue des Mères de Famille (Liga de las Madres de Familia), cuyo objetivo era asistir y aconsejar a las mujeres de la clase obrera en asuntos maternales y darles la oportunidad de parir en sus propios hogares; esta organización existió hasta 1940.


  Con respecto a las madres de la clase obrera, una de las propuestas presentadas en el congreso suscitó una ardiente controversia: «Debería imponerse una estancia de por lo menos un mes en un hospital especial o en una institución de convalecencia a todas las madres que tras el parto no tengan los medios de subsistencia necesarios para ella y el niño». Muchos de los delegados protestaron por las dificultades que surgirían si se alejaba a las trabajadoras del hogar durante tanto tiempo. La controversia se centraba en el término «imponer», que algunas deseaban sustituir por una opción. Marguerite Durand explicó que la idea era proteger al recién nacido y que el uso del término era deliberado. Tras una larga discusión, se adoptó la resolución y cuando más adelante se propuso que los subsidios sociales se dedujeran del presupuesto de la Iglesia, María Pognon respondió que la tarea del congreso era formular las peticiones y la del gobierno encontrar los medios para financiarlas. Este principio también se esgrimió en el debate de la resolución según la cual:


  tanto en todas las empresas públicas como en algunas privadas, las mujeres tendrán la opción de tomarse quince días de descanso antes de la fecha prevista para el nacimiento; los patronos deberán concederles cuatro semanas de permiso después del parto; durante todo ese periodo las mujeres tendrán derecho a un estipendio diario[326].


  Esta resolución se aprobó y quedó esbozada en la Ley de 1909. En la Francia de principios de siglo, no existía ley alguna que protegiese la maternidad, excepto una de 1893 por la que se concedía asistencia médica gratuita a las mujeres necesitadas al incluirlas en la categoría de enfermas. Las feministas criticaron lo inadecuado de la puesta en práctica de esta medida y, en particular, la equiparación del embarazo con una enfermedad. La Ley de protección de la maternidad de 1909 (Ley Engerand) garantizaba el puesto de trabajo a las mujeres ausentes hasta un total de ocho semanas antes y después de dar a luz, convirtiéndose en la primera medida de protección de la maternidad independiente de la beneficencia y universal, por lo menos para las mujeres trabajadoras. Sin embargo, la baja por maternidad no era obligatoria y, para desconsuelo de las feministas, en este periodo no se pagaba ningún tipo de subsidio. Los dos parlamentarios que apoyaron con mayor energía esta disposición, el senador Strauss y el diputado Bonnevay, consideraban la Ley como un primer paso y la «segunda fase indispensable será la baja de maternidad obligatoria y remunerada[327]». Fueron precisos otros cuatro años de lucha contra una fuerte resistencia y de mucha agitación por parte de las feministas para que se diese este segundo paso. Para las funcionarias, el tiempo de espera fue más breve, pues una Ley de 1910 concedía a las maestras de escuela una baja por maternidad de dos meses con un sustitutivo del salario; en 1911, esta medida se extendió a las empleadas de correos, telégrafos y teléfonos, pero solo en 1928 se generalizó a todas las empleadas de la administración pública.


  Por iniciativa de los delegados asistentes a los dos congresos de 1900, se creó el CNFF como delegación francesa del Consejo Internacional de la Mujer fundado en Washington en 1888. Se trataba de un intento por reunir a todos aquellos implicados en los «intereses sociales y materiales» de la mujer y, en particular, en la situación de las madres y de los hijos. La primera presidenta de la organización fue Sarah Monod hasta su fallecimiento en 1912, Marie Pognon y Julie Siegfried eran vicepresidentas y en 1915 contaba con 100 000 miembros. Entre las líderes dominaban las protestantes que, imbuidas de la filantropía propia del protestantismo, defendían ardientemente la familia y la maternidad como obligación social de la mujer. Como en todos los movimientos femeninos occidentales, también había un número considerable de mujeres judías y de origen judío, lo que llevó a la feminista radical Madeleine Pelletier a acusar al CNFF de «conspiración judeo-protestante[328]». Entre las cinco secciones en que se dividía la organización, había una que se ocupaba de las medidas de asistencia social, pero ante todo destacaremos la que trataba la reforma legislativa, en cuyo contexto la protección de la maternidad era una preocupación especial. Marie d’Abbadie d’Arrast fue la primera presidenta de esta última sección y su principal interés eran los derechos de custodia de las madres, en oposición al «poder paterno» exclusivo, y en particular la admisión de acciones de paternidad[329]. Hasta 1912 no se autorizó definitivamente la recherche de paternité, aunque dicha investigación se limitase a casos muy concretos, en la mayoría de los cuales se precisaba una prueba o testimonio escrito contra el padre del niño, lo cual era muy difícil de conseguir, especialmente para las madres solteras.


  La maternidad también ocupaba un lugar central entre los intereses de las feministas neomalthusianas que formaban una pequeña minoría, así como entre el movimiento neomalthusiano de mayoría masculina que defendía el antinatalismo; no obstante su restringido número, se escuchó claramente su voz en el periodo de preguerra cuando el neomalthusianismo alcanzó su apogeo. Nelly Roussel, conferenciante y periodista en publicaciones de mujeres como La Fronde, La Mère éducatrice, La Voix des femmes y La Femme affranchie y para revistas antinatalistas como Génération consciente, Régéneration, Le Néo-Malthusien y Action, se hizo famosa por las conferencias que dio por toda Francia y por el extranjero, en las cuales defendía el derecho de la mujer a una maternidad voluntaria y a disponer de su cuerpo[330]. Roussel utilizó el neomalthusianismo como un trampolín para las ideas que compartía con otras seguidoras del neomalthusianismo como Gabrielle Petit, fundadora en 1904 de la revista La Femme affranchie, tribuna de la maternidad voluntaria, donde daba consejos sobre cómo evitar el embarazo. Nelly Roussel se pronunció a favor de la contracepción, pero en contra del aborto excepto como último recurso. Proclamó públicamente el dolor del parto, insistiendo en su propia experiencia como madre de tres hijos uno de los cuales había fallecido, como resultado de la cual sentía compasión por la difícil situación de las madres[331]. Al igual que otras feministas, protestó —sobre todo en 1904 cuando se cumplía el centenario del Código Civil— contra la prohibición de las acciones de paternidad, pero las consideraba un medio muy poco adecuado para mejorar la condición general de las madres. Para ella era más importante contar con los medios para poder vivir sin el padre del niño, en particular a través de la instauración de un «salario de madre». A este respecto, difería de la opinión de los varones neomalthusianos que diagnosticaban opresión femenina solo en el contexto reducido de la conducta sexual. Desde el punto de vista de Roussel, debía reconocerse a la madre como una trabajadora que desempeñaba «tareas maternales» y que, por consiguiente, tenía derecho a declararse en huelga. Propugnaba una «huelga del vientre» entendida como una lucha para obtener derechos y una remuneración para las madres; esta «justa remuneración del trabajo noble de la maternidad[332]» permitiría a todas las mujeres que así lo deseasen dedicarse a las tareas propias de la maternidad.


  Un enfoque diferente fue el adoptado por otra feminista neomalthusiana, Madeleine Pelletier, psiquiatra, antropóloga, francmasona y socialista, que en 1903 fue la primera mujer en entrar a formar parte del personal permanente del hospital psiquiátrico de París. Criticaba la atención de las feministas en lo que ella consideraba reformas menores del Código Civil y estaba en desacuerdo con las feministas radicales por creer que actuaban motivadas por el odio a los hombres. Propugnaba la «virilización», entendida como la emulación de valores masculinos como la ambición y la independencia, y abogaba por un tipo de emancipación basada en la razón más que en el sentimiento, para la cual serían condiciones indispensables el sufragio, la igualdad laboral para ambos sexos y la «racionalización social» o sustitución de los hogares privados por otros colectivos. La postura de Pelletier era poco corriente y marginal para la época. En sus memorias se lamentaba del tema principal de las reuniones feministas: «Solo se hablaba de la noble función de la esposa y madre[333]». Contra esta noble función se alzaba Pelletier, pidiendo la disolución de la familia, que a su parecer era nociva «tanto para un sexo como para el otro» porque significaba «esclavitud, inmovilidad y aburrimiento». Denunciaba la maternidad porque «convierte en una verdadera bufonada la vida de la mujer» quien «deja de ser un individuo consciente de su dignidad[334]». Pelletier proclamaba la maternidad voluntaria y, para alcanzar este objetivo, el «Derecho al aborto», título del panfleto que redactó en 1911 y que rápidamente fue condenado por las autoridades en virtud del artículo 317 del Código Penal. En una época en que el aborto era una práctica generalizada, pronunciarse abiertamente por la despenalización era más una cuestión de principios que de número de condenas; entre 1881 y 1910, en menos de treinta casos de los llevados a juicio cada año se alcanzaba un veredicto y menos del 37 por ciento recibía sentencias firmes, a menudo moderadas y que contemplaban circunstancias atenuantes[335]. La defensa de Pelletier del aborto como «derecho», aunque solo en los tres primeros meses de embarazo, era una voz aislada en el contexto feminista francés e internacional; de hecho, en 1909 el CNFF creó una liga contra el aborto. En 1939 Pelletier fue acusada de realizar abortos y el juez ordenó un examen psiquiátrico, a resultas del cual se decidió recluirla en un manicomio donde falleció al poco tiempo, un destino particularmente trágico a la vista de sus esfuerzos tempranos por lograr la aceptación de profesionales femeninas en este tipo de instituciones.


  En 1913, el CNFF organizó en París el XCongreso Internacional de la Mujer para tratar de las «actividades, instituciones y derechos de la mujer», donde se retomaron algunas de las principales reivindicaciones expresadas en congresos anteriores y todavía no satisfechas. El comité organizativo, oficialmente reconocido, fue recibido incluso por el Presidente de la República, Raymond Poincaré. Julie Siegfried, por entonces presidenta del CNFF, recomendó que se colocaran los deberes de la mujer en primer plano, dando por supuesto que las mujeres que reclamaban sus derechos debían insistir en sus responsabilidades como esposas y madres. Este enfoque resultó conservador en muchos aspectos, pero en otros más abierto a las reivindicaciones radicales de feministas como Maria Pognon; de esta manera, el congreso del CNFF fue oscilando entre una terminología de derechos y de deberes. Entre las cuestiones relativas a la maternidad, se puso de nuevo sobre la mesa una resolución que había aparecido con frecuencia en la sección de asistencia social del CNFF, por la cual se exigía que el término fille-mère («muchacha-madre» o madre soltera) se sustituyese por el de femme-seule (mujer sola o sin pareja). En varias ocasiones, el CNFF había instado al Parlamento para que aprobase una ley que estableciese el derecho de las mujeres trabajadoras a la baja por maternidad. La urgencia con que se trató este asunto en el congreso de 1913 se debía a que el Parlamento estaba a punto de pronunciarse sobre dicha Ley. Cécile Brunschvicg, secretaria desde 1911 de la sección del CNFF que se ocupaba del empleo de la mujer, solicitó en particular que se declarase esta Ley de extrema urgencia; además, defendió el derecho de todas «las mujeres asalariadas o no» a recibir un subsidio de maternidad y solicitó que se elaborase otra ley a tal efecto[336]. El primer paso se dio doce días después.


  La Ley del 17 de junio de 1913 (Ley de Strauss) establecía una baja por maternidad obligatoria de cuatro semanas después del parto y una disposición económica especial determinaba el pago de un subsidio de entre 0,5 y 1,5 francos diarios, más otro medio franco para las mujeres que criasen a su hijo. La disposición cubría a todas las asalariadas, incluidas las trabajadoras domésticas. Se había recorrido un largo camino desde la Ley Engerand de 1909 y la situación en 1913, más favorable para las mujeres, se caracterizaba por un patriotismo en alza y grandilocuente: se acercaba el estallido de la guerra. La táctica de Paul Strauss, que había presentado el proyecto de ley ante el Parlamento, consistía en no pedir demasiado al Estado, aunque sí declaraba que no estaba dispuesto a abandonar la idea de un subsidio universal para todas las madres, incluidas las no asalariadas, que las feministas habían reivindicado con tanta frecuencia; pero todavía no había llegado el momento de aspirar a esta ampliación. En términos generales, el movimiento feminista se mostró de acuerdo con esta postura pues parecía haber sonado la hora del pragmatismo. Sin embargo, Strauss, así como las feministas, sabía perfectamente que la Ley estaba incompleta: la baja por maternidad antes del parto era facultativa y por ello podía burlarse fácilmente, el subsidio era insuficiente y no siempre se pagaba cuando más se necesitaba. En julio del mismo año, se concedía un subsidio a las familias necesitadas con cuatro hijos o más, y en diciembre a determinadas categorías de funcionarios de la administración pública. En ambos casos, el subsidio se pagaba al padre, excepto cuando la mujer era viuda o el padre no era el marido. Las feministas protestaron con frecuencia por esta prioridad del padre[337]. Las tres leyes aprobadas en 1913 prepararon el terreno para la llegada del Estado de bienestar francés y, en particular, para los subsidios familiares universales.


  Mientras Paul Strauss se aplicaba en introducir el proyecto de ley, mantuvo contactos con Cécile Brunschvicg, quien a su vez había entrado en comunicación con algunos parlamentarios defensores de la causa de las mujeres, como Ferdinand Buisson y Louis Marín; en la estrategia de Brunschvicg y la de sus amigos no solo figuraba la petición de derechos sino la intención de obtener «resultados concretos a través de una actividad parlamentaria seria y bien organizada[338]». También fue Cécile Brunschvicg quien contribuyó activamente al éxito del grupo feminista que ocupaba el segundo lugar en número de seguidores: la UFSF, fundada por Jeanne Schmahl y miembro de la Alianza Internacional para el Sufragio Femenino. El rápido crecimiento de la UFSF por territorio francés —15 000 miembros en 1915— fue obra de Cécile Brunschvicg. La filosofía de la UFSF era que la obtención del derecho de voto y de la ciudadanía política para las mujeres no debía ser únicamente un fin en sí mismo, sino ante todo un medio por el cual podrían adquirir derechos sociales, entre los cuales ocupaban un lugar privilegiado los derechos de las madres.


  Cécile Brunschvicg, judía cuya condición se esgrimió contra ella cuando se convirtió en una de las primeras ministras en el gobierno del Frente Popular de Blum en 1936, se ocupaba desde hacía mucho tiempo, entre otras cosas, de buscar una protección más eficaz para las madres; persiguió el mismo objetivo desde la UFSF y La Française, revista de la UFSF que dirigió de 1924 a 1939. En el ensayo titulado «¿Es la maternidad una función familiar o una función social?», respondía a dos puntos de vista opuestos: que el Estado no debía intervenir en la maternidad cubriendo sus costes y que debía conceder un subsidio para la maternidad. La pregunta que planteaba parafraseaba el debate ya antiguo sobre el carácter «privado contra público» de la maternidad y su respuesta era un camino intermedio: como norma general, la manutención de un hijo era obligación de los padres, pero pasaba a ser obligación del Estado en caso de dificultades, como las de las madres sin pareja. Si bien la fonction maternelle merecía determinados derechos que por iniciativa suya adoptaron sus amigos parlamentarios y, en este sentido, era una cuestión «social», se trataba ante todo de una fonction familiale, un asunto privado en cuyo contexto Brunschvicg aplaudía a la madre que cumplía con su vocación maternal. Esta opinión, expresada en la fórmula «obligaciones y derechos», era la de la UFSF, que afirmaba sin cesar que era responsabilidad de la mujer traer al mundo niños y luchar así contra la despoblación. Incluso durante la guerra, en el Congreso de 1917, la UFSF siguió pidiendo al Estado que reconociese la maternidad como servicio social[339].


  LA MATERNIDAD EN GUERRA


  Cuando el 7 de agosto de 1914 René Viviani, primer ministro y antiguo feminista, urgió a las campesinas a que recogiesen rápidamente las cosechas y reemplazasen a los hombres que estaban en el campo de batalla, la respuesta no se hizo esperar. El12 de agosto Marguerite de Witt Schlumberger, presidenta de la UFSF desde 1913, invitó a las militantes a unirse a las organizaciones para los servicios de guerra y a cumplir con su deber de mantener el país en marcha durante la ausencia de los varones. Estas palabras tuvieron eco en La Fronde, que se publicó en septiembre, «no para reclamar los derechos políticos de la mujer, sino para ayudarlas a cumplir con sus deberes sociales». En un ambiente de patriotismo exacerbado, las mujeres dieron prioridad al esfuerzo bélico y se aliaron en torno a la «unión sagrada» del pueblo francés. A finales de 1914, La Française publicó un titular implacable que se repitió con regularidad: «Las francesas en la guerra: lo que dan y lo que reciben». La última proposición indicaba que las medidas adoptadas a favor de las madres eran ahora prioritarias dada la necesidad de conciliar el empleo y la maternidad. Durante la guerra descendió la natalidad y las cifras anuales de niños nacidos con vida en los 77 départements no invadidos por el ejército alemán bajaron de 600 000 antes de la guerra a 386 000 en 1925, 313 000 en 1916 y 400 000 en 1918[340].


  La amenaza de la despoblación recobró nuevo vigor. Schlumberger declaraba lo siguiente en 1916 en una reunión de la UFSF sobre el tema «Acción moral y social a favor de la maternidad»: «Las mujeres deben adoptar una actitud moral. La recuperación del país depende de que comprendan esta necesidad». Esta acción moral significaba, ante todo, sacrificio, y concluía diciendo que «se considerarán desertores todos aquellos hogares sanos que se nieguen a dar un hijo a la madre patria en el primer año tras el fin de la guerra». Otro ponente en la reunión fue Paul Bureau, fundador en 1916, en colaboración con Brunschvicg y Schlumberger, de la Ligue Pour la Vie (Liga por la Vida), quien recalcó la necesidad de una acción moral a favor de la maternidad, incluso fuera del marco legal[341].


  La «acción moral» también fue el foco de un ardiente debate sobre los indésirés (los indeseados), niños nacidos de mujeres violadas por soldados alemanes. Este debate dividió a las feministas y suscitó el entusiasmo de la prensa. «¿Merece nacer el hijo del bárbaro?» era el titular de Le Journal del 14 de diciembre de 1914. Las respuestas a esta pregunta eran muy variadas, pero muchas de ellas expresaban un nacionalismo extremo ilustrado en el testimonio de una de las mujeres que deseaba tener a su hijo: «Haremos de este bebé un buen francés o francesa, esta será nuestra venganza».


  Las diferentes opiniones se publicaron en La Française y fueron comentadas por su fundadora Jane Misme, quien se pronunció contra el aborto: «Es cierto que la violencia sexual deja huellas en la mujer. Pero un embarazo no es una contaminación, es una manifestación de vida… El acto que engendra la vida, voluntario o forzado, no puede ser en sí mismo contaminante[342]». La socialista-feminista y pacifista Marcelle Capy era de parecer contrario y propugnaba el aborto; Camille Bélilon, presidenta de Le Suffrage des Femmes y conocida por su feminismo y nacionalismo intransigentes, proclamaba «el derecho e incluso el deber de erradicar este virus siniestro». Tenemos aquí un debate donde se tomaron en consideración todos los puntos de vista. El escritor Maurice Barres reclamaba una ley por la que, en tales circunstancias, pudiese declararse al niño nacido de padre y madre desconocidos; los católicos recomendaban que primero se le bautizase. Víctor Margueritte, autor de la famosa novela La Garçonne (1922), defendía el derecho a abortar, con objeto de «suprimir a esos seres monstruosos en su forma embrionaria», o si esos seres ya habían nacido, el deber de garantizarles una existencia normal[343]. En el Senado, Louis Martin presentó una propuesta para cancelar las condenas por aborto en el territorio invadido, pero fue rechazada. Finalmente, se decidió que las víctimas de violación estarían amparadas por la Ley de 1893 que ofrecía asistencia médica gratuita y por la Ley Strauss de 1913, pero debían dirigirse para ello al gobierno nacional y no al local. Se tomaron disposiciones especiales para los niños abandonados a la asistencia pública.


  En este clima de nacionalismo y moral, se acusó enérgicamente a las feministas de ser responsables de la dénatalité continuada. Con la astucia de la que ya habían hecho gala, no se cansaron de repetir que no era culpa suya, sino de la ausencia de una ayuda para la maternidad, y exigían como solución nuevas leyes. El tema candente era cómo combinar la maternidad y el empleo. Por este motivo en 1916 Albert Thomas, Viceministro del Armamento, estableció el Comité du Travail Féminin y por iniciativa de Marguerite Durand se creó otro comité similar. Las feministas, los especialistas en la infancia y los médicos proclamaban que «es madre aquella que cría a su bebé» y una ley de 1917 estipulaba que las madres que trabajaban en la industria debían tener tiempo libre a este efecto: una hora al día durante el horario laboral durante el primer año de vida del niño. Los patronos de más de un centenar de mujeres de quince años o más debían acondicionar habitaciones para las madres y los bebés en las fábricas o comercios o en un lugar próximo. Pese a que la puesta en ejecución de la ley fue deficiente y se establecieron pocas habitaciones para la lactancia, las medidas generales adoptadas durante la guerra facilitaron, al parecer, la labor de la mujer de combinar el empleo con la maternidad. La mayoría de estas medidas tenían claras aspiraciones pronatalistas, pero, como en ocasiones anteriores, acarreaban efectos positivos potenciales en otro plano, el de los derechos de las madres. Lo que los parlamentarios contemplaban como pronatalismo, podía tener el aspecto de feminismo social[344] para las madres que salían beneficiadas.


  Mientras que la mayoría de las feministas dedicaban sus esfuerzos a la guerra, había una minoría que era o siguió siendo pacifista. Sus objetivos se referían generalmente a la maternidad y contrastaban los valores maternales y femeninos con la masculinidad como símbolo de destrucción. La profesora Héléne Brion, famosa por su militancia laborista, pero feminista ante todo al igual que otros muchos enseñantes, luchó por la paz durante la guerra y por ello fue juzgada en un consejo de guerra en marzo de 1918 y acusada de propaganda derrotista por repartir panfletos y folletos. Este juicio movilizó a los movimientos de mujeres y muchas feministas como Nelly Roussel y Marguerite Durand la defendieron. Pese a todo este apoyo, fue cesada de su puesto docente y condenada a tres años de prisión, con reducción de la pena por buena conducta. Héléne Brion había optado deliberadamente por la maternidad fuera del matrimonio y había culpado a los hombres por imponer a la mujer la elección deprimente entre «partos numerosos y agotadores o abortos, ¡condenados por vuestras leyes!, o esterilidad, que según ella reduce el universo de la mujer a una sola persona[345]». La opinión de Brion era original, en lugar de defender la maternidad voluntaria, hablaba de maternidad forzosa, de las mujeres como objetos de la sexualidad masculina.


  Madeleine Vernet también rechazaba la noción de maternidad obligatoria, en nombre de la dignidad de la mujer. En su opinión no podía existir ningún «progreso moral» auténtico mientras las mujeres, casadas o solteras, se viesen deshonradas a través de la maternidad. Fundó la revista La Mére éducatrice en 1917, con la que colaboró Héléne Brion. Pacifista convencida, luchó por la paz en nombre de la maternidad. Lanzó un llamamiento para crear la Liga de Mujeres contra la Guerra y distribuyó panfletos y poemas pacifistas que glorificaban la maternidad, «apogeo de la individualidad femenina», y se aproximó mucho a las ideas de Ellen Key[346], pero difería de esta última en la petición de una remuneración para la maternidad, algo que Vernet consideraba inmoral.


  CONCLUSIÓN


  La variedad de ideas acerca de la maternidad en el seno del movimiento feminista es una muestra de su dinamismo. El CNFF de principios de siglo es una ilustración de esta tendencia y permitió la agrupación de fuerzas para la defensa de los derechos de las madres en particular, dentro de un discurso moderado de «obligaciones y derechos». Las feministas reformistas, las moderadas y las radicales luchaban por la protección de la maternidad y por los derechos de las madres. Aunque las nociones de maternidad, las visiones de género y las soluciones que aportaban a los problemas específicos eran a veces muy dispares, los esfuerzos de cada grupo producían un impacto en el movimiento en su conjunto. Las feministas fueron de las primeras en lamentar la dénatalité y se centraron en la maternidad como vínculo común a todas las mujeres y como estrategia para reclamar derechos políticos, sociales y económicos para las madres y las mujeres en general. La filosofía de la «igualdad dentro de la diferencia» era un rasgo dominante del feminismo francés y, en términos más generales, del «feminismo relacional» o «feminismo social» de los movimientos occidentales de mujeres; difería, aunque con múltiples puntos en común y vías de interacción, del «feminismo individual» o «feminismo igualitario» que tendía a reducir al mínimo la diferencia sexual[347].


  Pero el impacto que tuvo el feminismo francés en la legislación y en el mundo de la política masculina en su conjunto es muy difícil de evaluar. Por una parte, la ausencia del sufragio femenino dificultaba la tarea de interesar a los varones en el poder en las reivindicaciones feministas y restringía el espacio de maniobra de las mujeres; por otra parte, las mujeres influyeron incontestablemente a través de sus actividades públicas y de sus lazos con algunos parlamentarios y otros políticos. La cuestión de la dénatalité movilizó las energías de muchas fuerzas sociales, de parlamentarios, médicos, demógrafos y repobladores de toda laya, que sacaron a relucir la necesidad de encontrar soluciones en el contexto de un discurso patriótico e incluso nacionalista. Las leyes promulgadas para proteger la maternidad estaban a menudo motivadas por preocupaciones pronatalistas, pero eran también el resultado de políticas sociales humanitarias e incluso de una política por los derechos de la mujer; estas leyes prepararon el camino para la construcción del futuro Estado francés de bienestar. Sin embargo, el efecto que tuvieron fue escaso en cuanto a la mejora de la situación de la mujer, y las importantes medidas adoptadas justo antes de la guerra y durante esta no satisfacieran la ambición de las feministas; muchas de las resoluciones aprobadas en los congresos feministas se quedaron en papel mojado. Por parte de los legisladores, prevalecían los obstáculos y la resistencia: limitaciones presupuestarias, lentitud en los procedimientos, conciencia de los límites del poder de la ley, pero ante todo una resistencia a aventurarse en lo que se consideraba la esfera privada, la familia con la madre en el centro. Esta renuencia resultó ser justificada a la vista del alcance de las esperanzas pronatalistas y de la caída continuada de la tasa de natalidad pese a todas las medidas adoptadas.


  Capítulo VII 
El cuerpo político: mujeres, trabajo y política de la maternidad en Francia, 1920-1950[348]


  KAREN OFFEN


  En mayo de 1920, el gobierno de la victoriosa pero maltrecha IIIRepública francesa, encabezado por el primer ministro Alexandre Millerand, celebró el Día de la Madre creando medallas para rendir homenaje a las madres de familias numerosas. Estas medallas, de bronce para las madres de cinco hijos con vida, de plata para las madres de ocho y de oro para las madres de diez, eran un intento de alentar la natalité francesa, recompensando públicamente a las mujeres que habían demostrado, en las tan citadas palabras de Alexandre Dumas hijo en su obra Franqillon de 1889, que la «maternidad era la marca femenina del patriotismo[349]». En julio, por orden del recientemente instituido Conseil Supérieur de Natalité (Consejo Superior de Natalidad), el gobierno declaró ilegal la propaganda antinatalista (contre la natalité), es decir, la propaganda que pudiese influir u ofrecer información a las mujeres. En 1923, se modificó el estatuto jurídico del aborto, «despenalizándolo» al transferir la competencia de jurados benévolos a jueces severos y se impusieron condenas de prisión para los abortistas así como para sus clientes; ambas medidas pretendían garantizar un castigo seguro[350]. Mientras tanto, el general francés Maitrot se lamentaba en el Echo de Paris de que «hay demasiadas mujeres mecanógrafas y funcionarias, y no las suficientes mères de famille. En lo que a la natalidad se refiere, las madres alemanas han vencido a las madres francesas; esta es la primera venganza de Alemania contra Francia[351]».


  [image: Tasa de natalidad bruta para Francia, Alemania, Inglaterra y País de Gales, 1850-1930]


  En la década que siguió a la victoria de los aliados en la Primera Guerra Mundial, los políticos y portavoces públicos repitieron hasta la saciedad el mensaje pronatalista. La toma de conciencia pública de la caída continua de la tasa de natalidad francesa (véase figura) llegó a ser lo bastante acusada para que el término crise de natalité se convirtiese en una metáfora de otras deficiencias nacionales como, por ejemplo, en 1931 la insuficiencia de barcos para la marina mercante[352]. A las restricciones estatales sobre la decisión de la mujer en materia de reproducción siguieron repetidas derrotas en el Senado francés de medidas sobre el sufragio femenino, aprobadas por grandes mayorías en la Cámara de los Diputados; una de las razones de lo anterior era que los varones anticlericales temían que las mujeres en tanto que electoras apoyaran en bloque los dictados de la Iglesia católica[353]. Tras la caída del efímero Frente Popular, en el Code de la famille de 1939 se endurecieron las condenas por aborto aunque también se remodeló de manera considerable el derecho matrimonial francés. En 1940 el mariscal Pétain, haciéndose eco de las ideas de su antiguo colega Maitrot, culpó de la capitulación francesa ante los alemanes no solo a la falta de armas y aliados, sino también al «número demasiado escaso de niños». Una ley del gobierno de Vichy, la Ley300 del 15 de febrero de 1942, declaraba que la ejecución de un aborto era un crimen contra la sociedad, el Estado y la raza, un acto de traición sancionable con la muerte[354].


  Este tipo de medidas y mensajes pueden parecer extraordinarios desde la perspectiva del feminismo individualista de finales del sigloXX, que hace hincapié en la autorrealización, se muestra receloso acerca de la domesticidad y la dependencia de un cabeza de familia varón y ambivalente acerca de la intervención estatal en los asuntos personales de la gente. Sin embargo, contemplar las medidas mencionadas solo desde este punto de vista nos llevaría a malinterpretar su significado histórico. En realidad, subrayan la continua importancia en la Francia de después de la Primera Guerra Mundial de la intersección de los asuntos demográficos, el nacionalismo y el feminismo; son un testigo elocuente del destacado papel que ocupaban las cuestiones de género en la política de entreguerras, tras las grandes bajas de varones franceses, unos 1,3 millones fallecidos en la guerra, en un contexto donde había varios millones más de mujeres adultas que de varones adultos. Las cuestiones relativas a la emancipación de las francesas, incluido el empleo y las prácticas reproductivas, eran inseparables del debate apasionado sobre la forma y la fuerza futura de la comunidad nacional francesa, que debía hacer frente por entonces a una Alemania resurgente y resentida[355]. El debate que rodeaba estas cuestiones subraya la urgencia y la desesperación que prevalecían, y ofrece una imagen sombría de las necesidades y deseos que motivaron la política oficial elaborada por varones en los últimos tiempos de la IIIRepública y del régimen de Vichy, así como de las actitudes predominantes ante la mujer, que según los críticos se resistían a la maternidad y amenazaban así la seguridad nacional.


  Nuestra perspectiva de estos avances ominosos también debe temperarse considerando otros aspectos positivos de la situación, a los que nos referiremos como «política de la maternidad[356]». También es una realidad que, pese a que los gobiernos de la IIIRepública promulgaron leyes protectoras y restrictivas para un sexo específico[357], y alentaron a través de la enseñanza pública una idea concreta del papel femenino y masculino determinado por el sexo, también continuaron, a diferencia de otros gobiernos europeos, defendiendo el derecho de la mujer a un empleo remunerado. Además, como respuesta a la crisis demográfica y a los problemas de pobreza de los que se tenía plena conciencia, el gobierno favoreció el desarrollo y ampliación progresivos de bajas de maternidad remuneradas obligatorias (1928), subsidios familiares financiados por el Estado como ayudas para los hijos a cargo (1932), dinero para las madres que criaban a sus hijos (1935) y primas por el nacimiento del primer hijo (1939). Incluso cuando los ministros introdujeron, en 1939 por iniciativa social-católica, un subsidio adicional para las madres que decidían permanecer en casa con los hijos, también realizaban avances considerables en la reforma del Código Civil con objeto de aliviar la subordinación jurídica de la mujer casada, lo que durante mucho tiempo venían solicitando las feministas seglares. Estas medidas importantes aunque muy graduales —por ejemplo, en 1927 las madres obtuvieron el derecho legal a expresar su consentimiento para el matrimonio de un hijo, en 1935 se las asoció a la puissance paternelle en decisiones relativas a la educación de los hijos, en 1942 se equiparó su opinión acerca de los hijos con la del padre—, durante mucho tiempo sumergidas por los legisladores bajo la política familiar e ignoradas por los primeros historiadores de la mujer, quedaron finalmente incrustadas en los cimientos del Estado de bienestar francés en los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial y a partir de entonces significaron una aportación clara a la emancipación de la mujer francesa[358].


  A medida que el origen y el crecimiento del Estado de bienestar atraían a los estudiosos, estas y otras medidas específicas del género llamaban la atención de los historiadores de la mujer, así como de especialistas feministas de otras disciplinas. Es ciertamente esencial evaluar de nuevo el Estado de bienestar y su formación desde una perspectiva feminista[359]. En el curso de esta reevaluación es, sin embargo, igualmente fundamental centrarse en la forma histórica específica que adoptaron los asuntos femeninos en la Francia de entreguerras, con vistas a desenmarañarlos de las cuestiones «familiares» definidas por los movimientos pronatalistas/familiares dominados por varones y de las preocupaciones de finales de sigloXX, para volver a las fuentes originales prestando particular atención a las voces femeninas y al contexto sociopolítico y económico de la época, pues las mujeres no permanecieron precisamente silenciosas en esos ni en otros temas. Además, no puede escribirse ninguna historia íntegra del Estado de bienestar francés, o incluso de la vida de la mujer francesa o del feminismo francés, sin medir las peticiones de control demográfico y feministas con relación a lo que una diversidad de mujeres, y varones, consideraban como sus intereses respectivos y lo que en su opinión debía proporcionarles la sociedad francesa. Sin pretender que todas las mujeres pensaban igual, es posible, sin embargo, demostrar una convergencia considerable entre un amplio elenco de mujeres que se pronunciaban abiertamente sobre el aspecto político de temas fundamentales; por ejemplo, la insistencia en la diferencia física entre los sexos y sus necesidades como base de la igualdad cívica, económica y política de la mujer, y el acuerdo general con respecto a la importancia sociopolítica de la maternidad y de la independencia económica de la mujer[360]. El desacuerdo surgía en la forma y alcance de las posibles soluciones políticas.


  PRONATALISMO Y LA CUESTIÓN DEL EMPLEO DE LAS MUJERES


  La historia francesa del periodo de entreguerras ofrece una ilustración ejemplar de lo fundamentales que podían ser la política de género y las cuestiones femeninas para la política nacional en una época de crisis demográfica, tanto en el plano nacional como internacional[361]. Los desafíos políticos e ideológicos del bolchevismo, fascismo y nacionalsocialismo, junto con los recuerdos de la guerra y la inestabilidad económica mundial, dificultaban de antemano la consecución de soluciones políticas.


  A medida que la depresión económica mundial empezaba a afectar a Francia a principios de los años 30, las francesas de los años de entreguerras experimentaron cada vez más la convergencia de tales cuestiones, con el creciente recorte de empleos femeninos, especialmente para las mujeres casadas, en nombre del denominado movimiento familiar. Según las estadísticas oficiales, entre todos los países económicamente desarrollados Francia poseía el porcentaje mayor de mujeres activas, incluidos los elevados números que trabajaban en el sector agrícola (véase cuadro 7.2). Pero quizá en ningún otro país, excepto en Inglaterra, la retórica masculina prescriptiva insistía con tal firmeza y futilidad en la necesidad de proceder a una división idealizada del trabajo por sexos, donde el marido fuese el que proveyese y la esposa la maitresse de maison y madre-educadora, encargada de criar a los ciudadanos, trabajadores y soldados del futuro[362]. Esta visión prescriptiva neotradicionalista, común en Francia entre los católicos, los republicanos seglares de orientación LePlayista o Comteana, socialistas a menudo proudhonistas, y comunistas por igual, se convirtió incluso en un ingrediente esencial del programa educativo de la Tercera República antes de la guerra, especialmente en las escuelas primarias[363].
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            Porcentaje de mujeres económicamente activas con respecto a la población activa total en Francia, 1856-1961
          
        

      

      
        
          	
            AÑO
          

          	
            Población activa total 


            (en miles)
          

          	
            % de mujeres
          
        


        
          	
            1856
          

          	
            14 123
          

          	
            31,2
          
        


        
          	
            1861
          

          	
            14 786
          

          	
            30,6
          
        


        
          	
            1871 [1872]
          

          	
            14 686
          

          	
            29,6
          
        


        
          	
            1881
          

          	
            16 629
          

          	
            32,2
          
        


        
          	
            1891
          

          	
            16 343
          

          	
            31,4
          
        


        
          	
            1901
          

          	
            19 736
          

          	
            34,6
          
        


        
          	
            1911
          

          	
            20 931
          

          	
            36,9
          
        


        
          	
            1921
          

          	
            21 718
          

          	
            39,6
          
        


        
          	
            1931
          

          	
            21 615
          

          	
            36,6
          
        


        
          	
            1946
          

          	
            20 792
          

          	
            37,9
          
        


        
          	
            1954
          

          	
            19 602
          

          	
            34,0
          
        


        
          	
            1961 [1962]
          

          	
            19 711
          

          	
            33,4
          
        

      
    


    
      Fuente:


      Cifras calculadas a partir de los datos incluidos en P.Bairoch, «The Working Population and its Structure», en T.Deldycke, H.Gelders, J-MLimbor, et al. (eds.), International Historical Statistics, vol. 1, Bruselas, Universidad Libre de Bruselas, 1968.

    

  


  Con anterioridad, durante la Primera Guerra Mundial, aquellos que se oponían a la participación de la mujer en el mercado laboral se habían esforzado por racionalizar la necesidad del empleo femenino en tiempos de guerra, ante la urgencia de enviar más varones al frente y a la vista de la crisis demográfica continuada[364]. De nuevo en 1916-1917, la Academia de Medicina hizo sonar la alarma acerca del trabajo de la mujer en la industria y el descenso de la tasa de natalidad, mientras que bajo la égida del Ministerio de la Guerra, las industrias de armamento del Estado empezaron a abrir salas para bebés y guarderías in situ para dar cabida a los bebés y niños pequeños de las empleadas[365]. Cuando acabó la guerra y se liberó a cientos de miles de mujeres del mercado laboral para dejar paso a los hombres que regresaban de la guerra, la prioridad pasó a ser luchar contra la tasa de natalidad todavía a la baja; los pronatalistas y los varones del movimiento familiar se ocupaban de forma obsesiva del «problema» de la esposa trabajadora y de la esperanza de que si estas mujeres volvían al foyer para tener más hijos quedaría garantizada la fuerza industrial y militar de Francia en el futuro. Las ideologías y políticas económicas, demográficas, nacionalistas y solidaristas, y una cantidad considerable de ilusionismo, se combinaron para moldear las reformas propuestas para la situación de la mujer francesa[366].


  Las cuestiones relativas a la protección de las trabajadoras y a la igualdad de remuneración para un trabajo igual también se debatieron largo y tendido antes de la guerra. Tanto las feministas radicales republicanas como las socialistas dieron a conocer su opinión sobre estos temas mucho antes de 1919, cuando ejercieron su influencia en la redacción del borrador de los estatutos de constitución de la nueva Organización Internacional del Trabajo con sede en Ginebra[367]. Pero a medida que la situación económica mundial empeoraba y la crisis de los años 30 azotaba Europa con un desempleo masivo, la incompatibilidad aparente entre las esposas trabajadoras y la maternidad suscitó nuevos ataques de los pronatalistas con la consiguiente postura defensiva de las líderes de los movimientos de mujeres. Tras una breve subida de la natalidad a principios de los años 20, la tasa de nacimientos francesa descendió de nuevo a los niveles de antes de la guerra. Más adelante, como consecuencia de las encíclicas papales Casti Connubi (1930) y Quadragesimo Anno (1931), que exponían claramente el papel dependiente de la esposa y las responsabilidades económicas del varón, y ante la subida espectacular del desempleo francés en 1931, pronatalistas seglares como el venerable médico y premio Nobel Charles Richet hacían un llamamiento para eliminar a todas las mujeres de la población activa como solución a la crisis de la natalidad y al desempleo masculino[368].


  Las mujeres de todas las convicciones políticas salieron en defensa del derecho de la mujer al trabajo. Grupos de mujeres de todo el espectro político percibieron rápidamente el peligro de la aparente solución de Richet a la crisis económica y se resistieron con firmeza a ser chivos expiatorios. Varias organizaciones movilizaron información y argumentos para contrarrestar el ataque. Sindicatos como la Féderation des Transports y la Fédération des Tabacs tomaron medidas para proteger a las numerosas mujeres empleadas en sectores económicos como el transporte público y los estancos de tabaco administrados por el Estado[369]. Incluso Andrée Butillard, líder de la Unión Féministe Civique et Social (UFCS, Unión Feminista Cívica y Social) de orientación social-católica, se pronunciaba en 1931 contra portavoces católicos varones de alto rango, diciendo que en las circunstancias económicas vigentes, las mujeres casadas o solteras deberían tener la opción de un empleo[370]. Este hincapié en la capacidad de elección llevó a sus límites la doctrina católica sobre los acuerdos matrimoniales.


  Mujeres francesas de formación universitaria como la economista Femande Dauriac y la historiadora social Marguerite Thibert, por entonces en la Oficina Internacional del Trabajo, ante las declaraciones de que las mujeres se habían apropiado de los «empleos de los hombres», publicaron estudios sobre el empleo femenino en Francia donde quedaba reflejado que el nivel de empleo femenino se había mantenido claramente estable en términos generales desde 1906. En realidad, desde principios de la década de 1920 se había producido una ligera caída de la participación de la mujer en la población activa; lo que había cambiado radicalmente era la distribución del empleo femenino en los diferentes sectores. De las estadísticas se desprendía asimismo que el número de mujeres empleadas en la industria había disminuido, pero había aumentado en el sector terciario, especialmente en la enseñanza y en puestos administrativos. Para suavizar la amenaza de la competencia económica de la mujer contra el varón, Thibert especificaba que, en la mayoría de casos, las mujeres y los hombres no competían por los mismos puestos de trabajo; en realidad, observó que la mayoría de las mujeres realizaban trabajos que ningún hombre aceptaría[371]. Una excepción importante era, sin embargo, la del funcionariado; en este sector, las mujeres con formación habían obtenido logros considerables y se sentían vulnerables. A diferencia de lo que ocurría en otros países europeos como Italia, donde se adoptaron medidas más severas, las empleadas casadas de la administración pública francesa nunca se vieron obligadas a renunciar a su cargo, pero sí se cerró el acceso de las mujeres a estos puestos públicos durante varios años. Precaución era la consigna; un libro publicado en 1936 sobre consejos en materia de empleo recomendaba a las mujeres jóvenes una serie de salidas profesionales, especialmente en el sector de los servicios sociales, que no las colocarían en competición abierta para empleos que los varones consideraban propios[372].


  A continuación examinaré brevemente los argumentos de las defensoras de los derechos de la mujer en todo el espectro político, desde el religioso al seglar y el social-católico al comunista, tal como se divulgaron en la prensa y otras publicaciones de los años 30. Este repaso demuestra que las estrategias y tácticas de casi todas las secciones del movimiento de las mujeres francesas durante los años de entreguerras giraban en torno a determinados presupuestos característicos de lo que he denominado feminismo «relacional[373]». En pocas palabras, los defensores de este enfoque, influidos por décadas de pensamiento francés solidarista y corporativista, así como de doctrina católica, insistían en la familia como unidad sociopolítica básica de la nación-estado y subrayaban los derechos de la mujer como mujer y como madre dentro de un contexto de complementariedad masculino-femenina; una división del trabajo social por sexos «natural» basada en las diferencias fisiológicas entre los sexos seguía siendo un elemento fundamental de esta idea. Ello no significaba que las mujeres debían dedicar exclusivamente sus esfuerzos al hogar y a los hijos; sino que las cualidades maternales particulares de la mujer debían ejercitarse activamente para reformar la sociedad fuera de las fronteras del hogar. En resumidas cuentas, el feminismo relacional aspiraba a acabar con la dicotomía «público/privado» de la función sexual que los antifeministas se empeñaban en mantener[374].


  Estas feministas relacionales buscaban la intervención del Estado para mejorar la situación de la mujer como esposa y madre, al mismo tiempo que luchaban por defender el derecho de la mujer a trabajar fuera del hogar y trataban de obtener el sufragio. En el contexto de los años 30, estas acciones y actitudes se entienden mejor como respuestas políticas de unos actores que no tenían ningún poder político oficial, excepto en la medida en que podían influir en la opinión pública dentro de un clima generalizado de pronatalismo, nacionalismo y antiindividualismo, caracterizado por la hostilidad y aprehensión ante el «egotismo» que parecía intrínseco a las demandas de mayores derechos jurídicos, políticos y económicos para la mujer como individuo. Este clima de opinión predominante ya había afectado a la vida política francesa mucho antes de la Primera Guerra Mundial, pero se fortaleció y extendió después del desastroso derramamiento de sangre de la guerra, e incluso impuso, según parece, mayores limitaciones psicológicas a las opciones de las mujeres y de aquellos varones con el poder necesario para atender las peticiones de las mujeres. Debe quedar claro que en esta época todas las secciones del movimiento femenino francés mantenían una postura defensiva e incluso asediada, aunque nunca podría deducirse tal cosa de los comentarios cáusticos y autoenaltecedores de Louise Weiss acerca de la evidente timidez de otras líderes sufragistas[375].


  RESPUESTAS DE LOS GRUPOS FEMENINOS FRANCESES: FEMINISTAS SEGLARES, SOCIAL-CATOLICISMO, MUJERES SOCIALISTAS Y COMUNISTAS


  Examinemos seguidamente las posturas adoptadas, con respecto a las cuestiones relacionadas entre sí del pronatalismo y el empleo femenino, por los grupos seglares en defensa de los derechos de la mujer, empezando por la Union Française pour le Suffrage des Femmes (UFSF, Unión Francesa para el Sufragio de las Mujeres), fundada en 1909. En pleno apogeo de la Primera Guerra Mundial, en 1916, mientras seguían reivindicando el voto, las líderes de la UFSF hacían hincapié en «el deber de la mujer en la lucha contra la despoblación». En esta empresa, señalaban que en los países donde las mujeres ya poseían el derecho de voto, las líderes del movimiento por los derechos de las mujeres encabezaban las campañas para la mejora de las condiciones de la maternidad[376]. En el congreso de 1917, las delegadas de la UFSF instaron al Estado para que reconociese la maternidad como un servicio nacional y en 1920 Marguerite de Witt-Schlumberger, madre de seis hijos, ardiente sufragista, pronatalista y única mujer miembro del recién establecido Conseil Supérieur de la Natalité, planteó públicamente la posibilidad de que las francesas se convirtiesen en «madres de la patria o en traidoras a la patria[377]». Esta reproducción no debía ser indiscriminada, sino resultado de una elección consciente de la mujer y, como eugenista concienzuda, Witt-Schlumberger también reivindicaba el derecho de la mujer a rechazar a un varón enfermo como padre. Las líderes de la UFSF no consideraron oportuno durante los años de guerra hacer frente a los peligros que existían para las mujeres en una situación tan inequívocamente pronatalista.


  La Française, revista oficial del Conseil National des Femmes Françaises (CNFF, Consejo Nacional de Mujeres Francesas), que también luchaba por el voto femenino, celebró la publicación del panfleto provocador de Witt-Schlumberger con un editorial donde se afirmaba que la lucha contra la despoblación era en efecto un asunto de mujeres; según palabras del editorial, «toda la cuestión feminista está íntimamente conectada con la cuestión demográfica[378]». Tanto la abogada María Vérone como la joven Andrée Lehmann, activistas destacadas de la Ligue Française pour le Droit des Femmes (Liga Francesa para los Derechos de la Mujer), también expresaron su preocupación por la difícil situación demográfica en Francia; manteniendo las distancias con respecto a las feministas neomalthusianas de antes de la guerra, sostenían que el Estado tenía la obligación de proporcionar a las madres una asistencia económica sustancial[379]. La sucesora de Witt-Schlumberger, Cécile Brunschvicg, figura clave del movimiento feminista de entreguerras, insistió de un modo similar en la importancia de la maternidad para la mujer, solicitando el voto que les permitiese cumplir satisfactoriamente sus deberes maternales, además de reclamar la asistencia económica del Estado para las mujeres de clase obrera que la necesitasen[380].


  En realidad, cuando el Senado rechazó el sufragio femenino en 1923, había nacido una alianza aparentemente paradójica entre los líderes del movimiento seglar de mujeres francesas, y los movimientos familiares y pronatalistas para la búsqueda de un nuevo enfoque al sufragio que incluyese el voto para las mujeres casadas y proporcionase así una representación múltiple de las familias. Al parecer, los términos de esta negociación contemplaban un acuerdo tácito de las portavoces del movimiento seglar republicano de mujeres de no oponerse al gobierno ni al grupo de presión pronatalista en lo que respectaba a la fírme represión del aborto y la contracepción emprendida en los últimos meses de 1920[381].


  Lo que unía a las feministas seglares y a los pronatalistas seglares era el acuerdo común en la necesidad de luchar para mejorar considerablemente la situación de la mujer como esposa y madre. Un programa de prestaciones familiares financiado por el Estado, introducido en 1913 para determinadas categorías de familias, se convirtió en los años de entreguerras en un sistema que, en última instancia ofrecería prestaciones de maternidad, primas de natalidad y subsidios para las mujeres que permanecieran en el hogar para ocuparse de sus hijos. Este último aspecto es especialmente interesante desde el punto de vista de la historia de la mujer. En el artículo segundo de la Ley de 1913 se estipulaba que se concedería una prestación mensual a todas las familias necesitadas con varios hijos menores de trece años, con objeto de proveer para el cuarto hijo y todos los adicionales. La prestación se pagaría al padre o a la madre en ausencia de un varón cabeza de familia; una ley suplementaria promulgada en junio de 1918 ofreció ayudas adicionales[382].


  En los años 20 y 30, las líderes de los movimientos de mujeres, seglares y católicos, trataron de enmendar esta legislación para que los pagos se realizasen a las propias madres y no al cabeza de familia, que solía darse por supuesto era el marido/padre. Cuando en 1939 el gobierno introdujo una prestación para las madres que permanecían en el hogar para cuidar de los hijos, un artículo feminista publicado en La Française hablaba de victoria: «Es natural que esta suma, concedida a la vista del trabajo doméstico realizado, se pague a la persona que desempeña realmente tales tareas». La introducción de los subsidios de maternidad y familiares, mencionados más arriba y de los que nos ocuparemos con detalle más adelante, se debió, en gran medida, a los esfuerzos combinados de los social-católicos y de los pronatalistas seglares. De particular importancia en el social-catolicismo fueron los esfuerzos desplegados por Andrée Butillard y sus colaboradoras de la Unión Féminine Civique et Sociale, fundada en 1925.


  El grupo de Butillard efectuó un estudio sobre 30 000 mujeres trabajadoras, donde se examinaban los problemas que les planteaba la carga doble de trabajo; más del 80 por ciento respondió que trabajaba por una cuestión de supervivencia económica. Como alternativa a las propuestas que emanaron en muchos países para que el Estado interviniese en la eliminación de las mujeres del mercado laboral, como una solución clara a los grandes problemas de desempleo fruto de la depresión mundial, en 1936 el grupo de Butillard fundó la Ligue de la Mère au Foyer (Liga de las Madres en el Hogar), que exigía subsidios directos para las mujeres casadas que optaban por renunciar a un empleo fuera del hogar para quedarse en casa y cuidar de la familia[383].


  Estos esfuerzos coronaron años de trabajo de los social-católicos para proponer una solución propia a la «cuestión de la mujer» y a la situación demográfica. En 1921 los católicos franceses había recibido la autorización de Roma para afiliarse al movimiento pronatalista francés, dominado a la sazón por los republicanos seglares. En 1923, durante la alocución de la Semana Santa, el cardenal arzobispo Dubois de París abordó el tema demográfico; la Semaine sociale celebrada ese mismo año se ocupó del mismo tema, mientras que en la Semaine sociale de 1927 se abordó la situación de la mujer en la sociedad[384]. En términos de la doctrina católica, tal como la articularon PíoIX y LeónXIII a finales del sigloXIX, las actas de dicha Semaine insisten claramente en una vida para la mujer basada en el hogar y centrada en la familia, así como en su función social de ayudantes competentes de los varones, una idea más tarde confirmada en las encíclicas papales de principios de los años 30. Durante ese acontecimiento, Eugéne Duthoit, estrecha colaboradora de Butillard, describió sin ambages la relación del social-catolicismo con el feminismo seglar con las siguientes palabras:


  A la luz de las enseñanzas católicas podemos definir claramente nuestra postura con respecto al feminismo. A los partidarios del feminismo les diríamos: si con ese término tratáis de afirmar la personalidad de la mujer y… su personalidad femenina, con todos los derechos y obligaciones consiguientes, entonces os apoyamos; no solo podemos, sino que debemos ser feministas. Si, por el contrario, perdéis de vista el que la mujer y el hombre son dos seres complementarios, llamados juntos a perpetuar la especie humana, si negáis que esta asistencia proporcionada y recíproca debería desplegarse en la familia, entonces no somos feministas; no solo podemos, sino que debemos combatiros.


  Duthoit insistía a continuación en el desarrollo y despliegue del talento femenino en beneficio de la maternidad temporal y de la espiritual, y se lamentaba de que el empleo alejase a las mujeres casadas del hogar[385].


  Al escuchar a los partidarios del movimiento católico femenino, podríamos creer que todas las feministas seglares se oponían unánimemente a la maternidad, con la consiguiente destrucción de la familia francesa y, con ella, de los cimientos de toda la moral social. Esto no era en ningún caso lo que ocurría y para confirmarlo basta con examinar las opiniones expresadas en la misma época por la izquierda seglar, por las mujeres socialistas y comunistas.


  Entre las socialistas, especialmente después de la ruptura entre la sección francesa de la Tercera Internacional y el Partido Comunista en 1920, encontramos puntos de vista dispares acerca de la cuestión de la mujer. La larga dedicación de las socialistas feministas al establecimiento de la maternidad como función social remunerada, que se originó en la década de 1880 por iniciativa de Léonie Rouzade, tenía sus adversarias, al igual que la perspectiva de la liberación sexual defendida con particular elocuencia por Madeleine Pelletier, aunque en los años 30 también ella defendió la maternidad como una función social que el Estado debía remunerar[386]. Madeleine Vernet, directora de una pequeña revista mensual socialista, se aplicó en difundir la ideología de la madre/educadora y consejos sobre higiene a las mères du peuple. Entre las colaboradoras de Vernet, citaremos a Nelly Roussel, Louise Bodin y Héléne Brion, todas ellas conocidas públicamente como feministas radicales e incluso neomalthusianas. Vernet no tardó en preguntarse «¿por qué la mayor aportación de la mujer, es decir, la maternidad, también debía ser la piedra angular de su servidumbre?». Según Vernet, el capitalismo negaba su grandeza a la tarea maternal; pero, a diferencia de Ellen Key y de las primeras Mutterschutz radicales alemanas, que pedían una dote de maternidad estatal para las mujeres casadas o no, Vernet sugería que todas las mujeres debían recibir una dote del Estado a la edad de veinte años; insistía, sin embargo, en que era preciso que los varones siguiesen trabajando para mantener a los hijos que engendraban. El «amor libre», comentó más adelante como respuesta a Madeleine Pelletier y sin duda también a los argumentos de la líder de movimiento comunista de mujeres rusas Alexandra Kollontai, «no es liberador para la mujer[387]».


  Diez años después de que se produjese la ruptura con los comunistas en Tours, las mujeres del partido socialista francés planteaban el problema de la baja participación de las mujeres en las actividades del partido. Como antes de la guerra, sentían la necesidad de movilizar a las mujeres de la clase obrera para contrarrestar las peticiones del feminismo «burgués[388]». Suzanne Lacore, más tarde una de las tres viceministras de Léon Blum en los ministerios del Frente Popular, se refirió en repetidas ocasiones al problema del «socialismo y la familia». En su opinión, como en la de muchas socialistas francesas, existía una falta de armonía con respecto a la larga dedicación del socialismo internacional al empleo femenino contemplado como una condición esencial de la liberación de la mujer; el capitalismo había arrancado a las mujeres del hogar y de sus hijos, las había obligado a abandonar a los bebés en manos mercenarias, al marido en hogares donde ya no prevalecía la ternura y, en general, a romper los lazos de la familia. A su parecer, muy cercano al «sexualismo» defendido por Aline Valette en la década de 1890, el socialismo devolvería a la mujer al lugar que le correspondía en el foyer[389].


  En el congreso de 1933 del Partido Socialista, se celebró la primera conferencia nacional de las socialistas francesas. En ella confirmaron el derecho al trabajo de la mujer, pero también solicitaron la aplicación estricta de una legislación protectora. Al mismo tiempo, exigieron la adopción de medidas destinadas a «facilitar a las mujeres el desempeño simultáneo de su función de madre, asalariada y ama de casa [ménagères]»; pidieron aumentos en los programas existentes de primes d’allaitement (primas de lactancia) y la extensión de dichos programas a todas las madres; apoyaron las disposiciones sobre bajas por maternidad; y, al igual que Léonie Rouzade y Paul Lafargue a finales del sigloXIX, reiteraron la petición tantas veces emitida por el partido de que se estableciese la maternidad (a pesar de Madeleine Vernet) como función social remunerada[390]. Esta perspectiva pasó a engrosar, sin lugar a dudas, los argumentos del jefe del partido y Primer Ministro del Frente Popular Léon Blum. En 1936, sostenía con un acento de comprensión pero en cierto modo diferente, que el trabajo no debía ser una necesidad para las madres, que el salario del cabeza de familia, es decir, del varón «proveedor», debía ser adecuado para mantener a toda la familia, y que tener hijos no debía ser una carga económica[391]. Parece que Blum nunca aprobó la maternidad como función social remunerada.


  Pasemos ahora a las mujeres del Partido Comunista francés. La postura de la sección francesa de la Internacional Comunista sobre el tema de la mujer, que en los años 20 había seguido las ideas ruso-soviéticas sobre la liberación de la mujer a través de empleo fuera del hogar, cambió bruscamente de rumbo en 1934, para centrarse en el «bonheur familial et maternal». Algunos han interpretado este viraje como un estalinismo reaccionario puro y duro. Sin embargo, en el contexto de la naciente alianza comunista con los socialistas y radicales alentada por el Frente Popular, junto con las preocupaciones pronatalistas de la época, también puede contemplarse como un sencillo ejemplo de oportunismo o como el reconocimiento de los problemas demográficos en Francia. A finales de 1935, L’Humanité empezó a publicar una serie de artículos reclamando un salaire vital que permitiese a las esposas quedarse en casa, y en 1936 un líder masculino del partido, Jacques Duelos, condenó públicamente a las militantes por su renuencia a atraer a otras mujeres apelando a los «intereses reales» de estas últimas[392]. Se juzgue de un modo u otro, está claro que a partir de entonces la postura del comunismo francés ante la cuestión de la mujer, al igual que la de sus aliados de antaño, se centraba en la maternidad y se pedía para ella una asistencia completa por parte del Estado.


  LA POLÍTICA DE LA MATERNIDAD Y EL NACIMIENTO DEL ESTADO DE BIENESTAR FRANCÉS


  A lo largo del presente capítulo, he subrayado los argumentos de las mujeres con respecto a la política de la maternidad, colocándolos en el contexto de los intereses del control demográfico y del bienestar nacional anterior al establecimiento del Estado de bienestar francés. En las siguientes páginas, el foco de atención será más bien la motivación y puesta en práctica de las denominadas «políticas familiares» desarrolladas en la IVRepública, así como otros cambios importantes que se produjeron simultáneamente en la condición de la mujer. Retrospectivamente, podemos afirmar que el problema con que se enfrentaban las feministas era, como en una época anterior, de qué forma estas medidas centradas en la natalidad y en la femme au foyer podían hacer de la mujer un sujeto activo y autónomo[393]. Estaba claro que la política familiar por sí sola, tal como se conceptualizaba antes de 1938 en términos de subsidios para los trabajadores (varones), era insuficiente para lograr tal fin.


  Los inicios formales de la política estatal familiar en Francia suelen fecharse en 1938-1939. Sin embargo, la Ley de prestaciones familiares de 1932 obligaba a todos los patronos a participar con sus aportaciones en el sistema voluntario existente de prestaciones familiares financiadas por los patronos a partir de unos fondos de compensación o caisses de compensation, y extendía la cobertura de dicho esquema. Las empresas habían establecido este sistema para sus propios empleados por razones relacionadas con la administración laboral más que con el pronatalismo; en 1930, solo un 7 por ciento de las empresas estaban afiliadas a las caisses de compensation. La Ley de 1932 no solo estipulaba la ampliación de las prestaciones familiares financiadas por las empresas bajo supervisión del Estado, sino también una extensión del esquema de financiación estatal de prestaciones para las familias necesitadas y para los funcionarios introducido en 1913. El objetivo era que se pagasen prestaciones a la mayoría de las familias a cargo de trabajadores del sector industrial, en el comercio y en profesiones liberales. En el artículo 74b se estipulaba que la prestación se pagaría al «cabeza de familia que mantiene al hijo»; si ambos progenitores eran asalariados, se pagaría al padre; pero además, las caisses de compensation regionales podían, por principio o en determinados casos, pagar la prestación a «la madre o a la persona que se encargase en la práctica de la educación del niño». Parece que en la mayoría de los casos, la madre recibía la prestación, si bien solo una minoría de los fondos familiares, aunque los más importantes, repartían el dinero directamente a las madres, por ejemplo, en las regiones de París y Tours, Amiens, Caen, Dijon o Lille[394]. En noviembre de 1938, el gobierno dio un paso adelante: retiró a las empresas del sistema de prestaciones familiares, contribuyó a financiarlas y las extendió al sector agrícola y a otros trabajadores independientes. En el transcurso de esta ampliación, se establecieron prestaciones de ayuda a las madres (allocations de la mère au foyer) que se pagaban tanto para fomentar la presencia de las mujeres como educadoras de sus hijos en el hogar como a las asalariadas responsables exclusivas del cuidado de sus hijos. Estas prestaciones se pagaban deliberadamente aparte de los salarios y de los subsidios, además de administrarse por separado de los subsidios por enfermedad, desempleo o jubilación institucionalizados en la Sécurité social después de la Liberación, aunque la financiación de subsidios y prestaciones se consolidó a través de estos últimos. Las modificaciones efectuadas en noviembre de 1938 quedaron plasmadas y más ampliadas en el Code de la famille del 29 de julio de 1939. En dicho código se introdujo una prima única de natalidad de varios millares de francos para el primer hijo nacido en los dos primeros años de matrimonio, mientras que se anuló la prestación familiar normal para el primogénito o primogénita; esta prima y la prestación de mère au foyer se pagaban directamente a la madre. Las prestaciones familiares normales, que se elevaban al 10 por ciento del salario para el segundo hijo, al 20 por ciento para el tercero y los demás, se pagaban al padre, a menos que estuviese ausente, incapacitado para el trabajo o desempleado[395].


  Estas fases iniciales de la política familiar estatal no auspiciaban un mayor poder para la mujer. Pese al elevado nivel continuado del empleo femenino en Francia, el Code de la famille daba claramente prioridad a un modelo familiar prescriptivo, descrito explícitamente en términos de un cabeza de familia asalariado varón y una esposa ama de casa con tres hijos o más, el primero nacido en los dos años siguientes al matrimonio. A principios de junio de 1940, el último gobierno de la IIIRepública instauró el Ministerio de la Familia. En julio, el nuevo gobierno de Vichy y su révolution nationale incorporaron los asuntos familiares a un secretariado y, más tarde, a un commissariat général, que se embarcó en un programa pronatalista y profamiliar nominalmente apolítico que insistía todavía más en una visión «tradicional» perfectamente familiar de la función de la mujer recluida en la vida «privada». En tal contexto, se promulgaron decretos gubernamentales para facilitar el despido de las mujeres de sus puestos de trabajo y equiparar oficialmente el aborto a la alta traición. A través de emisiones radiofónicas y películas de propaganda, Vichy defendía un divorcio civil más restrictivo y respaldaba con lirismo la celebración del Día de la Madre. Este mismo régimen estableció un nuevo concepto de prestación familiar en términos de suplementos a un salaire unique para el cabeza de familia, transferible a las viudas con hijos a cargo, aunque sorprendentemente defendía la allocation de salaire unique para madres solteras[396].


  Tras la Liberación, los líderes políticos de la IVRepública mantuvieron y ampliaron, en gran medida, este enfoque de la política familiar (1946-58). Los asuntos de la familia se incluyeron en el nuevo Ministerio de Sanidad Pública y Población. Los «subsidios familiares» siguieron administrándose independientemente del sistema nacional de seguridad social. Las medidas en materia de maternidad adoptaron características propias. El que las mujeres como madres, casadas o solteras, recibiesen ayuda o aliento del Estado parecía un hecho aceptado por todos, aunque el lenguaje de la «maternidad como función social» se evitase con mucho cuidado; de hecho, en agosto de 1946, se aprobó un sistema a gran escala de prestaciones estatales de maternidad, que también se pagarían en efectivo a las madres, mientras que los servicios médicos prestados por la seguridad social pasaron a englobar la asistencia maternal, antes, durante y después del parto. Se instauraron primas de natalidad para todos los hijos; se añadieron además unas ayudas prenatales que recibía la mujer para cubrir sus gastos durante el embarazo, con la intención explícita de disuadirlas del aborto[397]. No debemos subestimar la importancia simbólica y económica para las mujeres, especialmente para las pobres, de estas ayudas económicas para la maternidad, junto con los nuevos subsidios familiares (prestations familiales) para la manutención de los hijos.


  Sin embargo, resultaría exagerado afirmar que estas medidas cubrían íntegramente las necesidades de todas las mujeres. Quedaban por resolver una serie de puntos conflictivos: las relaciones recíprocas entre mujeres y hombres, la propiedad y los hijos dentro de la institución del matrimonio encabezada por la figura masculina como se desprendía del Código Civil francés todavía no reformado completamente, el derecho de la mujer a decidir sobre su cuerpo y la situación jurídica de los niños nacidos fuera del matrimonio[398]. Tras la derrota desmoralizadora y la ocupación alemana, no cabía esperar que ningún gobierno de la IVRepública emprendiese tales reformas. Con la extraordinaria excepción del extenso estudio filosófico de Simone de Beauvoir sobre el dilema existencial de la mujer como «segundo sexo» (1949), estas cuestiones no merecieron una atención pública significativa hasta bien entrada la VRepública, cuando se habían debilitado los recuerdos de la guerra y una nueva generación alcanzaba la edad madura[399].


  Entretanto empezaron a cambiar de manera considerable otros aspectos de la situación de la mujer y no sencillamente sobre el papel. La participación de las mujeres en la Resistencia —sus actos de ciudadanía de facto— se pregonó a voz en grito en defensa de su ciudadanía plena[400]. En 1944 el gobierno de oposición del general de Gaulle concedió por decreto el voto a la mujer, una decisión histórica confirmada en una ley promulgada al año siguiente de la Liberación. En el Préambule de la Constitución de 1946 de la IVRepública se garantizaba la igualdad de derechos para las mujeres y se proclamaba el deber de trabajar de todos los individuos y el derecho a un empleo; en un borrador de la Constitución se habían expresado de forma más explícita las «libertades» y «derechos sociales y económicos» de las mujeres, pero fue rechazado por escaso margen en un referéndum nacional seis meses antes de que se promulgase la Constitución el 27 de octubre de 1946[401]. Quedaba así establecido el principio de salario igual para empleo igual para ambos sexos en la administración pública francesa (5 de octubre de 1946). Es importante subrayar que estas medidas satisficieron esencialmente muchas de las demandas políticas, jurídicas y económicas presentadas por el movimiento de mujeres francesas desde principios del sigloXIX.


  Los efectos acumulativos de este conjunto de medidas son extraordinarios, especialmente si se procede a una comparación internacional, y contrastan, por ejemplo, con la situación en Alemania. Globalmente, la acumulación de reformas promulgadas en beneficio de las mujeres entre 1920 y 1950 constituye el clímax lógico de un movimiento feminista que, por razones históricas, no contestaba abiertamente la base familiar de la estructura sociopolítica francesa, pero trataba de reorganizarla radicalmente paso a paso. Estas mujeres y varones hacían hincapié en el papel de la mujer como madre en la nación-estado republicana y buscaban el apoyo del Estado para poder desempeñarlo. Al mismo tiempo, al defender el derecho al trabajo de la mujer y seguir sosteniendo la «igualdad dentro de la diferencia», se mostraban partidarios de unos derechos que integrasen a las mujeres en el cuerpo político francés, en lugar de verlas como individuos independientemente de las consideraciones de género. En Francia no triunfó la «igualdad» ni la «diferencia», sino la «igualdad dentro de la diferencia».


  Incluso si contemplamos desde una postura crítica la política familiar de los pronatalistas y desde una escéptica el cambio de la dependencia de la mujer con respecto a un Estado no siempre «maternal», debemos reconocer que la lucha insistente de estas mujeres por sus derechos dio frutos importantes. En el periodo de entreguerras, casi todas las facciones de mujeres políticamente activas habían subrayado la importancia de la maternidad para la mujer y habían apoyado algún tipo de asistencia económica sustancial para las madres, especialmente para las necesitadas, con objeto de garantizar que la maternidad no fuese un obstáculo insuperable para la supervivencia económica, sobre todo durante los primeros seis meses de vida del bebé. Las mujeres social-católicas, pese a la convicción de que el mejor lugar para la mujer era el hogar, apoyaban el derecho de la mujer al empleo y la idea de que cualquier ayuda económica a la maternidad debía entregarse directamente a las mujeres. La mayoría de las feministas seglares, así como las mujeres socialistas y comunistas, seguían alegando que la maternidad debía convertirse en una función social remunerada, pero no estaban de acuerdo en si esta medida debía limitarse a las mujeres pobres o extenderse a todas las mujeres, como postulaban las comunistas, independientemente de la condición o clase social.


  Cabría decir que en 1950, las francesas estaban en un camino que parecía prometerles lo mejor de ambos mundos. Con el voto también recibieron un espaldarazo potencialmente importante en la política democrática, que empezó a marcar la diferencia. Entre 1965 y 1985, «se reescribieron todas las normativas en relación con la mujer, desde la reproducción hasta la jubilación[402]». Entre dichas normas legales tenemos la completa capacitación de las mujeres casadas con respecto al patrimonio y a las decisiones personales, derechos sobre los hijos y, para todas las mujeres, la legalización de la contracepción y el aborto. En la década de 1980, el Estado francés creó el Ministerio para los Derechos de la Mujer, empezó a patrocinar programas de planificación familiar e incluso legalizó la impopular píldora abortiva. Seguían existiendo «medallas de maternidad», pero la ayuda estatal, así como los derechos íntegros políticos y de ciudadanía, formaban parte tanto del sistema legal como del consuetudinario. ¿Sería exagerado decir que el «état minotaure» se había convertido en lo que Hubertine Auclert había llamado el «état-mère-de-famille»? ¿Podríamos afirmar incluso, como sostiene actualmente Elisabeth Badinter[403], que Francia se ha convertido en una sociedad pospatriarcal? ¿Ha sentado las bases el Estado de bienestar francés de finales de siglo para el «paraíso de las mujeres»?


  Capítulo VIII 
Pronatalismo y maternidad en la España franquista


  MARY NASH


  En los primeros años del régimen franquista se articuló un nuevo orden moral basado en una estructura jerárquica nacional de la sociedad, de la tradición, del sindicalismo y del catolicismo, que hizo las veces de legitimadora ideológica y proporcionó una cohesión cultural al «Nuevo Estado[404]». La «revolución nacional» emprendida por Franco construyó un discurso que no solo apelaba a la «Patria, Justicia y Pan», sino también a la grandeza de España en virtud de la expansión imperial, el crecimiento demográfico y la recuperación como potencia mundial. La preocupación primordial en materia de despoblación llevó al desarrollo de medidas pronatalistas de muy amplio alcance, con connotaciones de género específicas. El pensamiento pronatalista franquista generó una visión de la mujer esencialmente como madre o madre potencial, y uno de los objetivos del nuevo régimen era fomentar la maternidad. Las mujeres quedaron politizadas a través de la noción de un destino femenino común determinado por su capacidad reproductora. La sexualidad, trabajo y educación de las mujeres se regulaban de acuerdo con esta función social, mientras que se idealizaba la maternidad y se consideraba un deber para con la patria. La ideología franquista relegó a las mujeres a una especie diferente, identificándolas exclusivamente como madres cuya descendencia pondría fin a la tendencia a la baja de la natalidad y evitaría así la decadencia del Estado español. La capacidad reproductora hacía, pues, de las mujeres la clave para poner freno a la degeneración nacional, a través de una mayor tasa de natalidad y del desarrollo máximo de dicha capacidad reproductora.


  La política de promoción de la familia fue otro elemento clave en el desarrollo del pronatalismo y la maternidad. Tanto el auge del nacional-catolicismo como el del movimiento pronatalista coincidió con la cruzada por la regeneración moral y la restauración de la familia como unidad social principal de la sociedad española. La ideología franquista elevó la familia a la condición de institución social esencial destinada a generar un crecimiento demográfico. De este modo, el régimen recurrió a una combinación de medidas pronatalistas con la consolidación y apoyo material de la familia. Además, esta política de promoción de la familia tenía connotaciones de género específicas y fortalecía la concepción global de la mujer como el ángel del hogar, cuyo destino biológico y social era la maternidad[405].


  EL CRECIMIENTO DEMOGRÁFICO Y LA CONSTRUCCIÓN DEL NUEVO ESTADO


  El régimen franquista abolió la legislación republicana y trató de desacreditar el régimen democrático anterior. Los franquistas afirmaban que la IIRepública había sido un nido de decadencia, subrayando en su empeño la agitación social, el desorden económico y las tensiones nacionalistas de los años 30, y, por supuesto, distorsionando el significado de todo ello. Los factores culturales y de género también desempeñaban un papel en este relato difamatorio, en el cual se atribuía la «degeneración moral» del régimen a cambios en los valores culturales tradicionales, a la falta de religiosidad y especialmente a la nueva condición de la mujer y al deterioro de la familia. El feminismo y las peticiones de igualdad caracterizaban la creciente corrupción de la mujer y la negación de su deber natural de madre. Según los ideólogos franquistas, la mujer modelo, la perfecta casada, la esposa y madre sumisa, se había transformado cuando las mujeres obtuvieron derechos políticos. El descenso de la tasa de natalidad, el control de la natalidad, el matrimonio civil, las normas más relajadas de conducta sexual y el sufragio femenino eran, todos ellos, indicios de la decadencia moral del régimen republicano.


  La propaganda franquista no se centró, naturalmente, en la realidad social, sino en un mito de decadencia y degeneración moral. Lo cierto es que la situación de la mujer había mejorado considerablemente desde la instauración de la IIRepública en 1931. Las mujeres habían conseguido el sufragio, el divorcio y la abolición de las leyes más abiertamente discriminatorias en las áreas de competencia familiar, política y laboral[406]. No obstante, pese a la igualdad de derechos, la situación social de las españolas en la práctica seguía marcada por la desigualdad. Todavía funcionaban mecanismos extraoficiales de control social destinados a mantener la asimetría entre los sexos, muy pocas mujeres tenían acceso a la vida pública y política, y, pese a una legislación en contrario, la discriminación salarial y la segmentación profesional eran rasgos propios del empleo femenino[407]. Incluso durante la Guerra Civil, a pesar de la mayor participación femenina en los asuntos públicos a través de su dedicación al esfuerzo bélico y de un cambio en la retórica de la condición femenina, continuaron vigentes las relaciones básicas de poder determinadas por el género y la restricción de los horizontes culturales y profesionales de las mujeres[408]. Aunque se practicaba el control de natalidad y se legalizó el aborto en Cataluña, ninguna de estas medidas había penetrado en la conducta social aceptable. A excepción de algunos miembros de los movimientos minoritarios de la reforma sexual y eugénicos, que defendían el control de natalidad, y de una minoría incluso más reducida que toleraba el aborto[409], ambas cuestiones eran valores culturales públicamente inaceptables, aunque sí es cierto que ya se habían integrado en la dinámica de la experiencia cotidiana.


  El aborto se legalizó en Cataluña bajo los auspicios del gobierno autónomo local, la Generalitat, en diciembre de 1936. Esta iniciativa debe atribuirse a un pequeño grupo de anarquistas partidarios de la reforma sexual que se ocuparon del asunto de la reproducción en cuanto accedieron al poder político catalán en 1936 y alcanzaron una posición desde la cual podían dirigir la política de la sanidad pública. Esta reforma[410] respondía a una motivación eugénica y era, ante todo, una medida de higiene destinada a regular la práctica del aborto clandestino en Cataluña. Los objetivos declarados de la nueva legislación eran erradicar esta práctica clandestina y las enfermedades y mortalidad consiguientes. Se admitía el aborto en una amplia variedad de supuestos, basados en consideraciones terapéuticas, eugénicas, neomalthusianas y personales. En el contexto de la política del aborto, era la primera vez que se legitimaba la elección de la mujer. Sin embargo, pese a estas innovaciones, la reglamentación del aborto fue un fracaso. En el breve periodo de vigencia del decreto, solo se creó una clínica de control de natalidad y de los registros de los principales hospitales se desprende que los servicios para la práctica de abortos eran casi inexistentes[411]. En realidad, los cambios en el código del comportamiento moral no habían sido tan drásticos como Franco pretendía. La familia había seguido siendo la institución social por excelencia y la Ley del divorcio había servido primordialmente para regularizar la situación de matrimonios ya disueltos. No obstante, la retórica franquista no se interesaba por la realidad, sino por desplegar un discurso que desacreditase al régimen republicano e inventase un pasado mítico más en consonancia con los objetivos del nuevo régimen.


  Cuando finalizó la Guerra Civil, las ideas pronatalistas estaban integradas en la política general para la construcción de un Nuevo Estado. Vallejo Nájera, desde su perspectiva de la higiene racial, ya advertía en 1938 que el Nuevo Estado debilitaría uno de sus principales cimientos si ignoraba la política natalista, íntimamente articulada con la política racial[412]. En 1939, tras el final de la guerra, las bajas en la contienda y la caída demográfica de varios decenios como consecuencia del descenso de la tasa de natalidad se convirtieron en temas de discusión corrientes, cuando cundió la obsesión por el espectro de la despoblación. Este clima, junto con la creciente preocupación del nuevo régimen por colocarse en la estructura del poder internacional, motivaron la adopción de nuevas regulaciones en materia demográfica. La creencia en la realidad suprema de España y el deseo de capacitarla, fortalecerla y magnificarla constituían la base principal del Nuevo Estado[413]. No obstante, la capacitación estaba asociada a la superioridad numérica de una población en crecimiento, mientras que una tasa de natalidad a la baja significaba decadencia. Así pues, España se enfrentaba al dilema de aumentar la tasa de natalidad o de renunciar a la ascensión al rango de las grandes potencias[414]. Esta opinión fue sancionada por uno de los principales ideólogos de la dictadura franquista, Ramón Serrano Suñer, en un discurso pronunciado ante la Sección Femenina[415], rama femenina de la Falange y organización femenina oficial del régimen franquista. Serrano Suñer instaba para que se adoptase una política demográfica seria y sostenía que España solo sería una nación poderosa si contaba con una población numerosa y fuerte. La tarea de fomentar el pronatalismo entre las mujeres se convirtió en uno de los mayores esfuerzos de la Sección Femenina y la maternidad en la clave del discurso ideológico general en materia femenina, aunque también se hiciera hincapié en los elementos religioso y fascista del discurso político.


  Además de los políticos, también los demógrafos y los sociólogos se identificaban con esta línea de argumentación. El prominente demógrafo Severino Aznar hablaba de defender a España de la «lepra del neomalthusianismo[416]» como de uno de los objetivos principales del Nuevo Estado. Una promoción de la familia y un pronatalismo vigorosos eran los pilares en que reposaban la economía nacional, la solvencia política y el poder político:


  
    Las familias numerosas son las que cargan con el peso de España. Gracias a ellas, se mantiene y crece y puede albergar la esperanza de ser una potencia mundial de primer orden. Sin ellas, España quedaría empequeñecida, menguaría, la economía nacional perdería a productores y consumidores, el Estado a los soldados y la Nación la sangre[417].

  


  Javier Ruiz Almansa, también demógrafo, señalaba que una población floreciente permitiría a España desarrollar un imperialismo cultural:


  
    Y cada año podrán 50 000 familias españolas abandonar España, no para dejar su vida y sangre en el extranjero a cambio de un salario, sino para colaborar con las poblaciones nativas de Hispanoamérica en la construcción de una cultura hispánica universal; y para enseñar a las poblaciones nativas del Norte de África a pensar en español y guiarlas hasta que puedan utilizar por sí mismas ese instrumento… al que damos el nombre de cultura y civilización de Occidente[418].

  


  De todo lo anterior se deduce claramente que el pronatalismo franquista era un programa ambicioso que no solo defendía los intereses nacionales, sino que formaba parte de una estrategia más amplia en defensa de la civilización occidental. Por ello, el crecimiento demográfico español también contribuiría a evitar el declive de la raza blanca y a eludir la amenaza que el «peligro mongol» significaba para la civilización occidental[419].


  DESPOBLACIÓN, MATERNIDAD Y LA «LEPRA» DEL CONTROL DE NATALIDAD: ESTUDIOS DEMOGRÁFICOS TEMPRANOS


  La corriente pronatalista se extendió con rapidez. Sin embargo, aunque muchas de las medidas afectaban directamente a las mujeres, estas no tenían voz ni voto en la elaboración de dichas medidas, a excepción de la líder de la Sección Femenina Pilar Primo de Rivera. Bajo el régimen franquista, la toma de decisiones políticas era de competencia exclusivamente masculina, incluso cuando el tema esencial fuese la capacidad reproductora de la mujer. El papel de los demógrafos en la redacción de este tipo de normativa era muy importante. Ellos eran quienes aportaban los argumentos científicos a los enunciados ideológicos de la política estatal pronatalista. Una de las principales plataformas para la elaboración de normativas demográficas era el centro de investigaciones del Instituto Balmes de Sociología (1944), fundado para evaluar la política estatal en materia de población. El Instituto también publicaba la muy influyente Revista Internacional de Sociología y ofrecía al régimen los datos y otra información científica que le permitiese respaldar las medidas pronatalistas[420]. Pese al enfoque aparentemente científico, esta publicación adoptaba un tono particularmente combativo en la proyección de la doctrina pronatalista y la reprobación del descenso de la tasa de natalidad. A principios de los años 40, los estudios demográficos apoyaban la idea de que España sufría una grave crisis de población que no podía atribuirse exclusivamente a las consecuencias de la Guerra Civil, sino a una baja continua de la natalidad durante los decenios anteriores. Las conclusiones de dichos estudios apuntaban hacia una caída alarmante de la población que se contemplaba como una tendencia estructural[421]. En realidad, estos estudios demográficos no estaban del todo equivocados en la evaluación global del patrón de la demografía española. Estudios más recientes han demostrado que el impacto más visible de la Guerra Civil en la demografía española se debió más a una disminución de la natalidad que a un aumento de la mortalidad[422], aunque las muertes por causa de guerra y la ausencia de los varones jóvenes debido a la represión fueran factores significativos en el período de posguerra tomado en su conjunto, con la consiguiente caída del número de matrimonios y nacimientos. El índice de fertilidad disminuyó de forma constante en las primeras décadas del siglo por toda España, aunque la disminución fue más pronunciada en Cataluña (cuadro 8.1). Una natalidad reducida había caracterizado a las estructuras demográficas desde principios del sigloXX. Sin embargo, los franquistas solían situar esta caída en la era republicana y subrayar la degeneración moral y la política republicana en materia de reproducción como los principales motivos de la reducción de la natalidad.
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          Índice simplificado de fertilidad, España 1922-1965
        
      

    

    
      
        	
          Año
        

        	
          España
        

        	
          Cataluña
        
      


      
        	
          1922
        

        	
          4,139
        

        	
          2,599
        
      


      
        	
          1925
        

        	
          3,893
        

        	
          2,524
        
      


      
        	
          1930
        

        	
          3,627
        

        	
          2,225
        
      


      
        	
          1935
        

        	
          3,217
        

        	
          1,912
        
      


      
        	
          1940
        

        	
          2,971
        

        	
          1,847
        
      


      
        	
          1945
        

        	
          2,848
        

        	
          1,732
        
      


      
        	
          1950
        

        	
          2,459
        

        	
          1,727
        
      


      
        	
          1955
        

        	
          2,501
        

        	
          1,920
        
      


      
        	
          1960
        

        	
          2,761
        

        	
          2,230
        
      


      
        	
          1965
        

        	
          2,957
        

        	
          2,535
        
      

    
  


  Tal como cabría predecir, los esfuerzos se dirigieron inmediatamente a establecer la causa de este descenso alarmante y a descubrir un medio para combatirlo. Los estudios realizados por los demógrafos franquistas indicaban que la generalización de la práctica del control de natalidad y del aborto voluntario eran factores cruciales del descenso demográfico. El control de natalidad y el neomalthusianismo se presentaban como indicios porfiados de la decadencia moral del régimen anterior[423] y la lucha contra el control de natalidad y la planificación familiar se convirtió en una de las claves de la política pronatalista. Se colocó el control de natalidad fuera del alcance de todos; se consideraba inexcusable y según palabras de Severino Aznar era el cáncer social de la época, una huelga contra los deberes biológicos, una daga que asesinaba a la civilización, que proliferaba en las sociedades decadentes como los gusanos en un cuerpo en descomposición[424]. Los franquistas coincidían en definir el control de natalidad como una desviación de las funciones naturales y, en lo que respectaba a las mujeres, como un rechazo inadmisible de su destino social y biológico.


  Los demógrafos atribuían la adopción del control de natalidad a una variedad de causas de diferente alcance e influencia: la pérdida de los «valores raciales auténticos», una menor resignación cristiana, la penetración de la racionalización y las tradiciones seglares, el fracaso de la civilización católica occidental, factores socioeconómicos, diferencias geográficas y cambios en las tendencias matrimoniales. No obstante, no todos estaban de acuerdo en el peso relativo de cada uno de estos factores. En términos generales, parece que las causas económicas no se consideraban esenciales, mientras que los aspectos psicológicos, religiosos y morales se veían como claves. Por ejemplo, Ros Jimeno expresaba dudas en cuanto a la importancia de los factores económicos y sostenía que en el mejor de los casos tenían cierta influencia cuando aparecían combinados con otros factores psicológicos y morales. Este eminente demógrafo mantenía que el racionalismo y la irreligiosidad eran las explicaciones clave de la limitación voluntaria de la fertilidad. Por lo general, las explicaciones «económicas» solían rechazarse a favor de teorías de decadencia moral, lasitud religiosa y apatía espiritual.


  Lo más sorprendente es que los franquistas no se refiriesen al desarrollo de la reforma sexual y a los movimientos eugénicos como factores vitales de la difusión del control de natalidad. En realidad, estos movimientos habían sido los únicos foros desde los cuales se había defendido abiertamente, en algunas ocasiones, el control de natalidad. En la España de principios del sigloXX, el control de natalidad se consideraba un tema de discusión pública poco apropiado. Debido a presiones socioculturales, las opiniones en la materia no se daban a conocer y discutirlas era socialmente inaceptable. La mayor parte de los sectores sociales guardaban silencio al respecto, al igual que las mujeres, mientras que la gran mayoría de las apreciaciones públicas del control de natalidad eran negativas y rechazaban la legitimidad de tal práctica. En este contexto, el movimiento anarquista para la reforma sexual y el movimiento reformista eugénico eran focos importantes para la difusión de información sobre el control de natalidad.


  En los años 20 el neomalthusianismo anarquista era una rama minoritaria del movimiento libertario español, en cuyo seno se discutían temas como el control de natalidad, la eugenesia, la reforma sexual y la emancipación de la mujer, incorporándolos a las estrategias anarquistas globales de transformación social. Dirigidos primordialmente a una audiencia de clase obrera, estos programas aspiraban a una difusión popular de información sobre estos temas, lo que consideraban básico para mejorar las condiciones de vida de la clase obrera, disfrutar de una vida sexual satisfactoria y lograr la «maternidad consciente» de las trabajadoras. Se trataba fundamentalmente de un movimiento no profesional de ayuda que difundía información científica a través de revistas y subrayaba la necesidad de un cambio revolucionario en la sociedad. En los años 20, este movimiento defendía abiertamente el control de natalidad aunque se mostraba más vago en cuanto al aborto. En diciembre de 1936, un eminente miembro del movimiento anarquista para la reforma sexual presentó una iniciativa para la legalización del aborto en Cataluña; Félix Martí Ibáñez consideraba que la nueva dinámica del cambio social en Cataluña también debía proporcionar una reforma eugénica a través de la regulación del aborto y del desarrollo de centros especializados en el control de la natalidad.


  El movimiento eugénico era, en cambio, un movimiento reformista encabezado por profesionales, en su mayor parte médicos y juristas preocupados por la higiene, la salud pública, el bienestar social y, especialmente, por la elevada tasa de mortalidad infantil y la propagación de enfermedades infecciosas[425]. Aunque la eugenesia emergió a principios del sigloXX, el movimiento eugénico como tal no se fundó hasta finales de los años 20. Las publicaciones médicas y jurídicas eran los canales fundamentales del debate eugénico y se convirtieron en la plataforma de la mayoría de las discusiones éticas, médicas y sociales sobre el tema. En 1928 se celebró en Madrid el ICurso de Eugenesia, primer foro público para la discusión de la eugenesia. Un segundo foro importante fue el ISimposio de Eugenesia Española celebrado en Madrid en 1933, respaldado por algunas de las principales figuras políticas de la IIRepública. Aunque un reducido número de los miembros defendían el control de natalidad, el movimiento en su conjunto adoptó una postura ambivalente al respecto y más todavía en lo referente al aborto[426]. Los eugenistas españoles creían que la mejora de la raza podía alcanzarse a través de medidas como el matrimonio eugénico, los certificados médicos prematrimoniales, y una minoría muy restringida defendía la esterilización en casos extraordinariamente extremos.


  Resulta difícil evaluar la influencia de estos movimientos en la adopción del control de natalidad, así como su capacidad de cambiar los valores culturales haciendo de este control una práctica socialmente más aceptable en una sociedad española altamente tradicional. Pero lo más incomprensible es por qué los demógrafos franquistas no prestaron atención alguna a estos movimientos en su intento por explicar la caída de la natalidad española. Esta postura podría significar que los movimientos anteriores no eran interlocutores sociales válidos en la materia. El que algunos franquistas destacados hubiesen pertenecido a movimientos eugénicos en el pasado quizá también explique la renuencia a extenderse en el movimiento, mientras que todo aquello asociado con el anarquismo era sencillamente inadmisible para el régimen.


  Junto con las interpretaciones culturales y económicas de la despoblación, los demógrafos, médicos y políticos proporcionaban una explicación al descenso de la natalidad basada en criterios de género. Sostenían que los cambios experimentados en la situación social de la mujer eran la causa y alegaban que la masculinización de las mujeres, el desplazamiento del hogar al puesto de trabajo, las modificaciones en la psicología femenina ligadas a expectativas de independencia y emancipación, la independencia económica de la mujer y el debilitamiento de la familia eran factores fundamentales en el fracaso de la mujer como madre prolífica. Pero el acuerdo sobre este punto no era unánime. Por ejemplo, Ros Jimeno no consideraba la emancipación de la mujer, las expectativas culturales y el trabajo asalariado como causas significativas de la crisis demográfica, debido precisamente al escaso nivel de participación de las españolas en el mercado laboral y en las instituciones de enseñanza. Ros Jimeno sostenía que la transformación de los valores culturales, junto con una visión cada vez más racionalista del mundo y una concepción no cristiana de la vida, eran más decisivas que cualquier tendencia emancipadora en la condición social de la mujer.


  Quedan por realizar estudios históricos que confirmen los factores que determinaron el descenso de la natalidad en la España de los años 20 y 30. Mi interpretación de las pruebas recogidas hasta el momento respalda la opinión de Ros Jimeno de que la emancipación de la mujer y el empleo asalariado femenino no fueron decisivos en esta tendencia. Según el censo de 1930, las mujeres constituían solo el 12,65 por ciento de la población activa; por supuesto las estadísticas oficiales no incluyen la presencia predominante de la mujer en la agricultura española. Incluso durante la Guerra Civil, el desarrollo real de la economía y, de forma más significativa, la tenaz hostilidad tradicional de los varones con respecto al trabajo asalariado de la mujer, determinaron el lento avance del trabajo remunerado femenino. El movimiento de las mujeres no parece haber sido decisivo en la instauración de medidas de control de natalidad. El feminismo español no estaba basado en la igualdad ni en los derechos políticos, y, de hecho, el sufragio femenino (1931) no puede atribuirse tanto a la presión del movimiento feminista, que no siempre lo defendió abiertamente, como a la cohesión política de un régimen democrático que contemplaba la desigualdad basada en razones de género como un principio político inadmisible[427]. Mayor importancia todavía debemos conceder al que el feminismo español se sustentase en la noción de la diferencia y de la proyección social de la maternidad y el papel propio de cada género, y guardase silencio en lo que respectaba al control de natalidad y al aborto. Las feministas no consideraban la adopción del control de natalidad en términos de la emancipación femenina. La salud y la economía familiar eran al parecer asuntos más importantes que la tendencia emancipadora y, de hecho, hay pruebas que indican que en los años 30 el grado de aceptación del uso de contraceptivos dependía de consideraciones materiales de supervivencia económica, así como de exigencias culturales más afines a una sociedad que diese mayor importancia al bienestar social, donde las demandas de mejora de la calidad de vida formasen parte integrante de los valores culturales.


  Bajo el régimen franquista, el foco principal de la función social de la mujer era la maternidad, por ello las aspiraciones al empleo, educación y superación personal, actividad social o emancipación eran una amenaza para el destino biológico de las mujeres como forjadoras de las generaciones futuras. Sin embargo, los demógrafos y los políticos pensaban que las españolas ya estaban contaminadas y que su instinto maternal se había deteriorado durante el régimen anterior[428].


  Las mujeres ya no aceptaban resignadas todos los hijos que «Dios les diese». En los años 30 no se cuestionaba la maternidad como tal, pero sí se limitaba a través de una exigencia creciente de «maternidad consciente», a saber: la adopción de una planificación familiar acorde con las condiciones de salud, económicas y laborales de la madre y la familia. Según los relatos oscuros de los demógrafos franquistas, las españolas ya no estaban dispuestas a pagar su contribución a la patria con muchos hijos e incluso los pronatalistas más entusiastas comprendían perfectamente que la maternidad descontrolada ya no atraía a las madres españolas, que habían dejado de contemplar la maternidad constante como algo ineludible.


  ESTRATEGIAS PARA EL DESARROLLO DEL PRONATALISMO


  La penalización del aborto y del uso o publicidad de contraceptivos fue el primer paso de la campaña estatal pronatalista. En la Ley del aborto de enero de 1941 se establecía claramente el vínculo entre el aborto y el crecimiento de la población al afirmar que era imposible concebir una política demográfica eficaz sin abordar el problema de los miles y miles de vidas que se destruyen antes del nacimiento mediante maniobras criminales. Pese al fracaso de la «reforma eugénica» del aborto, la propaganda franquista denunciaba insistentemente el uso generalizado del aborto y equiparaba el aborto clandestino con el legal. Además, la propaganda franquista elevaba el aborto voluntario al rango de delito social que impedía nacer anualmente a muchos miles de españoles[429]. El antiabortismo se convirtió en un elemento crucial en la protección del nacimiento y del crecimiento demográfico, y por consiguiente en un factor determinante de la política social del Nuevo Estado. Por todo ello, el aborto ya no se consideraba un crimen contra la vida humana como en legislaciones anteriores[430], sino un crimen contra el Estado por ser un ataque contra la raza. El aborto era contrario a los intereses sociales del Estado, cuyo deber era proteger y conservar la raza y así a todos los miembros potenciales de la población. Por las mismas razones, la Ley del aborto tachaba asimismo de delito la publicidad o venta de contraceptivos. Tanto el aborto como el uso de contraceptivos eran, pues, crímenes contra la integridad de la raza[431].


  La Ley franquista del aborto constituía un ataque pormenorizado contra todos aquellos que practicaban abortos o proporcionaban los medios para practicarlos. Los abortistas recibían condenas muy severas de penas de prisión, multas o incluso suspensión del ejercicio de su profesión, como era el caso de los farmacéuticos que vendían productos abortivos. Los fabricantes o comerciantes que manufacturaban o distribuían cualquier instrumento que pudiese facilitar un aborto eran multados o se les clausuraba el negocio. La diferenciación por género estaba presente en la penalización del aborto: las mujeres involucradas recibían sentencias más leves, aunque también ellas podían acabar en prisión. La aceptación de un rasero doble para medir el comportamiento sexual quedaba implícita en la Ley en cuanto estipulaba sentencias más leves para el aborto si se había practicado con objeto de evitar la «deshonra» de la mujer. Esta circunstancia atenuante no era innovadora, pues ya figuraba en códigos penales anteriores. El que el aborto resultase más admisible en el caso de una mujer soltera es significativo en el contexto de un código rígido que consideraba la legitimización del destino natural de la mujer exclusivamente dentro de la institución de la familia y del matrimonio. No se admitía ninguna conducta sexual que se desviase de la norma y, de hecho, muchos de los propagandistas de la «revolución nacional» se consideraban a sí mismos regeneradores morales «inmaculadamente religiosos» encargados de purificar la moral pública[432].


  En la educación católica romana que recibían las mujeres, la familia y la procreación eran componentes decisivos de la propaganda pronatalista persuasiva del régimen, que evocaba la postura católica ante el natalismo e identificaba sus diversos elementos con disposiciones estatales: combatir el malthusianismo y el neomalthusianismo, incentivar los nacimientos, luchar contra la mortalidad infantil, mejorar la protección a la infancia, ayudar económicamente a las familias numerosas, facilitar educación prematrimonial, hacer campaña contra el aborto clandestino y luchar contra la esterilidad[433]. En realidad, los médicos se oponían al control de natalidad no solo por razones médicas, sino también religiosas: todas las restricciones a la fertilidad eran peligrosas para la salud de la mujer; todas las mujeres llevaban en sus almas el crespón negro del pecado mortal, y todas estas restricciones eran, además, poco seguras y peligrosas[434]. Por ello, no solo se advertía a las mujeres del grave peligro que corría su salud física, sino que también se las amenazaba con la condena eterna si decidían libremente controlar su potencial reproductor. La Iglesia apoyaba abiertamente al régimen franquista en materia de procreación y maternidad, mientras que los franquistas hacían suyas las opiniones religiosas para fortalecer unos valores culturales que rechazaban categóricamente el uso de contraceptivos por motivos morales y consolidaban prioritariamente la función social de la mujer como madre. Como ocurrió en otras esferas, el catolicismo nacional integró los dictados de la Iglesia en un discurso pronatalista y ambos aprobaron y legitimaron la política demográfica franquista. No obstante, la defensa eclesiástica del natalismo y de la promoción de la familia no era exclusiva de la política franquista, sino que reflejaba el apoyo continuo de la Iglesia a los valores tradicionales, al conservadurismo político y a la protección de la familia. El catolicismo nacional era sencillamente la politización de esta fuerte tendencia dentro del catolicismo español, que, tradicionalmente, había alentado la natalidad, la familia y la subordinación femenina.


  Los programas de higiene racial de Franco eran abiertamente pronatalistas, aunque no se centraban en un elemento eugénico que hiciese hincapié en el valor de niños capaces ni fomentaban una política racial que favoreciese a unos grupos sociales y atacase a otros. Es cierto que subrayaban la necesidad de desarrollar una raza española, pero no llegaron a adoptarse disposiciones racistas como la de evitar el nacimiento de niños no españoles. El modelo franquista de Raza Española estaba construido, sin lugar a dudas, sobre la raza castellana tradicional, cuyos antepasados habían sido los conquistadores. Se trataba de un modelo centralista e integrador que intentaba anular las diferencias regionales que se habían agudizado durante la República con la creación de gobiernos autónomos en las regiones de Cataluña y el País Vasco. Franco recurrió a un modelo unitario de España que debilitase las aspiraciones nacionalistas y proporcionase una cultura y raza genuinamente españolas. El papel fundamental de la Iglesia en la formulación de la política natalista impedía, por supuesto, a Franco ceder a medidas claramente eugénicas que aislaran a una parte de la población como no apta para la reproducción. La españolización de la identidad cultural era la base de la política racial franquista, que no contemplaba el genocidio ni la esterilización. Además, para Franco, la unidad de España ya había quedado establecida desde el sigloVIII con la Reconquista de la Península de manos de los árabes y la campaña de limpieza de la sangre, a través de la eliminación y represión de la población no cristiana de España, los moros y los judíos, en el sigloXVI. De este modo, prevalecía un modelo unitario basado en una religión común y en una identidad cultural, que recurría a santos de la Reconquista y del imperialismo barroco para guiar a España a través del desarrollo de una raza española única que acabase con las diferencias nacionales y otorgase a España su grandeza[435]. Por supuesto, este esquema unitario reposaba en una represión sistemática de la identidad y cultura nacionalistas de Cataluña y el País Vasco. No obstante, la base de esta represión era política y cultural, y no se enmarcaba en una política racial.


  FAMILIA Y HOGAR: UNIDADES PRINCIPALES DEL NUEVO ESTADO


  La política pronatalista de Franco también giraba en torno a las medidas de promoción de la familia. El Estado desempeñó un papel decisivo en la rehabilitación de la familia y le concedió un lugar privilegiado en la construcción social de una nueva España. La familia era la unidad primaria de la sociedad, una célula básica del cuerpo del Estado y la comunidad. La familia, sin embargo, era más que una institución social. En una de las principales declaraciones jurídicas del Nuevo Estado, el Fuero de los Españoles (1945), se decía que era una institución natural con prerrogativas y derechos específicos que iban más allá de las fronteras del derecho humano. La posición de la familia como primera unidad de la organización social estaba complementada en el Fuero por una declaración de la indisolubilidad del matrimonio. Puesto que en la familia descansaba todo el orden social, se promulgaron leyes protectoras para revocar la legislación republicana del matrimonio civil y del divorcio, y alentar la revitalización de la familia cristiana, esencial para el crecimiento demográfico.


  El pronatalismo y la promoción de la familia estaban íntimamente conectados, pues en última instancia la política natalista dependía de la fertilidad de las familias españolas. Así pues, la retórica pronatalista se filtraba en los debates sobre política familiar. La nueva legislación sobre la familia afectaba particularmente a las mujeres, ya que no solo implicaba la defensa de una familia católica estable, sino también la reconsolidación de una unidad familiar patriarcal donde la mujer ocupase una posición subordinada. La ideología familiar estaba, pues, acompañada también de restricciones legislativas para las mujeres casadas, que derogaban las condiciones más igualitarias de la mujer casada bajo la República; la legislación franquista recuperó el Código Civil de 1889 en el que se confirmaba sin paliativos la autoridad del varón. Paradójicamente en esta defensa de la familia se daba una orientación de género, en la cual las mujeres estaban destinadas a desempeñar un papel esencial en la manutención de la familia. El destino natural de todas las mujeres era el matrimonio y el cuidado del hogar. Dada la idea generalizada de que precisamente las aspiraciones de la mujer al progreso social y a la independencia económica la habían alejado del mandato natural de la reproducción, muchos propagandistas eran partidarios de restringir el acceso de la mujer al empleo fuera del hogar[436]. Más significativo todavía para los pronatalistas defensores de la higiene racial era el que el empleo remunerado femenino estuviese ligado a familias más reducidas, incluso entre la clase obrera. Para neutralizar las expectativas femeninas de un empleo fuera del hogar, se utilizaron primordialmente métodos persuasivos. La orientación pronatalista del régimen favoreció una diferenciación clara entre las mujeres casadas y solteras, y se introdujeron medidas coercitivas que obligaban a la mujer a renunciar a su puesto de trabajo en cuanto contrajese matrimonio. En el Fuero del Trabajo de 1938, la estipulación jurídica fundamental en materia de empleo determinaba que el Estado liberaría a las mujeres casadas del taller y de la fábrica. Esta norma se aplicó estrictamente en las empresas estatales y paraestatales y, con menor rigidez, en otros sectores, con objeto de excluir a las mujeres casadas del mercado laboral. Tenemos aquí un importante obstáculo al empleo remunerado femenino, mientras que el matrimonio se alentaba mediante premios o dotes, subvenciones concedidas a las trabajadoras cuando se casaban, como compensación por abandonar el puesto de trabajo. También se entregaban premios nupciales (1948) a las parejas formadas por mujeres menores de treinta años y varones menores de treinta y cinco, y se concedían préstamos cuyo capital se reducía en un 25 por ciento con el nacimiento de los cuatro primeros hijos.


  La Sección Femenina también alentaba la consolidación de la familia en su «misión» con las mujeres. Tanto la enseñanza como la propaganda política orientaban a la mujer hacia la aceptación de la maternidad como función social primera[437]. La Sección Femenina se hizo cargo de esta tarea de adoctrinamiento y contaba con un gran foro de propaganda gracias al establecimiento del servicio social obligatorio para todas las españolas, que solía consistir en un periodo de seis meses de formación sobre maternidad y doctrina política[438]. El acento en la familia también tenía como objetivo específico aleccionar a las madres para que educasen a sus hijos según los cánones ideológicos de la Falange.


  Las representaciones del Estado también enriquecían la imaginería de la maternidad. Se describía a España como la buena madre de una familia numerosa que ayudaba a la manutención del rebaño a través de incentivos familiares. La Ley contemplaba la concesión de subsidios familiares y premios de natalidad, así como ayudas concretas para las familias numerosas, especialmente protegidas en el Fuero de los Españoles. En 1943, las familias numerosas se dividieron en dos categorías: de cuatro a siete hijos en la primera y a partir de ocho en la segunda, con una categoría honorífica para familias con doce hijos o más. Los miembros de las familias numerosas recibían muchas ventajas supletorias según la categoría a que perteneciesen. Estas ventajas englobaban desde subvenciones para el transporte o la enseñanza hasta exenciones fiscales, facilidades crediticias, acceso a viviendas, asistencia sanitaria, etc. La concesión anual de premios a la familia más numerosa de España, que normalmente estaba compuesta por más de catorce hijos, pasó a formar parte del ritual propagandístico que rodeaba a la figura de Franco, aun cuando el pronatalismo dejó de ser una política oficial prioritaria.


  Mayor importancia tuvo la introducción del subsidio familiar (1938) y del plus de cargas familiares (1945) que afectaron a una sección mucho más amplia de la población. Tanto el subsidio como el plus de cargas familiares era ayudas claras a la paternidad a través de un suplemento de los ingresos. El subsidio familiar no se consideraba una paga extra ni parte del salario, sino más bien un suplemento pagado directamente al jefe de familia. Las madres podían recibir el subsidio solo en circunstancias muy extraordinarias. A excepción de los trabajadores empleados en tareas del hogar o servicio doméstico, precisamente aquellos sectores en que la mano de obra femenina era mayoritaria, todos los trabajadores contratados tenían derecho a recibir el subsidio familiar financiado por el Estado, por las empresas y por todos los trabajadores mediante el pago de una cotización obligatoria. Los trabajadores casados recibían una cantidad que aumentaba proporcionalmente al número de hijos, por ejemplo, desde 40 pesetas mensuales por dos hijos hasta 1080 por doce, con un plus adicional de 200 pesetas introducido en 1938 para más de doce hijos. Estas medidas estaban dirigidas particularmente a fortalecer la autoridad masculina dentro de la familia y a compensar a los trabajadores por la paternidad. Ante la definición masculina de jefe de familia, tales medidas eran una recompensa para los padres más que para las madres.


  El plus de cargas familiares también beneficiaba al padre y constituía un suplemento al salario del cabeza de familia. Se consideraba una paga extra para el trabajador y representaba aproximadamente el 10 por ciento de la carga salarial total de una empresa determinada, que se distribuía entre los trabajadores casados según el número de hijos de cada uno. También en este caso, estamos ante una medida que favorecía al padre y se pagaba al marido, y solo en circunstancias muy excepcionales a la esposa. Las parejas casadas recibían 5 puntos en una escala variable que iba desde 6 puntos para un hijo hasta 30 puntos para diez y 5 puntos adicionales para once o más. El empleo remunerado de la madre estaba penalizado, ya que en ese caso la pareja no recibía ninguna ayuda monetaria al contraer matrimonio.


  El derecho a recibir el subsidio o plus familiar dependía del empleo y en el caso del plus de cargas familiares se incluía en la paga. Eran medidas que favorecían abiertamente a los varones y consolidaban la figura del jefe de familia, el patriarca que debía identificarse con la figura autoritaria del Jefe del Estado, Franco. Por supuesto, estas disposiciones solo se aplicaban a los matrimonios e hijos legítimos. La normativa familiar y pronatalista financiada por el Estado solo afectaba a las parejas casadas con hijos engendrados dentro de los cánones sociales prescritos; solo las familias constituidas legítimamente tenían derecho a los subsidios. El pronatalismo siempre se discutía dentro de marco del catolicismo, de forma que la búsqueda de un crecimiento demográfico a través de descendencia ilegítima no era admisible bajo el régimen franquista.


  Así pues, el matrimonio estaba incentivado como un medio de garantizar la familia y la paternidad. Otras medidas sociales tenían por objeto proteger a las embarazadas, a las madres y a los niños de corta edad en un intento por reducir la mortalidad infantil y de las parturientas. En 1941, se creó la Sanidad Maternal e Infantil como un servicio administrativo del servicio de salud pública y en 1942 se incorporó un seguro de maternidad al subsidio familiar. Sin embargo, en los primeros años del régimen franquista, como contraste con el discurso predominante sobre la maternidad, las medidas sociales específicamente destinadas a mejorar el bienestar de la madre y el niño estaba menos desarrolladas que las dirigidas al cabeza de familia masculino. Los incentivos para madres e hijos pertenecían más bien al ámbito de la reforma social y de disposiciones sociales anteriores orientadas hacia el desarrollo del Estado de bienestar[439]. Los incentivos familiares eran más específicos del régimen franquista y obedecían a una necesidad económica de salarios encubiertos, en una época de acusada caída de los salarios reales; también desempeñaban una función claramente ideológica al fomentar el salario familiar y la figura del cabeza de familia masculino, fortaleciendo así el control social y la jerarquía masculina dentro de la familia y del propio régimen.


  LAS MUJERES Y LOS RESULTADOS DEL PRONATALISMO


  El pronatalismo fue, sin lugar a dudas, una dimensión importante en la construcción de la España de Franco. Sin embargo, ni la ideología normativa ni la legislación coercitiva son espejos de la realidad social. La política pronatalista se emprendía en un contexto social de dificultades y privaciones propias de la dura situación socioeconómica de la represión de posguerra. Pese a la amplia difusión de la ideología pronatalista franquista y al esfuerzo concertado para estimular el crecimiento demográfico dentro de un Estado totalitario represivo, no se alcanzaron los objetivos perseguidos. A diferencia de otros periodos inmediatos de posguerra, en la España de los años 40 no se produjo ningún «baby boom». Las estadísticas demográficas muestran la persistencia de los ritmos de crecimiento anteriores; la tasa de natalidad descendió de forma continua en los primeros diez años del régimen franquista; los patrones demográficos no se modificaron hasta mediados de los años 50, cuando se experimentó una tendencia al alza de la fertilidad entre 1955 y 1965. Sin embargo, por entonces el contexto sociopolítico había variado considerablemente y el régimen había renunciado a la política pronatalista practicada en los años inmediatamente posteriores a la guerra.


  El control de natalidad y, de forma más significativa dada la rígida legislación, el aborto clandestino seguían practicándose en los años 40 y principios de los 50. En 1949, un largo artículo publicado en la Revista Internacional de Sociología denunciaba el número de abortos voluntarios de la época[440]. La biografía y el testimonio oral de una comadrona que practicaba en Cataluña a finales de los 40, indican que era corriente entre las comadronas recibir propuestas para llevar a cabo abortos[441]. Los testimonios orales recogidos por esta autora revelan que la planificación familiar era un asunto crucial durante los años de posguerra, pese a la revocación de las leyes republicanas más tolerantes[442]. La supervivencia de la familia en las difíciles circunstancias del racionamiento, desempleo, problemas de vivienda, servicios sanitarios deficientes, graves dificultades económicas y represión incesante llevó a las mujeres a recurrir a remedios caseros, curanderos, médicos o parteras para abortar. Poca atención se prestaba a la ideología pronatalista del régimen a la hora de decidir las estrategias necesarias para garantizar la supervivencia de la familia. La Sección Femenina fue al parecer incapaz de convencer a las mujeres para que se convirtieran en madres prolíficas. En realidad, muchas mujeres se refieren a la discrepancia poco alentadora entre el ideal de maternidad presentado como objetivo único para todas las mujeres y el que se exigiese el celibato a las líderes de la Falange[443]. La legislación represiva tampoco disuadió a las mujeres del ejercicio de una «maternidad consciente». No existe prueba alguna de que las mujeres aceptasen sin reticencia su destino biológico de madres según las normas establecidas por el régimen o que se identificasen con las implicaciones ideológicas de la política pronatalista del Nuevo Estado. Las tasas de fertilidad descendieron debido en parte, por supuesto, a las consecuencias demográficas de la Guerra Civil, pero los datos recogidos también reflejan que las parejas casadas ya no estaban dispuestas a aceptar una maternidad sin restricciones, sino que utilizaban todos los medios a su alcance, desde la abstinencia hasta el control de natalidad o el aborto, para limitar el número de hijos. La tasa de natalidad no aumentó hasta que, a finales de los 50 y en los 60, se produjo un cambio decisivo en la economía española y en la situación sociopolítica global. Por entonces el aumento de la natalidad coincidió con la recuperación económica y con la mejora general de las condiciones de vida de las familias españolas.


  Ante estos datos cabe preguntarse por qué las mujeres no suscribieron el pronatalismo franquista. ¿Podría verse este comportamiento en términos de una estrategia global de resistencia política al régimen, mediante el desafío de la política demográfica, tal como propone Luisa Passerini en el caso de Turín[444]?. Es cierto que una de las personas entrevistadas por esta autora expresó en términos políticos la resistencia de las mujeres a tener hijos:


  
    La gente se negaba a tener hijos porque consideraba que no existía un entorno adecuado para tenerlos y educarlos, y por ello no querían concebirlos… era como un acto de protesta contra todo lo que sucedía en España y… dar un hijo a España parecía absurdo porque España no merecía que las mujeres le diesen a sus hijos y, por entonces, los abortos se practicaban por docenas[445].

  


  En mi opinión esta interpretación particular se debe en gran parte a la personalidad claramente politizada de la entrevistada, militante del Partido Comunista y activa en la resistencia. Esta lectura de la situación refleja incontestablemente su compromiso político personal, pero no es representativa de la opinión general de las mujeres no politizadas, que no veían bajo esta luz la decisión de tener menos hijos. Más que identificarse con una estrategia de resistencia política, la mayoría de las mujeres entrevistadas colocaban su decisión en un contexto socioeconómico de una supervivencia muy difícil[446] en los años inmediatamente después de la guerra. Pese a todos los estímulos, la maternidad y la paternidad no eran nada atractivas para la mayoría de familias y se consideraban una carga económica e incluso un riesgo para la salud de la madre. Por todo ello, el rechazo de la política pronatalista parece haberse basado en lo que podríamos denominar estrategia de supervivencia socioeconómica de las familias españolas, que no consideraban necesariamente este tipo de decisión en términos de la oposición política al régimen. La planificación familiar tampoco significaba un rechazo de la doctrina católica; en realidad, mucho antes del régimen franquista numerosas parejas indiscutiblemente religiosas y católicas practicantes habían conciliado perfectamente decisiones personales contradictorias en su vida íntima con relación al control de natalidad y la práctica e identidad religiosas. Los códigos de conducta individuales no coincidían necesariamente con las normas culturales y religiosas establecidas. La comunión pública con valores religiosos y culturales no significaba siempre la adopción privada de dichos valores. Del mismo modo, durante los primeros años del régimen franquista, parece que los criterios familiares íntimos basados en la salud, la economía doméstica y las condiciones de vida vigentes eran los que determinaban una conducta personal natalista o antinatalista, que poco tenía que ver con convicciones políticas o ideológicas y mucho con la supervivencia cotidiana de la familia. Pese a los medios de que disponían, el discurso pronatalista y las disposiciones legislativas de Franco no consiguieron imponer la práctica pronatalista entre las mujeres españolas.


  Capítulo IX 
La maternidad como estrategia política: el papel del movimiento de las mujeres italianas en la creación de la Cassa Nazionale di Maternità


  ANNARITA BUTTAFUOCO


  «UNA NUEVA ÉTICA FEMENINA»


  Cuando el 17 de julio de 1910, el Parlamento italiano aprobó la ley por la que se creaba la Cassa Nationale di Maternità (Caja Nacional de Maternidad) para las empleadas de fábricas que tenían que dejar de trabajar en el primer mes después del alumbramiento, el movimiento político femenino en sus varias ramificaciones llevaba treinta años de actividad práctica y teórica en el asunto de la relación entre la maternidad, el Estado y la ciudadanía de la mujer. Estaba, pues, perfectamente dotado para juzgar hasta qué extremo cubría la ley las necesidades de la mujer y en qué medida cumplía las reivindicaciones de las diferentes organizaciones femeninas de una legislación que contemplase la situación de las madres trabajadoras.


  La petición de leyes en esta materia formaba parte de un conjunto más amplio de reivindicaciones. Las activistas del movimiento de emancipación consideraban la ayuda a las mujeres trabajadoras, ya fuesen empleadas en fábricas, campesinas, empleadas en el sector servicios o empleadas domésticas, como parte integrante de un conjunto más amplio de mejoras. A través de estas demandas podemos seguir el rastro, especialmente desde la década de 1890, de la estrategia política del movimiento femenino en Italia y de la teoría subyacente.


  La campaña para la obtención de leyes laborales estaba ligada en el pensamiento feminista —a pesar incluso de la discrepancia en cuanto a la oportunidad y naturaleza de la intervención estatal en este ámbito— con una agitación en nombre de los derechos de la madre para con sus hijos, el reconocimiento de la dignidad de las madres solteras, la solución al problema de los niños abandonados y maltratados, y la reforma de todos los artículos del Código Penal sobre el tema del incesto y la violación. Este conjunto de medidas necesarias estaba estrechamente relacionado con la exigencia de plena igualdad jurídica y del derecho de voto y de eligibilidad, con objeto de que las mujeres pudiesen legislar a través de sus propios representantes en temas que les afectaban directamente y que un Parlamento compuesto de varones ignoraba o abordaba equivocadamente.


  Hasta la década de 1890, la lucha por la emancipación de la mujer en Italia no se materializó en un movimiento organizado. La primera asociación con estas características, la Lega per la Promozione degli Interessi Femminili (Liga para la Promoción de los Intereses de la Mujer), no se fundó hasta 1881 por iniciativa de María Mozzoni. Anteriormente, la lucha por la emancipación había corrido a cargo de grupos involucrados en discusiones políticas y actividades de propaganda o en empresas concretas de ayuda a las mujeres necesitadas y a las trabajadoras. Estos dos tipos de actividad se correspondían, a grandes rasgos, con dos interpretaciones diferentes de la definición de identidad de género y de la naturaleza de las relaciones sociales entre los sexos. En pocas palabras, podríamos decir que una de ellas se basaba en el concepto de igualdad entre hombres y mujeres, y calificaba de «neutro» el derecho de ciudadanía, es decir, libre de cualquier connotación de género.


  La otra tendencia también aspiraba a obtener una equiparación completa tanto jurídica como social, pero sus partidarios defendían más bien la equivalencia de hombres y mujeres, sosteniendo que existía una diferencia fundamental entre los sexos y subrayando los valores propios de la experiencia e identidad femeninas. Esta segunda corriente de pensamiento, numéricamente mayoritaria, evolucionó hasta convertirse en un «feminismo social» o «feminismo práctico» que aspiraba a alentar lo que Sibilla Aleramo denominaba «el espíritu femenino autónomo»1, mediante la creación de una nueva ética femenina. Una labor concienzuda con empleadas de fábricas, sirvientas, maestras de escuela y amas de casa, tenía por objetivo pertrecharlas con las herramientas prácticas y los conceptos necesarios para la batalla por los derechos de la mujer, sin que ello significase renunciar a los valores «femeninos», sino exaltar la feminidad contra la amenaza de asimilación del modelo masculino.


  En otras palabras, este movimiento pretendía crear ciudadanas y no ciudadanos que por su naturaleza resultaban ser del sexo femenino. Puesto que la diferencia y la equivalencia entre los sexos se establecía primordialmente a través de la maternidad, como capacidad reproductora en el sentido físico y como poder creador de valores, el «feminismo social» se caracterizó por el intento más sistemático de construir una estrategia para la emancipación a través de la «cultura de lo maternal[447]» y una política de intervención para proteger y educar a las madres, especialmente a las más necesitadas.


  Lo que ha dado en llamarse «cultura de lo maternal» o «maternalismo» o «culto a la maternidad» es un rasgo destacado del periodo comprendido entre la década de 1890 y el advenimiento del fascismo. En esos años florecieron y se multiplicaron las iniciativas concretas para la ayuda y formación de las madres, gracias a la actividad de las organizaciones feministas. Pero desde el principio, las mujeres basaron las aspiraciones a la ciudadanía en la función de portadoras y educadoras de los ciudadanos y ciudadanas del futuro. La primera petición fue la que dirigió al Parlamento que acababa de instaurarse tras la proclamación de una Italia unificada un grupo de mujeres de Lombardía, que firmaban con orgullo «Cittadine Italiane». En esta petición, se recordaba a los parlamentarios que «el principal cimiento [para la libertad de la nación] debe ser la afirmación más amplia posible de la emancipación de la mujer», puesto que «es la madre quien asume casi exclusivamente la responsabilidad de los ocho primeros años de la educación de un ser humano[448]».


  En los años que siguieron a la unificación, la imagen dominante de la mujer era esencialmente la de «madre de la nación». Por ello, en los debates sobre la emancipación, se colocaba el acento en la responsabilidad de la mujer para con la sociedad y en el cumplimiento de la función regeneradora de la maternidad. Como escribía Malvina Frank en la publicación La donna, «ser una buena esposa y una madre excelente es el único destino para muchas mujeres, incluso para aquellas que no son ni madres ni esposas[449]», puesto que estas últimas pueden desempeñar el papel de vicarias de la maternidad en la sociedad, por ejemplo, como maestras o agentes de la mejora moral y la regeneración social.


  No es suficiente, sin embargo, examinar el significado literal de estos llamamientos a la maternidad, sino que deben considerarse dentro de la perspectiva más amplia en que los situaban las feministas del sigloXIX, y que se prolongó, aunque con un cambio de acento, hasta principios del sigloXX. En algunos aspectos, por supuesto, hacer hincapié en el papel de madre era una reacción defensiva ante los numerosos ataques de aquellos que acusaban a las mujeres que deseaban la emancipación de querer renunciar a la feminidad y crear una suerte de «tercer sexo[450]». Más importante era, sin embargo, que cuando las feministas reclamaban la dignidad de la maternidad y recalcaban su importancia vital para la sociedad, no intentaban en ningún momento devolver a las mujeres a su destino tradicional, sino que por el contrario estas iniciativas formaban parte de un proyecto cultural, social y político para la emancipación femenina. Las feministas tendían, ante todo, a confirmar el derecho de la maternidad contra el deber de ser madre. Sacaban a la luz la ambigüedad y la hipocresía de la retórica de la «misión de la maternidad» que, en Italia como en otros países occidentales del sigloXIX, consideraba a las madres como objetos estereotipados de una fantasía masculina de la «naturaleza» de la mujer. Además, defender el lugar esencial de la maternidad en la sociedad equivalía a colocar en primer plano la responsabilidad del Estado para con las madres y los hijos como elementos integrantes y fundamentales de la propia nación.


  El valor y el poder simbólicos de la maternidad no tenían contrapartida alguna en las condiciones materiales de la existencia de las madres. Miles de mujeres debían ceder ante la maternidad aun cuando no estuviesen preparadas psicológica, cultural y materialmente para ella, mientras que la propaganda política y médica, junto con la opinión popular, las culpaba de las elevadas tasas de mortalidad infantil en la Italia de finales del sigloXIX. Las feministas denunciaban el retraso cultural en que vivía la gran mayoría de las mujeres y las consecuencias en las generaciones futuras. Pero al mismo tiempo condenaban con firmeza los fallos de la sociedad en general y del Estado en particular, y criticaban a este último por no tomar las medidas necesarias, ya fuese a través de campañas de información y educación, de legislación laboral o de la creación de los servicios sociales esenciales para proteger a las madres trabajadoras, así como a las mujeres y los niños en general.


  Las mujeres del movimiento de emancipación no se contentaban sencillamente con proferir acusaciones ni esperaban que las instituciones estuviesen a la altura de una «cultura de la maternidad». Se trataba de un asunto extremadamente delicado y complejo que las feministas trataban de definir y sustentar de formas muy diversas. Podemos identificar diferentes empresas tras las que yacía esta preocupación: la sociedad de ayuda mutua de la mujer trabajadora, la creación y «control político» de puestos obstétricos de primeros auxilios, los diversos departamentos para asistencia a las mujeres necesitadas dirigidos por las organizaciones del movimiento de mujeres y los fondos independientes para la maternidad.


  Estas iniciativas en beneficio, particularmente, de las mujeres trabajadoras no eran simples actos de filantropía, sino una modalidad de acción política, a través de la cual las asociaciones feministas ponían en práctica formas de asistencia basadas en sus ideas acerca de la relación entre la maternidad y el empleo, y acerca del valor social de la maternidad[451].


  La articulación de los programas de asistencia elaborados por las mujeres italianas y la manera en que se abordaba la relación con las beneficiarias estaban basadas en un estudio detallado de las instituciones feministas y socialistas similares creadas en el extranjero. Las feministas italianas, muchas de las cuales eran intelectuales judías con estrechos contactos internacionales, conocían las mejores instituciones alemanas y francesas, pero también las inglesas y norteamericanas, gracias a la observación personal, a las publicaciones o, en la mayoría de los casos, al contacto directo con las promotoras. Muchas representantes de los movimientos de mujeres inglesas, francesas, alemanas y escandinavas pasaron largos periodos en Italia dando conferencias y visitando las organizaciones establecidas en las principales ciudades, y sus obras se tradujeron al italiano. Las promotoras de los programas de asistencia para la mujer tomaron, pues, en consideración las experiencias de otros países y adoptaron los elementos más adecuados para la cultura y la estructura social italiana, además de introducir otros rasgos enteramente originales.


  En el plano político, muchos aspectos de estas empresas se correspondían con la concepción que las fundadoras tenían de su labor como preparación para la participación del Estado que, a su parecer, debía ocuparse de la asistencia a la maternidad como eje central de la política social. Ersilia Majno contemplaba las «peticiones feministas como una demanda para el bienestar de la sociedad[452]».


  Es posible que el feminismo italiano, como el de otros países europeos, estuviese dividido en cuanto a la valoración de las ventajas e inconvenientes que suponía para la mujer una actitud proteccionista por parte del Estado en materia de empleo femenino, pero no existía tal desacuerdo en lo que respectaba a la idea generalizada de que «la labor de la maternidad era una tarea social de verdad», según palabras de la ginecóloga Bertha Novich, y que como tal el Estado debía brindarle su apoyo en todos los sentidos. Por otra parte, muchos eran los que compartían la opinión de Teresa Labriola de que el problema de la relación mujer/empleo y mujer/maternidad, con todos los aspectos extremadamente complejos de la identidad femenina, no podía resolverse mediante disposiciones formales[453]. Pero lo mismo ocurría con las reivindicaciones del movimiento de mujeres que se convirtieron en un asunto muy importante, si no central, en la política nacional.


  EL PROYECTO DE LAS MUTUALIDADES PARA LA MATERNIDAD


  En el Congreso Internacional sobre Accidentes Industriales, celebrado en 1894, Paolina Schiff, iniciadora y propagandista más conocida de las mutualidades para la maternidad, presentó un proyecto para un seguro de maternidad en nombre de la Lega per la Tutela degli Interessi Femminili (Liga para la Defensa de los Intereses de la Mujer) de Milán, organización feminista-socialista a la que pertenecía[454]. Este proyecto estaba basado parcialmente en la práctica, generalizada entre las sociedades de ayuda mutua de mujeres trabajadoras, por la que se establecían unos fondos especiales, separados de los fondos para enfermedad, con objeto de ayudar a las mujeres parturientas. Esta práctica se introdujo en la última mitad del sigloXIX por iniciativa de la Associazione Generale di Mutuo Soccorso e di Istruzione fra le Operaie (Asociación General de Ayuda Mutua y Educación entre las Mujeres Trabajadoras de Milán). La fundadora, Laura Solera Mantegazza, ya había creado en 1850 «hogares para lactantes y niños ya destetados», considerados como la primera fase de un proyecto global destinado a organizar un «instituto de maternidad» propiamente dicho. Esta iniciativa, entre otras muchas, debía ofrecer ayuda a domicilio a las mujeres parturientas y a las madres que amamantaban a sus bebés, salvando prácticamente de este modo a los niños de una muerte segura.


  De la misma manera, la práctica original de la Associazione Generale de conceder un subsidio para las mujeres socias durante el periodo de reposo por parto, una canastilla y otras subvenciones para cubrir los gastos del alumbramiento, tenía por objetivo «poner coto al abandono de hijos legítimos», corriente entre las familias de clase obrera[455]. Unos años después, cuando las mujeres de dicha asociación parecían haber adquirido la experiencia necesaria para dotarse de su propio seguro de maternidad, se crearon unos fondos de maternidad, tres cuartas partes de los cuales procedieron de los pagos efectuados por las afiliadas, junto con una «cotización mensual mínima» aportada por todas las afiliadas casadas hasta la edad de cincuenta años. El resto llegó a la asociación procedente de donaciones efectuadas por las socias más adineradas. Sin embargo, hacia la década de 1890 ya se dejaba notar lo poco adecuado del sistema.


  La mayoría de las líderes del movimiento por la emancipación de Milán, «capital moral» de Italia, completaron su aprendizaje entre las mujeres trabajadoras milanesas. También en este círculo surgió el proyecto de la Unione Femminile Nazionale (Unión Nacional de las Mujeres), que se convirtió en una de las organizaciones más grandes y mejor estructuradas del movimiento político femenino en las dos primeras décadas del sigloXX, y una de las que mejor expresaron el modelo del «feminismo social», con la consiguiente promoción del valor social de la maternidad y de la protección a la infancia.


  En 1895, la figura más representativa de esta organización, Ersilia Majno, que todavía formaba parte de la Associazione Generale, presentó un trabajo en una conferencia nacional sobre accidentes industriales sobre el empleo femenino, en nombre de la Associazione; en las conclusiones incluyó el borrador de una ley por la que se regulaba la jomada laboral y las condiciones del trabajo femenino. Además de la igualdad salarial para trabajos idénticos realizados por varones, en el borrador se proponía una baja laboral de un mínimo de cuatro semanas después del alumbramiento[456].


  Paolina Schiff, por su parte, era contraria a cualquier forma de protección legislativa, por considerarla un ataque grave contra la «libertad y la iniciativa individual de la mujer[457]». Pese a ello, reclamaba el derecho de la mujer trabajadora a una baja antes y después del parto remunerada a partir de una mutualidad para la maternidad. Esta mutualidad no debía estar financiada por las trabajadoras, como las ya existentes, sino en parte por una pequeña contribución de los padres trabajadores con hijas, que probablemente serían trabajadoras en el futuro, y en parte por las organizaciones laborales, especialmente por los sindicatos. Una gran proporción de estos fondos procedería de mujeres acaudaladas a las que Schiff instaba para que ayudasen a la institución como ya habían respaldado en cierta medida a las sociedades de mujeres trabajadoras. En último lugar, el Estado debía cubrir el 40 por ciento de la financiación, además de supervisar la administración y garantizar una buena gestión[458].


  La innovación importante de esta propuesta era el papel atribuido a los trabajadores varones y a sus organizaciones, así como al Estado, como organismos más involucrados en el bienestar de las madres trabajadoras y sus hijos. Nunca se hizo ningún esfuerzo por obligar a todos los trabajadores a contribuir al sustento de las madres trabajadoras. El papel del Estado en el proyecto de Schiff era el de financiador y supervisor, pero los detalles de tal función no venían explicitados en la propuesta, que era un borrador bastante poco pulido.


  Era importante la sugerencia de que las familias trabajadoras debían realizar una aportación nominal a los fondos. Esto significaba que, tanto práctica como simbólicamente, la responsabilidad y la carga de la maternidad pasaba de la mujer como individuo a la unidad familiar original de la mujer trabajadora que se beneficiaría del seguro de maternidad. Tenemos aquí un fallo claro de la propuesta, puesto que no tomaba en consideración la realidad de la familia de clase obrera ni lo precario del empleo femenino. Resultaba todavía muy difícil para las mujeres identificarse con el papel de asalariada fuera del hogar y aceptarlo como una condición permanente. No era fácil para los padres de una hija de tres años pensar en el momento en que se convertiría en asalariada, pues las mujeres no solían trabajar de forma sistemática. Esta situación se debía, obviamente, tanto a la situación del mercado laboral como a una resistencia psicológica muy arraigada. Además, no era tarea fácil inculcar a la clase obrera el tipo de ética laboral necesaria para garantizar el éxito de un seguro cuyos resultados se cosecharían en un futuro muy lejano e incierto.


  El debate que siguió a la presentación de este proyecto de fondos para la maternidad se desarrolló paralelamente a la discusión acerca de las regulaciones laborales, especialmente después de que en 1897 empezase a circular un borrador redactado por Anna Kuliscioff y firmado por el grupo de mujeres socialistas de Milán. Mientras tanto, en algunas ciudades, empezaban a ponerse en práctica las propuestas de Paolina Schiff.


  LAS MUTUALIDADES LOCALES PARA LA MATERNIDAD


  En 1895, Schiff había hablado en nombre de la Liga a la que pertenecía y de la Lega per la Tutela degli Interessi Femminili de Turín; ambas organizaciones, en su «programa mínimo de urgencia», planeaban crear una mutualidad para las madres trabajadoras[459]. En 1898, la Lega de Turín, tras el voto del Congreso de Trabajadores del Piamonte celebrado en 1896, y una serie de desacuerdos sobre principios y detalles prácticos, estableció la primera mutualidad de Italia para la asistencia a la maternidad, basándose en parte en el modelo francés de las Mutualités maternelles.


  Más que el principio de previsión defendido en el proyecto de Paolina Schiff, en la institución de Turín prevaleció el principio de asistencia. Se pidió a las mujeres socias que participasen cooperando de diversas maneras en el trabajo de la institución, de acuerdo con sus competencias, y pagando una cotización de 50 céntimos al mes durante un mínimo de nueve meses[460]. Nueve décimas partes de la financiación procedía de benefactores. Solo las mujeres trabajadoras tenían acceso a la junta directiva y la Lega de Turín logró mantener el control completo sobre los fondos. Además, la Lega también creó la Pro Maternitate, organización financiera y educativa que ayudaba a las madres ofreciéndoles clases en materia de higiene y sobre cómo criar correctamente a los recién nacidos.


  En los estatutos de la mutualidad de Turín se daba especial prominencia a la aportación de las mujeres más acaudaladas y se enumeraba entre los objetivos de la institución el de «cooperar en la unificación de los corazones de aquellos que vivían en condiciones sociales dispares, reuniendo a las madres acomodadas y las necesitadas, a las que la naturaleza ha hecho iguales en las alegrías y penas de la maternidad[461]». Las mujeres más privilegiadas socialmente realizaban labores voluntarias visitando a las mujeres que recibían asistencia, además de pagar cotizaciones más elevadas y recaudar fondos en el círculo social al que pertenecían.


  Pese a los esfuerzos desplegados, la mutualidad de Turín tuvo un arranque difícil. Ni siquiera informar de manera adecuada a las muy numerosas trabajadoras de Turín acerca de las actividades de la organización era tarea fácil, pese a que las demás asociaciones de trabajadoras y, ante todo, la sección local de la Unione Femminile se habían adherido a la mutualidad. En 1906, la Unione declaraba que muchas de las trabajadoras que acudían a la asociación en busca de ayuda no conocían la existencia de la mutualidad. Las encargadas de la Unione también señalaron que, aunque hacían todo lo que estaba en su mano para dar publicidad a la mutualidad, «lamentablemente los salarios femeninos… no son lo bastante elevados para que insistamos como nos gustaría en lo acertado de hacer el pequeño sacrificio necesario para que se beneficien de esta institución juiciosa y previsora[462]». La pobreza de las trabajadoras era incluso más terrible de lo que sugieren estas palabras, pues no solo eran incapaces de pagar una cotización por mínima que fuese, sino que no podían permitirse perder ni una jomada de trabajo. Para aspirar a un subsidio durante el reposo tras el parto, las socias de la mutualidad debían abstenerse de trabajar, lo que significaba una pérdida considerable con respecto al salario normal, así como a los ingresos que obtenían de trabajos extra, puesto que muchas efectuaban tareas domésticas remuneradas como lavar y limpiar, además de la jomada laboral normal en la fábrica.


  El salario de las mujeres que trabajaban en fábricas era mísero, por lo que estaban obligadas a redondear los ingresos con otro empleo o con trabajos ocasionales. Un estudio efectuado en 1902 por la Oficina del Trabajo puso de manifiesto que el 12,3 por ciento de las trabajadoras de más de quince años recibían una retribución diaria máxima de 75 céntimos por una media de 10 a 12 horas de trabajo; el 28 por ciento ganaba entre 76 céntimos y 1 lira, el 40,7 entre 1 lira y 1,5 liras, el 13,4 entre 1,5 y 2 liras, mientras que solo el 5,6 ganaba más de 2 liras[463]. También había otra clase de empleos, por ejemplo en talleres, donde trabajaban mujeres muy jóvenes que ni siquiera ganaban 25 céntimos al día.


  La Lega per la Tutela degli Interessi Femminili de Milán no logró establecer su propia mutualidad de la manera que habían esperado las mujeres miembros. La mutualidad, que se inició hacia finales del 1905, no fue el resultado exclusivo de la iniciativa femenina, como han sostenido Paolina Schiff y Ersilia Majno, aunque la contribución política de la Unione Femminile fue esencial a la hora de sentar las bases. La Unione consiguió extender los objetivos prioritarios de la mutualidad de ayudar a las madres durante el parto, para incluir los de «prestar apoyo y coordinar instituciones para la ayuda de las madres e hijos» y «exaltar y propagar el concepto de función social de la maternidad en interés tanto de los hijos como de la sociedad en su conjunto[464]».


  La Unione cooperó con la Federazione Lombarda delle Opere Femminili en su esfuerzo por instaurar la mutualidad, dejando de lado las sospechas recíprocas[465]. Sin embargo, la mutualidad de Milán escapaba más al control de las mujeres que la de Turín. Por motivos organizativos y financieros, se creó como una sección autónoma de la Sociedad Benéfica para el Seguro y la Ayuda en Caso de Accidentes Industriales, con la participación de la Società Umanitaria, organismo que se ocupaba de la educación y el bienestar del proletariado, fundado por miembros de la clase media progresista cercanos o afiliados al Partido Socialista. Estos organismos desempeñaron, según parece, una función eminentemente simbólica, pero ofrecieron a la mutualidad milanesa un respaldo político en la principal ciudad lombarda y en toda Italia, del que carecían las mutualidades independientes.


  Los estatutos de la mutualidad de Milán, a diferencia de los de Turín, solo requerían que diez de los miembros de la junta directiva fuesen miembros de pleno derecho de la mutualidad, es decir, mujeres trabajadoras. Los demás eran miembros contribuyentes o benefactores y el Presidente de la Sociedad Benéfica para Accidentes Laborales, que era miembro por derecho propio. En la junta de 1911, sin embargo, solo había cuatro mujeres, junto con Fanny Pisa, la presidenta[466].


  La junta consideró que la subscripción anual de 9 liras y 60 céntimos debida oficialmente por las trabajadoras socias de la mutualidad era «elevada y estaba por encima de los medios de las mujeres trabajadoras[467]». La decisión de establecer una cotización elevada, a diferencia de lo que ocurría en las demás mutualidades independientes, se debía a la necesidad de mantener el carácter de ahorro voluntario, evitando así reducir la mutualidad a una institución de beneficencia. En 1907, el gobierno le concedió la condición jurídica de Institución de previsión en oposición a la de Opera Pía u obra piadosa. En la práctica, sin embargo, la mitad del dinero procedía de la propia mutualidad gracias a la contribución de benefactores, que debieron de ser muy numerosos a juzgar por la siguiente observación incluida en el informe quinquenal de la junta: «ha resultado más fácil encontrar benefactores que miembros[468]».


  La escasa afiliación de mujeres trabajadoras, en este como en otros casos, parece haber sido en parte consecuencia de la novedad que las disposiciones de seguros suponía para la clase obrera, y la resistencia ante tal sistema, y en parte a que existía un riesgo considerable de que se tuviesen que pagar las primas sin que pudiesen cosecharse los resultados, dada la inestabilidad laboral. Además, como la Ley del 19 de junio de 1902 por la que se concedía una baja por maternidad de un mes solo se aplicaba a las trabajadoras de fábricas, otras como las empleadas domésticas, las lavanderas o incluso las empleadas en fábricas pequeñas no incluidas en la Ley, se arriesgaban a perder el puesto si no volvían al trabajo inmediatamente después del alumbramiento. En 1911, de las 491 socias de la mutualidad de Milán, un 25,86 por ciento eran artesanas, por ejemplo, modistas y encajeras por cuenta propia; el 21,38 por ciento amas de casa, probablemente esposas de empleados y artesanos; el 15,29 por ciento estaba empleado en la compañía estatal tabacalera, formando la categoría de empleo más segura tanto en el aspecto salarial como de estabilidad laboral; y solo el 9,16 por ciento eran trabajadoras en el sector de la seda y textil. El resto eran mujeres menores de edad todavía no asalariadas, maestras de escuela, dependientas y sirvientas[469].


  La mayoría de los miembros, 304 en total, procedían de uno de los organismos promotores de la mutualidad, la Associazione Generale delle Operaie. Esta asociación había cedido en su lucha por una mutualidad de maternidad con objeto de unir sus fuerzas a las de otras organizaciones cuyos objetivos también compartía. 125 de los miembros pertenecían a otras sociedades de mujeres trabajadoras de Milán y provincia, que habían afiliado en bloque a los miembros en edad de ser madres.


  En Roma, el Seguro de Previsión y Asistencia a la Maternidad fue creación del Consiglio Nazionale delle Donne Italiane, por iniciativa de la condesa Ferraris, que había visitado la mutualidad de Milán y se había quedado muy impresionada por esta visita. La institución romana contaba con el apoyo de mujeres acaudaladas de la clase media y de la aristocracia con ideales feministas. Gozaba del patronazgo de la Reina Madre y de la Reina Elena, y obtuvo casi inmediatamente una donación del gobierno. Las socias trabajadoras de la mutualidad debían pagar una cotización mensual de 25 céntimos durante un periodo mínimo de diez meses para tener derecho al subsidio de 1 lira y 50 céntimos diarios durante la quincena anterior y posterior al parto. El informe de la junta directiva romana parece más optimista que el de las homólogas del norte, aunque los registros están incompletos. La mutualidad romana permanecía en activo en 1920 como sección de la Alianza Nacional para la Protección de la Maternidad y la Infancia[470].


  En los años que siguieron, se crearon mutualidades independientes en otras ciudades italianas, por ejemplo, Bergamo, Brescia, Nápoles, Palermo y Voghera, modeladas en su mayoría a imagen de la de Milán, aunque los criterios y las aportaciones variaban según las condiciones locales. Poco sabemos del establecimiento de dichas mutualidades, aparte de que el impulso procedió de sociedades de mujeres trabajadoras. Algunas de estas últimas convirtieron sus fondos tradicionales para la constitución de una dote en subscripciones a un seguro de maternidad. Las mutualidades de Biella, ciudad con una importante industria de la lana, y de Vercelli, ciudad agrícola que producía eminentemente arroz, caracterizadas por emplear a mucha mano de obra femenina temporera, eran fondos municipales[471], es decir, financiados con dinero público, lo que constituiría el primer caso de participación «estatal» en este sector.


  Casi todas las mutualidades de maternidad iniciadas por grupos de mujeres o, como la de Milán, inspirada en ellas, buscaban y obtuvieron reconocimiento jurídico del Estado. Adquirir la condición jurídica de Institución de previsión significaba recibir ciertas garantías de estabilidad y financiación pública. Aunque el dinero aportado por las administraciones provinciales o municipales solía ser mínimo y tomaba la forma de donaciones benéficas que oficialmente no eran aportaciones regulares, sí se podía contar con él. Se trataba de una práctica tradicional para las instituciones benéficas, pero en este caso significaba la primera intervención estatal en las mutualidades de maternidad, aunque fuese indirecta y sin garantía alguna de continuidad.


  Las iniciativas privadas no se contemplaban necesariamente como la única vía hacia adelante. De hecho, fueron precisamente las llamadas mutualidades independientes o «libres» las que ejercieron una mayor presión para crear una mutualidad estatal central o varias mutualidades locales administradas por el Estado.


  EL ESTABLECIMIENTO DE LA CAJA NACIONAL DE MATERNIDAD


  Durante el I Congreso Nacional de las Actividades Prácticas Femeninas, convocado por la Unione Femminile en 1908, Nina Sierra y Bianca Arbib colocaron el tema de los fondos para la maternidad en un contexto más amplio. La primera sostenía que un mes de reposo tras el parto era insuficiente para cumplir con las tareas que exigía la maternidad. Proponía, por ello, un sistema de seguros que permitiese a las mujeres dedicarse enteramente a la familia durante los años de «maternidad activa», y recibir una retribución por ello[472]. Bianca Arbib, tras presentar un esbozo de la historia de la asistencia a la maternidad en la Europa moderna y contemporánea, concluyó con las siguientes observaciones:


  
    Sabemos lo difícil que es transformar en una ley incluso la idea mejor y más necesaria: la apatía de los legisladores ante lo que nos concierne solo puede desaparecer bajo la voz unánime de las propias mujeres, unidas por un sentimiento común de compasión tierna y de hermandad… Antes de que se presente un proyecto de ley ante el Parlamento, debemos exigir que las mujeres, junto con las asociaciones femeninas que se ocupan de estos temas, tengan la oportunidad de discutir todos los asuntos relacionados con la maternidad y la infancia. Tal procedimiento será necesario hasta que las mujeres obtengan el derecho de voto, por lo menos en esta materia vital. No hacemos esta petición por pura ambición, sino porque solo las mujeres tienen derecho a decidir sobre asuntos que afectan de forma tan íntima sus funciones esenciales[473].

  


  Fueron precisos diez años para que el proyecto sobre la Caja Nacional de Maternidad superase todos los engranajes legislativos, periodo en el cual se discutió en profundidad y a todos los niveles[474]. Además de la lentitud de los debates legislativos, un problema grave con que se enfrentaba la Italia de Giolitti era el que los proyectos de reforma social, muy numerosos por esa época y respaldados por un amplio elenco de personalidades de ideas políticas dispares, no estaban apoyados por ninguna política reformista estatal clara. Incluso las reformas que contaban con gran apoyo sufrían un proceso de «esterilización» parlamentaria a través de enmiendas fundamentales a los proyectos originales y largos periodos de «hibernación» en los despachos de la Cámara de los Diputados.


  Por los lazos que le unían a la Ley de regulación del empleo femenino, el proyecto de la Caja de Maternidad tuvo el mismo destino, aunque varios miembros del Partido Socialista lucharon incansablemente para obligar al Parlamento a redactar un borrador y aprobar disposiciones sobre un seguro para las madres trabajadoras, por muy provisionales o incompletas que fuesen.


  La Ley de 1902 por la que se regulaba el trabajo femenino e infantil era un compromiso mortecino entre la propuesta socialista y varios proyectos de ley del gobierno, en el que se habían puesto todos los esfuerzos para no usurpar los intereses de los industriales. Por todo ello, estaba lleno de rendijas destinadas a cumplir los requisitos de los patronos más que de las mujeres, y totalmente inadecuadas para lograr los efectos del borrador original. Las que se mostraron más insatisfechas fueron las propias mujeres que habían luchado por acabar con la explotación de la mujer y los niños.


  Las actividades de la Unione Femminile entre las mujeres trabajadoras le permitieron dejar patente cómo los fallos de la ley obligaban a las mujeres a llegar a acuerdos con los patronos con objeto de soslayarla. En las asambleas se oía la siguiente protesta: «¿que nos quedemos en casa durante un mes después del parto? Nos tendrían que haber pedido permiso para aprobar esta ley; habríamos contestado: pagadnos y nos quedaremos en casa. Nuestro pan es lo que está en juego[475]».


  La obligación de dejar de trabajar alrededor de la fecha del parto era el punto más conflictivo de la reglamentación laboral. La propia comisión parlamentaria creada para examinar las diversas propuestas dedicó mucho tiempo a discutir una forma de seguro adecuada, pero no logró decidir si debía tratarse de un fondo nacional único, de varios organismos regionales o provinciales o «si debían ser obligatorios o facultativos, independientes o administrados por el Estado, o asignados a organismos ya existentes[476]».


  Un estudio efectuado entre las mujeres trabajadoras por la Oficina del Trabajo por encargo del gobierno, entre el 1 de diciembre de 1902 y el 30 de noviembre de 1903, reflejaba que la tasa de fertilidad de las trabajadoras de la industria estaba «muy por debajo de la tasa media de fertilidad de la población femenina en su conjunto». Ello se debía a que los propietarios de fábricas preferían emplear a muchachas solteras que permanecían en su puesto hasta que se casaban o tenían el primer hijo; volvían a la fábrica si el marido perdía el empleo, si enviudaban o cuando los niños ya habían crecido. Dada la tasa de natalidad, que era del 4,5 por ciento, frente al 12 por ciento para la población femenina total entre quince y cincuenta y cuatro años inclusive, se calculaba que para proporcionar un subsidio diario equivalente a las cuatro quintas partes del salario medio de cuatro semanas, los subsidios de maternidad debían alcanzar las 710 000 liras, gasto que la Oficina del Trabajo no consideraba excesivo[477].


  No obstante, el obstáculo más grave para el establecimiento de un fondo estatal era la negativa del gobierno a contribuir a su financiación. Los ministros sostenían que el Estado no podía permitirse ningún gasto para el seguro de maternidad, insistiendo que solo las trabajadoras y los patronos debían contribuir a él, mientras que el Estado se limitaría a financiar la constitución y la gestión. Los patronos hicieron una gran campaña contra la posibilidad de que la Caja solo contase con su apoyo y el de las trabajadoras, sobre todo porque ya se consideraban penalizados por tener que prescindir del trabajo de una mujer durante el mes de baja obligatoria por maternidad. La patronal argumentaba que la Caja podía crearse a través de un esquema de seguro de enfermedad. Las mujeres rechazaban de plano esta idea, pues no estaban dispuestas a contemplar el embarazo y el parto como una enfermedad. En caso de que se estableciese la Caja, los patronos urgían al Estado a asumir una parte del coste, extremo que contaba con todo el apoyo de la Confederación General del Trabajo[478].


  La ley que por fin se aprobó en el Parlamento[479] exigía que el gobierno aportase a la Caja los pagos a las madres en edad fecunda, elevándolos de las 30 liras calculadas a 40 liras. Así se aceptaba el principio esencial de que el Estado participaba en la financiación junto con las trabajadoras y los patronos. Estos últimos debían aportar, según la edad de la trabajadora, 50 céntimos anuales para cada mujer entre quince y veinte años, y una lira para las mayores de veinte, las mismas cantidades debidas por las trabajadoras. Tanto las mujeres casadas como las solteras tenían derecho a recibir el subsidio, que cubría el alumbramiento y el aborto no provocado después del tercer mes de embarazo. En este último caso, sin embargo, el subsidio solo se concedería después de que un médico certificase que se trataba de un aborto no provocado y no de uno voluntario o, como solía calificarse, de un aborto «criminal».


  La junta directiva encargada de administrar la Caja Nacional, concebida como una división independiente del Seguro Nacional de Previsión e Invalidez, estaba formada por tres grupos, cada uno de los cuales contaba con una tercera parte de la representación total en la junta: representantes de la patronal, de las trabajadoras (no necesariamente mujeres, aunque la ley se mostraba ambigua en este punto) elegidas entre los representantes nombrados a las juntas de arbitraje de las industrias que empleaban mayoritariamente mano de obra femenina, y miembros de la junta directiva del Seguro de Previsión Nacional.


  Como ya hemos señalado anteriormente, las disposiciones se aplicaban a las trabajadoras sujetas a la Ley laboral de 1902, que en 1907 extendió a las arroceras la prohibición de trabajar durante los treinta días siguientes al parto. Sin embargo, la gran mayoría de las mujeres trabajadoras seguían excluidas de estas medidas.


  EL FUNCIONAMIENTO DE LA CAJA NACIONAL


  La Ley por la que se estableció la Caja Nacional de Maternidad no entró en vigor hasta el 6 de mayo de 1912. Desde el principio, los fallos fueron obvios. Los patronos debían encargarse de recoger las cotizaciones de las trabajadoras, lo cual entrañaba varios graves inconvenientes prácticos y psicológicos. También había pocas salvaguardas para las mujeres que habían pagado la cotización durante el periodo mínimo y que, a continuación, dejaban de trabajar; en este caso, perdían el dinero y no se beneficiaban del seguro[480]. Todos estos aspectos aumentaron el descontento de las mujeres con la ley.


  Como muchas personas habían augurado, muy pronto se convocaron huelgas contra la ley, especialmente en los sectores de elevada proporción de mano de obra femenina. En la provincia de Como, donde se concentraban las fábricas de seda más grandes, hubo numerosas manifestaciones contra el esquema. En un informe, el Prefecto de Como comunicaba al Ministro del Interior que algunos grupos de trabajadoras le habían presentado una «protesta con un gran número de firmas».


  En Maggianico, las mujeres se han negado a aceptar las tarjetas de afiliación a la Caja… en Civate, las trabajadoras de la fábrica Ponti no han pagado sus cotizaciones… En Bellano, en las instalaciones de la empresa [Gavazzi], las mujeres han insistido en rechazar los sobres de paga de los que se había deducido la subscripción prescrita. Puesto que los problemas parecen multiplicarse, he enviado a un agente de policía para mantener el orden y garantizar la libertad de trabajo, así como para explicar la importancia y utilidad de la nueva ley para las mujeres.


  Fue necesaria la fuerza policial para explicar el significado de la ley y, en esa ocasión, los patronos se encargaron de defender la ley cerrando las fábricas durante dos o tres días, hasta que las mujeres «se plegasen a las nuevas ordenanzas[481]».


  Los sindicatos y el Partido Socialista, que habían luchado por la ley y habían desempeñado el papel protagonista en conseguir la aprobación del Parlamento, no habían logrado poner en marcha una campaña de propaganda satisfactoria. Además, aunque fuese posible defender la ley, en principio resultaba muy difícil convencer a las mujeres de que el procedimiento previsto era viable. El retraso en el pago o el impago por parte de los patronos dejaba a las mujeres indefensas.


  En el primer año de funcionamiento de la Caja Nacional, solo una sexta parte de los industriales efectuaron los pagos debidos, por lo que según palabras del Ministro de Industria Francesco Saverio Nitti, «los ingresos de los seis primeros meses de vigencia de la ley solo son suficientes para cubrir una tercera parte del número estimado de trabajadoras que deberían beneficiarse de ella[482]». En algunos casos, los patronos no habían defraudado a las mujeres, sino que habían llegado a un acuerdo con ellas para evitar realizar los pagos a la Caja: las mujeres recibirían el salario completo y el patrono se ahorraría su aportación a la Caja Nacional. El riesgo de incurrir en una multa no era suficiente para disuadirlos dada la casi total ausencia de medidas ejecutorias; en cualquier caso, los patronos saldrían beneficiados.


  Las huelgas de trabajadoras fueron muy criticadas por las mujeres del Partido Socialista, sobre todo desde las columnas de la recién fundada revista La difesa delle lavoratrici (La defensa de las trabajadoras). Gisela Brebbia, feminista socialista hasta poco antes de estos acontecimientos, acusó a las trabajadoras huelguistas de dar más peso a las palabras de los sacerdotes que a los sentimientos de solidaridad entre las compañeras trabajadoras. Al parecer, las huelguistas alegaban que «las solteronas no quieren dar de comer a las mujeres casadas; las buenas chicas no quieren alentar a las pobres desgraciadas, es decir, a las madres solteras». Por otra parte, Gisela Brebbia también contemplaba las huelgas como una «vendetta inconsciente contra el Estado que… siempre ha descuidado a las trabajadoras, contra los gobiernos que siempre han traicionado sus intereses[483]».


  Las mujeres socialistas también atacaron las mutualidades de maternidad independientes. Existían por entonces nueve mutualidades de estas características en toda Italia, que habían formado una confederación para coordinar con mayor eficacia sus actividades. Estos ataques estaban injustificados; en realidad, tenían más que ver con los conflictos entre los movimientos de mujeres socialistas y «burgueses» que con el funcionamiento de las mutualidades privadas. Los responsables de dichas mutualidades habían solicitado que la legislación sobre el seguro estatal se extendiese a todas las mujeres necesitadas y habían esbozado un plan por el que el Estado podía utilizar su experiencia y estructuras administrativas para mejorar la cobertura de los fondos. Con el tiempo, se habían acercado a la filantropía y alejado de la política, aunque su papel había sido fundamental antes y después de la introducción de la ley, especialmente en el apoyo a las trabajadoras que no estaban protegidas por ella. La introducción de un seguro gestionado por el Estado no había reducido el trabajo de las mutualidades locales. Por ejemplo, en Milán se produjo una expansión considerable de estas mutualidades, que además de un subsidio poco corriente para el periodo del parto, proporcionaban servicios de asistencia y educación para las madres en centros de ayuda situados en varios barrios obreros de la ciudad[484].


  Otras mutualidades dirigidas por organizaciones feministas, como la de Roma, también se expandieron, pero permanecieron limitadas y dependientes del trabajo de voluntarios, pese a la gran crisis por la que atravesaban a la sazón los movimientos femeninos. Estamos hablando de un periodo donde, en primer lugar, las feministas cristianas se alejaron de los demás movimientos feministas al ser obligadas por las autoridades eclesiásticas a cesar su cooperación con los socialistas y otros grupos no religiosos, dada la disparidad de posturas sobre la enseñanza religiosa obligatoria en las escuelas primarias. Tres años después, fueron las socialistas las que se separaron de la corriente feminista, obligadas por los partidos a abandonar las asociaciones feministas. Pero por encima de todo, la causa de la crisis era el empobrecimiento gradual de ideas y empresas dentro del movimiento global.


  LA GUERRA Y EL FASCISMO


  Con la Primera Guerra Mundial y la contratación de numerosas mujeres en la industria, aumentó el número de trabajadoras protegidas por la ley, pero sin alcanzar el máximo posible. Del1 397 607 mujeres potencialmente cubiertas por el seguro, solo 476 722 estaban inscritas en la Caja Nacional, una prueba más de la inadecuada aplicación de la ley. Las trabajadoras domésticas, agrícolas y empleadas permanecían excluidas del esquema.


  Un decreto de 1917 introdujo cambios importantes: amplió el subsidio a las empleadas del servicio telefónico, autorizó la presencia de mujeres en la junta de administración, y aumentó y uniformizó las cotizaciones (1 lira para todas las trabajadoras y 1,25 liras para los patronos), mientras que el subsidio seguía siendo de 40 liras. En los tres años siguientes se produjeron nuevas subidas; en 1920, la cotización de las trabajadoras era de 1,5 liras y la de los patronos de 2 liras, mientras que el subsidio alcanzaba las 100 liras, 20 de las cuales aportaba por entonces el Estado[485].


  En el periodo inmediatamente posterior a la guerra se reanimó la agitación en favor del sufragio femenino, al tiempo que las asociaciones feministas reanudaban su participación en actividades sociales, de nuevo con el objetivo primordial de ayudar a las madres. «El espíritu de la maternidad», escribía Laura Casartelli Cabrini en 1919, «yace en el corazón de los intereses de las asociaciones femeninas». La Asociación de Mujeres trató de resucitar el tema ya antiguo de una forma de retribución estatal de las labores domésticas; Laura Casartelli añadía al respecto: «se está redactando una propuesta para una remuneración estatal de la “labor maternal”; existe una tendencia cada vez mayor a dar un valor financiero a los útiles servicios que presta la mujer como administradora del hogar, ama de casa, esposa y madre[486]». Sin embargo, el proyecto no prosperó, en parte debido a la situación social y política general de Italia en la víspera del advenimiento de una dictadura que iba a durar veinte años.


  A mediados de la década de 1920, el nuevo régimen clausuró algunas de las organizaciones feministas todavía en activo; otras, como la Unione Femminile Nazionale, que por entonces se ocupaba primordialmente de labores de ayuda benéfica a las mujeres, pudieron continuar durante unos años más. La fundación de la Opera Nazionale Maternità e Infancia (Obra Nacional para la Maternidad y la Infancia) no afectó al principio a las mutualidades de maternidad ni a la amplia plataforma de ayuda para las madres establecida por la Unione, todo ello pese a la molestia que suponía para las autoridades la independencia, que la asociación defendía con varias técnicas, desde ignorar sencillamente las advertencias hasta asistir con escasa frecuencia a las reuniones o apenas participar en ellas. La Unione se prohibió definitivamente en 1938, con la excusa de que no había necesidad de seguir prestando asistencia social independiente puesto que el Estado estaba en condiciones de cubrir todos los requisitos de la seguridad social[487]. En realidad, tanto la Unione Femminile como otras asociaciones femeninas quedaron disueltas como resultado de leyes raciales. Estas asociaciones siempre habían contado con el aliento de una considerable proporción de mujeres judías y, en años más recientes se habían convertido en prácticamente el único punto de referencia de los antifascistas. Las mujeres judías no practicantes, que ya no podían buscar el apoyo de su comunidad, no podían participar en la Azione Cattolica que en virtud del Concordato de 1929 tenía cierto grado de autonomía con respecto al régimen y, por supuesto, no podían afiliarse a los organismos socioculturales fascistas.


  Existía, sin embargo, algo de verdad en la explicación oficial de la clausura de la Unione. El régimen había basado la política sobre la maternidad en una «formulación biológica de la función maternal» y sostenía una «estructura y concepción particulares de la familia[488]», que reposaba más que en el pasado en la primacía del padre. Por ello no podía tolerar la supervivencia, por marginal que fuese, de organizaciones que presentasen a la madre y a la mujer en general como la protagonista del cambio, como fuerza vital, aunque todavía reprimida, de la transformación de toda la sociedad.


  CAPÍTULO X 
Una redefínición de la maternidad y la paternidad: género, pronatalismo y política social en la Italia fascista


  CHIARA SARACENO


  PRONATALISMO, FAMILIA Y RELACIONES DE GÉNERO


  El régimen fascista intervenía de forma específica en los dos ejes centrales de la familia: en las relaciones entre los sexos, es decir, en la estructura de género, y en las relaciones entre las generaciones. Si bien es cierto que el propósito explícito de estas medidas era el crecimiento demográfico, el objetivo inmediato de las diversas formas de intervención era la estructura de las relaciones familiares, y la distribución del poder y la autoridad dentro de la familia, entre hombre y mujer y entre padres e hijos[489]. No solo se alentaba a la familia a ser prolífica, sino que se la ligaba orgánicamente con el Estado, del que debía convertirse en un componente e instrumento a parte entera. Catorce años después de la subida al poder de Mussolini, Loffredo presentó esta idea en 1936[490], que quedó explicitada en el Código Penal de 1930 y, más tarde, en el Código Civil de 1942, cuyo compilador, Rocco, definió la familia como una «institución social y política[491]». Esta es la razón por la que, aunque era cierto que la mayoría de las medidas familiares del régimen eran en realidad disposiciones pronatalistas más orientadas al crecimiento demográfico que al bienestar de la familia, fuese cual fuese su definición, las consecuencias reales no fueron el aumento del número de nacimientos, sino el respaldar una estructura y concepto particulares de la familia. En realidad, la fertilidad en el matrimonio, que había descendido espectacularmente entre 1871 y 1901 en las grandes ciudades del norte y del centro hasta un 30 por ciento por debajo de la vigente en las áreas rurales y en las ciudades meridionales, y había afectado principalmente a las clases altas y medias, seguida por los profesionales y, de lejos, por obreros y artesanos, continuó descendiendo en el periodo fascista al mismo ritmo y en los mismos estratos sociales, a pesar de las medidas adoptadas por el régimen, centradas en las ciudades y en esas clases.


  Según algunos eruditos[492], las diversas medidas legislativas y sociales introducidas desde 1926 hasta la víspera de la Segunda Guerra Mundial constituyeron un conjunto coherente y estructurado, y su fracaso relativo debe atribuirse no a una debilidad o inconsistencia intrínsecas, sino al momento en que se adoptaron. La tendencia a la baja de la fertilidad que había llamado la atención del régimen, tal como Mussolini expresó solemnemente en el famoso Discurso del Día de la Ascensión de 1927 y causa de estas medidas no podía detenerse instantáneamente, pues era un proceso a largo plazo con raíces muy profundas. Además, es imposible verificar los efectos a largo plazo de las medidas, en primer lugar por el estallido de la guerra y, también, por la caída del régimen. Esta interpretación, aunque muy convincente en cuanto a la cuestión de la oportunidad, deja de lado el hecho de que el descenso de la fertilidad implicaba cambios en la cultura familiar y en la relación entre las generaciones. No se trataba del mero resultado de unos cálculos económicos, sino de una parte de un proceso de transformación de la situación de los hijos y de las inversiones en el seno de la familia, tal como había ocurrido o estaba ocurriendo en otros países europeos. Desde este punto de vista, ningún plus por fertilidad podía compensar la dedicación en términos de tiempo y afecto que se creía necesaria para cada hijo, ni siquiera podía ser económicamente suficiente para costear lo que se consideraba indispensable para garantizar una buena vida para los niños.


  No obstante, esta interpretación subestimaba el contexto social y económico global donde se enmarcaban las medidas y que determinaba las condiciones de la paternidad y la maternidad, a saber: un desempleo en alza para las clases trabajadoras urbanas y para secciones de la clase media baja, reducciones de los salarios reales, asistencia médica garantizada únicamente para grupos concretos de trabajadores y sus familias, restricciones de algunos canales tradicionales de supervivencia familiar e individual como la migración interna y externa, aceleración de procesos como la urbanización (pese a las limitaciones impuestas por el régimen) y la industrialización con los consiguientes cambios de la estratificación social. La asistencia a las madres y a los niños proporcionada a través de servicios como la ONMI (Opera Nazionale Maternità e Infanzia, creada en 1925) y que examinaremos detalladamente más adelante, los impuestos para los solteros introducidos en 1927 y las exenciones fiscales según el tamaño de la familia (1933), subsidios familiares (1936) y plus de fertilidad (1939) funcionaban todos ellos en un contexto donde, por una parte, estaba cambiando la posición de los hijos en la economía familiar simbólica y material, un cambio que se había iniciado varias décadas antes, pues Italia había quedado algo rezagada con respecto a otros países. Por otra parte, la situación política y social traía consigo cambios en las condiciones de vida de una gran parte de la población, que incluso si solo era una minoría, es decir, la urbana, era la que ocupaba la vanguardia en la reducción de la tasa de natalidad. Mientras que para algunos era obvio el deterioro de las condiciones de vida, como indicaban las cifras de los salarios y del consumo[493], por lo general se producían cambios en las estructuras de oportunidades que, a su vez, afectaban al modo en que los individuos, parejas y familias contemplaban el futuro y definían las metas y expectativas. Algunos aspectos de la intervención del régimen en áreas que no tenían nada que ver con la demográfica, como las relacionadas con la ampliación de las instalaciones de ocio (dopolavoro), vacaciones, bienes de consumo masivo como aparatos de radio, contribuyeron en la práctica a crear nuevos modelos de normalidad, aunque no afectasen para nada a la mayoría de la población[494].


  Por todo ello, los individuos sujetos a las medidas pronatalistas del régimen las interpretaban a la luz de estas complejas condiciones materiales y simbólicas, que no solo no tenían nada que ver con las medidas, sino que a veces incluso estaban en contradicción con ellas. Además, es perfectamente posible que algunas de las medidas adoptadas por el régimen tuviesen significados o consecuencias imprevistos entre la población, derivados precisamente de ese contexto más amplio y arraigado. De esta manera, el mayor valor atribuido al bienestar de la infancia mediante la oferta de asistencia sanitaria y educación para las madres quizá no alentara los embarazos tanto como potenció el valor y los derechos del niño, justificando así una limitación del número de nacimientos.


  En lugar de profundizar en la evaluación de la eficacia real o potencial de las medidas pronatalistas del régimen, quiero dejar constancia de que, pese a la derrota que sufrió en la «batalla demográfica», su política favoreció, en una Italia todavía muy rural, el nacimiento de un tipo de familia como modelo culturalmente dominante: el nuevo patriarcado de la clase media urbana. Esta familia no giraba tanto en torno a una figura masculina autoritaria y poderosa como la burguesa, ni en torno al patriarca más o menos idealizado de las familias rurales extensas; sino que, por el contrario, el eje era el salario o remuneración del trabajador cuya frágil autosuficiencia se mantenía y estaba suplementada, por una parte, por la protección de un Estado generoso y controlador al mismo tiempo, y, por otra, por el trabajo de la buena ama de casa en el hogar. Durante el régimen fascista, la pesadilla de la clase media —una esposa irresponsable y malgastadora, perfectamente descrita en novelas típicas del cambio de siglo como Demetrio Pianelli de Emilio de Marchi— se combinó con la otra pesadilla enteramente fascista de la esposa infecunda, la mujer que «solo compra perfume y baratijas para ella», como decía una canción, tirando por la ventana el dinero de la familia, es decir, del marido, y además descuidando a la familia y mostrándose incluso incapaz, psicológica y físicamente, de tener hijos. No se trataba de una imagen totalmente nueva, por supuesto, ni de la última que se forjaría. En la cultura rural, la mujer hermosa se veía como un riesgo para el matrimonio, pues se la consideraba débil o no apta para el trabajo productivo ni reproductivo. De nuevo en los años 80, los católicos y demógrafos laicos imputaron el descenso de la fertilidad al egotismo consumista, en particular al de la mujer. El «egotismo femenino» sigue cargando con la culpa de la desintegración percibida en la familia y la sociedad de los cimientos mismos de la continuidad demográfica.


  Con respecto a este topos cultural, el fascismo no fue tanto una innovación radical como la expresión directa de una tendencia, que sentó las bases legislativas, sociales y simbólicas para el modelo familiar y el Estado de bienestar, que perduraron mucho más que el propio fascismo. Por ejemplo, la legislación familiar del Código de Rocco no se modificó hasta 1975, año en que se autorizó la información sobre contracepción y la distribución de productos contraceptivos. Mientras que el aborto no dejó de ser un crimen «contra la raza» hasta los años 70, la violación y la violencia sexual siguen siendo delitos no contra la persona, es decir, la mujer violada, sino contra la moralidad, lo que indica el potencial de la mujer como presa y el abismo entre los derechos de mujeres y varones. Del mismo modo, el incesto no se considera más que un delito leve y se diferencia de la violencia sexual mientras no dé lugar a un escándalo público, reflejo de la existencia jurídica de una visión jerárquica y de propiedad de las relaciones familiares, en particular entre los varones (padres, hermanos) y las hembras (esposas, madres, hermanas).


  Desde esta perspectiva, solo es posible estar parcialmente de acuerdo con la conclusión de DeGrand[495] de que el fascismo triunfó no en aquellos lugares donde logró imponer unos principios totalitarios innovadores, sino unos principios conservadores muy similares a los que prevalecían en otros países no totalitarios en los años 20 y 30; o quizá la cuestión sea saber qué significado damos al término «conservador». Si bien es totalmente cierto que el fascismo, como otras culturas no totalitarias, mantuvo una fuerte asimetría en las relaciones de género, actitud compartida también por muchas culturas contemporáneas, sí las actualizó colocando en su centro un modelo de paternidad y maternidad que solo era «antiguo» en parte. La procreación como deber social no es una innovación cultural insignificante, con innumerables implicaciones en comparación con la procreación como acto de la naturaleza más o menos inevitable o, en el mejor de los casos, como deber familiar. Se trata de una innovación que, aunque no exclusiva del fascismo, como señala muy oportunamente DeGrand, marca el surgimiento del Estado como un compañero fuerte y exigente de la familia con respecto a las responsabilidades y objetivos de la reproducción y, en ningún caso, de la reproducción puramente biológica.


  Es igualmente cierto que la fuerte presencia de una cultura católica organizada y del Vaticano alentó, desde el Concordato de 1929 en adelante, el desarrollo y continuación del modelo de división asimétrica del trabajo y del poder entre los sexos. Este era el caso asimismo en el plano legislativo, tal como se demuestra hasta la actualidad en la evolución legislativa con respecto a la familia, las relaciones entre los sexos y la sexualidad. Sin embargo, la formulación de este modelo procedía de la cultura y de los objetivos del fascismo.


  Tanto la formulación biológica clara de la función maternal, según la cual la mujer quedaba reducida a la producción de la raza, como su vinculación con los intereses de la nación son características del fascismo. Cualquier experiencia que pudiese alejar, por poco que fuese, a la mujer de sus tareas se consideraba sospechosa, desde el trabajo fuera del hogar hasta la enseñanza superior. Sin embargo, se pasaba por alto el trabajo duro que realizaban las mujeres en los campos, fábricas o en el hogar bajo la presión de las necesidades económicas y familiares, o bien se contemplaba como un mal necesario que debía controlarse mediante medidas restrictivas y compensarse a través de ayudas para las madres trabajadoras. El acceso a la enseñanza superior de las hijas de familias de clase media y su incorporación al mercado profesional, estaban plagados de obstáculos, aunque de eficacia limitada. Ejemplos de dichos obstáculos era la propaganda que ridiculizaba a las intelectuales, la prohibición a las mujeres del ejercicio de determinadas profesiones, incluida la enseñanza en los institutos, y su exclusión de los concursos a la administración pública[496].


  Incluso el asociacionismo, más o menos obligatorio bajo el fascismo, suscitó resistencia en cuanto a la participación femenina, no solo por parte de las mujeres, demasiado ocupadas con sus propias obligaciones para asumir otra, sino también por parte del partido. Se trataba, en un sentido, de una contradicción en sí misma: para que las mujeres se casasen jóvenes y tuviesen muchos hijos era preciso no «distraerlas», es decir, no ofrecerles oportunidades por muy provisionales que fuesen, de poner en práctica otros deseos y actividades[497]. Él fascismo femenino no se desarrolló hasta los años 30, cuando se permitió a las mujeres participar en la campaña pronatalista y, más adelante, en la lucha contra las sanciones económicas impuestas por la Liga de las Naciones debido a la Guerra de Etiopía[498]. La activista fascista, la squadrista de los primeros tiempos, nunca constituyó un modelo para el régimen. En realidad, la consideraban una presencia molesta e inoportuna, que debía mantenerse bajo control debido precisamente a que se desviaba de la norma de mujer hogareña, obediente, fértil y recluida. Las activistas evocaban los orígenes culturales futuristas y emancipadores del fascismo, cuyas huellas se borraron bajo el régimen, pero todavía resonaban débilmente en las posturas ambivalentes que sostenía una asociación profascista de mujeres intelectuales como la Alleanza Muliebre Cultúrale Italiana y desde las páginas de su publicación Attività muliebre, que en alguna ocasión reclamó el derecho de la mujer a la educación y el empleo en la administración pública[499]. Aparte de estas excepciones, que en cualquier caso eran minoritarias —aunque eran cada vez más las mujeres de clase media que asistían a la escuela secundaria— y menos explícitas a medida que pasaba el tiempo, la presencia de las mujeres fascistas en los organismos del régimen, incluida la ONMI, pasó a definirse gradualmente dentro de los límites tradicionales de las asistentas sociales, damas de la beneficencia y maestras de escuela. La imagen de marca femenina nunca fue la de liderazgo o dirección de un organismo ni la de incitadora.


  La pomposidad y, de hecho, la tosquedad impuesta a los varones fascistas, que con sus uniformes, desfiles, paso marcial y proezas acrobáticas ofrecían una pantomima de superioridad sexual y racial difícil de alcanzar para los pequeños burgueses engreídos, necesitaba una compañera a la altura. La más adecuada no era una mujer igualmente pomposa y tosca, ni una que ocupase cargos de responsabilidad, sino la esposa modesta y sumisa cuya conducta social confirmase la frágil superioridad del varón. El eslogan «le donne a casa» tenía la misma función simbólica. Aplicado oficialmente solo al servicio público, de escasa presencia femenina, pretendía ante todo transmitir el mensaje de la mujer que «robaba el puesto de trabajo al cabeza de familia» como culpable del desempleo endémico y creciente en Italia, así como del descenso de la natalidad, mientras afirmaba la prioridad que el régimen atribuía a los trabajadores como cabeza de familia, prioridad que, como veremos más adelante, estaba respaldada por muchas medidas de cariz puramente pronatalista. Al mismo tiempo, el eslogan alejaba la atención colectiva del coste que suponía para la mujer y para la familia la menor legitimación del poder laboral femenino: la necesidad de vivir dentro de los estrechos límites de un salario inadecuado para las familias de los empleados de la clase media, preocupados por salvaguardar su respetabilidad social, mientras que el trabajo realizado por la esposa o madre en el hogar tenía que llegar a menudo hasta el extremo de «inventar» elementos de consumo esenciales de los que carecía o que resultaban inadecuados, desde remendar ropa usada hasta la preparación laboriosa de comidas pobres[500]; el abandono del trabajo femenino ante el chantaje y explotación de los patronos, con costes adicionales por encima de los que soportaba bajo el fascismo toda la clase obrera; la carga de las mujeres que trabajaban en el hogar se hacía invisible, especialmente en el caso de las amas de casa rurales, tan a menudo citadas como ejemplos de compatibilidad entre las responsabilidades familiares y las necesidades laborales, y la fertilidad. Por esta necesidad de enseñar a las mujeres a mantenerse en el lugar que les correspondía y a consagrarse a la familia, aceptando cualquier sacrificio en su nombre, las asociaciones de mujeres católicas disfrutaban de mayor respeto o de mayor indiferencia por parte del régimen que sus homólogas masculinas, a las que se veía como competidoras potenciales de la afiliación y cultura fascistas, y de la imagen de virilidad agresiva que potenciaban. La religiosidad católica cotidiana, en particular la versión pastoral con respecto a las mujeres, no solo se consideraba «naturalmente» femenina, y, por tanto, no viril, sino también un medio eficaz de inculcar la resignación, espíritu de sacrificio y humildad que formaba parte del modelo de mujer ideal. Por esta razón, la mediación y reformulación católica del lugar de la mujer y la posición central de la familia, más rica simbólicamente por lo menos que los mensajes pronatalistas y desde 1938 racistas del régimen, estaban lejos de oponerse a estos últimos, en realidad los fortalecían en la mente popular y les garantizaron así una duración mucho más larga que la del propio régimen.


  MATERNIDAD, PATERNIDAD Y BIENESTAR SOCIAL


  Como ya hemos mencionado, la política fascista en relación con la familia y su estructura de género no se confinaba a medidas estrictamente pronatalistas. También se interfería en la vida familiar de formas diferentes y con un alcance distinto según la clase social, a través de medidas restrictivas acerca del trabajo y los salarios, medidas en conformidad con la escolarización obligatoria, diversas disposiciones destinadas a organizar la vida cotidiana incluido el patronazgo de las primeras actividades masivas de ocio, a través de la Opera Nazionale Dopolavoro, e incluso de las consecuencias de grandes empresas como la Guerra de Etiopía, la autarquía como respuesta a las sanciones y la participación en la Segunda Guerra Mundial. Todas estas iniciativas y acontecimientos interactuaron a su vez con una estructura económica donde el fascismo, tras haber reaccionado a la lucha de los trabajadores después de la Primera Guerra Mundial (los «Dos Años Rojos»), se veía obligado a ocuparse de los efectos de la crisis económica mundial de 1929. El impacto de esta última y del régimen se mezclaron indisolublemente en las condiciones de vida de las familias de clase obrera y de clase media de las ciudades, además de enriquecer a una nueva clase de especuladores de toda laya.


  Esta mezcla, donde las circunstancias políticas —el debilitamiento del poder de negociación y de autodefensa de los trabajadores— y las económicas se superponían y se potenciaban unas a otras, queda reflejada en el hecho de que al estallar la guerra los salarios reales estaban en un nivel inferior al de 1921, con el consiguiente deterioro del consumo[501]. Otro indicador es la evolución del desempleo femenino: en 1921-1922 estaba por debajo del desempleo masculino, pero en 1926-1932 lo superaba, dejando patente así la expulsión progresiva de la mano de obra femenina hasta el extremo de disuadir a las mujeres de que se incorporasen al mercado laboral. En 1933-1935, pese a que los salarios reales eran muy bajos y se había deteriorado el consumo, descendieron las tasas de empleo y desempleo femenino. Esta situación indicaba que las mujeres abandonaban el mercado laboral, por lo menos el oficial (pero el «mercado negro» no podía absorber toda la mano de obra femenina, dado que al ser muy bajos los salarios de los varones en el mercado oficial, los ofrecidos a las mujeres en el «mercado negro» no eran atractivos ni competitivos)[502].


  Además, algunas iniciativas de política y asistencia social emprendidas por el régimen, desde los subsidios familiares hasta la Opera Nazionale Dopolavoro o los campamentos de vacaciones para los hijos de los trabajadores, tenían por objetivo controlar a las clases trabajadoras urbanas sustituyendo por proyectos dirigidos por el régimen las asociaciones e instituciones de solidaridad establecidas en las décadas anteriores por el movimiento laboral. Esta intervención del Estado en la vida de los trabajadores de la industria urbana, una minoría dentro de la población italiana de la época[503], recibía además el apoyo del sindicalismo fascista muy preocupado por las condiciones de vida de los trabajadores y que exigía una compensación por las restricciones salariales propugnadas por el régimen a través de una mayor intervención pública para mantener el nivel de vida, ofreciendo así de facto subvenciones por partida doble a los patronos[504]. Incluso la ONMI, aunque en principio se dirigiese a toda la población modesta y pobre, tenía una distribución real mayoritariamente urbana. Podríamos considerar paradójico que aunque el modelo de la familia ideal del fascismo era la familia prolífica y múltiple de la Lombardía y la Emilia-Romagna rurales, que el régimen trataba de reproducir incluso en situaciones de trabajo agrícola asalariado a través de contratos de cosechas compartidas y de rebaños comunes, las máximas beneficiarías de las medidas pronatalistas eran las familias relativamente más reducidas y menos dignas de confianza de los trabajadores de la industria urbana.


  Estas medidas podían ser «positivas», es decir, concebidas para proporcionar pluses y ayudas, o «negativas», destinadas a desalentar e incluso castigar un comportamiento considerado indeseado. Algunas de estas medidas, además, iban dirigidas a las mujeres como madres o madres potenciales, y a los niños, pero otras afectaban a los varones como padres o padres potenciales. De este modo, el fascismo y su política pronatalista redefinieron la maternidad y la paternidad, y también en este sentido la política del régimen era más que puramente pronatalista.


  Algunas de las medidas «positivas» no eran en realidad más que una continuación de las emprendidas bajo los gobiernos prefascistas, impulsados por las reivindicaciones del movimiento de los trabajadores. La Cassa Nazionale di Maternità se había establecido en 1911, financiada por las contribuciones de trabajadoras y patronos; proporcionaba una ayuda a la natalidad de 40 liras a las mujeres que trabajaban en los sectores peor pagados, que para recibirla debían dejar de trabajar durante un mes antes del parto y otro mes después. La reforma fascista de la Cassa, emprendida en 1923, se limitó a aumentar la cotización de las trabajadoras a tres séptimas partes del total, y el subsidio a 100 liras. No se extendieron las categorías de mujeres cubiertas por la ayuda, por lo que permanecieron excluidas las empleadas en puestos administrativos y docentes bien pagados, además de la gran mayoría de trabajadoras, oficinistas, empleadas de comercio, y especialmente las campesinas y empleadas domésticas, es decir, las dos categorías más nutridas de mano de obra femenina. No existía siquiera disposición alguna dentro de los esquemas del seguro de enfermedad para los gastos médicos del embarazo y el parto. La ampliación a otras categorías de trabajadoras y la cobertura parcial de los gastos médicos no se produjo hasta 1935, cuando se cedió la administración de las cotizaciones y las ayudas a la maternidad al Istituto Nazionale di Previdenza Sociale, que también gestionaba las cotizaciones para pensiones, accidentes, incapacidad, subsidio de desempleo y seguro de enfermedad de la mayoría de los trabajadores[505]. Siguieron excluidas, sin embargo, las empleadas no contractuales, así como muchas trabajadoras agrícolas, todas las empleadas domésticas y amas de casa. En otras palabras, aun dentro de una perspectiva estrictamente pronatalista, el régimen hizo muy poco para garantizar las condiciones laborales y sanitarias que pudiesen mejorar o, por lo menos, mantener, el bienestar físico de las trabajadoras embarazadas. Por el contrario, como algunas comentadoras fascistas reconocían, el breve periodo de descanso obligatorio antes del parto para las trabajadoras del sector industrial, la ausencia de toda protección para ampliar las categorías de trabajadoras y unas condiciones laborales que a menudo dañaban los órganos reproductores siguieron siendo la causa de miles de abortos espontáneos cada año, mientras el aborto ilegal levantaba oleadas de cólera[506].


  Ante esta indiferencia que provocaban las condiciones reales en que muchas mujeres quedaban embarazadas, sobrevivían al embarazo y daban a luz, la introducción en 1939 del plus de fertilidad parecía no solo parcial, sino hasta cierto extremo paradójica. Este plus sustituía la ayuda a la maternidad que recibían las trabajadoras por una cantidad que aumentaba con el número de partos y se pagaba a «cualquier trabajador o trabajadora» que tuviese un hijo[507]. Contrariamente a las apariencias, esto no significaba un ingreso suplementario para todas las madres, sino un apoyo a la paternidad. Dado el mayor número de trabajadores que de trabajadoras, esta medida recompensaba al padre más que a la madre. Además, puesto que la suma solo se abonaba si el bebé nacía con vida, un parto malogrado no recibía compensación alguna, por muchos días de trabajo que tuviese que perder la trabajadora.


  En términos generales, esta nueva medida y el propio término premio di natalità indican un cambio de rumbo desde una ayuda, por muy parcial que fuese, a las trabajadoras y la asistencia sanitaria durante el embarazo y el parto, y desde el reconocimiento de sus derechos como madres trabajadoras, hacia la ayuda a las familias numerosas a través de un suplemento al salario del cabeza de familia. Esta política ya se había iniciado con la introducción en 1936 de los subsidios familiares (assegni familiari), una suma que aumentaba con el número de hijos, se pagaba al cabeza de familia, es decir, en la mayoría de los casos al padre, como compensación parcial de las reducciones salariales. Las mismas directrices aplicadas a las ayudas para las familias numerosas y para la paternidad eran válidas para las exenciones fiscales otorgadas para los hijos a cargo, que también eran superiores cuanto mayor era el número de hijos. Puesto que la persona receptora de los ingresos familiares y, en general, de la renta imponible, era en la mayoría de los casos el esposo o padre, él era quien se beneficiaba de dichas exenciones. Muy poco dinero llegaba directamente a manos de las esposas para su propia gestión a cambio de su función reproductora, pese a los incentivos e incluso inversiones económicas puestos en práctica por el régimen. Por el contrario, las medidas disuasorias para el empleo femenino y el creciente desempleo de las mujeres, las excluían cada vez más del acceso directo a ese tipo de ayudas. Además, no puede darse por sentado que el dinero llegaba a la familia y se redistribuía en su seno. Las pruebas recabadas en la historia oral indican lo poco que intervenían las campesinas en la administración del dinero familiar, e incluso las mujeres de la clase media desconocían a menudo cuál era el salario del marido. En cuanto a las mujeres de clase obrera, solían tener mayor control sobre los recursos familiares, pero solamente porque les incumbía la tarea de aprovechar al máximo los escasos recursos, y los maridos solían guardarse todo el dinero extra que ganaban[508].


  Otras medidas refuerzan esta tendencia a favorecer no solo a las familias ordinarias o legítimas, sino también a la figura paterna como sujeto de los deberes sociales y de las ayudas[509]: un plus por matrimonio concedido a los trabajadores varones que se casaran antes de los veintiséis años y préstamos por matrimonio introducidos en 1937, cuyo capital se reducía gradualmente con el nacimiento de hasta cuatro hijos. En la administración pública, se daba prioridad a los varones casados con respecto a los solteros tanto en la contratación como en los ascensos. Después de 1938, uno de los requisitos para ser director de escuela, catedrático de universidad o podestà era estar casado, mientras que las mujeres quedaban excluidas de la enseñanza de las ciencias en las escuelas secundarias e incluso de la enseñanza primaria en las clases exclusivamente con alumnado masculino. La condición por la que las mujeres quedaban excluidas de puestos de responsabilidad, por estar casadas y ser madres, era un título meritorio para el varón. Esta situación puede interpretarse, por supuesto, como una compensación de las reducidas oportunidades de mejorar la renta familiar, ante la subida de los costes. Sin embargo, tanto el reconocimiento como la exclusión simbólica y práctica establecen la disparidad de valor y el diferente grado de responsabilidad atribuido a cada sexo en la tarea de procrear.


  Las medidas punitivas diferían también en cuanto a la carga y el coste que imponían a cada sexo. El impuesto a los solteros, introducido en 1927 y modificado posteriormente a través de la ampliación progresiva de las exenciones, que debían pagar los solteros entre veinticinco y sesenta y cinco años, excepto el clero, los inválidos y los pobres, y acompañado de una serie de desventajas en las carreras públicas, era, sin lugar a dudas, una medida molesta y opresiva. En 1939, pagaban el impuesto más de un millón de solteros, hasta un total de 230 millones de liras (frente a los 260 millones casi totalmente financiados por dicho impuesto, que se abonaban en concepto de pluses, préstamos y créditos fiscales por fertilidad y matrimonio, como medio de redistribución entre los solteros y los padres de familia)[510]. Pero este impuesto funcionaba en una situación donde la tasa de matrimonios era elevada y se había mantenido constante durante varios decenios, mientras que la crisis económica alentaba los matrimonios tardíos. Dado el coste a largo plazo que suponía un matrimonio para el individuo, pero también para la familia, a menudo necesitada del salario de un hijo, el pago del impuesto no era una gran carga. El pago de dicho impuesto tampoco afectaba la decisión de un joven de clase alta o de su familia de acabar los estudios y empezar una carrera antes de casarse[511]. Resulta, sin embargo, interesante observar que los sujetos imponibles eran los varones, indicando implícitamente que de ellos dependía casarse, algo que no podía esperarse de una joven sujeta probablemente a la autoridad de los padres y subordinada a la iniciativa masculina.


  Pero las mujeres se exponían a un castigo severo si rechazaban deliberadamente un embarazo. Mientras que los abortos espontáneos debidos a las condiciones laborales duras o poco saludables no suscitaban ninguna respuesta pública, el rechazo deliberado de un embarazo por parte de la mujer estaba castigado como un delito grave con hasta tres años de prisión, junto con los cómplices, incluido el marido si se demostraba que estaba al corriente, algo que casi nunca ocurría. Lo que ya se consideraba un delito en legislaciones anteriores, así como en virtud de la moral católica, se convirtió a través de unas leyes raciales en un crimen contra la raza y, por ende, contra la nación. Las personas más expuestas a este peligro y al riesgo de muerte o incapacidad como consecuencia de la práctica arriesgada del aborto, eran las mujeres de clase obrera y de clase media baja, demasiado pobres para pagar la discreción y la seguridad de las clínicas y los médicos, tal como se confirma en el «Informe sobre las acciones por delito de aborto juzgadas en 1941[512]». Por otra parte, los jueces parecían reacios a aplicar la ley con todo rigor, incluso cuando se demostraba la infracción, justificando su indulgencia con la pobreza de las mujeres que recurrían al aborto y, de esta manera, negando implícitamente la validez de la política pronatalista del régimen. Además, las mujeres siempre estaban expuestas a la arbitrariedad de los jueces e informadores, y este temor les impedía a menudo recurrir a un médico cuando surgía alguna complicación.


  EL BIENESTAR SOCIAL DE LAS MADRES


  Y LA «OPERA NAZIONALE MATERNITÀ E INFANZIA»


  La acción más ambiciosa del régimen y también la concebida más directamente para el bienestar social de madre e hijo, fue indudablemente la ONMI, estipulada en la Ley del 10 de diciembre de 1925, enmendada en 1933 y en 1934, y destinada a «promover, mediante la integración de las tareas sociales y las actividades de otras instituciones públicas y privadas, la defensa y mejora física y moral de la raza[513]». Un cuerpo semigubernamental, con una compleja estructura de organismos y departamentos centrales y periféricos en todas las provincias, debía coordinar y supervisar todas las actividades y medidas destinadas a las madres y a los más jóvenes, desde la dirección de las casse di maternità, mientras siguiesen existiendo, hasta el establecimiento de la paternidad de los hijos ilegítimos, el ingreso de menores en instituciones y su colocación cuando las abandonasen, pasando por la supervisión de los delincuentes juveniles. Muchas de estas actividades se iniciaron antes de la creación de la ONMI y, de hecho, siguieron funcionando independientemente de ella. Pero aparte de estas tareas de supervisión y control, la novedad y la principal actividad de la ONMI era la de asistir a las mujeres embarazadas, a las parturientas y a los niños menores de tres años. En realidad, esta empresa duró hasta los años 70, cuando las guarderías de la ONMI se convirtieron en guarderías municipales y los obstetras y pediatras se incorporaron a los USSL (ambulatorios locales).


  Cabe señalar que la labor sanitaria de la ONMI tenía objetivos preventivos y educativos más que curativos. A este respecto fue la primera, y por mucho tiempo única, iniciativa que actuaba en los tres planos de nutrición, higiene y prevención adecuadas, entendiendo por esta última la profilaxis, tal como se denominaba por entonces, con relación especialmente a la tuberculosis, el alcoholismo y la sífilis, considerados particularmente extendidos entre las clases más pobres de la sociedad. El trabajo de la ONMI recibía el apoyo de las denominadas clases de maternidad itinerantes, una especie de escuelas rurales itinerantes, donde se enseñaban los rudimentos sobre cuidado e higiene infantil. Aunque estaban menos extendidas que los centros de la ONMI y, según palabras de los propios encargados, eran insuficientes[514], especialmente por estar dirigido a la población rural que no solo era más numerosa que la urbana, sino también más prolífica, estas clases de maternidad fueron el primer indicio de un interés por las condiciones reales de las familias rurales y sus hijos. Resulta paradójico, pues, que continuasen, de una forma burocrática y centralizada y por motivos muy diferentes a los de la emancipación, la tradición de las clases alfabetizadoras rurales iniciadas durante el cambio de siglo por intelectuales progresistas y socialistas.


  Las mujeres y los niños que carecían de los recursos necesarios tenían derecho a recibir asistencia. Esta circunstancia no solo se justificaba con algún tipo de certificado, como el certificado de pobreza, sino que se decidía por discreción de las visitadoras sociales. Mientras que esta forma de proceder ampliaba el número de personas potencialmente cubiertas por las medidas, en la práctica muchas madres trabajadoras y de clase obrera y mujeres de clase media baja, así como las madres solteras que aceptaban criar a sus hijos, exponía a las mujeres a una evaluación arbitraria por parte de otras mujeres quienes, sin calificaciones específicas aparte de haber sido seleccionadas por las comisiones provinciales en virtud de su propia moralidad, apoyo al fascismo y «predisposición al cuidado de madre e hijo», tenían el derecho de entrar en los hogares y juzgar las necesidades y la actitud favorable con respecto a la función de la ONMI. Además, el que la ONMI estuviese vinculada al partido, tanto a nivel local como provincial —los líderes del partido eran beneficiarios por derecho propio junto con otros líderes institucionales, todos ellos varones, excepto la secretaria de la fascio femenina— hacía explícita su función de control social y político, por encima de las intenciones y quizá de las acciones de unas comisiones concretas o de los miembros individuales de estas. Las propias visitadoras sociales, que no eran miembros por derecho propio, no eran solo elegidas entre los miembros de la fascio, sino entre mujeres de clase alta y media miembros de la fascio. Esto significaba que las mujeres de las clases más pobres que deseaban beneficiarse de los servicios de la ONMI o que caían bajo su control, estaban sujetas a un examen doble llevado a cabo por otras mujeres, aunque bajo la autoridad de los varones de las instituciones médica, jurídica y de partido, es decir según criterios de clase y partido.


  En todos los casos, una vez confirmado el derecho moral y político a la asistencia, la mujer embarazada y, después, el bebé, junto con sus demás hijos, recibían un seguimiento higiénico y sanitario, así como nutricional, de la mano de instructores itinerantes encargados de verificar la normalidad del embarazo y del crecimiento de los niños, y enseñar a las madres las reglas de higiene y nutrición. Tal como se desprende de las publicaciones, en particular de la revista de la organización Maternità e infanzia, las reglas sobre higiene y las normas morales solían estar estrechamente ligadas, aunque ello no sea un rasgo exclusivo del fascismo.


  En los casos en que se juzgaba necesario, las madres también recibían suplementos alimenticios en las cantinas para mujeres a partir del sexto mes de embarazo y para las madres que criaban a sus bebes, durante siete meses. La obligación de acudir a la cantina, aunque tenía por objetivo garantizar que fuese la madre la que se beneficiase de los alimentos y no los demás miembros de la familia y que el dinero no se gastase en otros menesteres, también pretendía mantener bajo observación a unas mujeres a las que no se consideraba aptas para cuidar de sí mismas. Además, la centralización del servicio dificultaba el acceso de aquellas que, por vivir lejos, no podían pagar el transporte o permitirse perder varias horas para obtener los alimentos, especialmente si tenían otros hijos pequeños o trabajaban fuera del hogar.


  Las mujeres que no podían criar a los bebés también tenían acceso a leche en polvo o a una nodriza. Por su parte, las madres que se negaban a amamantar al bebé sin justificante médico no recibían ayuda alguna, y sus hijos quedaban además excluidos de todos los servicios, con el riesgo consiguiente de que se les retirase al niño si se establecía cualquier irregularidad moral o material. Las mismas reglas eran aplicables a las madres solteras que no querían quedarse con el bebé y lo cedían a la asistencia pública o a una inclusa, o que sí lo conservaban pero no querían amamantarlo. Así pues, las madres que se quedaban con sus hijos tenían la obligación de darles de mamar. Esta regla no era solo un medio para garantizar la salud en unas circunstancias donde la esterilización del agua y de la leche de vaca era difícil y la leche en polvo todavía poco corriente; también era el reflejo, aunque no primordial, de la imagen de una madre buena porque cría a su hijo, es decir, dedica todo lo que tiene a su bebé, y a través de la lactancia desarrolla, especialmente en el caso de las madres solteras, un fuerte vínculo con el niño y un gran sentido de la responsabilidad para con él.


  Las madres solteras que criaban al bebé no solo recibían asistencia, sino también ayuda para localizar al padre y convencerle, mediante un plus de dote, de que debía casarse, o por lo menos prestar apoyo económico. La ONMI tenía también el deber de ayudar a las mujeres separadas a conseguir el pago de una pensión alimenticia. Se fomentaba la familia legítima donde se daba una división clara de los papeles de cada progenitor, aunque era la maternidad aceptada y practicada según los cánones higiénicos y morales prescritos la que se recompensaba y respaldaba directamente. En este sentido, las madres solteras no sufrían discriminación alguna, sino que recibían la misma asistencia que las casadas, lo que a veces provocaba la hostilidad de estas últimas, que veían esta circunstancia como una «recompensa» para un comportamiento socialmente inaceptable e «inmoral[515]».


  El modelo maternal y familiar, combinado con el modelo de la familia rural productiva y una estructura de autoridad concreta como modelo ideal para el crecimiento y desarrollo de los hijos, también quedaba confirmado por la preferencia atribuida, por lo menos en principio, a la adopción siempre que fuese posible en el campo, mejor que al «internamiento», o a la creación de pequeñas colonias agrícolas basadas en normas educativas de tipo familiar. Esto fue más un ideal que una realidad, pues se siguió colocando a los niños en instituciones durante todo el periodo fascista e incluso con posterioridad. La inercia y el poder de las estructuras existentes, en su mayor parte pertenecientes a órdenes religiosas, resultaron tener más fuerza que las intenciones del régimen; en cualquier caso, este último no realizó grandes inversiones económicas en esta dirección, además de contar con poco tiempo para conseguir resultados. En los años 30, la preocupación por un buen cuidado de los hijos quedó rápidamente en segundo plano ante la de enviar a padres y hermanos a la guerra, mientras se deterioraban sus condiciones de supervivencia cotidiana, nutrición e incluso seguridad física. La expansión imperial era la base del interés por madres e hijos, y la guerra fue la conclusión paradójica.


  Los beneficiarios de las actividades dirigidas a los niños que permanecían con su madre en el seno de la familia también se mantuvieron muy por debajo del número potencial, contrariamente a las intenciones. Según las cifras publicadas a la sazón y claramente destinadas a defender el sistema, en 1934 había 475 000 menores de tres años que recibían algún tipo de asistencia, es decir, cerca del 50 por ciento de las personas que recibían asistencia de la ONMI, es decir, embarazadas, madres lactantes y niños pequeños. De esta cifra, 326 000 habían acudido por lo menos a una visita pediátrica y los demás debían de ser niños albergados en inclusas, adoptados o visitados a domicilio. En ese mismo año, las guarderías de la ONMI solo acogieron a 17 779 niños menores de tres años, en su mayoría hijos de madres trabajadoras. Incluso con esta restricción, dada la tasa de empleo femenino vigente, la cifra resulta muy baja. Por último, la ONMI pagaba comidas para niños necesitados entre tres y seis años de edad en escuelas preescolares, cuyo número ascendía a 155 000 también para el año 1934[516].


  La expansión de la actividad parece bastante uniforme numéricamente en toda la nación, pero la distribución de los servicios individuales muestra una concentración de guarderías en las ciudades septentrionales, donde se daban las tasas más elevadas de empleo femenino en la industria. Los hijos de las trabajadoras agrícolas, empleadas domésticas, trabajadoras en el mercado negro y criadas apenas tenían acceso a este tipo de servicio. Lo mismo ocurría, como para todos los servicios de la ONMI, con las madres y los niños que no podían o querían dar pruebas de sus necesidades. La función de asistencia social de la ONMI, además de ideológica, excluía de los servicios preventivos y de ayuda a un amplio sector de madres e hijos de la clase media y baja, así como a casi todas las mujeres que vivían en el campo, pero también a las pertenecientes a la clase obrera más estable donde las condiciones económicas y el deseo de privacidad y respetabilidad no les permitían demostrar necesidad visible pero tampoco pagar por recibir ese tipo de asistencia. La ayuda era para ellos una cuestión de recursos o de solidaridad familiar.


  Mientras que las exclusiones por razón de clase eran intrínsecas al carácter social de la ONMI y las exclusiones morales a su ideología, la introducción de las leyes raciales antijudías en 1938 causó otro tipo de exclusión posible o autoexclusión, la de las madres judías y sus hijos[517]. Junto a los objetivos imperiales y expansionistas, esta demarcación racial constituye sin lugar a dudas una de las paradojas más graves y dramáticas de la actividad del régimen, que, después de todo, en los asuntos cotidianos se había basado más o menos en el sentido común e incluso en la solidaridad con los más necesitados, y había tratado de combinar la mística fascista con la pedagogía moderna, visible en los retazos a veces perturbadores de referencias teóricas en los escritos de la época. Pese a todo, el acento en la procreación, incluso dentro de las medidas adoptadas para alentarla, lo que se hacía era determinar quién tenía derecho a una recompensa como madre y como hijo, definiendo así sus derechos además de sus necesidades.


  La reducción de la mujer como madre a una persona embarazada o lactante —únicas condiciones que le daban derecho a asistencia preventiva, a un posible tratamiento y a la asistencia social— representaba una grave limitación de sus derechos como persona. Esta limitación sobrevivió al fascismo, pues durante mucho tiempo se consideró que las mujeres italianas solo tenían derechos a través del reconocimiento de sus deberes, reales o potenciales, como madres. Por ello, estos derechos solían aparecer simultáneamente como protección y como restricción.


  A estas serias limitaciones, debemos añadir el que la mayoría de la población femenina, incluidas las beneficiarías de la asistencia social, no tenían un acceso fácil, antes, durante y después del embarazo a las condiciones de higiene adecuada y nutrición sana que les enseñaban las asistentas sociales y los obstetras de la ONMI; mucho menos a un cuidado sanitario adecuado, por lo que la mortalidad infantil siguió siendo elevada durante el periodo fascista, incluso tras el establecimiento de la ONMI, y solo empezó a bajar después de la guerra[518]. Sin embargo, no podemos reducir la ONMI a una mera criatura del régimen. Italia no era el único país en que las mujeres y los niños solo podían aspirar a que se reconociesen sus necesidades y derechos en función de los intereses nacionales e imperiales del gobierno. Además, este reconocimiento de los derechos, pese a sus límites, no solo constituía la primera forma de servicio y apoyo dirigida directamente a las mujeres y sus hijos, sin la mediación del padre; sino que también, aunque como consecuencia imprevista y no intencionada, constituyó la base a partir de la cual, en el contexto cultural, social y político cambiante, las mujeres pudieron empezar a formular sus propias necesidades y derechos, en términos de sanidad y otros servicios, como madres, pero no exclusivamente como madres.


  Capítulo XI 
Las tareas domésticas y la maternidad: debates y política en el movimiento de mujeres de la Alemania Imperial y la República de Weimar


  IRENE STOEHR


  Desde finales del siglo XIX, el movimiento de mujeres alemanas abordó las cuestiones del trabajo doméstico y de la maternidad de la mujer, así como los derechos y protección de las madres, dentro del contexto de la emancipación femenina. En 1905, Kathe Schirmacher, miembro prominente de la Verband Fortschrittilicher Frauenvereine (VFF, Liga de Asociaciones de Mujeres Progresistas), organización global del ala izquierdista o radical del movimiento de mujeres bürgerliche (en el sentido de cívico además de burgués), sostuvo en una reunión de la VFF que el trabajo doméstico de las mujeres era un «trabajo de verdad», un «trabajo creador de valores», un «trabajo productivo», pese a que «pudiera parecer que no era nada»; es decir, incluye muchas actividades diferentes y «no hay “trabajo más productivo” que el de la madre que, completamente sola, crea el valor de todos los valores, es decir, al ser humano». Schirmacher protestó contra «la explotación del ama de casa y de la madre» y pidió una reevaluación económica, jurídica y social de este trabajo, incluida su retribución[519]. Más adelante y en cierta medida de forma algo sorprendente, los asuntos del trabajo doméstico y de la maternidad se discutieron bastante por separado. En este capítulo presentamos las dos corrientes de dicho debate. En él sostendremos que la ardiente discusión sobre el valor del trabajo doméstico de la mujer quedó sumergida al incorporar este valor en el concepto más antiguo de la «contribución cultural» (Kulturleistung) más general de la mujer, el reconocimiento social de la cual se convirtió en el principal objetivo para la emancipación; que las madres físicas tomaron el segundo lugar con respecto a la «maternidad espiritual»; y que, durante la República de Weimar, los esfuerzos comunes de las mujeres para mejorar las condiciones sociales de la maternidad eran notorios, pero sus resultados limitados, debido a la crisis económica, a la falta de respuesta por parte del mundo político, pero también debido al propio concepto de la «maternidad espiritual».


  EL TRABAJO DOMÉSTICO Y SU VALOR: ¿RETRIBUIRLO, MEJORARLO O ABOLIRLO?


  Cuando en su intervención, Schirmacher negaba que la emancipación económica de las amas de casa significaba que debían trabajar además fuera del hogar, y pedía una remuneración del trabajo doméstico, la mayoría de las amas de casa presentes estuvieron de acuerdo con ella; la mayoría de las demás ponentes mostraron su desacuerdo, sobre todo porque pedir que se pagase el trabajo doméstico se percibía como una expresión de «individualismo» excesivo. Las observaciones de Schirmacher pretendían rebatir las ideas de Maria Lischnewska, presentadas en su intervención sobre «la reforma económica del matrimonio». Esta última había impresionado a las mujeres progresistas con la idea por entonces muy popular de que la economía familiar estaba en proceso de desintegración. Para ello, había ligado su teoría a las ideas emergentes de la vida comunal, como las de la socialdemócrata Lily Braun que desde 1901 había propugnado las casas colectivas u «hogares centralizados». Lischnewska subrayaba la importancia de la reorganización y reducción del trabajo doméstico individual que resultaría de estas instituciones, especialmente como condición previa para que las esposas y las madres pudiesen encontrar un empleo. No solo estaba interesada en la independencia económica de la mujer, sino en su valor para la economía nacional, que en su opinión había sustituido a la economía familiar, y por ello consideraba a la mujer casada que trabajaba en una fábrica como el «prototipo de la Nueva Mujer». Este punto de vista incluía una evaluación claramente negativa del ama de casa no asalariada, lo que sin duda inspiró la respuesta inmediata de Schirmacher. Lischnewska describía a la mujer como «solo consumidora» y «mantenida», en una referencia explícita a la definición del Instituto Imperial de Estadística en el censo laboral de 1895[520].


  Ahora bien, cuatro años antes, la VFF había protestado contra esta definición. En el «Memorándum dirigido al Instituto Imperial de Estadística» de 1901, firmado por la primera presidenta, Minna Cauer, y la secretaria, la propia María Lischnewska, se anticipaba el argumento presentado por Schirmacher en 1905: «Que el Instituto Imperial de Estadística adopte una clasificación para el próximo censo que otorgue al trabajo de las mujeres casadas en la economía doméstica el valor que merece en las estadísticas laborales, como el ejercicio de una ocupación que es de las más importantes para la economía nacional». En cuatro columnas del Die Frauenbewegung, publicación oficial de la VFF, se sostenía que el «trabajo profesional» desempeñado en el hogar era una «ocupación productiva», incluso si quien lo realizaba era la esposa o una empleada doméstica. Los autores acusaban al Instituto de Estadística de incluir erróneamente a las esposas y criadas «en la categoría de personas mantenidas, es decir, de valor económico inferior». Contra esta evaluación, las mujeres reclamaban para el ama de casa el título de «proveedora» en dos aspectos: se mostraba activa no solo «en forma de servicios», sino que además proporcionaba «productos de valor para la producción económica». Según la definición del Instituto de Estadística, cualquiera de estos aspectos era suficiente para acceder a la categoría de «proveedor». En el Memorándum se deja constancia, en claro contraste con la afirmación posterior de Lischnewska, de que «el marido y la esposa son… proveedores complementarios de igual valor económico[521]».


  Otra destacada representante de la VFF, Helene Stöcker, en un ensayo redactado en 1902 sobre «La economía doméstica como profesión», tomó el Memorándum como punto de partida para pedir la «independencia financiera» de las amas de casa y las madres, a la vista del trabajo que realizaban[522]. Si bien Stöcker tomaba en plena consideración la teoría imperante del cambio a un trabajo productivo fuera del hogar, observaba también una transformación, en lugar de la tantas veces denunciada desintegración, del trabajo familiar en una «actividad administrativa y organizativa e incluso directamente intervencionista». Quizá no fuese productivo, pero era valioso y «expresable en cifras». Sin embargo, Stöcker evitó los términos «pago» y «salario», así como cualquier propuesta del modo de satisfacer sus demandas. Sí propuso que «el Estado debía garantizar a todas las madres un subsidio para cuidar de sus hijos» como algo totalmente fascinante pero con una «contrapartida muy dolorosa», pues podía «poner en peligro la responsabilidad que los maridos habían adoptado con dificultad con el paso del tiempo». Como último recurso, dejaba la solución del problema en manos de aquellos que «deseaban mantener a la mujer en la vida familiar y el “hogar”», y recomendaba que debían «aceptar las consecuencias finales de sus propias ideas y transformar la actividad del ama de casa, que consideraban la “ocupación natural” y única de la mujer, en una verdadera “profesión”».


  En 1905, cuando se celebró la reunión en que participaron como ponentes Schirmacher y Lischnewska, Helene Stöcker ya había dejado de interesarse por la cuestión. La cofundadora y figura central de la nueva Bund für Mutterschutz (BfM, Liga para la Protección de las Madres) estaba ahora dedicada a la idea de la reconciliación entre los géneros, que también había constituido el trasfondo de sus reflexiones anteriores sobre otros asuntos. En cuanto a la cuestión de la economía doméstica, consideraba el que «el hombre valorase demasiado su actividad y la mujer no lo suficiente la suya» como una razón importante de la «separación fatídica entre los sexos», que trató de colmar directamente en sus actividades posteriores, a saber: la reforma sexual. La BfM, tal como la modeló Stöcker desde la presidencia, defendía un «crecimiento paralelo de los sexos basado en la comprensión mutua» y no es accidental que fuese la primera organización femenina con aproximadamente una tercera parte de los miembros activistas varones[523].


  En realidad, a la sazón, las reivindicaciones radicales en nombre de las amas de casa y las madres estaban en conflicto con el ideal de la reconciliación entre los géneros. En este contexto, la fundadora original de la BfM, Ruth Bré, quedó muy pronto excluida de la organización por Stöcker y sus amigos. La defensa de Bré de los «derechos de las madres» y no de los «derechos de madres y padres», como reclamaban los demás miembros de la junta directiva, la aislaron desde el principio, al igual que su proyecto de crear viviendas en el campo para las madres solteras y sus hijos. La financiación de estas viviendas debía proceder de subvenciones estatales que permitirían a la madre independizarse del padre de sus hijos. Asimismo, la opinión de Bré de que «la mujer y su hijo ya constituyen una familia completa» suscitó la oposición de la BfM[524].


  Pese a que Ruth Bré no se ocupó del trabajo doméstico como tal, sus escritos son muy similares a los de Käthe Schirmacher, sobre todo en cuanto a la retórica de la batalla entre los sexos. En 1905, Schirmacher había analizado la dependencia del salario masculino con respecto al trabajo doméstico de la mujer; este último era la «condición sine qua non del empleo del marido fuera del hogar». Por consiguiente, el marido debía a la mujer la mitad de sus ingresos. El patrono solo podía contar con el trabajo del varón si este «era sustituido por una esposa en las labores domésticas indispensables». Por ello, es como si el marido trabajase por dos, «mientras que en realidad solo se embolsa el dinero de dos». Schirmacher no tenía escrúpulos en dirigir las reivindicaciones salariales al marido, pero también formulaba un problema afín que más tarde se esgrimió contra ella, el que la carga de trabajo de la mujer era inversamente proporcional al salario del marido. De ello se desprende su opinión de que «la sociedad contrae una deuda para con todas las amas de casa y madres que trabajan sin recibir remuneración alguna» y en esta deuda se incluye el trabajo de las madres solteras. Reconocía que los subsidios estatales como las pensiones de viudedad, eran un modelo posible para retribuir el trabajo doméstico y se refería a un «mundo social» futuro («el nuestro no merece lamentablemente este nombre») donde «el pago de la deuda se organizará a gran escala[525]».


  Schirmacher no compartía ciertamente uno de los escrúpulos que sentían muchas de las defensoras progresistas de los derechos de la mujer ante la idea de una reivindicación salarial contra el marido; ella no temía por la paz matrimonial. Cuando cuatro años más tarde, discutió la igualdad salarial del empleo femenino y masculino, luchó de nuevo por una mejora del trabajo de la mujer y lo conceptualizó como una lucha basada en el género. Los ingresos suplementarios de los varones equivalían a un «plus sexual». En el caso de los varones casados, era preciso un «suplemento familiar» que debía recibir la esposa directamente. También los solteros recibían el «plus sexual» para que pudiesen comprar relaciones sexuales. Esto significaba que los hombres recogían por partida doble: «La paga que recibe el varón incluye los ingresos de la esposa legítima y este salario se aumenta para que pueda comprar una esposa ilegítima: el “suplemento familiar” está basado en un robo doble perpetrado contra la mujer». Ya en 1905, cuando había respondido a la pregunta de por qué los varones valoraban tan poco el trabajo doméstico de la mujer, Schirmacher había tratado al otro sexo sin miramientos: «Vivimos en un “mundo de hombres”, creado por el hombre principalmente para él, a su propia imagen, para su confort. En este mundo, el varón se ha erigido en medida de todas las cosas y seres, así como en medida de las mujeres. Todo el que quiera ser su igual debe ser igual que él, hacer lo que él hace, con objeto de merecer su respeto. Para él, el valor igual solo está basado en la identidad; solo la asimilación puede llevar a la igualdad[526]».


  La «respuesta» de Käthe Schirmacher de 1905 no fue la intervención brusca de una extraña, sino la radicalización de argumentos anteriores en favor del reconocimiento simbólico y económico del trabajo doméstico presentados por el ala radical del movimiento femenino desde el cambio de siglo; además, estaba muy influenciada por lo bien que conocía el movimiento de las mujeres francesas desde la década de 1890, cuando había formulado por primera vez sus ideas, en francés[527]. Si concluimos que habían surgido enfoques contrarios al de Schirmacher o que cada vez eran más fuertes no se debe tanto a la agudeza de su polémica como al rechazo de su postura por parte de muchos ponentes de la asociación. Entre estas posturas de oposición, citaremos el establecimiento de varios hogares comunales y viviendas con cocina en común, el desarrollo de la BfM centrado en la reforma sexual, y un número considerable de voces proclives a criticar a las amas de casa.


  La jurista Anita Augspurg, figura destacada del «ala radical» y directora de Die Frauenbewegung, es un ejemplo que hace al caso. Con ocasión de la subida del precio de la carne en 1905, atribuyó parte de la culpa a las amas de casa: «La ceguera económica de la muy loada ama de casa alemana, cuya inteligencia se limita a las paredes de su cocina y despensa, cuya indiferencia e incomprensión política se considera una virtud, ha provocado en gran medida este estado de urgencia[528]». Es muy interesante el que la propia Augspurg hubiese participado dos años antes en el debate sobre el seguro de maternidad, con la propuesta más ambiciosa hasta entonces. Tras los pasos de la feminista sueca Ellen Key, había pedido una «pensión estatal de maternidad» de dieciocho meses como pago de la «contribución de las madres al Estado», de modo que las mujeres pudiesen «dedicarse a sus deberes maternales independientemente del marido y sin preocuparse de la supervivencia». No fue un accidente el que su petición del pago de la tarea de madre, incluidas las mujeres sin empleo y «hasta las esposas de los ministros», coincidiese con el periodo en que la VFF todavía luchaba por elevar el valor del trabajo doméstico[529].


  Desde el principio, en 1895, del debate de las mujeres sobre el nuevo Código Civil alemán, encabezado por Augspurg, defendía la reforma de la Ley de patrimonio matrimonial, pero no ligaba este aspecto con el de la valoración del trabajo doméstico, aun cuando la VFF hubiese luchado contra la discriminación de las esposas no asalariadas como «personas mantenidas» no solo en función de su capacidad laboral, sino también de su propiedad[530]. En la batalla por los derechos patrimoniales, se trataba de evitar que el marido adquiriese los bienes de la esposa, al igual que el debate sobre el valor del trabajo doméstico aspiraba a sacar a la luz la contribución económica de la esposa, por entonces oculta tras la renta del esposo. Pero este vínculo de unión se desvaneció, como ocurrió con el que relacionaba el trabajo doméstico con la maternidad y el trabajo doméstico con el «amor». La separación de estas áreas se convirtió incluso en el esbozo de un programa: «Debemos ante todo separar claramente el matrimonio, el cuidado del hogar y el cuidado de los hijos como tres instituciones independientes, demostrando que cada una de ellas existe sin las demás», escribía en 1907 la feminista radical húngara Rosika Schwimmer en un panfleto que difundía la idea de un hogar centralizado[531]. Incluso Käthe Schirmacher dejó de hablar de remuneración del trabajo doméstico cuando se refería a «facilitar las labores domésticas gracias a la tecnología moderna» en una conferencia de la VFF celebrada en 1909, y apuntaba en cambio hacia una «intelectualización de las mujeres» como consecuencia de la industrialización. Fue la presidenta de la Bund Deutscher Frauenvereine (BDF, Liga de Asociaciones de Mujeres Alemanas), Marie Stritt, quien sacó de nuevo el tema a la palestra en la misma conferencia. Stritt se oponía enérgicamente a una «disposición legal para pagar a la esposa por la actividad doméstica de acuerdo con la renta del marido», pues este tipo de medida «solo haría más difícil el matrimonio, mientras que el empleo de la mujer lo facilitaría[532]».


  Mientras que en el ala izquierdista o radical del movimiento femenino la valoración del trabajo doméstico disminuía claramente, fue la mayoría moderada de dicho movimiento la que adoptó el argumento y lo planteó en términos permanentes. «El Movimiento de las Mujeres considera como la profesión primordial e inmediata de la mujer casada los deberes que entraña el matrimonio y la familia», reza la primera frase del programa de 1905 de la Allgemeiner Deutscher Frauenverein (ADF, Asociación General Alemana de Mujeres), bajo el epígrafe significativo de «Actividades profesionales» y no «Matrimonio y familia», que formaba por supuesto parte del programa. El texto sigue diciendo: «La ejecución satisfactoria de esta vocación debe estar garantizada en interés de la sociedad mediante todos los medios educativos, de reforma económica y protección jurídica. El trabajo que desempeñan las mujeres en el contexto de esta vocación debe valorarse económica y jurídicamente como una contribución cultural válida». Cuando explicó el programa, la presidenta de la ADF, Helene Lange, subrayó que con esta valoración todavía no se pedía que se remunerase la «contribución cultural»; pues «un intento de expresarla externamente» o de tratar de «evaluar cuantitativamente la deuda del marido» era todavía «prematuro hoy por hoy», pues «las convicciones por las que tal propuesta sería aceptable» no formaban parte todavía de la «conciencia moral general», entre otras razones debido a la «poca estima que merecían a las propias mujeres las tareas familiares», por ejemplo cuando se pedía a todas las amas de casa que aceptasen un empleo «adicional». Siete años después, llegó el momento para la iniciativa oficial de la BDF sobre «Principios y reivindicaciones del movimiento de mujeres en el área del matrimonio y la familia». En esta petición se afirmaba que el trabajo del ama de casa «también debía contarse como una tarea completamente valorada y la mujer debía aspirar con firmeza a obtener una retribución para cubrir sus necesidades personales procedente de la renta del marido[533]».


  En esos años intermedios se había producido un cambio de rumbo en la sección moderada del movimiento de mujeres, caracterizado por un aumento del interés en el trabajo doméstico y en la familia. En la gran exposición «La mujer en el hogar y el empleo», celebrada en Berlín en 1912, quedaba perfectamente reflejado este viraje. En la conferencia que ofreció sobre «La valoración del trabajo del ama de casa», Marianne Weber formuló la postura a partir de entonces válida con respecto a dicha cuestión, que desde el ensayo de 1905 de Schirmacher «no había desaparecido totalmente del debate»16. Weber, al definir el problema como la necesidad de las mujeres casadas de «independencia económica», se desvió considerablemente de las implicaciones del título que había elegido, es decir, de la cuestión de la valoración, y descartó la «reevaluación del trabajo doméstico» y su retribución como «únicamente una de las varias soluciones posibles». Lo que molestaba a Weber en el argumento de Schirmacher era la estrecha conexión entre el trabajo doméstico y el pago a las amas de casa; desde el punto de vista de Weber, las reivindicaciones de las amas de casa no debían estar determinadas por su trabajo, sino por la renta familiar. Así, su propuesta —«la introducción de una separación de bienes como norma legal en materia de propiedad» y el «derecho de la esposa a una cantidad de dinero fijada de común acuerdo para los gastos del hogar más una cantidad especial»— parece una respuesta discreta al problema de la independencia económica. En realidad, la independencia económica de las madres no le parecía nada deseable. La principal crítica que hacía de una «dote para las madres» lo bastante elevada para garantizar el sustento de madre e hijos, para la cual de todos modos se carecía de los fondos necesarios, era que ello implicaría una emancipación económica muy negativa de los maridos y los padres con respecto a su obligación de mantener a la familia. Al igual que muchas de sus colegas de la Asociación de Mujeres Progresistas, Weber estaba preocupada por la armonía[534] matrimonial hasta el extremo de considerar inaceptable para el marido la propuesta de una comunidad de bienes que diese a ambos esposos igual acceso a la renta.


  No obstante, en comparación con los «Principios y reivindicaciones del movimiento de mujeres», la solución de Weber suponía un avance en dos aspectos: en primer lugar, se formulaba por primera vez una reivindicación en términos legislativos y, en segundo lugar, la distinción entre «dinero para gastos domésticos» y «dinero especial» dejaba claro que las necesidades de la esposa no debían equipararse con las necesidades domésticas. Para aquellos que objetaban que esta propuesta no suponía ninguna mejora para las esposas de los obreros porque, fuese como fuese, tenían que dedicar todos los ingresos a la supervivencia de la familia, Weber señalaba otro tipo de experiencias. En la IConferencia Alemana para la Mejora de los Intereses de la Mujer Trabajadora, celebrada en 1907 por iniciativa de varias organizaciones femeninas, las mujeres de clase obrera habían dejado oír su voz. Se habían quejado de la pesada «carga sobre la renta familiar de necesidades personales del marido como el alcohol». Las soluciones propuestas por las ponentes progresistas, como mejores condiciones laborales, fueron rebatidas por las mujeres trabajadoras que pedían salarios más elevados para el marido y una mayor proporción de ellos dedicada a los gastos familiares[535].


  La declaración de Marianne Weber en el Congreso de las Mujeres celebrado en Berlín en 1912 dejaba claro que el movimiento de las mujeres moderadas no pretendía poner en tela de juicio la división sexual de la renta a través de un pago justo del trabajo doméstico. Pero el separar la cuestión de la paga de la del trabajo tenía otra consecuencia, a saber: el concepto de la «contribución cultural» de la mujer (Kulturleistung) a través del cual se legitimaba el movimiento. Gertrud Bäumer, en particular, se ocupó de la relación entre la contribución cultural de la mujer y el asunto monetario. Por ejemplo, en 1906 rechazó con cierta burla discreta la afirmación de su amigo Friedrich Naumann de que, por una parte, «la producción de seres humanos» constituía el «valor económico» de la mujer, pero que, por otra, era «un trabajo que no podía remunerarse». Bäumer informó a este destacado representante del liberalismo social nacional que en su opinión «la economía monetaria nos obliga sencillamente a expresar en términos de dinero incluso los valores más delicados y espirituales como estos». No era, pues, partidaria de la dote para la maternidad. Mientras que Naumann quería básicamente a través de este argumento alentar a las trabajadoras a tener hijos y para ello pedía que se eliminase el obstáculo del matrimonio y se combinase la maternidad con el empleo, Bäumer y la mayoría de las mujeres moderadas defendían dicha combinación solo en los casos en que las madres tenían que trabajar por necesidad económica. Por encima de todo, no quería poner en duda el «valor económico» de la mujer empleada sin hijos[536].


  En otra ocasión Bäumer, en una intervención ante una conferencia de mujeres sobre la cuestión demográfica celebrada en el segundo invierno de la Primera Guerra Mundial, se pronunció en contra de la dote para las madres. Las representantes de la BDF se habían reunido para criticar las propuestas en materia de política demográfica de la organización masculina Verein für Volkswohlfahrt (Asociación para el Bienestar Social del Pueblo), por abordar «el asunto de la tasa de natalidad exclusivamente desde el punto de vista militar»: «Un soborno completo de seguros, reconocimientos y compensaciones, destinado a fabricar vida». En nombre del movimiento de las mujeres, Gertrud Bäumer se declaró contraria a una «carrera armamentista de las madres», iniciada por los representantes de la asociación. Sin embargo, la BDF no rechazaba por principio las medidas pronatalistas. En 1915, por ejemplo, formuló la «postura de las mujeres» a este respecto como la petición de reformas «que garantizasen a las madres la posibilidad de una experiencia plena de la maternidad». La maternidad y el cuidado de los hijos no podía llevarse nunca lo bastante lejos. Se apeló directamente al Estado para que suministrase el dinero necesario para estas reformas y una manera de lograrlo era crear un impuesto para las personas sin hijos o solteras; estas propuestas se habían hecho populares poco antes de la guerra y constituían un tema polémico en el movimiento de las mujeres, especialmente en cuanto al extremo de si estaban dirigidas exclusivamente a los solteros o también a las solteras[537].


  El movimiento de las mujeres moderadas no cuestionaba la función del trabajo doméstico en el aumento del valor de los salarios. En la IConferencia Alemana para la Mejora de los Intereses de la Mujer Trabajadora, Helene Simon propuso dos medidas «por las cuales podía aumentarse el poder adquisitivo de los salarios» haciendo más eficaces las tareas domésticas: cooperativas de consumidores y enseñanza de la ciencia doméstica «que permitirían a la mujer trabajadora utilizar sus ingresos o los de la familia de modos más racionales». En este contexto, bajo la República de Weimar, el movimiento de las mujeres alemanas, a menudo establecido a nivel local, creó en la década de 1890 escuelas de cocina y labores del hogar, fomentó un año de trabajo para la mujer, elaboró programas de estudio para escuelas de asistentas sociales y educación para adultos y participó en programas destinados a racionalizar las labores domésticas[538]. Pero el interés del movimiento de las mujeres, que se definía a sí mismo como un «movimiento cultural», no se limitaba al aspecto económico del trabajo de la mujer, y el intento de incorporar el hogar y la familia a este movimiento cultural puso de manifiesto otras cuestiones aparte de la remuneración de dicho trabajo. Un ejemplo de lo anterior es el ya mencionado programa de 1905, en el cual la ADF formuló no solo el valor material del trabajo doméstico, sino también y por primera vez, su propia teoría política general. El punto de partida era «la diferencia general física y emocional entre los sexos», que desembocaba en la necesidad de una «cooperación de igual valor entre hombre y mujer», de modo que «pudiesen aprovecharse todas las posibilidades de progreso cultural». Así pues, el movimiento de las mujeres moderadas reivindicaba una igualdad de derechos no basada en los derechos humanos, sino en los derechos y tareas de las mujeres; el objetivo era «permitir un total desarrollo interno y una eficacia externa libre de la influencia cultural de la mujer», que las mujeres debían contemplar como su tarea más digna[539].


  Esta formulación fue el resultado de años de lucha para acceder a profesiones hasta entonces masculinas, particularmente en el sector académico y cargos públicos. Se trataba de la emancipación de mujeres en la mayoría de los casos sin hijos y, a menudo, solteras, y se sostenía que las mujeres harían una «contribución cultural especial» derivada de su capacidad maternal a un mundo modelado exclusivamente por los varones y los valores masculinos. Era el programa emancipador de la «maternidad organizada» o «expandida», aplicado a todas las áreas de la vida de la mujer. La novedad no era únicamente el descubrimiento del valor del trabajo doméstico de las mujeres, sino ante todo la aplicación del concepto de «maternidad espiritual» a las tareas domésticas y a la labor de madre, combinada con la reivindicación de transformar este trabajo en una «contribución cultural[540]».


  Los estímulos inmediatos para esta nueva orientación fueron el esfuerzo de las mujeres radicales para convertir lo «privado» en público; la respuesta al debate sobre el trabajo doméstico en el seno de la VFF y a la fundación de la BfM; y, por último, el que el dominio de la mujer, es decir, el hogar, ya no permaneciese al margen de la industrialización, por una parte, y de la intervención del Estado (por ejemplo, a través de la legislación social), por otra. El movimiento femenino moderado contemplaba las transformaciones en la economía doméstica menos como una pérdida de función[541] que como una pérdida de poder para la mujer. Para recuperar la influencia en su esfera privada tradicional, las mujeres tenían que salir de ella e incorporarla al mundo público. La contra-estrategia de las mujeres ante la socialización de la «esfera privada» desde arriba fue, podríamos decir, una politización del hogar «desde abajo».


  Muchas participantes en el movimiento moderado estaban menos interesadas en el sufragio político que en la «politización» del trabajo doméstico, pese a que la primera reivindicación se incluyó en el manifiesto de 1905 de la ADF. La «política» se entendía no como la consecuencia de la adquisición del derecho de ciudadanía, por la cual una parte de la persona accede a la esfera política pública con objeto de actuar como un zoon politikon, sino como el esfuerzo concertado para hacer pública la esfera de la mujer, en particular el trabajo doméstico. Las mujeres debían tomar conciencia de la importancia económica y política de sus tareas diarias y traducir esta importancia en una política práctica[542]. La estrategia de elevar el trabajo doméstico y la maternidad al nivel de una contribución cultural en el sentido que le otorgaba el movimiento femenino pasó a incorporar el objetivo de una reevaluación económica, así como el más temprano carácter de cumplimiento del deber. La contribución cultural ya no debía servir exclusivamente al «bien común», sino también permitir a la mujer moldear la sociedad de acuerdo con sus propias opiniones y necesidades. Sin embargo, esta idea no lograba precisar el valor de intercambio de las contribuciones culturales de la mujer. En realidad, según afirmaba Bäumer en 1906, sería una mala interpretación materialista por parte del movimiento femenino contemplar la valoración social de las mujeres como algo dependiente del «valor total del dinero que recibe en efectivo la totalidad de las mujeres». Por el contrario, dicha valoración dependía mucho más del «impacto total del resultado de [dichas contribuciones[543]]».


  EL MOVIMIENTO DE MUJERES Y LA PROTECCIÓN DE LAS MADRES


  «¿Cómo es posible enseñar a las muchachas la profesión de la maternidad?» fue la indignada reacción de Ruth Bré a la propuesta de Helene Lange. «¿Qué pasa si la muchacha quiere ser madre tras finalizar este aprendizaje? No se lo permitirán. Tendrá que esperar a que un hombre quiera ser padre y la elija como vehículo. ¿Cómo es posible exponer a una muchacha a tantas imágenes falsas? ¿O acaso el discurso de Helena Lange en el Congreso de las Mujeres solo significa enseñanza sobre la “maternidad de todo el mundo (Allerweltsmutterschaft)”?». Este era el término ridiculizador que utilizaba Bré para referirse al eslogan de las mujeres moderadas de la «maternidad espiritual (o emocional, social, expandida, organizada)». En realidad, para ellas la maternidad espiritual era más importante que la maternidad física. «El movimiento de mujeres no canta sencillamente un himno a la maternidad física», declaraba Agnes von Zahn-Harnack en su historia del movimiento:


  
    Solo allí donde la maternidad física se purifica y se convierte en maternidad espiritual podemos hablar de la mayor satisfacción de la vida, que no consiste en absoluto en el recién nacido dormido en la cuna[544].

  


  En 1870 Henriette Schrader-Breymann había acuñado el concepto de geistige Mütterlichkeit. Ligado a la recién creada profesión de maestros para jardines de infancia, el término expresaba la idea de que la maternidad no presuponía en ningún respecto la maternidad física[545]. El movimiento femenino lo adoptó más adelante para referirse a las reivindicaciones de empleo y participación especialmente de las mujeres sin hijos, alegando que la maternidad era en principio una cualidad de todas las mujeres y no se expresaba exclusivamente en la familia. Inicialmente esta política de la maternidad tenía poco que ver con las madres propiamente dichas. La BfM desafió a la mayoría del movimiento alemán entre otras razones porque su valoración de la maternidad fuera del matrimonio ponía en peligro la primacía de la maternidad espiritual. La revista Die Frau, publicada por Helena Lange, advertía sobre una de las «generalizaciones más peligrosas», a saber: la de llamar a los hijos «la riqueza de la nación por sí mismos y en sí mismos» y así «hacer de la madre soltera de manera muy general una mártir de la sociedad». Es cierto que Ruth Bré fue la única entre los miembros fundadores de la BfM que se expresó de forma tan hiperbólica. Quería que el concepto de «protección de las madres» (Mutterschutz), que ella misma había introducido, se entendiese íntegramente en este sentido. El concepto se hizo muy pronto popular, pero por motivos diferentes: las medidas públicas concebidas, según palabras de Alice Salomon, para «eliminar el estado de urgencia causado por la condición de la maternidad, es decir, por el embarazo, alumbramiento y lactancia[546]». Los movimientos de mujeres alemanas, incluida la BfM y las mujeres socialdemócratas, eran en gran medida responsables de uso general del término Mutterschutz en su sentido más limitado. Aunque exigían a menudo protección para todas las madres, la colocaban en la tradición de la protección laboral de las mujeres, puesto que el objetivo principal consistía en proteger a las mujeres embarazadas y lactantes de los efectos nocivos del trabajo en la fábrica.


  En 1898, cuatro años después de su fundación, la BDF nombró una Comisión para la protección de las trabajadoras, como respuesta al reciente cambio de prioridades del tema de la educación a la «cuestión social», por el cual había respondido a la «nueva era de la política social», es decir, la abolición de la ley antisocialista, el auge del Partido Socialdemócrata (SPD) y de las leyes de protección laboral[547]. Los principales defensores del acuerdo de largo alcance entre las dos alas del movimiento femenino independiente (moderada y radical) y la organización de mujeres socialdemócratas en la defensa de la protección para las mujeres trabajadoras contemplaban esta iniciativa como un fenómeno específicamente alemán; Helena Simón acusaba a la oposición a dicho acuerdo de «la expresión más desoladora de manchesterismo anticuado». Sin embargo, independientemente de este consenso significativo, la hostilidad entre las organizaciones femeninas del SPD y el movimiento de mujeres independientes prevaleció hasta la Primera Guerra Mundial, en gran medida por razones ideológicas[548].


  Una Ley alemana de 1878 destinada a proteger a las madres estipulaba una baja por maternidad obligatoria para las obreras de fábricas de tres semanas después del parto (un año después de que la primera ley europea de estas características se promulgase en Suiza). La socialdemócrata Lily Braun criticó la Ley porque, al no incluir ningún mecanismo de inspección en las fábricas, la mayoría de las trabajadoras no la cumplían, con la complicidad tácita de los patronos y del gobierno. Alice Salomon subrayó que las mujeres evitarían comprensiblemente este tipo de medidas mientras la protección trajese consigo una pérdida de ingresos[549]. Esta postura era característica de la política de protección de la maternidad de todo el movimiento femenino, que destacaba la importancia de la cuestión monetaria en una protección eficaz de las madres. Por otra parte, se solicitaban subsidios y otras ayudas materiales exclusivamente con objeto de hacer efectiva la baja obligatoria por maternidad.


  Mientras los varones progresistas, como Alfons Fischer, alababan como logro pionero en Europa la Ley sobre el seguro de enfermedad bismarckiana de 1883, que estipulaba el pago de subsidios de maternidad a las trabajadoras, pero era facultativa y el pago quedaba a la discreción de los fondos de enfermedad, Alice Salomon criticaba el que solo una fracción de las mujeres empleadas, las que poseían un seguro propio, recibiesen subsidios de maternidad durante las tres semanas de baja posteriores al alumbramiento, equivalentes a la mitad o tres cuartas partes del salario[550]. Muy poco se avanzó en los años siguientes, antes de la reforma de la Ley del trabajo industrial de 1908 y la Ley de seguro de enfermedad de 1911, aparte de una ampliación a seis semanas del periodo cubierto por el subsidio y una subida ínfima de la cantidad. Las mujeres de todas las afiliaciones políticas intervinieron en los debates que precedieron dicha reforma, presentando exigencias, solicitudes, resoluciones y panfletos; la idea de un seguro general de maternidad surgió con especial fuerza en 1903, antes de la segunda enmienda de la Ley del seguro de enfermedad.


  Lily Braun fue la primera feminista alemana que propuso un seguro estatal de maternidad en 1897 y, de nuevo con mayor impacto, en 1901 y 1906, cuando hizo referencia a la propuesta similar de la feminista italiana Paolina Schiff y criticó a la BfM por centrarse exclusivamente en la ética sexual y no en la reforma legislativa económica. El presupuesto para este seguro de maternidad debía cubrir a las mujeres empleadas y, en particular, a las proletarias. La propuesta pedía el pago de un subsidio equivalente a la totalidad del salario medio durante cuatro semanas antes del parto y ocho semanas después, el acceso gratuito a médicos y medicinas, asistencia gratuita en el cuidado del bebé y de la casa, hogares para embarazadas y lactantes para todas las mujeres de clase baja asalariadas o no, casadas o solteras. El coste de estos servicios debía financiarse mediante cotizaciones y tal vez también mediante un impuesto debido por los solteros, pero primordialmente a partir de un impuesto progresivo sobre la renta. Más adelante, muchas mujeres de ambas alas del movimiento femenino y del SPD solicitaron un seguro estatal de maternidad —tras llegar a un acuerdo de una compensación salarial completa durante un mínimo de seis semanas después del alumbramiento y de dos a seis semanas antes, ampliando el seguro a las empleadas domésticas, agrícolas y las mujeres que trabajaban desde su casa— aunque al parecer solo Anita Augspurg llegó tan lejos como Lily Braun, que veía su propuesta como un acuerdo intermedio entre una dote ideal para las madres durante un año y medio y la conservación del puesto de trabajo[551]. Las reivindicaciones de estas mujeres, sus debates y política partían de importantes supuestos en cuanto a la relación entre derechos, deberes y trabajo, así como entre la maternidad, la sociedad, el Estado y la paternidad.


  Contrariamente a la iniciativa de Lily Braun, casi todas sus sucesoras tomaron la Ley del seguro de enfermedad existente como punto de partida y solicitaron por razones pragmáticas que se incorporase el seguro de maternidad a dicho seguro. Gertrud Bäumer rechazaba la objeción de que la maternidad no era una enfermedad y la referencia afín a la «función sagrada de la maternidad» por considerarlas una «sentimentalidad injustificada desde el punto de vista de la política social». También Else Lüders, una de las pocas defensoras de la organización autónoma del esquema del seguro de maternidad, adujo razones técnicas relacionadas con el seguro[552].


  El vínculo establecido entre la protección de la maternidad y la protección del empleo femenino implicaba la exclusión del seguro de maternidad de las madres no trabajadoras, incluidas las esposas u otras mujeres a cargo de la persona asegurada. Sin embargo, el debate puso de manifiesto diferencias dignas de mención a este respecto. Mientras que Anita Augspurg había pedido una pensión de maternidad para todas las mujeres, independientemente de su estado civil o condición laboral, la Comisión para la protección de las trabajadoras de la BDF no mencionaba a las esposas o mujeres a cargo de los trabajadores varones en la lista publicada en 1902 de las categorías de mujeres que debían beneficiarse de los subsidios de maternidad. Else Lüders defendía el derecho de recibir el subsidio para las mujeres que no perdían directamente unos ingresos, haciendo referencia a Henriette Fürth, defensora de un seguro familiar universal y obligatorio. Maria Lischnewska, que creía en la desaparición gradual del trabajo doméstico, era partidaria de un subsidio de maternidad para la «gran masa de esposas de clase obrera que todavía no ocupan un puesto de trabajo independiente». Alice Salomon propuso limitar el derecho para las amas de casas no empleadas a los servicios (comadronas, tratamiento médico, asistencia a domicilio), excluyendo el subsidio monetario «porque no se pierde ningún salario que haya que compensar[553]». Puesto que, obviamente, la cuestión no era el pago del trabajo de las madres, es interesante examinar sobre qué base y por qué razones se pedía el subsidio de maternidad, las diferencias que surgieron y quién debía pagar.


  «La maternidad es una función social», escribía Lily Braun en 1901, y Alice Salomon declaraba en 1908 que el interés primordial «del nacimiento del mayor número posible de niños sanos capaces de convertirse en ciudadanos productivos» no era el de la familia, sino el de «la sociedad y el Estado». El reconocimiento social de la maternidad aumentó con el debate de la mortalidad infantil en los primeros años de nuestro siglo. En 1904, cerca de un 20 por ciento de niños legítimos y más de un 31 por ciento de ilegítimos morían antes de cumplir un año de edad. Prácticamente ninguna declaración en favor de la protección de la maternidad pasaba por alto esta cuestión ni su conexión con el empleo de las mujeres. La BfM atribuyó en 1907 la mortalidad infantil a un cuidado perinatal deficiente y a la brevedad del reposo de las madres, a la alimentación artificial y al cuidado inadecuado de los bebés, a la fatiga por exceso de trabajo y a la mala nutrición de las embarazadas[554].


  En la Conferencia de las Mujeres Socialdemócratas celebrada en 1906 se puso de manifiesto el vínculo entre la protección de la maternidad y la mortalidad infantil, en una resolución sobre la duración de la baja y del subsidio por maternidad; en esta resolución se distinguía entre las madres de bebés nacidos muertos o fallecidos en las primeras seis semanas de vida, que recibirían el subsidio durante seis semanas, y las madres de bebés que sobreviviesen a las seis semanas, que recibirían protección durante ocho semanas. La madre «capaz y dispuesta a dar de mamar a su hijo» debía recibir ayuda durante trece semanas. Muchas mujeres socialdemócratas, en particular Lily Braun, veían la protección de las trabajadoras primordialmente como una medida de protección de la infancia, incluidas las propuestas de prohibición del trabajo nocturno. Desde 1910, la BfM formuló cada vez más sus objetivos utilizando el vocabulario y el contenido de la emergente higiene racial. «Nuestra protección de la maternidad traerá consigo mejoras inauditas de la raza y garantizará el poder mundial de Alemania gracias a una progenie sana y fuerte», decía Maria Lischnewska en el Congreso Internacional para la Protección de la Maternidad celebrado en 1911 en Dresden, mientras abogaba por la concesión de una prestación familiar a partir del tercer hijo para las familias con una renta anual máxima de 5000 marcos[555].


  La mayoría de las representantes del movimiento femenino moderado definían de una manera menos directa la función de la maternidad y de su protección para el Estado y la sociedad. Marianne Weber, Alice Salomon, Helene Lange, Gertrude Bäumer, entre otras, compararon el empleo de las mujeres en trabajos manuales con la maternidad desde el punto de vista del valor de ambos. Se preguntaban cómo podían hacer valer mejor su energía las mujeres, tanto en beneficio de la sociedad como para su propio desarrollo, y la respuesta unánime era a favor de la maternidad, como «profesión cultural». Según Salomon, solo cabía recurrir al trabajo en fábricas por razones de necesidad económica, mientras que en todos los demás casos:


  
    el valor cultural del trabajo de la mujer deber ser mayor cuando la mujer se dedica al hogar y a los hijos, cuando crea valores ideales no convertibles en términos pecuniarios, que cuando contribuye mediante operaciones mecánicas a aumentar la producción de bienes materiales en una fábrica.

  


  Esta postura implicaba la revisión de la petición incondicional del «derecho al trabajo», presentada por la ADF desde su fundación en 1865, también para las mujeres de la clase obrera. Hacia la década de 1890, las mujeres moderadas ya no consideraban la «producción moderna de mercancías», en particular el trabajo en las fábricas, como un medio para lograr la emancipación, y Helene Lange criticaba, en cambio, el progreso industrial «que convierte sin piedad al individuo en una pieza de una enorme maquinaria; resulta ser demasiado inflexible para incorporar la mano de obra femenina como el trabajo desempeñado por las mujeres», y donde las «mujeres solo pueden ser empleadas de acuerdo con los criterios del trabajo masculino[556]». Por otra parte, la protección de la maternidad para las trabajadoras de fábricas se reivindicaba a veces como punto de partida de la contribución cultural de la mujer incluso en el ámbito industrial[557].


  Las defensoras de la protección de la maternidad también estudiaban la forma más adecuada de financiación. Las diferentes opiniones a este respecto afectaban asimismo a la paternidad, que, Salomon por ejemplo, consideraba un «deber social». El deber del varón no era traer niños al mundo, sino asumir la responsabilidad de los que nacían: «Es solo justo que el padre soporte la carga económica, si es capaz de hacerlo». Los varones eran colectivamente responsables de financiar el seguro de maternidad, pero muchos políticos varones rechazaron la contribución obligatoria de los hombres, en particular de los solteros[558]. En el modelo de 1901, Lily Braun propuso un sistema impositivo progresivo según la renta y el patrimonio, cuyas ganancias se dedicarían a financiar el seguro de maternidad estatal. La BfM recomendó en 1907 la entrega de subsidios estatales de 25 marcos por nacimiento sin ninguna vinculación con los impuestos progresivos, mientras que Salomon prefería la cotización para un seguro de maternidad por parte de trabajadores y patronos, dejando los subsidios estatales solo para los gastos de gestión.


  Las esperanzas ambiciosas que habían depositado las mujeres en la Ley laboral de 1908 y en la reforma del seguro de enfermedad de 1911 no se cumplieron en su mayor parte. La medida de 1908 amplió la baja por maternidad a ocho semanas y la Ley de 1911 extendió el seguro obligatorio a las empleadas domésticas, agrícolas y a las mujeres que trabajaban desde su casa, ofreciéndoles, sin embargo, una ayuda inferior a las de las empleadas en fábricas. Para estas últimas, la compensación salarial durante la baja por maternidad se mantuvo en el mismo nivel de la mitad o tres cuartas partes del salario, mientras que los servicios gratuitos seguían a la discreción de los seguros de enfermedad, mientras que la esposas de trabajadores asegurados no recibían esta cobertura. La razón de este limitado avance era la «férrea resistencia de la mayoría parlamentaria y gubernamental, que quería evitar a toda costa cualquier carga para los patronos más allá de la ya estipulada[559]».


  Tras la introducción del sufragio femenino en 1918 y bajo la Constitución de la República de Weimar, que incluía disposiciones sobre igualdad de derechos para hombres y mujeres, además de sobre la protección de la maternidad, las mujeres parlamentarias no solo se veían a sí mismas como representantes de los partidos, sino también como mujeres con intereses en común. Todas las mujeres del Reichstag dirigieron esfuerzos particulares hacia la maternidad y el cuidado de la infancia. En el Parlamento, las defensoras de siempre de la protección de la maternidad y de medidas centradas en las mujeres desde la BDF, la mayoría de las cuales pertenecían ahora al Partido Alemán Democrático (DDP) de tendencia izquierdista liberal, coincidieron con representantes de la organización de mujeres socialdemócratas. La nueva generación de diputadas del SPD no había vivido el distanciamiento y la hostilidad abierta con respecto a las «defensoras burguesas de las mujeres» de antes de la guerra. Además, ahora iban a ejercer una influencia moderada en la izquierda radical; por ejemplo, en 1921 Louise Schröder se opuso a la petición de Lore Agnes, miembro del Partido Socialdemócrata Independiente (USPD), alegando que «si el seguro de enfermedad se viene abajo, la más perjudicada sería la clase obrera[560]». En este contexto, la cooperación entre las diputadas de diferentes partidos se basaba fundamentalmente en una especie de división del trabajo, en la cual los miembros del DDP dejaban en gran medida el asunto de la maternidad en manos de mujeres del SPD como Louise Schröder.


  En 1919 Marie Braun del DDP propuso que se redactase un borrador de ley sobre el pago de subsidios estatales de maternidad, con objeto de dar una base permanente a las prestaciones de maternidad de antes de la guerra. Bajo el liderazgo de la socialdemócrata Louise Schröder, mujeres de los siete partidos existentes redactaron la propuesta. Se promulgó en 1919, se amplió y enmendó en repetidas ocasiones en los años siguientes y se considera una de las primeras leyes donde dejaron su huella las mujeres y su recién adquirida condición de ciudadanas. Las mujeres se mostraron de acuerdo en muchas mejoras importantes, entre ellas la extensión del subsidio a los familiares de los asegurados (1924), un subsidio de lactancia y una ayuda especial para las mujeres necesitadas no aseguradas.


  Dos ejemplos son característicos de la naturaleza de esta colaboración entre mujeres de diferentes partidos: el asunto del «dinero para la lactancia» (Stillgeld) y el tratamiento de las madres no asalariadas. No podía darse todavía un consenso de largo alcance sobre la concesión de subsidios de lactancia ni la consiguiente disposición legislativa en el contexto del debate sobre mortalidad infantil alrededor del cambio de siglo —algunas mujeres los rechazaban porque podían empujar a la lactancia a mujeres no dispuestas o capaces de criar a sus bebés, mientras que la BfM era partidaria de dicha ayuda[561]. Solo se logró un consenso dentro del debate sobre la caída de la fertilidad, alrededor de 1911, y más adelante sobre las pérdidas humanas en la guerra. En 1921, Lore Agnes pidió la concesión de una suma diaria en concepto de lactancia, equivalente al precio del litro de leche y por ello «flexible», es decir, adaptada a la rápida subida de la inflación. La propuesta tuvo muy buena acogida entre las mujeres y solo dos de ellas, Christine Teusch, del Partido Centrista Católico, y Margarethe Behm, del Partido Nacional del Pueblo Alemán, eran partidarias de un subsidio «fijo», porque era más fácil de combinar con los procedimientos del esquema de seguros. Cuando quedó claro que el «precio flexible de la leche» no podía ganar la batalla, las parlamentarias, con excepción de las comunistas, se pusieron rápidamente de acuerdo en una cantidad fija y así lograron un aumento considerable, de 3 a 4,5 marcos.


  Obviamente, el pragmatismo facilitó la política femenina interpartidos. Además, este ejemplo demuestra que las primeras acciones políticas emprendidas por las mujeres bajo la República de Weimar no encajaban claramente en el espectro político de izquierda-derecha. El «dinero flexible para la lactancia» era la postura más «radical», no solo porque a la larga podría haber resultado superior a cualquier cantidad fija, sino también en el sentido poco corriente de que en principio todas las mujeres podían aceptarlo. La inflación por sí sola no es una explicación suficiente. Probablemente el litro de leche también tenía un significado simbólico, al expresar el valor de la lactancia. Además, el subsidio contrarrestaba la tendencia a relativizar la asistencia a la maternidad como una simple medida de protección laboral. El principal objetivo no era sustituir la pérdida del salario de la mujer, como rezaba la principal crítica de la socialdemócrata Louise Schröder, sino mejorar el sustento y la salud de la madre lactante[562].


  También prevaleció el acuerdo en relación a la largamente discutida extensión de los subsidios de maternidad a las mujeres no asalariadas. Cuando en 1921 los varones conservadores se opusieron a la inclusión de las personas no empleadas a cargo del asegurado aparte de la esposa, la diputada del Partido Centrista Helena Weber colocó claramente la solidaridad de las mujeres por encima de la disciplina del partido; no estaba de acuerdo con las «graves reservas» de su partido contra la concesión de subsidios de maternidad a las hijas, hijastras e hijas adoptivas de los asegurados e insistía en que las «madres necesitadas, casadas o no, debían recibir asistencia en cualquier circunstancia». En la retórica parlamentaria de mujeres como Louise Schröder, el lugar central correspondía a la madre, a diferencia de la retórica reivindicadora de antes de la guerra que se había centrado en el valor del trabajo doméstico, y de la retórica de los varones parlamentarios que, cuando apoyaban la asistencia social a las madres lo hacían con respecto a la pérdida de «material humano» en la guerra. Schröder, sin embargo, pedía grandes mejoras en el cuidado maternal basándose en el argumento según el cual detrás de las elevadas cifras de muertes fetales y perinatales yacían los «tormentos y dolores horribles de las madres[563]».


  Desde 1925 en adelante, el debate parlamentario se centró en el subsidio de sobreparto en el contexto de la Ley del seguro de enfermedad, en la baja por maternidad para las trabajadoras en el contexto de la legislación del trabajo industrial, y particularmente en la adopción del Convenio de Washington de 1919 de la Organización Internacional del Trabajo, que contaba con el apoyo de la mayoría de las mujeres. Este Convenio incluía disposiciones relacionadas con la baja laboral, las pausas para lactancia, subsidios de maternidad y, por encima de todo, la prohibición de despido durante seis semanas antes del parto y seis semanas después. Con la Ley de protección de la maternidad de 1927, una de las leyes sociales más importantes de la República de Weimar, Alemania fue el primero de los grandes países que puso en aplicación el Convenio de Washington. Sin embargo, las parlamentarias no habían logrado que se incluyesen en la disposición sobre la baja por maternidad a las trabajadoras agrícolas y a las empleadas domésticas, que constituían una gran proporción de la mano de obra femenina. Mientras que una de las razones de este fracaso pudo haber sido la falta de unidad entre las parlamentarias conservadoras por una parte, y Bäumer (DDP) y Schröder (SPD) por otra, la influencia femenina en el Parlamento también descendió de forma general a partir de mediados de los años 20, cuando protestaron en vano contra la abolición de los subsidios de lactancia y la anulación de las cotizaciones del Estado federal a los subsidios de maternidad, que pasaron a depender de los presupuestos municipales. De este modo, según palabras de Schröder, el Estado «aligera el presupuesto a costa de nuestras madres e hijos y, por ende, a costa de la salud de nuestro pueblo[564]».


  Bajo la República de Weimar, el movimiento de mujeres alemanas no reclamó subsidios familiares para las madres como hizo, por ejemplo, desde 1925 la Unión Nacional de Sociedades para la Igualdad Ciudadana británica. El subsidio familiar, como suplemento de la renta de los trabajadores, se pagaba en unos pocos sectores después de la Primera Guerra Mundial, siguiendo el modelo francés de fondos de compensación; a esta medida se opuso una gran parte del movimiento sindicalista y no sobrevivió a la inflación y las depresiones. En los años 20, se introdujo gradualmente un subsidio familiar de 10 a 30 marcos a partir del primer hijo para los empleados casados del gobierno central (asalariados, trabajadores manuales y funcionarios). En 1933, cuando el desempleo había alcanzado un máximo sin precedentes y se debatía ardientemente una compensación por desempleo, uno de los principales factores que provocó la caída de la República de Weimar, Gertrud Bäumer publicó una propuesta para ampliar el subsidio familiar a la industria privada; estos subsidios deberían cubrir el coste real de los hijos y financiarse a través de fondos de compensación siguiendo el modelo francés y belga. Esta propuesta no estaba destinada a recompensar a las madres por su trabajo, sino a aliviar el desempleo entre los cabeza de familia y evitar que los patronos prefiriesen contratar a solteros[565]; Bäumer contemplaba el subsidio familiar como poco más que un suplemento de los ingresos del padre. Este punto de vista no se debía probablemente a una simpatía repentina por los varones, sino a una actitud de realpolitisch de las líderes de la BDF, fortalecida por las recurrentes crisis económicas de la República de Weimar: la lucha por lograr mejoras materiales para las madres, por limitadas que fuesen no debían ceder ante otros asuntos más fundamentales. Pero, además, la ausencia de peticiones para una dote para la maternidad en el movimiento moderado de los años 20 ilustra una vez más que el principio fundamental de este movimiento, la «maternidad espiritual», seguía manteniéndose separado de los intereses materiales de las madres como personas físicas.


  Capítulo XII
Antinatalismo, maternidad y paternidad en el racismo nacionalsocialista


  GISELA BOCK


  Para comprender la política del régimen nacionalsocialista en relación con las mujeres como madres desde una perspectiva europea, es preciso colocar esta cuestión en un contexto que permita identificar las semejanzas así como las diferencias entre la experiencia nacionalsocialista y la de los demás países europeos. La mejor manera de hacerlo es examinar tres amplias áreas de estudio: primero, los rasgos del nacionalsocialismo que se aproximan o, por lo menos, son comparables, con las reformas sociales de otros países y que nos permiten ver la Alemania nazi como una suerte de Estado de bienestar o como una sociedad en proceso de «modernización[566]»; sin embargo, los estudios sobre el nacimiento de los estados europeos de bienestar no suelen incluir las políticas nacionalsocialistas relacionadas con las mujeres y la familia, como la introducción de subsidios familiares en 1935/1936. En segundo lugar, tenemos el extremo completamente opuesto de la reforma social, a saber: el racismo nacionalsocialista; las diversas formas de este racismo, en particular las medidas contra los judíos y los gitanos, la higiene racial o eugenesia, reflejan que a este respecto el nacionalsocialismo fue único, pese a que el racismo fuese un fenómeno internacional; era único, ante todo, porque, desde que subió al poder en 1933, empezó a institucionalizar el racismo a nivel estatal, a través de numerosas leyes y decretos por los que se discriminaba a aquellos considerados de «raza inferior». El nacionalsocialismo transformó el racismo en una política racial dirigida por el Estado y puso en práctica todas sus formas hasta un extremo desconocido hasta entonces y con posterioridad. También en este campo, son escasas las medidas centradas en la mujer, pese a que la mitad de las víctimas fueran mujeres. En tercer lugar, existe un creciente número de estudios sobre las mujeres bajo el nacionalsocialismo y la política del régimen respecto a ellas. La hipótesis más destacada común a estos estudios es que nacionalsocialismo significaba pronatalismo y trajo consigo un culto a la maternidad, que utilizó propaganda, incentivos e incluso la fuerza para que todas las mujeres tuviesen tantos hijos como fuese posible y para mantenerlas alejadas de los puestos de trabajo en nombre de la maternidad. Si los estudios sobre el racismo nacionalsocialista no suelen ocuparse de las mujeres, los que abordan la historia de la mujer tampoco dedican ninguna atención al racismo nacionalsocialista y en el mejor de los casos las víctimas femeninas del racismo se mencionan de un modo marginal.


  Sin embargo, el número de mujeres víctimas del nacionalsocialismo es muy elevado, aunque por supuesto no se trata de una cuestión puramente cuantitativa. Con objeto de mejorar la «calidad» de la población, la «regeneración racial» o la «edificación racial» (Aufartung), el Estado nacionalsocialista llevó a cabo una política destinada a evitar nacimientos o antinatalista, a través de la esterilización masiva obligatoria desde 1933, a través de abortos no voluntarios desde 1935, a través de restricciones matrimoniales desde 1935 y a través de asesinatos masivos y genocidio después de 1939. Entre 1933 y 1945, casi 200 000 mujeres, un uno por ciento de aquellas en edad de procrear, fueron esterilizadas por razones eugénicas. Cerca de 200 000 judías alemanas fueron exiladas y casi 100 000 asesinadas. Probablemente más de 80 000 mujeres recluidas en instituciones psiquiátricas y varios millones de mujeres judías no alemanas fueron víctimas de las matanzas que se llevaron a cabo durante la Segunda Guerra Mundial, además de un número desconocido de mujeres no judías y no alemanas. Durante la guerra, más de dos millones de mujeres no alemanas estuvieron sometidas a trabajos forzados en Alemania y se las obligó, en particular a las de Europa del este, a sufrir miles de abortos y esterilizaciones.


  En este capítulo examinaremos algunas de las características de la política social del nacionalsocialismo, medidas raciales y de género centradas en las mujeres como madres y madres potenciales. En el primer apartado nos ocuparemos del racismo nacionalsocialista en su expresión antinatalista, de la prevención de una «progenie inferior» con objeto de proceder a la «edificación racial». En él veremos que la esterilización obligatoria, aunque practicada en ambos sexos, tenía en muchos aspectos un significado social y cultural diferente para las mujeres y los varones. En el segundo apartado, examinaremos las reformas sociales del nacionalsocialismo relacionadas con la procreación y la familia, y comprobaremos que la perspectiva nacionalsocialista de una política de género esencialmente basada en el «pronatalismo y culto a la maternidad» era en gran medida un mito. Mientras que el antinatalismo nazi era revolucionario, único y eficaz, el pronatalismo nazi se servía de medios en su mayoría tradicionales; en los aspectos innovadores se aproximaba mucho a las reformas sociales de la familia en otros países europeos. En el tercer apartado abordamos algunos aspectos de la maternidad, o mejor dicho de su opuesto, en las matanzas de la «lucha racial» (Rassenkampf) durante la segunda mitad del régimen.


  En los tres apartados tienen cabida de distintas maneras una serie de presupuestos y resultados más generales. En primer lugar, del mismo modo que la política racial del nacionalsocialismo no era neutral en lo que al género se refiere, la política de género tampoco era neutral en materia racial. En segundo lugar, las medidas sociales nacionalsocialistas eran comparables a las introducidas en otros países por la misma época, pero diferían de estas en aspectos fundamentales; por ejemplo, no se centraban en la madre sino en el padre y lo que es más importante, nunca fueron universales porque estaban limitadas inapelablemente por la política racial que excluía a los «inferiores» de todo tipo de ayuda. En tercer lugar, este límite, la dinámica interna del nacionalsocialismo y la comparación con otros países demuestran que las medidas raciales eran más cruciales para el régimen que las medidas sociales, y que igual que el racismo ocupaba el centro de la política nazi en general, también ocupaba el centro de la política nazi para con las mujeres.


  POLÍTICA DE ESTERILIZACIÓN O ANTINATALISMO PARA LA «REGENERACIÓN DE LA RAZA»


  En junio de 1933, cinco meses después de que Hitler accediese al poder, su Ministro del Interior, Wilhelm Frick, pronunció un discurso programático muy citado con posterioridad sobre «población y política racial». Se pretendía allanar el camino para la inminente Ley de esterilización, preparada tras años de propaganda eugénica. Los nacionalsocialistas no eran los únicos en haber defendido la eugenesia y la esterilización obligatoria, que contaba con el apoyo, aunque por diferentes razones pero siempre dentro de la perspectiva de la sociedad perfecta, de muchos miembros de otras filiaciones políticas, incluidos los socialistas, algunas feministas radicales, pero no del Partido Centrista Católico, en conformidad con la encíclica papal Casti Connubi de 1930, donde se prohibía todo tipo de control de natalidad artificial, ni de las feministas moderadas como Getrud Bäumer, quien en 1931 se había pronunciado con firmeza contra la eugenesia, la Aufartung y la mejora de la «cantidad y la calidad» de la población[567].


  Frick dibujó un «cuadro lúgubre». Subrayó la «decadencia cultural y étnica», demostrada por más de un millón de personas con «enfermedades hereditarias físicas o mentales», personas «imbéciles e inferiores» de las que ya «no se desea progenie», especialmente cuando se caracterizan por una «procreación por encima de la media». Continuó el discurso estimando que un 20 por ciento de la población alemana, es decir, otros once millones, no era apto para la maternidad o la paternidad; y concluyó diciendo que «para aumentar el número de descendientes con una herencia sana, nuestro primer deber es evitar que procreen los no aptos hereditariamente». Este proyecto de control de la natalidad gestionado por el Estado ascendió al rango de ley el 14 de julio de 1933 con la introducción de la esterilización obligatoria. El comentario oficial hacía hincapié en que debía «erradicarse (ausgemertz) el material hereditario biológicamente inferior», específicamente entre las innumerables personas «inferiores y con taras hereditarias» que «procrean sin inhibición (hemmunglos)»; la esterilización debía «causar una limpieza progresiva del cuerpo de la población (Volkskorper)» y afectaría a unos 1,5 millones de personas, 400 000 de ellas a corto plazo. En realidad, esta fue la cifra de personas esterilizadas en los diez años siguientes, la mitad de ellas varones y la mitad mujeres, además de un número desconocido, pero probablemente considerable no contemplado por la ley[568].


  Todas las esterilizaciones fueron forzadas; ninguna se realizó por libre elección de la persona esterilizada. La esterilización voluntaria quedaba prohibida en virtud de la misma Ley (artículo 14) y era corriente que interviniese la policía como estipulaba la propia Ley (artículo 12) y ocurría entre el 3 y 30 por ciento de los casos según las regiones. Eran los médicos, psiquiatras y otras autoridades las que seleccionaban a casi todas las personas que debían esterilizarse. La esterilización se decidía en tribunales creados especialmente a tal efecto, formados por médicos, psiquiatras, antropólogos, expertos en genética humana y juristas. Así pues, el control de natalidad no era ilegal, sino que estaba determinado por la Ley para aquellas personas consideradas de «valor inferior (minderwertig)». En el artículo 1 de la Ley se enumeraban los distintos tipos de «inferioridad», descritos esencialmente en términos psiquiátricos, como «desviaciones de la norma» intelectuales y emocionales, elaboradas y declaradas hereditarias desde 1900 por la ciencia y política de «higiene racial», «higiene social», «higiene de la procreación», «eugenesia», «genética humana» o Erbund Rassenpflege. El96 por ciento de las esterilizaciones se justificaban por imbecilidad, esquizofrenia, epilepsia y perturbaciones maníaco-depresivas reales o presuntas; las demás por ceguera, sordera, «malformaciones físicas», baile de San Vito y alcoholismo tanto reales como presuntos. Los esterilizados procedían de todas las clases sociales y grupos profesionales, en una proporción que se correspondía con la de la población en su conjunto. El grupo más importante cuantitativa y estratégicamente era el de los «imbéciles», que formaban dos terceras partes de total, de las cuales casi dos tercios eran mujeres[569].


  La Ley no contemplaba exclusivamente la esterilización de judíos, gitanos, negros y otras razas «extranjeras», aunque por supuesto todos ellos estaban incluidos; personas de raza gitana y negra sufrieron esterilizaciones tanto dentro como fuera del marco de la Ley de 1933. Con eso y con todo, la política de esterilización y la higiene racial en su conjunto era una forma de racismo y un componente integrante del racismo nacionalsocialista, pues racismo no solo significa discriminación de razas y gentes «extranjeras», sino también «regeneración» del pueblo propio en cuanto se perseguía a través de la discriminación de los «biológicamente inferiores» dentro de la propia raza. Para los teóricos y practicantes del racismo, la «raza superior» todavía no existía, sino que debía producirse. En Mein Kampf, Hitler había resumido la teoría racial vigente a mediados de los años 20: del mismo modo que «unas gentes no son iguales a otras», tampoco «una persona es igual a otra dentro de una Volksgemeinschaft (comunidad étnica)», y por tanto «los individuos de una Volksgemeinschaft» deben «evaluarse» de forma diferente, especialmente en lo que respecta al derecho de tener hijos. Hitler recomendaba la esterilización de «millones» de personas. Más adelante, un jurista del Ministerio del Interior del Reich hizo el siguiente resumen: «La cuestión racial alemana es fundamentalmente la cuestión judía. En segundo lugar, aunque no menos importante, tenemos la cuestión gitana… Pero los efectos degeneradores en el cuerpo racial no solo pueden surgir del exterior, de los miembros de razas extranjeras, sino también del interior, a través de la procreación sin restricciones de un material hereditario inferior». Como todo racismo, el racismo eugénico o de esterilización recurría a criterios sociales y culturales para definir lo «extranjero», «diferente», «enfermo», «inferior», es decir, a criterios emocionales, físicos, morales e intelectuales. El denominador común de todas las formas de racismo nacionalsocialista era la definición y tratamiento de los seres humanos de acuerdo con un «valor» diferente definido y atribuido por otros seres humanos. Se afirmaba que los criterios de valoración pertenecían a la «biología», al igual que el campo social y cultural en que se enmarcaban, a saber: el de la descendencia y la procreación. El denominador común de las formas de racismo nazi más drásticas era el intento de «resolver» problemas sociales y culturales con medios también tildados de «biología», interviniendo en el cuerpo y la vida. De este modo, en 1936 Himmler alababa la Ley de esterilización ante las juventudes hitlerianas con estas palabras: «Los alemanes… han aprendido una vez más… a reconocer los cuerpos y a desarrollar este cuerpo don de Dios y nuestra sangre y raza don de Dios de acuerdo con su valor o falta de valor[570]».


  La Ley de esterilización fue una de las primeras manifestaciones del racismo nacionalsocialista en el plano nacional y estatal. Algunos altos cargos del Ministerio del Interior del Reich declararon, haciendo referencia a la Ley de esterilización, que «lo personal es político» y que la decisión de establecer la línea divisoria entre lo personal y lo político es en sí misma una decisión política. En un aspecto, la Ley de esterilización fue más allá que las leyes antijudías de 1933, pues ordenaba una intervención física obligatoria y fue, por tanto, la primera de las medidas nazis que pretendía resolver problemas sociales y culturales por medios «biológicos». La Ley de esterilización, al igual que las leyes antijudías, convirtió en una realidad política la exigencia racista clásica, proclamada en Alemania especialmente por los eugenistas: «valor desigual, derechos desiguales» (ungleicher Wert, ungleiche Rechte)[571]. Para aquellas personas «valiosas» de ambos sexos estaba prohibida la esterilización, mientras que para los «inferiores» de ambos sexos era obligatoria. Dentro del nacionalsocialismo, el antinatalismo moderno tenía prioridad frente al pronatalismo anticuado, tanto en términos de cronología como en términos de principio.


  Se proclamó oficialmente que la Ley de esterilización encarnaba la «primacía del Estado sobre la esfera de la vida, el matrimonio y la familia[572]» y esta primacía era particularmente significativa para las mujeres. Todas las intervenciones estatales en la creación y conservación de la vida, a la hora de engendrar, gestar y criar hijos son importantes para las mujeres y, con frecuencia, más que para los varones; el significado para las mujeres puede diferir del que tiene para los hombres. En realidad, la esterilización racista, aunque afectó al mismo número de mujeres que de hombres, no era en ningún caso neutra en materia de género. Ello queda patente ante todo en los tres rasgos esenciales siguientes de la esterilización: la intervención física, la imposibilidad de tener hijos y la separación de sexualidad y procreación. Otras diferencias de género importantes se refieren a los criterios utilizados para seleccionar a aquellos que no debían tener hijos y la propaganda a favor de la esterilización.


  Para las mujeres, a diferencia de los hombres, la intervención significaba una operación con anestesia total, una incisión abdominal y el riesgo consiguiente. Poco después de que se promulgase la Ley de esterilización, se abrió un debate en el que se discutió si podía correrse el riesgo de practicar esta intervención en cientos de miles de mujeres, pero el Ministerio de Propaganda anunció que debía esterilizarse a tantas mujeres como varones. La decisión de una esterilización masiva obligatoria de mujeres significaba una intrusión violenta no solo en el cuerpo femenino, sino también en la vida femenina. Probablemente fallecieron unas 5000 personas como resultado de la esterilización y, aunque las mujeres formaban la mitad de las personas esterilizadas, constituían el 90 por ciento de las que fallecieron a resultas de la intervención. Muchas de ellas murieron porque se resistieron a la esterilización hasta que las colocaron en la mesa de operaciones y no aceptaron lo que les había ocurrido ni siquiera tras el hecho consumado. Un número desconocido de personas, en su mayoría mujeres, se suicidaron a causa de la esterilización[573]. Por todo ello, la primera masacre planificada científicamente y ejecutada burocráticamente por el Estado nacionalsocialista fue resultado del antinatalismo, y las mujeres fueron las principales víctimas.


  La imposibilidad de tener hijos tiene un significado diferente para mujeres y hombres, al igual que ocurre con la posibilidad de tenerlos. Por ello, las reacciones y formas de resistencia a la esterilización diferían en muchos aspectos. Las mujeres como los varones protestaron contra el estigma de «seres humanos de segunda clase» en miles de cartas que todavía se conservan dirigidas a los tribunales de esterilización, pero las mujeres se quejaban de la imposibilidad de tener hijos con más frecuencia que los hombres, especialmente las jóvenes. Muchas trataron de quedarse embarazadas antes de que las esterilizasen y esta reacción fue lo bastante importante para que las autoridades dieran un nombre al fenómeno: Trotzschwangerschaften («embarazos protesta»). Por ejemplo, una muchacha decía que se había quedado embarazada para «demostrar al Estado que no jugaré a este juego». Los embarazos protesta fueron una razón importante para que en 1935 se añadiese a la Ley de esterilización una Ley del aborto, por la cual podían practicarse abortos por razones de higiene racial. En caso de sufrir uno de estos abortos, también se practicaba obligatoriamente la esterilización[574].


  La separación de sexualidad y procreación no significaba lo mismo para hombres y mujeres. Un médico escribió lo siguiente en 1936 acerca de los varones esterilizados: «Felices de que ya no les pueda pasar nada, de que ya no sean necesarios los condones ni las duchas, cumplen con su deber marital sin restricciones». En el caso de las mujeres, la prensa profesional discutía públicamente otro aspecto de la sexualidad. Se esterilizó a decenas de miles de mujeres que, como decía una de ellas, no «tenían interés alguno en los hombres» y nunca habían mantenido relaciones sexuales, porque en opinión de médicos y juristas, exclusivamente varones, debía tenerse en cuenta la posibilidad de violación. Por ello, en el comentario de la ley se afirmaba explícitamente que «es precisa una evaluación diferente del riesgo de procreación para las mujeres y para los hombres», y los veredictos en materia de esterilización solían incluir el siguiente principio, prescrito en un decreto gubernamental de 1936: «En el caso de una mujer que sufra una enfermedad hereditaria, debe tomarse en consideración la posibilidad de abuso contra su voluntad». Con mucha frecuencia la esterilización obligatoria se anunciaba como un medio para evitar la «consecuencia» de una posible violación, es decir, el embarazo. El riesgo de violación de una mujer «inferior» parecía tan elevado para los varones contemporáneos como para justificar la esterilización. En realidad, las mujeres esterilizadas se convirtieron en objetos de abuso sexual, tanto en el campo, donde se propagó rápidamente la esterilización, como en las ciudades, donde a veces la pregunta «del lunes» entre soldados y obreros era: «¿No encontraste una mujer esterilizada para el fin de semana?»[575].


  Los diagnósticos psiquiátricos dependían en gran medida de razones de género. Los de las mujeres medían la «desviación» con respecto a las normas del sexo femenino, mientras que para los varones se aplicaban las normas del sexo masculino. Para determinar la «inferioridad» femenina, solía investigarse el comportamiento heterosexual y si la mujer cambiaba a menudo de compañero sexual o tenía más de un hijo ilegítimo, la evaluación era particularmente negativa. Este extremo era menos importante en el caso de los varones y los resultados de tal investigación no influían apenas en la decisión de esterilizar o no. En las mujeres, a diferencia de los varones, se examinaba su capacidad e inclinación ante las tareas domésticas, la crianza de los niños, incluso en el caso de mujeres sin hijos, así como su aptitud y predisposición al empleo. A los varones se les evaluaba principalmente en virtud de su comportamiento laboral. El criterio decisivo era la Lebensbewährung («conducta de vida»), prescrita también en un decreto gubernamental[576].


  Estos no eran, por supuesto, criterios genéticos sino sociales y culturales, porque los sexos son entidades sociales y culturales, como la raza o la «etnicidad». Estos diagnósticos culturales fueron la razón de que la mayoría de las mujeres, y más mujeres que hombres, fuesen esterilizadas por «imbecilidad». Así, por ejemplo, en el veredicto de esterilización de la señora Schmidt, madre de diez hijos, se decía que aunque no se había podido probar realmente su «imbecilidad», era, sin embargo, «desaseada y descuidada hasta un extremo poco corriente y desatendía de forma espantosa a sus hijos y su hogar. Tal desaseo y descuido no es concebible en una persona con una disposición mental más o menos normal». Cerca del 10 por ciento de juicios de esterilización concluían con un fallo de descargo; en el caso de las mujeres, tal era el resultado cuando podía demostrarse que desempeñaban su trabajo dentro y fuera del hogar para la satisfacción de los médicos y juristas del tribunal, que solían inspeccionar directamente la casa durante el juicio. Tal comportamiento no pudo demostrarse en el caso de Luise Müller, que fue condenada a la esterilización porque según la resolución del tribunal, «sus conocimientos se limitan a una información adquirida mecánicamente; puede indicar cómo preparar varios platos, como pudding, sopa de pan o sopa de arroz, pero solo del modo en que se hace habitualmente en casa[577]».


  La política de esterilización no se desarrollaba en secreto, como más adelante ocurriría con la de exterminación, sino prácticamente de cara al público. La población recibió un bombardeo de propaganda antinalista en la década de 1930, a menudo dirigida específicamente al sexo femenino. Esta propaganda contrastaba claramente con la opinión anterior de las feministas sobre la maternidad y el sexo femenino. Uno de los panfletos oficiales del régimen nazi, del que se distribuyeron millones de ejemplares en 1934, explicaba a las mujeres que su deber no era la reproducción prolífica, sino la «regeneración». La característica femenina del maternalismo (Mütterlichkeit) se convirtió en el objeto de una polémica racista y se trató de vil «humanitarismo sentimental» (Gefühlsduselei). La diferencia del género femenino, la feminidad y el maternalismo no tenían lugar dentro del racismo nacionalsocialistas, ni siquiera entre las mujeres «valiosas». La doctora berlinesa Agnes Bluhm, una de las primeras especialistas en higiene racial, escribía en 1934 en la publicación de la disuelta Federación de Asociaciones de Mujeres Alemanas, Die Frau, acerca del «peligro que para las mujeres suponía precisamente su Mütterlichkeit», dado que el maternalismo, «como cualquier egoísmo, actúa contra la raza». Como muchos eugenistas varones, Bluhm atacaba el «instinto femenino para cuidar a todos aquellos necesitados de ayuda». En cuanto al hecho de que la «mujer, dadas sus características físicas y mentales, está particularmente próxima de todos los seres vivos, y muestra una inclinación especial hacia todos ellos», se decía que no había «apenas ningún otro pecado peor contra la naturaleza». En una revista femenina[578], se rebatía la objeción de que con la esterilización «el Estado nacionalsocialista iba en contra de las leyes de la naturaleza», por la siguiente razón:


  
    Hasta la llegada del régimen nacionalsocialista, el pueblo alemán descuidaba las leyes de la naturaleza… No solo pasaba por alto las leyes de la herencia, la selección y la erradicación (Auslese und Ausmerza), sino que se enfrentaba directamente a ellas, no solo manteniendo con vida a los no aptos en detrimento de los sanos, sino garantizando incluso su procreación… Todas las mujeres alemanas con enfermedades hereditarias, una vez que se den cuenta de esto, tomarán la iniciativa por sí mismas con objeto de asegurar la buena salud de la raza, «¿Pero no es esto un pecado contra la vida?»… ¿Qué significa, pues, la vida? Basta con acudir a un manicomio…

  


  Los nacionalsocialistas no querían en ningún caso niños a toda costa y nunca difundieron el eslogan «Kinder, Küche, Kirche» que tan a menudo se les ha atribuido erróneamente. La frase bíblica «Id y multiplicaos» se rechazó con frecuencia y explícitamente, así como la asunción de que «dicen que el Estado quiere niños a toda costa». En realidad, esta declaración quedaba rebatida en la propaganda y las instrucciones del Ministerio de la Propaganda de Goebbels con estas palabras: «El objetivo no es: “niños a toda costa”, sino “niños racialmente aptos y física y mentalmente sanos de familias alemanas”». Un experto en familias numerosas subrayaba que «tener hijos, desde el punto de vista de la raza, no tiene nada de meritorio». Por el contrario, de lo que se trataba era de saber «si existía la base biológica», a saber: el valor hereditario, que «por sí solo convertía a muchos niños en un valor para la raza[579]». En realidad, no solo la minoría de mujeres esterilizadas eran las indeseables como madres, sino entre un 10 y un 30 por ciento de todas las mujeres según el autor del cálculo. Por otra parte, las mujeres que se consideraba aptas para la maternidad no eran una mayoría, sino también una minoría del 10 al 30 por ciento. En una conocida publicación, el ideólogo de la raza y la patria Darré dividía a las mujeres en cuatro categorías: las de la primera debían recibir aliento para que se casasen y tuviesen hijos; los hijos del segundo grupo, aunque las madres no debían recibir aliento alguno, no eran cuestionables; las mujeres del tercer grupo podían casarse, pero siempre que fuese posible previa esterilización; las del cuarto grupo no debían casarse y debían someterse a esterilización sin paliativos. El jefe de la Oficina del Partido para la política racial consideraba «utópico» y «excesivamente optimista» pensar que «casi todas las mujeres alemanas son dignas de procrear» y uno de los defensores más importantes de la esterilización destacaba que ni siquiera todos «aquellos que no padezcan una enfermedad hereditaria contemplada en la Ley de esterilización son dignos de procrear[580]». Nunca en toda la historia ha existido un Estado que desarrollase en la teoría, propaganda y práctica una política antinatalista de estas dimensiones.


  PRONATALISMO, REFORMA SOCIAL Y EL ESTADO DE BIENESTAR NACIONALSOCIALISTA


  ¿En qué se inspira, pues, la idea que califica la política de natalidad y de género nacionalsocialista de esencialmente pronatalista, de aliento, incentivo o incluso obligación a tener hijos, de culto a la maternidad y de ataque contra el empleo femenino en nombre de la maternidad? ¿Cómo concebía el nacionalsocialismo las relaciones de género en esta área y qué vínculos existen entre estas cuestiones y la política racial?


  Una vez más, es preciso reevaluar los presupuestos actuales. En la Alemania nazi, como en otros países azotados por la profunda depresión económica de los años 30, la polémica temprana de los nazis y no nazis contra el empleo femenino tuvo escaso efecto. No había leyes nazis que impidiesen trabajar a las mujeres ni se produjeron despidos masivos de mujeres. El empleo femenino aumentó después de 1933, aunque menos que el masculino, y antes del régimen nazi, como durante el mismo, fue más elevado que en la mayoría de países occidentales. El número de mujeres empleadas registrado oficialmente ascendió de 11,5 millones en 1933, cuando constituían el 36 por ciento de toda la mano de obra activa y el 48 por ciento de la población femenina entre quince y sesenta años de edad, hasta 12,8 millones a principios de 1939, dentro del territorio alemán de 1937 (si se incluyen todos los territorios anexados, la cifra se eleva a 14,6 millones) con los porcentajes correspondientes del 37 y del 50 por ciento. En 1944, 14,9 millones de mujeres alemanas eran asalariadas, incluyendo Austria, y constituían el 53 por ciento de la mano de obra civil alemana, mientras que más de la mitad de las mujeres entre quince y sesenta años trabajaban[581].


  Junto con el paso de una situación de bajo empleo a la de pleno empleo y de escasez de mano de obra, debido en gran medida a la expansión de la industria bélica, el número de trabajadoras industriales aumentó en un 28,5 por ciento entre 1933 (1,2 millones) y 1936 (1,55 millones), y en otro 19,2 por ciento en los dos años siguientes. Además del número de mujeres solteras trabajadoras, también aumentó el de casadas y madres. Entre el periodo de Weimar y la época anterior a la Segunda Guerra Mundial, el número de mujeres casadas de la población activa, y su proporción con respecto a todas las mujeres empleadas, aumentó espectacularmente, y casi se duplicó para las trabajadoras industriales (21,4 por ciento en 1925, 28,2 por ciento en 1933 y 41,3 por ciento en 1939; todas las mujeres casadas empleadas: 31 por ciento en 1925, 37 por ciento en 1933 y 46 por ciento en 1939). En 1939, más del 24 por ciento de todas las mujeres trabajadoras tenían hijos y las casadas de entre ellas constituían el 51 por ciento de todas las trabajadoras casadas. Como era habitual en el caso de las mujeres, debe tomarse en consideración una cifra desconocida pero considerable en empleos más o menos remunerados fuera de los registros oficiales. Durante la Segunda Guerra Mundial, un total aproximado de 3,5 millones de mujeres extranjeras fueron incorporadas, la mayoría a la fuerza, al sector industrial y agrícola para reemplazar, junto con trabajadores civiles extranjeros y prisioneros de guerra, a los alemanes que luchaban en el frente. Cuanto más bajo el «valor racial», superior era la proporción de mujeres entre dichas trabajadoras y más pesado el trabajo que se les asignaba; por ejemplo entre los trabajadores civiles rusos el 51 por ciento eran mujeres al igual que el 58 por ciento de los rusos que trabajaban en las fábricas de municiones.


  La prohibición del aborto libre estipulada en la antigua sección 218 del Código Penal se hizo más estricta en 1933, pero esta severidad adicional (secciones 219 y 220) tuvo poco efecto; lo que sí fue eficaz fue la introducción en 1935 de indicaciones legales eugénicas y médicas para el aborto. A unas 30 000 mujeres se les practicaron abortos eugénicos en nombre del Volkskörper, a menudo contra su voluntad y sin su consentimiento o conocimiento siquiera, y siempre en combinación con la esterilización obligatoria. Pese a las difíciles condiciones, siguieron realizándose unos cientos de miles de abortos voluntarios al año. A diferencia de lo que suele afirmarse, el número de penas por aborto libre o ilegal, según lo estipulado en la sección 218, no aumentó bajo el nacionalsocialismo, sino que disminuyó cerca de una sexta parte frente a las cifras de la República de Weimar (de 47 487 entre 1923-1932 a 39 902 entre 1933-1942)[582]. El número de mujeres que fueron obligadas a abortar contra su voluntad o sin su consentimiento, y sufrieron una esterilización obligatoria, es más de diez veces superior al de mujeres condenadas bajo la sección 218. En este periodo, los Gebärzwang (embarazos obligatorios) no aumentaron con respecto a la cifra corriente antes de 1933, después de 1945 o en otros países. La coacción y el terror nacionalsocialistas se reservaban para el antinatalismo no para el pronatalismo. El nacionalsocialismo no nacionalizó la cuestión del nacimiento, como se ha afirmado con frecuencia, obligando a las mujeres a tener hijos, sino evitando que los tuviesen.


  Aumentar la tasa de natalidad era, en cambio, uno de los objetivos de las medidas del Estado de bienestar que aspiraban a ayudar a aquellos que querían tener hijos, en una época en que los políticos todavía creían, o por lo menos esperaban, que un apoyo económico influiría en la decisión de hombres y mujeres a la hora de tener descendencia. A nivel del gobierno central, estas medidas fueron principalmente tres reformas sociales que formaban parte de la Familienlastenausgleich (ayuda para las cargas familiares) muy anunciada y en su mayor parte financiada mediante impuestos, que ya no concebía los subsidios familiares como una medida de beneficencia, sino como subsidios estatales independientes. En 1933, se crearon los préstanos matrimoniales para maridos cuya esposa dejaba su puesto de trabajo al casarse, pero desde 1936, en una situación de pleno empleo, podía permanecer en su puesto y a menudo recibía presiones para que así lo hiciese. Estos subsidios no se pagaban en efectivo, sino en forma de bonos que se utilizaban para comprar muebles y enseres domésticos, se devolvían con un interés moderado y se cancelaban en una cuarta parte con cada nacimiento, es decir, hasta el cuarto hijo, a menos que hubiese entre uno y otro intervalos más largos que los previstos, en cuyo caso debía seguir pagándose el interés. Uno de los principales objetivos de estos préstamos era que los varones contrajesen matrimonio más jóvenes y, de esta manera, reducir la necesidad de recurrir a la prostitución. La segunda reforma fue la del impuesto sobre la renta, efectuada entre 1934 y 1939, con objeto de conceder a los cabeza de familia mayores exenciones por esposa e hijos, mientras se elevaban los impuestos debidos por las personas sin hijos, tanto parejas como hombres y mujeres solteros. La tercera reforma fueron las prestaciones estatales por hijo de 10 marcos mensuales que se introdujeron en 1936, pagables a partir del quinto hijo y tres años después a partir del tercero. Inicialmente, eran un tipo de medida benéfica al que solo tenían derecho aquellos con una renta inferior a un nivel establecido; más adelante, se eliminó este límite. Si efectuamos una comparación con otros países[583], estas medidas no fueron únicas; en los años 30 se introdujeron los préstamos matrimoniales en Italia, Suecia y España, y encontramos reformas fiscales y subsidios familiares similares en la mayoría de países europeos entre finales de los años 20 y finales de los 40. Todos los tipos nacionales de subsidios familiares, incluidos los alemanes, pero al parecer a excepción de los franceses, tenían un rasgo en común: no estaban concebidos para cubrir los gastos de tener un hijo y criarlo, y los nacionalsocialistas especialmente insistieron en que no debía «convertirse en un negocio lucrativo». Pero cabe destacar que en la mayoría de los demás países los subsidios familiares se pagaban a partir del primer hijo o del segundo.


  No obstante, los subsidios estatales nacionalsocialistas se diferenciaban de los demás en dos aspectos fundamentales. Uno de ellos, aunque muy cercano al modelo de las otras dos dictaduras patriarcales italiana y española, era su relación con el sexismo, en el sentido de que privilegiaban al padre en detrimento de la madre. El ministro nazi Hans Frank dejó claro este principio cuando declaró que «el concepto de paternidad nos ha llegado a través de los procesos inmemoriales de la ley natural» y «el concepto de padre no presenta ambigüedad alguna y debe colocarse en el centro de las medidas económicas». En este caso era la paternidad y no la maternidad la que se glorificaba como «naturaleza», una naturaleza, sin embargo, que no excluía compensaciones económicas, como en el caso de la naturaleza femenina, sino que las incluía. En Alemania, es posible que este punto de vista se fortaleciese debido a las ideas raciales vigentes del «patriarcado nórdico» (vaterrechlicher Geist der nordischen Rasse). El marido potencial era quien tenía derecho al préstamo matrimonial; los subsidios familiares no se pagaban a la madre sino al padre, a diferencia de lo que ocurría en Gran Bretaña, Suecia, Noruega y también parcialmente en Francia; las madres solteras alemanas solo recibían el subsidio familiar si las autoridades desconocían la identidad del padre. Las reducciones fiscales para el cabeza de familia eran las ventajas económicas más cuantiosas con diferencia, especialmente para los maridos con rentas elevadas. Las exenciones fiscales que recibía el marido por cada hijo eran menos significativas que las que recibía por su mujer; el Estado le retribuía a él el trabajo efectuado por la esposa en el hogar (Goebbels se opuso brevemente a esta elevada deducción en concepto de esposa)[584].


  La «ayuda para las cargas familiares» estaba destinada a contrarrestar no la diferencia entre la carga de padres y madres, sino de solteros y padres, de modo que, según palabras del Ministro del Interior al Ministro de Hacienda con la aprobación del jefe de la Oficina del partido para la política racial, «un hombre ya no saldrá perjudicado material ni moralmente en comparación con el denominado soltero listo, sencillamente porque haya cumplido con su deber para con la nación». El «deber» de engendrar hijos se consideraba más valioso que el de tenerlos y criarlos, es decir, la contribución de la mujer a la procreación inferior a la del varón. No se trataba de un culto anticuado a la maternidad, sino de un culto moderno a la paternidad. La paternidad merecía compensaciones económicas del Estado, la maternidad era incompatible con ellas. Como consecuencia, el líder masculino de la organización social del partido (Nationalsozialistische Volkswohlfahrt, NSV) y su sección «Madre e Hijo» condenaban el «motivo de recompensa» (Lohnmotiv) del «amor egoísta» y subrayaban que:


  
    no hay imagen más bella de servicio altruista que la de una madre con sus hijos. Sigue cuidándoles y entregándose, demostrando a sus hijos amor y más amor, sin pensar jamás si va a obtener algo a cambio… En el preciso instante en que empezase a calcular sus ganancias, dejaría de ser una buena madre[585].

  


  El culto de la maternidad era, en cierta medida, propaganda y ritual, el culto de la paternidad era propaganda y política estatal en toda regla. Por supuesto los subsidios como tales no eran antifemeninos, pero sí lo era el que se rechazasen a las madres y a las empleadas domésticas.


  Era la sección «Madre e Hijo» de la NSV la que se ocupaba de las madres de familia numerosa, de las embarazadas y madres solteras, ayudándolas a encontrar un empleo, creando jardines de infancia y ofreciéndoles vacaciones lejos del hogar, aunque no se tratase de un derecho, sino de una medida benéfica, no de un nuevo reconocimiento como ciudadanas del Estado como en el caso de los padres (y en cierta medida como en el caso de la ONMI italiana gestionada por el Estado), sino como una limosna tradicional[586]. Las organizaciones de mujeres nazis también ayudaban a las madres «valiosas», pero como no tenían fondos que distribuir, se conformaban con impartir clases sobre cómo cuidar a los bebés. Mientras que las ayudas de la NSV se centraban en las más pobres de las madres «valiosas», las organizaciones femeninas apoyaban a las mujeres de todas las clases sociales, y las madres solteras con más de un hijo estaban amenazadas con la esterilización, en 1936 Himmler creó la organización Lebensborn destinada a asistir a las madres de hijos de varones considerados miembros de la élite racial, en su mayor parte de las SS. La Lebensborn no era una institución para una crianza intensiva ni un burdel de las SS; se crearon servicios de maternidad bien equipados, seis en Alemania, más tarde nueve en Noruega, uno en Bélgica y uno en Francia, la mayoría de ellos en el campo. En Alemania, cerca de 7000 a 8000 mujeres dieron a luz en estos centros durante los nueve años de existencia de la Lebensborn, más 6000 en Noruega durante la Guerra, y cerca de 55 por ciento de ellas eran madres solteras. Previa admisión en uno de estos centros de maternidad, se efectuaba una cuidadosa selección, a menudo por el propio Himmler, según las credenciales étnicas y eugénicas del padre del niño y de la propia madre. Pero desde 1939, los centros de la Lebensborn en Alemania pasaron a utilizarse para los niños «valiosos» de los territorios conquistados del este, cuyos padres habían muerto o habían sido secuestrados en la «búsqueda de sangre nórdica» emprendida por Himmler[587].


  La mayoría de las mujeres solo merecían los honores del Día de la Madre y, aquellas con cuatro hijos o más, la cruz de la maternidad; el primero se introdujo en la década de 1920, como en otros muchos países, la segunda en 1939, años después de las reformas centradas en la figura del padre, según el modelo francés de 1920, imitado en 1944 por la Unión Soviética. Pese a que el Estado nazi no promulgó ninguna ley en beneficio de las madres como tales, diez años después de su advenimiento, en 1942, mejoró considerablemente la Ley de 1927 para la protección de las embarazadas y madres jóvenes trabajadoras, a excepción de las mujeres judías, polacas y rusas, con objeto de alentarlas a combinar el empleo con la maternidad, en particular en tareas relacionadas con la guerra, pero también en una perspectiva a más largo plazo. La baja por maternidad de seis semanas antes del parto y seis semanas después permaneció invariable con respecto a la de 1927, pero se complementó con un subsidio equivalente al salario completo; las trabajadoras agrícolas y empleadas domésticas quedaron incluidas por fin en esta medida, y el puesto de trabajo siguió protegido contra despido durante el embarazo y los cuatro meses posteriores al alumbramiento. La principal innovación de la Ley era la disposición sobre servicios de asistencia al bebé. Los subsidios de maternidad se reservaban exclusivamente a las madres asalariadas. Las madres obtenían el reconocimiento y el subsidio del Estado solo si trabajaban fuera del hogar. Cuando en 1942 Robert Ley, líder del Frente Laboral Alemán (sindicato nazi), propuso que se extendiesen los subsidios de maternidad a las mujeres no asalariadas, especialmente a las madres de la clase obrera que tan duro trabajaban, Hitler rechazó esta propuesta diciendo que se necesitaba ese dinero para las «difíciles tareas» de los años venideros[588], es decir, para los gastos de las matanzas militares y no militares.


  Los resultados de la propaganda pronatalista y de las medidas sociales con objetivos pronatalistas fueron limitados. Las cifras de la tasa de natalidad, que en 1933 estaban entre las más bajas de Europa junto con las de Gran Bretaña y Austria, aumentaron en un tercio aproximadamente hasta 1936, desde una tasa de reproducción neta del 0,7 al 0,9; luego permaneció casi estancada y alcanzó apenas el nivel de finales de los años 20, que durante mucho tiempo se había calificado como la expresión de la «huelga de natalidad» y «suicidio racial», para disminuir de nuevo durante la Segunda Guerra Mundial. La mayor parte del aumento se debió a parejas que no habían podido tener los hijos que deseaban por causa de la depresión y las epidemias de principios de los años 30 y que se desquitaron cuando mejoraron las condiciones laborales y económicas. La proporción de mujeres casadas con cuatro hijos o más, número propuesto por los demógrafos nazis como «deber» de las mujeres «valiosas», descendió del 25 por ciento en 1933 al 21 por ciento en 1939. Las que se casaron y tuvieron hijos a partir de 1933 limitaron el número a uno, dos o tres hijos, siguiendo así la tendencia que había caracterizado a Alemania, así como a los demás países industrializados, antes del régimen nazi. Los subsidios familiares no contribuyeron a aumentar el número de nacimientos, menos todavía la cruz de maternidad, sino, por lo menos antes de la guerra, a fomentar la creencia en la capacidad del régimen nazi de superar la depresión. Mientras que los políticos nazis habían esperado que una política social dirigida a los niños aumentaría su número, la mayoría de los hombres y de las mujeres lo percibían sencillamente como una reforma social que compensaba las rentas bajas y les ayudaba a sobrevivir con los hijos que deseaban. Algunas mujeres, incluidas algunas nazis, protestaron abiertamente contra el fortalecimiento del dominio masculino a través de los subsidios percibidos por los padres, pero estas voces quedaron silenciadas a partir de 1934[589].


  El comportamiento de tres grupos concretos ilustra tanto las particularidades como los límites del pronatalismo nazi, además del porqué se tenían hijos, motivos que solían permanecer ocultos tras las cifras demográficas. Los funcionarios jefes del partido, es decir, esos alemanes «valiosos» que constituían los verdaderos objetivos del pronatalismo y estaban más próximos del nacionalsocialismo, demostraron que creían en los objetivos pronatalistas, aunque solo fuese para los demás y no para ellos mismos. Los demógrafos nazis deploraban que un 18 por ciento de los funcionarios casados entre 1933 y 1937 todavía no tuviese hijos en 1939, un 42 por ciento tuviese uno y un 29 por ciento dos. El61 por ciento de los miembros varones de las SS permanecía soltero en 1942 y los casados tenían 1,1 hijos de media; algo similar ocurría entre los médicos, grupo profesional con el mayor número de afiliaciones al partido y en las SS. Obviamente, existía una relación inversamente proporcional entre la afiliación al nacionalsocialismo de la élite y el número de hijos que engendraban[590]. Por otra parte, un grupo estadístico se situaba claramente por encima de la media en cuanto al número de hijos, aquellos cuyas solicitudes de préstamos matrimoniales y de subsidios familiares se rechazaban debido a su conducta «desordenada» y su clasificación como «familias numerosas asociales». Con respecto a estas personas, los demógrafos nazis se lamentaban de que la mitad de las familias con un número de hijos superior a la media fuesen indeseables[591]. El tercer grupo estaba formado por aquellos que protagonizaron dos pequeños pero notorios «baby booms» durante la Segunda Guerra Mundial, en una época en que caían los promedios, que los contemporáneos señalaron y explicaron con frecuencia. En 1939, se prohibió a las mujeres asalariadas, en particular entre la clase obrera, a abandonar su empleo a menos que estuviesen embarazadas, porque se necesitaba su contribución a la economía de la guerra. Las embarazadas y las madres jóvenes también estaban exentas del servicio laboral obligatorio introducido en 1943. En ambas ocasiones, muchas mujeres preferían tener hijos en lugar de trabajar para la guerra y esa fue una de las principales razones de que entre 1939 y 1941 el número de asalariadas descendiese en 500 000. Los tres grupos examinados ilustran, de diferente manera y en diferentes grados, que en la Alemania nazi la negativa a procrear y el uso de contraceptivos y del aborto no era, como se ha sostenido en el caso de otros países, una indicación de la oposición política[592].


  El segundo grupo deja directamente patente el segundo rasgo sobresaliente de los subsidios familiares del Estado nacionalsocialista, a saber: la combinación con el racismo. La política racial los distingue de los subsidios de todos los demás países. Ninguno de los subsidios nazis pretendía ser universal, ni siquiera entre los varones y pese a la supresión del límite de renta superior, puesto que se excluía a los catalogados de minderwertig, es decir, a los padres o hijos considerados eugénica o étnicamente «no aptos»: los judíos, a quienes se les negaban incluso las reducciones fiscales en concepto de familia, los gitanos, los minusválidos físicos, emocionales o mentales, particularmente, pero no exclusivamente, los esterilizados, los «asociales», oponentes políticos, trabajadores de la Europa del este. Por ejemplo, mientras que en otros países y en la Alemania de antes de 1933, para un niño minusválido se extendía el subsidio más allá del límite de edad corriente, en la Alemania nazi era una razón para excluirlo completamente a él y a sus padres de dicho subsidio[593]. Con respecto a los «inferiores», el nacionalsocialismo no practicó una política de bienestar familiar, sino de destrucción de la familia.


  Los subsidios gubernamentales para el matrimonio y la procreación no formaban en sí mismos parte del sexismo ni del racismo. Eran un componente de los nuevos estados de bienestar que por primera vez en la historia prestaban ayuda a la familia, la esfera de la reproducción masculina y el trabajo doméstico femenino. Pero el nacionalsocialismo los combinaba con el sexismo y el racismo al privilegiar a los hombres sobre las mujeres y a los «alemanes valiosos» sobre los varones «de raza inferior». La combinación de la Familienlastenausgleich con el racismo fue específica y exclusiva del nacionalsocialismo; la combinación con el sexismo era también específica, pero también se daba en otras dictaduras europeas, distinguiéndolas de las democracias. De todo ello se desprende que la política de natalidad y familiar del nacionalsocialismo no era «el pronatalismo y el culto a la maternidad», sino el antinatalismo y el culto a la paternidad y a lo masculino. Una continuidad histórica pero no determinista es la que llevó de este estadio al racismo de los años 40.


  DEL ANTINATALISMO AL GENOCIDIO


  Durante la Segunda Guerra Mundial no fue la maternidad sino su extremo opuesto el que pasó a desempeñar un papel importante en la política racial, incluidas las manifestaciones más sanguinarias. La antinatalista «primacía del Estado en la esfera de la vida» se extendió a partir de entonces a muchas mujeres que no eran una minoría y, más importante aún, implicaba la primacía del Estado en la esfera de la muerte.


  Cuando se declaró la guerra en 1939, se restringió la esterilización legal, principalmente para liberar mano de obra para la guerra y las masacres. Pero el antinatalismo adoptó otras formas, dirigidas casi exclusivamente contra las mujeres. En los primeros tiempos de la guerra, se enviaba a las mujeres polacas de regreso al este en cuanto se quedaban embarazadas y al parecer muchas aprovecharon este método para librarse de los trabajos forzados, prefiriendo tener bebés en lugar de contribuir al esfuerzo bélico. Pero desde 1941, las mujeres rusas y polacas debían permanecer aun embarazadas, se las urgía e incluso obligaba a abortar, a veces a esterilizarse y con frecuencia se las separaba de sus hijos en un juego complejo entre los expertos raciales de Himmler, las oficinas de trabajo, los patronos y la profesión médica. A las mujeres rusas, en particular, se les asignaban deliberadamente «trabajos de hombres» en la industria de la munición con objeto de provocar abortos espontáneos, otra medida de la contribución bélica contra los bebés. Los planes para los territorios conquistados del este, en particular el Generalplan Ost, incluían un gran número de métodos cuidadosamente elaborados, voluntarios y no voluntarios, para reducir el número de nacimientos, dirigidos casi exclusivamente a las madres y madres en potencia[594].


  Hacia la misma época, se realizaban experimentos de esterilización con judíos y gitanos en algunos de los campos de concentración, particularmente en Auschwitz y Ravensbrück, bajo las órdenes de Himmler. Originalmente, estaban concebidos para esterilizar a los judíos «mestizos» (Judenmischlinge) no condenados a la exterminación. Tras el fracaso de la utilización de productos químicos y rayosX para la esterilización de mujeres y hombres, los experimentos se centraron exclusivamente en las mujeres, a través de inyecciones en el útero. El artífice era Clauberg, quien desde 1934 había adquirido experiencia en la esterilización de mujeres y buscaba un método «no sangriento», es decir, sin operaciones, complicaciones, resistencia ni muerte. Tan avanzado estaba su método en 1943 que se consideraba capaz de esterilizar a mil mujeres al día con la ayuda de un equipo de diez hombres. Por entonces, el nuevo procedimiento no solo estaba destinado a las mujeres judías «mestizas», sino también a la esterilización masiva de otras mujeres, y podía efectuarse, con suerte, según palabras de Clauberg, «durante el examen ginecológico corriente que realizaban todos los médicos[595]». Las judías y gitanas de los campos marcaron la pauta que en el futuro estaba reservada para cientos de miles de mujeres étnica y eugénicamente «inferiores».


  La política nacionalsocialista de esterilización anterior a 1939, denominada «prevención de vida indigna», fue también una «precursora[596]» de la «aniquilación de vida indigna» («eutanasia» o «acción T4»). Se inició en 1939 y hasta 1945 se asesinó a unas 200.000 personas ancianas y minusválidas, en su mayor parte enfermos internados en clínicas psiquiátricas, tanto mujeres como varones, tras haberlos clasificados de «incurables» o incapaces de trabajar. Además, se asesinó a todos los pacientes judíos sin necesidad de selección previa, por lo que laT4 fue también la primera fase de la matanza sistemática de judíos. El gas mortal especial se utilizó por primera vez en la acciónT4. Diversas fueron las razones por las que el racismo nacionalsocialista desembocó en esta política de masacre. Nació de una mentalidad que no contemplaba la esterilización como una decisión privada y libre, sino como una alternativa «humana» al asesinato en nombre del Volkskörper, como una «eliminación sin masacre[597]», como un sustituto político de la «naturaleza» que habría evitado «naturalmente», es decir, sin la caridad y la medicina modernas, que sobreviviesen las personas «no aptas». En segundo lugar, en el contexto de la política de esterilización, los expertos en medicina y psiquiatría ya estaban acostumbrados a las intervenciones físicas y a la muerte, sobre todo entre mujeres. En tercer lugar, las primeras víctimas de la masacre fueron 5000 niños minusválidos menores de tres años, precisamente aquellos a cuyos padres no se había tratado antes de 1937, mediante el aborto o la esterilización obligatoria. Por último, muchos de los que habían participado o defendido la política de esterilización obligatoria también participaron en la matanza de los enfermos, y eran en su mayoría médicos y otros miembros del personal sanitario, muchos de los cuales también desempeñaron un papel destacado en el genocidio de los judíos.


  A finales de 1941, se transfirieron las cámaras de gasT4 y el personal masculino que se ocupaba de ellas de Alemania a los nuevos campos de la muerte construidos en los territorios orientales, donde se pusieron al servicio del asesinato sistemático e industrial de millones de judíos y gitanos, tanto mujeres como hombres. Este traslado no solo fue tecnológico, sino también de mentalidad y estrategia, y poseía una dimensión de género importante que todavía no se ha estudiado lo suficiente. Antes de utilizar el gas mortal, ya se había asesinado a cientos de miles de judíos, principalmente en fusilamientos masivos. Los hombres de las SS que participaron en estas acciones tuvieron, según parece, «dificultades psicológicas» considerables, en especial al tener que disparar contra mujeres y niños, tal como subrayaba, por ejemplo, el comandante en jefe del campo de Auschwitz; incluso Himmler y Eichmann se sintieron indispuestos mientras contemplaban ejecuciones de mujeres y niños, y pidieron que se encontrasen métodos nuevos. La tecnología del gas se introdujo desde finales de 1941 no solo como un medio para acelerar los asesinatos masivos, sino también porque se necesitaba un «método “adecuado”», una alternativa «humana» al baño de sangre descamado, que liberase a los hombres de las SS de unos escrúpulos muy determinados por el género[598]. Los primeros camiones de gas se utilizaron principalmente, y a veces exclusivamente, para matar a mujeres y niños; «hombres, mujeres y niños» es la descripción que se da con frecuencia de las víctimas de los camiones de gas. En la primera fase de la masacre de la población del ghetto judío, la mayoría de las víctimas eran mujeres[599]. Cuando empezaron a funcionar las cámaras de gas permanentes de Auschwitz, desde finales de 1941, a la llegada de los prisioneros las primeras seleccionadas para la muerte eran las judías, en particular las que tenían hijos —«cada niño judío representaba automáticamente la muerte para la madre»— mientras que a la mayoría de varones judíos robustos se les asignaban trabajos forzados. Prácticamente dos terceras partes de los judíos alemanes deportados y asesinados en los campos de concentración eran mujeres y el 56 por ciento de estas gitanas que murieron en las cámaras de gas de Auschwitz[600]; nunca conoceremos el número exacto de mujeres entre los demás millones de muertos. Un estudio reciente de los médicos nazis que trabajaron en los campos de la muerte ha puesto de manifiesto que esos hombres, que pasaron de curar a asesinar, conseguían seguir adelante en gran medida gracias a los lazos que establecían con su propio sexo, al alcohol y a su adaptación a un «ideal nazi masculino universal[601]».


  Los expertos que encabezaban las masacres eran perfectamente conscientes de la dimensión de género que encerraba el genocidio y en 1943 Himmler exhortó a los hombres de las SS en un discurso que resumía reflexiones anteriores:


  
    Llegamos a la pregunta: ¿qué pasa con las mujeres y los niños? He decidido encontrar una solución clara también a este respecto. En realidad no me creo justificado a exterminar a los varones, ya sea matándolos o mandando que los maten, y dejar que crezcan vengadores en potencia en forma de niños.

  


  Por ello, las judías morían como mujeres, como madres y progenitoras de la siguiente generación de judíos. Pero Himmler llegó incluso más lejos y colocó a las víctimas femeninas en el centro de su definición particular de genocidio:


  
    Cuando se me obligaba en algún lugar, en algún pueblo, a actuar contra partisanos y contra comisarios judíos… entonces, por principio, daba la orden de matar también a las mujeres y los hijos de dichos partisanos y comisarios… Creedme, esa orden no era tan fácil de dar ni tan sencilla de obedecer como podría imaginarse lógicamente o puede expresarse en esta sala. Pero debemos reconocer constantemente que participamos en una lucha racial primitiva, primordial y natural.

  


  En este caso, en un esfuerzo logrado por superar los escrúpulos de los varones ante una guerra de varones contra mujeres, la Rassenkampf nacionalsocialista en su forma más extrema se define como una lucha a muerte de hombres no únicamente contra hombres, como ocurre en una guerra militar tradicional, sino también, y particularmente, contra las mujeres como madres. Algunos historiadores han reconocido la importancia de esta definición de «lucha racial» que gira esencialmente en torno a la mujer como un elemento de la singularidad del genocidio nacionalsocialista del pueblo judío[602].


  Las mujeres activas en la política racial nazi eran una minoría entre los actores y una minoría entre las mujeres en su conjunto, aunque asombrosamente firme y eficaz. Las más activas de entre ellas solían ser solteras sin hijos. Procedían de todas las clases sociales excepto de las más altas y su participación en la política racista era en su mayor parte, al igual que en el caso de muchos hombres, una función de su cargo o profesión. Mientras que la esterilización estaba completamente dirigida por varones, algunas asistentas sociales y doctoras en medicina colaboraban en la selección de candidatos. Las enfermeras de los seis centros de muerteT4 ayudaban a los médicos varones en la selección y la aniquilación. Algunas estudiosas cooperaban con sus superiores varones en estudios sobre los gitanos y sentaron las bases para la selección y la exterminación de esta raza; con este propósito, se servían del más fácil acceso que tenían como mujeres a los gitanos y la cultura gitana. Las guardianas que vigilaban a las mujeres recluidas en los campos de concentración procedían en su mayoría de la clase social baja u obrera y eran voluntarias que esperaban lograr a través de este trabajo un ascenso posterior. Entre todas las activistas, eran las más próximas al núcleo de las operaciones de exterminio, además de responsables de su funcionamiento; es erróneo creer que «no afectaron en absoluto al funcionamiento del Estado nazi[603]». El racismo nacionalsocialista no solo estaba institucionalizado como política de Estado, sino también como profesión.


  Los historiadores, incluidos algunos feministas, han sostenido que la participación de las mujeres alemanas en la culpa y la responsabilidad del infierno nazi fue adaptarse al nazismo al creer en la maternidad y limitarse a ser madres y esposas, una idea muy generalizada durante mucho tiempo, principalmente en los rangos de la izquierda[604]. Pero aquellas mujeres que participaron en ese infierno, no creían en el maternalismo como un rasgo del sexo femenino, no solían tener hijos y no actuaban como madres; sino que se adaptaron a estrategias políticas y profesionales dominadas por varones, a una política racial profesionalizada. Más importante todavía es señalar que la imagen de la mujer como madre tampoco era el eje central de la idea nazi sobre el sexo femenino en su conjunto ni tal idea, en cuanto tuvo alguna influencia, era específica del nacionalsocialismo. Por el contrario, desde los inicios del nacionalsocialismo, la eugenesia moderna o higiene racial se había impuesto a la ética tradicional de la procreación; dentro de la eugenesia moderna, la vertiente «negativa» o antinatalista se había impuesto a la «positiva» o pronatalista; y dentro de esta última vertiente, la política social moderna prevalecía por encima de las fantasías más tempranas de «creación de genios». Lo que quedaba de esta última era el intento más realista y eficaz de reducir la procreación de personas supuestamente «imbéciles» e «inferiores», y, a la postre, evitar que estas últimas viviesen. Esta política racial, en toda su complejidad, era el eje central del nacionalsocialismo, el aspecto innovador y específico, que modelaba las numerosas ideas del nacionalsocialismo en materia de mujeres. Ante todo, rompía con la imagen maternalista del sexo femenino. Bajo el nacionalsocialismo, los valores de la maternidad y del maternalismo, como los valores humanos en general, alcanzaron un mínimo histórico e internacional.


  * * *


  Cuando las mujeres y los hombres de Alemania se libraron de este régimen sanguinario, también se libraron del antinatalismo estatal. Pero por muy paradójico que parezca, la Comisión de control aliado, el Tribunal militar americano y, más adelante, la jurisprudencia alemana mantuvieron, por una parte, que la política de esterilización nazi no era un crimen que debía juzgarse en los tribunales ni formaba parte del racismo del régimen, porque también existían leyes de esterilización en Estados Unidos; y, por otra, que los subsidios familiares, aunque no las reducciones fiscales, formaban parte del racismo del régimen y por ello debían dejar de pagarse. De este modo, a finales de los años 40, cuando en algunos estados europeos como Gran Bretaña y Noruega, se introducían los subsidios familiares como principal reforma de un Estado de bienestar en pleno desarrollo, Alemania era prácticamente el único país europeo donde no se pagaban subsidios de esta índole[605].


  Tanto las Constituciones de Alemania del este como del oeste incluían una cláusula sobre la igualdad de derechos entre los sexos, a imagen de la Constitución de Weimar, que el nacionalsocialismo no se había molestado en revocar. En Alemania del este, que siguió el modelo soviético, la igualdad de derechos se interpretaba como el deber de la mujer de trabajar fuera del hogar; las tareas domésticas se menospreciaban, siguiendo en cierta medida las ideas notoriamente desdeñosas de Lenin acerca del trabajo doméstico de la mujer, y la propaganda urgía a las amas de casa a buscar trabajo y ayudar así a establecer el socialismo y dar prioridad al «Nosotros» con respecto al «Yo», a la colectividad y no al egoísmo[606]. Esta política se veía fomentada por salarios bajos y, en 1950, por ayudas a la maternidad para mujeres asalariadas, como la baja por maternidad con retribución del sueldo íntegro; las madres y las viudas necesitadas recibían ayudas sociales solamente si eran incapaces de trabajar fuera del hogar; era corriente que se separase a las madres solteras «asociales» de sus hijos; y mientras que todas las madres recibían un dinero por el nacimiento del tercer hijo en adelante, el subsidio familiar universal solo se pagaba a partir del cuarto hijo. Como reacción a una caída muy pronunciada de la fertilidad y con el desarrollo de un «socialismo de bienestar», en los años 70, se resolvió que «debían reconocerse y valorarse los servicios de gestar y criar a los hijos en el seno de la familia[607]»; ello se consiguió a través de una ley laboral específica para las mujeres donde se estipulaba una semana de cuarenta horas para las madres que se ocupaban de dos o más hijos, ayuda provisional para las madres solteras que deseaban abandonar su puesto de trabajo, y un año remunerado para dedicarlo al cuidado del bebé para las madres de un segundo hijo en adelante.


  El trabajo propio de la madre tampoco merecía valoración alguna en el Estado alemán occidental de los primeros tiempos, que también garantizaba la igualdad de derechos en la Constitución. Se mejoró el subsidio de parto para las mujeres asalariadas; cuando se introdujeron de nuevo los subsidios familiares (Kindergeld) en 1954, funcionaron según el antiguo modelo francés de los fondos de compensación de los patronos y se pagaban al padre a partir del tercer hijo. Hasta 1964, el gobierno federal no asumió la responsabilidad de estos subsidios, y universalizó y aumentó gradualmente la suma así como el número de hijos que tenían derecho a ella; aunque la Ley disponía que el pago podía realizarse al padre o a la madre, era por lo general el primero quien lo solicitaba. Hasta 1975, el principal instrumento de la política familiar siguieron siendo las deducciones fiscales concedidas al cabeza de familia por concepto de esposa e hijos[608]. En 1979, el gobierno socialdemócrata introdujo una baja por maternidad con una remuneración modesta de medio año, además de los subsidios de parto, y en 1987, el gobierno cristiano-demócrata/liberal la sustituyó por un «subsidio de crianza» universal de un máximo de 600 marcos mensuales durante un periodo de un año y medio. Este modelo difiere del ideal similar de Lily Braun, propuesto más de ochenta años antes[609], en dos aspectos importantes: no cubría completamente las necesidades y podía pagarse a la madre o al padre, según cual de ellos eligiese ocuparse del niño y renunciar al puesto de trabajo. Aunque pocas feministas del nuevo movimiento de mujeres habían luchado por esta reforma, difícilmente se habría adoptado si el auge del Estado de bienestar moderno no hubiera coincidido con el crecimiento de los movimientos de mujeres en el sigloXX. Queda aún por saber si en el difícil proceso de unificar Alemania en un Estado de bienestar libre también se reconocerán y se respetarán los derechos políticos y sociales de las madres y de las mujeres en general.
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